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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés

--Allende Bussi, Isabel

--Araya Guerrero, Pedro
--Bianchi Chelech, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio
--De Urresti Longton, Alfonso
--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Guillier Álvarez, Alejandro

--Harboe Bascuñán, Felipe
--Horvath Kiss, Antonio

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Montes Cisternas, Carlos
--Moreira Barros, Iván

--Muñoz D´Albora, Adriana
--Navarro Brain, Alejandro

--Orpis Bouchon, Jaime
--Ossandón Irarrázabal, Manuel José
--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime
--Quinteros Lara, Rabindranath
--Tuma Zedan, Eugenio
--Van Rysselberghe Herrera, Jacqueline
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros del Interior y Seguridad Pública, señor Rodrigo Peñailillo Briceño; de Hacienda, señor Alberto Arenas de Mesa, y de Desarrollo Social, señora Fernanda Villegas Acevedo. Asimismo, se encontraba presente el Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Ricardo Cifuentes Lillo.
Actuó de Secretario subrogante el señor José Luis Alliende Leiva, y de Prosecretario subrogante, el señor Julio Cámara Oyarzo.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:14, en presencia de 18 señores Senadores.

La señora ALLENDE (Presidenta).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

La señora ALLENDE (Presidenta).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 91ª y 92ª, ordinarias, en 4 y 5 de marzo, respectivamente; Sesión de Instalación, en 11 del presente mes, y 1ª, en 12 de marzo, todas de este año, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las actas aprobadas).

IV. CUENTA

La señora ALLENDE (Presidenta).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor CÁMARA (Prosecretario subrogante).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Oficio



De la Honorable Cámara de Diputados:


Comunica que dio su aprobación al proyecto de ley que mejora normas en materia de contratación pública para proteger los derechos de los trabajadores de las empresas de aseo y extracción de residuos sólidos, otorgando la autorización que indica (boletín N° 9.278-06) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Véase en los Anexos, documento 1).
La señora ALLENDE (Presidenta).- Señores Senadores, en reunión de Comités, considerando que la Cámara de Diputados aprobó por unanimidad el proyecto de que se acaba de dar cuenta y, además, que media “discusión inmediata”, acordamos por consenso que dicha iniciativa sea analizada, en sesión celebrada paralelamente con la de la Sala, por la misma Comisión de Hacienda ad hoc -llamémosla así por ahora- que estudió el proyecto denominado “bono marzo”. Y la Mesa se entiende autorizada para ponerla en discusión sobre tabla.



Solo quiero recordarles a Sus Señorías que el problema abordado mediante el referido proyecto se arrastra desde el Gobierno anterior y, asimismo, hacerles presente la importancia que reviste el que otorguemos las facilidades necesarias para resolverlo.



Los trabajadores involucrados aceptaron incluso no ejercer su derecho a huelga, en la medida que se concrete la solución planteada. 


--Por acuerdo de los Comités, pasa a la Comisión de Hacienda.
La señora ALLENDE (Presidenta).- Continúa la Cuenta.



Tiene la palabra el señor Prosecretario.

El señor CÁMARA (Prosecretario subrogante).- Gracias, señora Presidenta.

Informes



De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que concede aporte familiar permanente de marzo y ajusta norma que indica (boletín N° 9.273-05) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Véase en los Anexos, documento 2).



--Por acuerdo de los Comités, queda para la tabla de esta sesión, en el primer lugar del Orden del Día.


De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que regula entrevistas grabadas en vídeo y otras medidas de resguardo a menores de edad víctimas de delitos sexuales (boletín N° 9.245-07) (Véase en los Anexos, documento 3).


De la Comisión Mixta constituida, conforme lo dispone el artículo 70 de la Constitución Política de la República, para proponer la forma y el modo de resolver las divergencias suscitadas entre ambas ramas del Congreso Nacional con ocasión de la tramitación del proyecto de ley sobre medidas de seguridad en pasarelas, pasos sobre nivel y puentes que cruzan carreteras (boletín N° 8.201-09) (Véase en los Anexos, documento 4). 



--Quedan para tabla.

Proyecto de acuerdo



De los Senadores señor Horvath, señora Muñoz y señores Araya, Bianchi, Chahuán, Guillier, Navarro, Prokurica, Quinteros y Patricio Walker, con el que le solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República la remisión de una iniciativa legal que disponga que el Director Nacional de Gendarmería de Chile sea nombrado de entre oficiales penitenciarios con el rango de coronel (boletín Nº S 1.641-12) (Véase en los Anexos, documento 5).



--Queda para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Terminada la Cuenta.

El señor HORVATH.- Pido la palabra.

La señora ALLENDE (Presidenta).- La tiene, Su Señoría.

El señor HORVATH.- Señora Presidenta, solicito que se distribuya el texto del proyecto de acuerdo de que se acaba de dar cuenta y que, con el asentimiento de la Sala, la votación pertinente se realice en esta sesión. Creo que ello sería conveniente, atendida la materia tratada y por razones de oportunidad.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Haremos distribuir el documento y más tarde veremos si hay acuerdo para acoger la solicitud de Su Señoría.

)----------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- Le comunico a la Sala que dentro de algunos minutos voy a citar a reunión de Comités, pues estamos a punto de llegar a consenso en cuanto a la integración de las Comisiones.

V. ORDEN DEL DÍA
APORTE PERMANENTE DE MARZO PARA FAMILIAS DE MENORES INGRESOS Y MAYOR COBERTURA DE BONO DE INVIERNO PARA PENSIONADOS

La señora ALLENDE (Presidenta).- Corresponde ocuparse en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que concede aporte familiar permanente de marzo y ajusta norma que indica, con informe de la Comisión de Hacienda y urgencia calificada de “discusión inmediata”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (9273-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 2ª, en 18 de marzo de 2014.



Informe de Comisión:



Hacienda: sesión 3ª, en 19 de marzo de 2014.
La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- Los principales objetivos de esta iniciativa son crear un aporte monetario familiar de carácter permanente, en el mes de marzo de cada año, para las familias de menores ingresos y, además, ampliar la cobertura del bono de invierno, para lo cual se establece que no se considerará, a los efectos de cumplir los requisitos de ingresos, el monto que el pensionado perciba por concepto de aporte previsional solidario de vejez.



La Comisión de Hacienda discutió este proyecto en general y en particular, conforme a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros (Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar), en los mismos términos en que lo despachó la Cámara de Diputados.

La señora ALLENDE (Presidenta).- En discusión general y particular el proyecto.



Antes de ofrecer la palabra, saludo al Ministro de Hacienda, don Alberto Arenas, y a la Ministra de Desarrollo Social, señora Fernanda Villegas.



¡Bienvenidos a esta sesión!



Tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señora Presidenta, antes de informar sobre esta iniciativa, que aprobamos en la Comisión de Hacienda, quiero una clarificación.



En algún minuto de esta sesión se va a requerir que esa misma Comisión sesione paralelamente con la Sala para despachar el proyecto atinente a los recolectores de basura.



Sin embargo, algunos miembros de dicho órgano técnico tenemos una preocupación, pues queremos participar en todo el debate de la iniciativa que ocupa ahora a la Sala.



La Comisión de Hacienda no debería tomar demasiado tiempo para despachar el proyecto vinculado con los trabajadores en comento.



Entonces, no sé si procede que, llegado el momento, se suspenda esta sesión por algunos minutos a los efectos de que los cinco integrantes de dicho órgano técnico nos reunamos para tratar la referida iniciativa y, concluida nuestra labor, regresemos a la Sala para participar desde el comienzo en el debate sobre el “bono marzo”, materia que reviste gran importancia.



Si a usted le parece, señora Presidenta -es una sugerencia-, o se suspende ahora la sesión para despachar en la Comisión de Hacienda la iniciativa vinculada con los recolectores de basura -así, los dos proyectos quedarían para tabla-, o bien, rindo el informe relativo al “bono marzo” y la suspensión se hace cuando corresponda.



Quedo en manos de Su Señoría.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Podemos suspender la sesión hasta por 20 minutos.



Creo que todos entendemos la importancia que reviste el proyecto pertinente y cuán necesario es dar solución al problema muy sensible que aqueja a todos los trabajadores recolectores de basura.



Entonces, propongo suspender la sesión por 20 minutos -me parece lo más indicado-, para permitir, por un lado, que se reúna la Comisión de Hacienda, y por otro, que todos sus miembros participen en el debate completo del proyecto denominado “bono marzo”. Así tendremos después los informes de los dos proyectos que se tratarán esta tarde.



Acordado.



Se suspende la sesión por 20 minutos.

)--------------(



--Se suspendió a las 16:22.



--Se reanudó a las 16:47.

)----------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- Continúa la sesión.



Voy a suspenderla nuevamente, esta vez por quince minutos, que es el tiempo máximo que requiere la Comisión de Hacienda para finalizar su labor.



Se suspende la sesión

)----------(



--Se suspendió a las 16:47.



--Se reanudó a las 16:53.

)-----------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- Continúa la sesión.



Agradezco la comprensión de Sus Señorías. 



La Comisión de Hacienda ha terminado su trabajo. 



Les recuerdo que el primer punto de la tabla dice relación con el bono familiar permanente. Al efecto, contamos con la presencia del señor Ministro de Hacienda y de la señora Ministra de Desarrollo Social. 



Antes de que finalice el Orden del Día, nos vamos a ocupar en el segundo proyecto, también con urgencia calificada de “discusión inmediata”,  que protege los derechos de los trabajadores de las empresas de aseo y extracción de residuos sólidos y otorga la autorización que indica.



Tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señora Presidenta, paso a informar sobre el proyecto de ley que concede aporte familiar permanente de marzo y ajusta norma que señala, ya aprobado por la Comisión de Hacienda.



 La iniciativa, a cuyo estudio nos abocamos esta tarde, está destinada a ir en apoyo de las familias de menores ingresos, a fin de que estas puedan mitigar los numerosos gastos que deben enfrentar durante el mes de marzo mediante la creación del llamado “aporte familiar permanente”.



A diferencia de bonos anteriores entregados por distintas Administraciones, todos con carácter excepcional, siendo pagados por una sola vez, este proyecto establece un beneficio de naturaleza permanente, como nuevo componente del sistema de protección social.



Adicionalmente, la iniciativa tiene un segundo objetivo: ir en directo beneficio de un número importante de adultos mayores, ampliando la cobertura del “bono de invierno” en más de 351 mil personas, a través de la explicitación de que no se considerará como parte del monto de la pensión, para efectos de cumplir el requisito del límite respectivo, la cantidad que el pensionado perciba por concepto de aporte previsional solidario de vejez.



Esta iniciativa supone un costo fiscal, para el año 2014, de 162 mil 660 millones de pesos, focalizados en las familias y adultos mayores más necesitados.



¿Quiénes recibirán el aporte familiar permanente? Los beneficiarios del subsidio familiar y los beneficiarios de asignación familiar o asignación maternal, así como los usuarios del Subsistema de Seguridades y Oportunidades que estén participando en el Subsistema conocido como “Chile Solidario”.



Estamos hablando de más de un millón 601 mil familias que se verán beneficiadas en estas tres categorías.



El monto del aporte familiar permanente varía en función de los beneficiarios y los causantes. 



En el caso de los beneficiarios de subsidio familiar o de asignación familiar o maternal, el bono será de 40 mil pesos por cada causante que el beneficiario tenga al 31 de diciembre del año inmediatamente anterior al otorgamiento del beneficio.



Tratándose de las familias usuarias del Subsistema de Seguridades y Oportunidades que estén participando en el Subsistema “Chile Solidario”, el aporte familiar permanente será de 40 mil pesos por familia. 



Cabe destacar que esta cobertura es adicional, ya que se refiere a aquellas familias que, participando de estos programas, no son beneficiarias de subsidios o asignaciones familiares por no tener causante, concediéndoseles igualmente el beneficio.



Ahora bien, aquellas familias del “Chile Solidario” y del Subsistema de Seguridades y Oportunidades que sí tengan causantes de subsidio único familiar o asignación familiar, recibirán un aporte por cada uno de ellos.



Hago este detalle porque en la Comisión de Hacienda se discutió intensamente respecto a la cobertura del beneficio.



En suma, a través de esta iniciativa se van a otorgar 3 millones 542 mil aportes familiares permanentes.



Como información adicional, puedo mencionar que el aporte familiar permanente para el presente mes será de cargo fiscal y se pagará por el Instituto de Previsión Social, en una sola cuota, en el mes de marzo de cada año.



Algunas características básicas del bono son las siguientes: 



-Será de cargo fiscal y de carácter permanente.



-No constituirá remuneración o renta para efectos legales y, en consecuencia, no será imponible ni tributable.



-Los reclamos relacionados con este aporte familiar van a ser conocidos y resueltos por el Instituto de Previsión Social.



-El plazo para reclamar por el no otorgamiento será de un año, contado desde el mes de abril del año en el cual corresponda pagarlo.



-A quienes perciban indebidamente el aporte especial permanente se les aplicarán las sanciones administrativas y penales que pudieran corresponderles, sin perjuicio de la obligación de restituir las sumas indebidamente percibidas.



Finalmente, cabe señalar que el costo fiscal de este proyecto, ascendiente a 162 mil 660 millones de pesos, se financiará con cargo a los recursos contemplados en la asignación “Provisión para Distribución Suplementaria del Tesoro Público” de la Ley de Presupuestos y, en los años siguientes, por los fondos que anualmente contemple esta última.



Es cuanto puedo informar, señora Presidenta.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señora Presidenta, quiero expresar mi reconocimiento porque este proyecto, el primero iniciado en mensaje del actual Gobierno de la Presidenta Bachelet -aprovecho de saludar al Ministro de Hacienda y a la Ministra de Desarrollo Social, que nos acompañan esta tarde-, tiene que ver con un sentido social muy profundo; con la oportunidad de crear mayores igualdades en una sociedad muy desigual; con el compromiso del programa de la Presidenta Bachelet de atender a los sectores más vulnerables, y con una señal muy importante, en la medida en que este será un bono no transitorio, sino permanente -se pagará todos los meses de marzo-, al igual que el “bono de invierno”, que tanta falta les hace a los adultos mayores.



Quiero expresar que el costo fiscal, del orden de los 285 millones de dólares, constituye un esfuerzo significativo para un Gobierno que, se sabe, tiene un presupuesto restringido y una demanda bastante alta en materia de expectativas en lo que dice relación al cumplimiento de un ambicioso programa de reforma educacional. Por ello, toma fuerza la necesidad de aprobar otro proyecto que conocerá próximamente este Congreso: el de la reforma tributaria.



El mensaje expone que “se busca crear un aporte monetario de carácter permanente para las familias de menores ingresos durante el mes de marzo, siendo ésta una de las medidas del Gobierno que apuntan a fortalecer la protección social”.



Una de las características esenciales de la primera Administración de la Presidenta Bachelet fue, precisamente, la protección social, de tal modo que no es casualidad que el primer proyecto de ley que se presenta -ya aprobado por la Cámara de Diputados y que ha llegado a este Senado a cumplir su segundo trámite- tenga que ver con un bono tan importante, que beneficiará a alrededor del 20 por ciento más vulnerable de la población.



Me alegro, entonces, de que nuestra Corporación vaya a aprobar -espero que por unanimidad, tal como lo hizo la Cámara de Diputados- prontamente este bono, con el objeto de que los ciudadanos más carenciados, que están atentos a lo que está haciendo el Congreso, particularmente respecto de esta iniciativa, puedan recibir el beneficio, en el caso del “bono marzo”, a más tardar el 1° de abril. En cuanto al “bono de invierno”, que están esperando los pensionados y adultos mayores, les será muy necesario para temperar sus viviendas y enfrentar sus demás carencias. 



¿Por qué se hace en marzo esto? Porque, naturalmente, las familias enfrentan un mayor gasto en materia de educación, de útiles escolares, de transporte y, por qué no decirlo, un costo de transporte que tendrá un impacto importante debido al precio internacional de los combustibles, materia que deberíamos abordar en otro momento, también con el Ministerio de Hacienda, a propósito de un proyecto especial. En todo caso, creo que esta iniciativa apunta muy bien en la dirección de atender las necesidades de los más vulnerables. 



En consecuencia, señora Presidenta, saludo con mucho entusiasmo este proyecto, el primer mensaje de la Presidenta Bachelet que discute este Senado, y anuncio mi voto favorable.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señora Presidenta, quisiera hacer dos o tres constataciones personales, que creo importante transmitir dentro de una lógica política -tal como lo hice en la Comisión-, y algunas consideraciones respecto del proyecto sometido a nuestra consideración.



En primer término -y reconozco que con esto me daré un pequeño gustito-, quiero señalar que, al finalizar el último período presidencial, ardió Troya porque el Gobierno (el anterior) presentó dos proyectos con “discusión inmediata”. Se dijo en ese momento que era una vulneración a la forma de trabajar del Congreso, que era un escándalo, y se ofició al Presidente para representarle que cómo era posible que actuara de esa manera. Y ahora veo que la primera decisión del actual Gobierno es mandar dos proyectos con la misma urgencia.



Ello me parece completamente contradictorio con lo que las bancadas de enfrente alegaban con tanta pasión. Y como yo defiendo el derecho presidencial, de allá y de acá, de uno y otro lado, déjenme por lo menos darme el gustito de destacar el silencio en que ahora están sumidas las huestes del frente, porque todo se hace según el lado en que se está…

El señor PIZARRO.- ¡Tiene toda la razón…!

El señor LAGOS.- ¡Este es un caso de urgencia inercial…!

El señor COLOMA.- Está bien. Pero vean las actas de la sesión en que se dijo eso para que se den cuenta de esta incoherencia.



En segundo término, también quiero hacer un pequeño recuerdo.



En esta misma Sala, cuando el Presidente Piñera ingresó el “bono marzo” hace cuatro años, se le representó como inaceptable que aquel hubiera surgido como un compromiso de campaña. Se dijo que no era serio…

El señor LAGOS.- ¡El “bono cohecho”…!

El señor COLOMA.-… plantear en una campaña -está en las actas- un concepto como ese. Y resulta que ahora el actual Ministro de Hacienda señaló en la Comisión -y en eso fue coherente- que esta medida estaba en el programa de Gobierno y que respondía a un compromiso de campaña. Y no es malo que la gente se comprometa. Pero no digamos una cosa cuando se está a un lado y no digamos lo mismo cuando se está en el otro. Por lo demás, me parece bien que se haya planteado en ambos lados.



Tercero, en esta lógica de reflexión también considero bueno que el Ministro de Hacienda, a pesar de ser un poquito “apocalíptico” -disculpen mi expresión- con respecto al estado de las finanzas nacionales que se le entregaron al señalar que prácticamente no había un peso conforme a la asignación anterior, sacara la billetera y entregara el bono más “expenso” (de expensive, es decir, caro) que ha habido en Chile, sin moverse de su escritorio, sin arrugarse. 



¡Manda un cheque por 280 millones de dólares en la primera semana de Gobierno…!



Mi reflexión es que no estaban tan mal las finanzas públicas y que algo de importantes recursos había.



Fíjense que dicho Secretario de Estado fue capaz de hacer eso sin reasignar siquiera recursos de una Partida, porque la del Tesoro Público -está bien que así sea- tiene los dineros necesarios.



Entonces, perdónenme estimadas amigas y amigos de las bancas de enfrente -como estamos partiendo, nos hallamos en buena disposición-, pero no reclamen que no había fondos si después se pueden dar estos gustos gracias al ordenado manejo financiero de la Administración anterior.



Para terminar esta primera parte de mi intervención, lamento que el proyecto, aunque tiene ventajas con relación a bonos anteriores, básicamente en lo relacionado con la cobertura total  -quiero ser superclaro en la materia-, adolece de carencias muy grandes, pues deja de lado a un sector: la clase media emergente. Esta se había incorporado en el bono anterior, y yo lo consideraba relevante. Porque ¿cuántas veces hemos entregado el beneficio? ¿Y la clase media cuándo?



Fue una señal que se dio.



Tendrá sus razones el actual Gobierno para excluir a la clase media emergente, pero no deja de ser una diferencia importante. En el bono del Gobierno anterior se incluía a este grupo social, pero en este no. Esa realidad es, a estas alturas, absolutamente indesmentible.



Yendo al asunto de fondo, quiero hacer algunos comentarios.



En primer término, miramos con inquietud que esta sea una política permanente. Y digo la palabra “inquietud” porque no voy a hablar de rechazo total, ya que habrá que ver cada año en la ley de Presupuestos cómo se puede glosar y distribuir este gasto.



Pero con toda claridad, al establecer la entrega de este bono como política permanente, de alguna forma se entra en una lógica asistencialista. Y me parece que ese camino no es el óptimo para enfrentar los problemas de la pobreza y, sobre todo, de la oportunidad.



Puede entenderse dentro de una lógica de bienestar social, de derechos. Pero -¡ojo!- el establecimiento de este beneficio constituye adicionalmente, en el fondo, una suerte de asistencialismo permanente. Porque se pretende generar un cambio en marzo, pero cuando todos los chilenos con derecho a obtenerlo sepan que en dicho mes van a recibirlo, obviamente lo gastarán antes. Y no creo que sea la manera adecuada de resolver los problemas de pobreza.



Si la finalidad era destinar recursos para enfrentar la pobreza en marzo de manera permanente, me habría gustado que se usaran instrumentos como Chile Solidario, y se fortaleciera mucho más el ingreso ético familiar, que se focaliza más a las personas con mayor grado de necesidad, y que a partir de ahí se generaran políticas vinculadas a la capacitación.



Fíjense que todo lo que se gasta durante un año en capacitación equivale a la entrega de este bono. El cien por ciento de lo que se otorga, de Arica a Punta Arenas, se iguala al beneficio que estamos dando.



Estos fondos son muy superiores a todo lo invertido en salas cuna: casi 300 millones de dólares versus 200 millones. 



Tiendo a pensar que habría sido más eficiente -no soy de Gobierno, así es que quienes lo plantean están en su derecho a hacerlo y no hay mucho espacio para formular indicaciones- usar una lógica diferente, no tan asistencialista, sino vinculada a la capacitación, a determinadas metas, a ciertas obligaciones y no la que se nos presenta, pues creo que no corresponde.



Respecto de la focalización -la Ministra dio una explicación legítima-, también tenemos una inquietud:



Existen tres categorías de beneficiarios, aunque son básicamente dos. A una de ellas pertenecen las personas o familias que perciben menos de 501 mil pesos mensuales, a las cuales se les pagará por cada causante de asignación familiar. O sea, una mujer que gana 400 mil pesos y tiene dos hijos va a recibir 120 mil pesos en marzo. En cambio, otra perteneciente al subsistema Chile Solidario que recibe 180 mil pesos al mes y que vive con su mamá obtendrá 40 mil pesos, ya que a su categoría se le entrega el beneficio “por familia” y a la otra -como dije- “por causante”.



Considero que existe un problema de focalización. La señora Ministra me explicó hoy que no son muchas familias: algunas son unipersonales, o de adultos sin carga familiar, o de adultos sin integrantes discapacitados. 



Agradezco su aclaración pero, así y todo, tengo una visión diferente. Me hubiera gustado que nos enfocáramos más en ese mundo al momento de la focalización, que es la forma de concentrar adecuada en comparación con la manera escogida, ya que esta, a mi parecer, no apunta al problema de fondo.



Entonces, tenemos una complicación.



¿Sobre qué hemos por lo menos conversado?



Primero, sobre aprobar el bono. Porque ustedes podrían pedirnos coherencia, ya que, si el Gobierno anterior entregó un “bono marzo”, obviamente, yo no tendría por qué no aprobar un beneficio más o menos equivalente, con algunas coberturas mayores, pero menos enfocado en la clase media, en virtud de una decisión del Ejecutivo.



Eso sí, hemos dudado mucho respecto del grado de permanencia. Lo que acordamos fue que cada año se incluyan en la ley de Presupuestos glosas específicas para este aporte, para tratar de sujetarlo al cumplimiento de determinadas metas de los beneficiarios, y ojalá ir evolucionando en el tiempo para que este bono no se base, como lo visualizamos hoy -habrá que medirlo en su momento-, en una lógica asistencialista, sino que vaya acompañado de instrumentos fiscalizables a fin de enfrentar la pobreza.



Así tendría más sentido esta política pública, porque los bonos obedecen a una situación excepcional.



Además, la economía hoy día está bien -gracias al manejo eficiente de los últimos años- y esperamos que siga igual, aunque nadie sabe, porque también depende de otros factores.



Como decía, nos habría gustado que un compromiso de esta naturaleza se vinculara no a la permanencia, sino a la excepcionalidad. 



Pero ya tomaron una decisión y son Gobierno.



Eso sí, cada año haremos un esfuerzo en la discusión del proyecto de ley de Presupuestos para que este beneficio vaya cambiando de sentido en términos de enfocarse mucho más en la pobreza, en las metas, en las oportunidades, en las capacitaciones, lo cual, al final, ha resultado ser eficiente.



Un bono más o uno menos no arregla la vida. Capacitar, sí lo hace.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Culminó su tiempo, Su Señoría.



Cuenta con un minuto adicional para redondear la idea.

El señor COLOMA.- La capacitación, la educación escolar, la sala cuna sí cambian la vida.



O sea, aprendamos también en qué cosas hemos sido capaces de mostrar eficiencia versus aquellas que, más allá de la inspiración -no tengo dudas de la buena voluntad-, están plagadas de aspectos que pueden hacer zozobrar finalmente el esfuerzo que llevamos a cabo.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Señores Senadores, tenemos 15 inscritos y no hay nada más ajeno a esta Presidenta que coartar el debate. 



Por lo tanto, les voy a pedir por ahora que ustedes mismos traten de tener observancia del tiempo asignado. No voy a ceder minutos extras pues, de hacerlo, no vamos a alcanzar a tratar los dos proyectos que tienen urgencia de “discusión inmediata”.

El señor COLOMA.- ¡La discusión inmediata es mucha…!

La señora ALLENDE (Presidenta).- ¡Usted ya se dio el gustito, Su Señoría…! No lo haga de nuevo.

El señor LAGOS.- ¡Ya expliqué que son urgencias inerciales…!

La señora ALLENDE (Presidenta).- Señores Senadores, voy a pedirles que traten, si es posible, de acortar sus intervenciones.



De acuerdo con el artículo 23, inciso segundo, del Reglamento, tengo la facultad de limitar los tiempos cuando lo amerite la situación. No deseo, por supuesto, llegar a ello, así es que les solicito que voluntariamente restrinjan lo más posible su exposición a fin de que podamos debatir sin tener que ocupar la referida norma, pues no me gustaría hacerlo en esta sesión.

El señor LARRAÍN.- Propongo que rebajemos las intervenciones a 8 minutos.

La señora ALLENDE (Presidenta).- ¿Habría acuerdo?



Acordado.

El señor PROKURICA.- ¡Como ya hablaron ellos…!

El señor LARRAÍN.- Yo no he intervenido.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Lo planteé desde el comienzo para que no ocurriera esta situación, porque ya sabemos que siempre sucede lo mismo.



Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señora Presidenta, voy a votar a favor de este proyecto de ley en general y en particular, primero, porque el “bono marzo” es una iniciativa que se viene repitiendo a través de los años y, en cada oportunidad, la inmensa mayoría de nosotros ha planteado que tenga carácter permanente.



Por lo tanto y actuando en consecuencia, uno tiene que votar a favor de algo que ha estado solicitando durante tanto tiempo.



Marzo es, sin duda, un mes de muchos gastos para gran parte de las familias chilenas, por el ingreso de los niños al colegio. Y ayudarlas con un bono de carácter permanente para aliviar esa situación es absolutamente razonable, más aún cuando el año pasado quedaron disponibles los recursos en la presente Ley de Presupuestos para financiar la iniciativa en debate.



Y voto también a favor del aumento de la cobertura del bono de invierno, porque cuando legislamos sobre la reforma previsional y, asimismo, respecto al aporte previsional solidario no nos dimos cuenta -no lo hizo el Ejecutivo y tampoco el Parlamento, en su oportunidad- de que al aumentar las pensiones con el aporte previsional solidario, numerosos jubilados perdían el beneficio del bono de invierno, porque pasaban a tener un ingreso superior al que establecía la ley que fija el límite máximo de renta o de pensión en virtud del cual se gatilla ese bono.



Por lo tanto, también estoy muy contento de que podamos extender el beneficio del bono de invierno a todos los pensionados que al año 2008 percibían determinada pensión.



Expuesto lo anterior, quiero manifestar lo siguiente.



En su presentación en el órgano técnico esta mañana, el señor Ministro de Hacienda señaló que con esta iniciativa el Gobierno de la Presidenta Bachelet da cumplimiento a las medidas números 11 y 12 comprometidas para sus primeros 100 días de Gobierno.



La medida número 11 del Programa de Gobierno -la cito textualmente- dice:



“Porque para las familias chilenas marzo es siempre el mes más duro del año, ya que tenemos muchos gastos y el sueldo no alcanza, enviaremos al Congreso -con discusión inmediata- el proyecto de ley para pagar desde 2014 el Aporte Familiar Permanente de Marzo, que consistirá en un aporte de $40.000 pesos por carga a dos millones de familias que son beneficiarias de subsidio familiar, asignación familiar o ingreso ético familiar”.



¡Ese texto señala que tal aporte se pagará a dos millones de familias! Sin embargo, en el informe que nos entregó el señor Ministro en la mañana de hoy se habla de un millón 600 mil familias.



Yo me alegro por ese millón 600 mil familias. Sin embargo, encuentro del todo justificable hacer notar lo siguiente:



Durante los cuatro años de Gobierno del Presidente Piñera sufrimos permanentemente hostigamiento por la llamada “letra chica” de los proyectos de ley, porque se hizo toda una campaña en relación con la “letra chica”. Pero en esta iniciativa -y no lo digo con ironía- ni siquiera hay “letra chica”, sino un borrón. ¡Entre el Programa de Gobierno y este primer proyecto de ley de la Presidenta Bachelet se borró a 400 mil familias!



Esa es una realidad palpable.



Señora Presidenta, me parece bueno plantear esto, porque cuando las normativas legales no se hacen cargo de las grandes expectativas que se generan en la población; cuando no se hacen cargo en su integridad de las promesas; cuando no se hacen cargo de los ofrecimientos efectuados durante la campaña electoral, naturalmente la ciudadanía se decepciona.



Con todo -insisto-, el otorgar el “bono marzo” de manera permanente es positivo; las familias lo agradecen. El ampliar la cobertura del bono de invierno es un acto de entera justicia para con los pensionados que lo perdieron. En nuestro Gobierno no lo reparamos. Se está reparando ahora. ¡Más vale tarde que nunca!



Voto favorablemente.



Muchas gracias.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Harboe.

El señor HARBOE.- Señora Presidenta, primero, quiero realzar la importancia de que a menos de 15 días de iniciada la Administración de la Presidenta Michelle Bachelet se esté dando cumplimiento a uno de los compromisos establecidos en su Programa de Gobierno. 



Y no se trata de cualquier compromiso, sino de una medida de transferencia monetaria directa a más de un millón 600 mil familias, lo que equivale a sobre 3 millones 500 mil personas, que busca paliar los efectos de los excesivos gastos en que la gente debe incurrir durante el mes de marzo.



Es aquí donde surge la necesidad de establecer que esta no es una medida aislada: es el primer proyecto de un sistema de protección social que persigue establecer un mecanismo en virtud del cual el Estado apoye a aquellas familias que, por diversas razones, ya sea por falta de oportunidades laborales, de formación o de capacitación, se hallan en condición de pobreza y desmejoradas socialmente.



Hay quienes plantean que el aporte propuesto debería entregarse solo en determinados momentos de crisis económica. Y quizás la principal diferencia que tenemos es justamente esa: que hay quienes sostienen que cuando los recursos son escasos no se debe incrementar el gasto social, y otros que decimos que la política social no puede quedar al vaivén de los ingresos económicos, sino que debe ser permanente. 



Por eso, señora Presidenta, yo destaco que este bono sea permanente, estable en el tiempo, independiente del Gobierno de turno. Podrá venir un Gobierno de un sector político o de otro, pero las condiciones económicas y los requisitos establecidos en el proyecto de ley constituirán los elementos objetivos que determinarán quiénes serán sus beneficiarios. 



Lo preponderante es que esas más de 3 millones y medio de personas van a saber a ciencia cierta que, independiente de cual sea el color político de quien gobierne, tendrán la posibilidad de recibir una pequeña ayuda durante marzo, que es el mes de mayores gastos.



Por tales motivos pienso que la iniciativa es muy importante, pues da inicio a este proceso de transición social hacia un modelo donde exista mayor nivel de protección social para la gente que, por diversas consideraciones, no ha tenido la posibilidad de desarrollarse económica y profesionalmente.



Esas más de 3 millones 500 mil personas que serán beneficiadas, indudablemente van a obtener un conjunto de asignaciones que les permitirán paliar los efectos nocivos del incremento de sus gastos.



Al observar el universo de beneficiarios, cabe realzar, por ejemplo, que de ellos solo los causantes de subsidios familiares en la Región del Biobío serán sobre 317 mil personas. Repito: solo los causantes de subsidio familiar ascenderán a esa cantidad. Si sumamos a eso los demás beneficiarios contemplados en el proyecto, los habitantes de esa región favorecidos con esta medida llegarán a casi 600 mil, muchos de ellos pertenecientes a familias afectadas por el terremoto de 2010, que han obtenido algunos beneficios pero que no han logrado surgir debido a la desigualdad y a la falta de oportunidades.



Aquí un Senador ha manifestado que tal vez los beneficiarios son menos que los consignados originalmente en el Programa del actual Gobierno. Y, en forma adicional, hemos visto con cierta preocupación que en la discusión del proyecto en la Cámara de Diputados algunos parlamentarios de su Partido presentaron una indicación tendiente a limitar aún más el número de personas favorecidas con este beneficio. Ello se evitó gracias al Reglamento de esa Corporación, según el cual dicha indicación era inadmisible. 



Con todo, ellos consideraban que había que reducir el número de beneficiarios.



Señora Presidenta, más allá de las legítimas diferencias que podamos tener, creo que el establecimiento de una asignación permanente, de una transferencia directa a las familias más vulnerables, habla de una concepción de la política pública de mayor solidaridad, de mayor inclusión, de mayor apoyo. No se trata de fomentar la inactividad o la flojera, como han sostenido algunos, sino de ir en ayuda de quienes, a pesar de sus esfuerzos, carecen de las habilidades, de las competencias o de las capacidades para poder salir adelante.



Queda pendiente un punto que, quizás, en el futuro podamos incorporar -será tarea para el Gobierno que está entrando-: la asignación de puntaje adicional en la Ficha de Protección Social para aumentar el nivel de vulnerabilidad de familias con uno o más miembros con algún grado de discapacidad. Muchas veces esa situación les hace imposible contar con mejores oportunidades laborales.



Señora Presidenta, quiero destacar este primer proyecto de la Presidenta Michelle Bachelet y agradecer el masivo apoyo que recibió en la Cámara de Diputados. Espero que suceda lo mismo en este Senado.



Cabe señalar, además, que la entrega de una asignación permanente, independiente del Gobierno de turno, sin duda mejora la percepción de los ciudadanos respecto de la actividad pública.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señora Presidenta, me ahorraré hacer algunos comentarios, dado que varios Senadores que me han antecedido en el uso de la palaba ya han intervenido en el mismo sentido.



Sin perjuicio de ello, hay dos o tres cosas importantes que mencionar.



Primero, con relación a los dos proyectos que debemos resolver hoy cuyas urgencias fueron calificadas de “discusión inmediata”, debo decirle al Senador Coloma que uno de ellos otorga beneficios a la gente más necesitada. Tal materia es de la esencia misma de las urgencias, sobre todo tratándose de una iniciativa que es de simple despacho.



Ciertamente nosotros nos quejábamos cuando llegaban proyectos con esa urgencia. Yo fui una de las personas que más reclamó por eso. Pero eso sucedía cuando en una misma sesión había cuatro o cinco propuestas legislativas con tal calificación, las cuales abordaban temas que ameritaban una discusión de fondo y revestían mucha importancia en cuanto a su estructuración. Incluso, en la Comisión de Hacienda en un momento dado tuve que decirle al Ministro de Hacienda que no era adecuado que para una sola sesión hubiera tres iniciativas con urgencia calificada de “discusión inmediata”. 



Eso era lo que reclamábamos.



Por otra parte, el segundo proyecto que hoy debemos debatir con la misma urgencia busca solucionar un problema que heredamos del Gobierno que se fue. Se trata de resolver un asunto que quedó pendiente y que requiere una salida a la brevedad.



Entonces, no reclamemos sobre algo que carece de fundamento si queremos hacer una discusión seria sobre el tema de fondo.



Ahora bien, respecto a la iniciativa que nos ocupa, lo primero que cabe señalar es que corresponde al cumplimiento del Programa de la Presidenta Bachelet. Todos estamos convencidos de que esta medida es necesaria y de que no es asistencialista.



Puede afirmarse que los bonos que se dan por una sola vez constituyen una solución de tipo asistencial. Pero, cuando se entregan  con carácter permanente, se logra que los ingresos de las familias más vulnerables tengan permanencia en el tiempo y que estas cuenten con ello para afrontar sus necesidades más esenciales.



Eso es, precisamente, lo que hace el proyecto.



Ahora, el aporte familiar permanente abarca, como dice el informe, a un millón 600 mil personas, y no a 2 millones. ¿Por qué? Porque se aplicaron objetivamente, tal como lo habíamos anunciado, los mismos parámetros que se consideraron cuando se aprobó el primer bono de 40 mil pesos por carga familiar, en el primer Gobierno de la Presidenta Bachelet. En efecto, se aplicó exactamente la misma fórmula de cálculo para determinar quiénes están en situación más vulnerable.



En todo caso, hago presente que ahora se eliminaron algunas trabas que estaban presentes en bonos anteriores. 



Pero ¿a quiénes se entrega el beneficio? 



Primero, a 818 mil familias beneficiarias del subsidio familiar; es decir, a personas que, seguramente, se encuentran en el primer decil de pobreza.



Segundo, a los beneficiarios de la asignación familiar, siempre que tengan ingresos de hasta 501 mil pesos; o sea, a la gente que pertenece a los primeros dos o tres deciles.



Por último, también se incluyó -no se había hecho antes- a familias usuarias del subsistema de Seguridades y Oportunidades y a las que están participando en el programa Chile Solidario, a quienes se les entregará un bono por familia. Antes no recibían nada. 



Se nos explicó que ahora fueron consideradas porque perciben beneficios a través del Ingreso Ético Familiar, conforme a la ley que en su minuto aprobó este Parlamento. Normalmente, se trata de familias sin cargas, es decir, es unipersonal. Reitero que estas personas no habían sido incluidas en los bonos anteriores.



Pero hay más. 



El Gobierno pasado no entregó bonos a los estudiantes mayores de 18 años que fueran carga familiar. ¡Ellos no recibieron la asignación de 40 mil pesos! Sin embargo, en esta iniciativa se les otorga a todos los jóvenes, de entre 18 y 24 años, que estén estudiando.



En definitiva, hay un aumento de los beneficios en favor de todos los sectores.



Si bien podemos afirmar que el aporte familiar permanente no llega a los 2 millones de beneficiarios, es bueno hacer notar que se aumenta la cobertura del bono de invierno a 352 mil personas.



Cabe recordar que el año pasado sostuvimos una discusión sobre este beneficio con el Ministro de Hacienda, a propósito de la tramitación del “bono marzo”. Le hicimos ver que este no se entregaba a quienes tenían pensiones mínimas. Y se nos respondió que ello no procedía, porque esas personas recibirían el bono de invierno. En esa ocasión, le señalé al Ministro aquí, en la Sala, que todos los jubilados con pensiones superiores a 138 mil pesos no recibirían ni uno ni otro bono. A este punto hizo referencia un señor Senador, aludiendo a los bonos que se otorgaban a las personas de clase media. Ante ello, yo dije: “Mire, de acuerdo con lo que usted indica, alguien con un ingreso de hasta un millón 300 mil pesos será beneficiario del “bono marzo”, mientras que el pensionado que reciba un poco más de 138 mil pesos no obtendrá ni el bono de invierno ni el bono de los 40 mil pesos”.



Sin embargo, en el proyecto que nos ocupa se corrige ese error. Injustamente, la ley Nº 20.717, de 14 de diciembre de 2013, había dejado fuera del beneficio a ciertos pensionados. En efecto, cuando se estableció el reajuste del bono de invierno, el Gobierno anterior propuso un inciso final al artículo 20 de la referida normativa -y aquí se aprobó-, del siguiente tenor: “Para efectos de lo dispuesto en el presente artículo -el que establece el bono de invierno-, se considerará como parte de la respectiva pensión el monto que el pensionado perciba por concepto de aporte previsional solidario de vejez.”.



Ello provocó, automáticamente, que mucha gente con pensiones de 138 mil pesos viera aumentado su ingreso gracias al mencionado aporte previsional, lo que hizo que 350 mil jubilados perdieran su bono de invierno.



¡Eso pasó el año pasado! Y los pensionados nos reclamaron: un beneficio que antes recibían ya no lo tenían.



Pero eso es corregido en este proyecto de ley.



Por esas razones, señora Presidenta, aprobaré la iniciativa. 



La considero positiva, porque busca otorgar un beneficio permanente a los sectores que más lo necesitan. No es asistencial y va en la línea de la protección social: buscar equidad y más justicia.



Asimismo, si bien el costo del proyecto está cubierto, espero que el Ministro de Hacienda nos explique cómo lo va a financiar. No creo que haya muchos excedentes en la Ley de Presupuestos. Seguramente, habrá que hacer reasignaciones. Los cálculos presupuestarios de ingreso, como lo sostuve en su minuto, están absolutamente fuera de la realidad, porque se realizaron sobre la base de un crecimiento que no correspondía.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Bianchi. 

El señor BIANCHI.- Señora Presidenta, en primer lugar, quiero saludar al nuevo Ministro de Hacienda y desearle éxito en sus funciones.



También aprovecho de saludar a la Ministra de Desarrollo Social -estaba recién en la Sala-, con quien tuve la oportunidad de reunirme el lunes recién pasado. No fue casualidad que yo haya pedido la primera reunión con dicha Secretaría de Estado para conversar acerca de lo que estamos debatiendo hoy día y, de manera muy especial, de cómo se focalizan los recursos, que, desafortunadamente, no nos ha permitido tener claridad respecto de la vulnerabilidad social que actualmente hay en Chile. 



Ya hemos visto muchísimas demostraciones sobre las formas de utilizar la Ficha de Protección Social. Partió midiendo la vulnerabilidad de los grupos familiares y terminó aplicándose en materia de educación, de vivienda, de salud, de alimentación, en circunstancias de que, claramente, tal herramienta no fue creada para esos fines. 



Por tal razón, dicho instrumento debe ser modificado. 



La buena noticia es que la señora Ministra de Desarrollo Social ha trabajado en esta área desde hace una buena cantidad de años. Por tanto, no tiene que aprender nada sobre dicho mecanismo. Ella ha señalado que realizará profundas reformas en esta materia, lo que da cuenta de los grados de injusticias que existen respecto de la puntuación otorgada a cada familia. 



En lo específico, anuncio que votaré favorablemente este proyecto de ley. 



Sin perjuicio de lo anterior, hago presente que tanto usted, señora Presidenta, como yo y muchos otros Senadores hemos estado impulsando una profunda reforma en materia previsional. Como este asunto no se toca en la iniciativa que nos ocupa, nos vemos forzados a sacar adelante la entrega de estos incentivos para las familias más vulnerables, por un lado, y para nuestros adultos mayores, por otro. 



En el caso del bono de invierno, como señaló un señor Senador que me antecedió en el uso de la palabra, efectivamente se corrige un error muy grave. En la ocasión anterior en que se otorgó este beneficio, quedaron fuera de la cobertura todas las personas que recibían el aporte previsional solidario de vejez, por cuanto esta ayuda estatal incrementó sus ingresos sobre el límite máximo que habilita la obtención de dicho bono. 



Pero ahora ese problema se corrige, por lo cual nos alegramos profundamente. Ello permitirá a miles de adultos mayores recibir el bono de invierno, que, en la Región de Magallanes, es tremendamente necesario y prioritario, no solo por el frío imperante, sino por el encarecimiento de los productos durante el invierno. En esa época del año no es posible contar con todas la mercadería que uno quisiera, a causa de la particular geografía y el aislamiento de la zona. Por ende, para la Patagonia el bono de invierno resulta muy relevante, y nos alegramos de que hoy día dicho instrumento se vaya a perfeccionar. 



En cuanto al “bono marzo”, lo vamos a votar favorablemente.



Pero quiero volver a centrarme en un punto esencial. La discusión que año tras año sostenemos acerca de estos beneficios obedece a una razón: a que el Estado de Chile en materia previsional está total y completamente al debe. Las personas al momento de jubilar -usted, yo y quienes nos han acompañado en todas las sesiones que hemos realizado al respecto lo sabemos- se comienzan a empobrecer. Nuestro país se transformó en una fábrica de pobreza con el sistema de las AFP. 



Por eso estamos obligados a estar aprobando bonos, cuando lo ideal sería promover normas para que las jubilaciones no lleven a nuestros adultos mayores al grado de precariedad que constatamos hoy día. 



¡Ese es el tema de fondo, señora Presidenta! 



Hoy día todos, independiente del sector político, nos vamos a abrazar y a sentir contentos por el despacho de esta iniciativa. Bien, porque la Presidenta de la República tomó la decisión de decir: “Mi primer proyecto busca dar cumplimiento a un compromiso”. Lo celebramos, lo compartimos y nos felicitamos. 



Pero con la misma fuerza le expreso al Ministro que aquí hay un asunto pendiente. ¡Cómo mejoramos las pensiones en nuestro país! ¡Cómo hacemos que Chile deje de ser una fábrica de pobreza al momento de la jubilación! 



¡Ese es el tema de fondo! 



¡Y cómo hacemos para que el Estado chileno no siga siendo el peor empleador, con trabajadores a contrata y a honorarios que no podrán acceder a una pensión decente! 



Mientras tanto, seguiremos todos los años enfrascados en discusiones sobre la entrega de bonos, aunque, a partir de hoy, se transforman en un beneficio permanente. 



Por otro lado, el Ministro de Hacienda en la Comisión se refirió a la modificación efectuada respecto del bono de invierno. Según él, ahora este reviste carácter permanente por estar considerado todos los años en la Ley de Reajuste de Remuneraciones del Sector Público, conforme se establece en el nuevo artículo 9º de la presente ley. 



Sin embargo, se presenta una duda respecto de si esta es una buena técnica legislativa o no. Como sea, dicho beneficio efectivamente se transforma en permanente, porque se renovará todos los años. 



Por lo tanto, nos alegramos de que el bono de invierno tenga dicho carácter y de que se haya corregido el error mencionado. Con ello, muchos más adultos mayores podrán acceder al beneficio. 



Felicito, señor Ministro -por intermedio de la Mesa-, la decisión de la Presidenta y de su Cartera para introducir una rectificación que no era menor. Los adultos mayores, con justa razón, manifestaron su molestia, pues perciben jubilaciones muy bajas y quedaban fuera del bono de invierno a causa del aporte previsional solidario. ¡Era el absurdo mayor! Hoy esas personas podrán obtener tan importante beneficio. 



Señor Presidente, mi voto será a favor de esta iniciativa. Y valoro el establecimiento de esta medida social, que irá en directo apoyo de la gente más necesitada. 



Con todo, lo que debemos hacer de una buena vez es mejorar el sistema previsional. 



He dicho. 

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Lagos. 

El señor LAGOS.- Señor Presidente, me tomé el trabajo de leer las discusiones que sostuvimos en el Senado en marzo de 2010 -exactamente hace cuatro años, cuando asumió el Presidente Piñera- sobre el “bono marzo”. Y también revisé el debate habido el año 2013 a propósito del mismo beneficio, también de la Administración anterior. 



Luego de escuchar a algunos Senadores de Oposición, antes oficialistas -lo digo, por supuesto, con respeto pero con mucha fuerza-, quiero referirme a distintos temas planteados acá que, en mi opinión, hay que despejar. 



En su oportunidad, en marzo del 2010, cuando el Presidente Piñera presentó su proyecto de “bono marzo”, con urgencia calificada de “discusión inmediata”, nuestra crítica no tenía que ver con la entrega de ayuda a las personas, sino con el planteamiento que hizo el candidato Sebastián Piñera en junio de 2009, cuando prometió que entregaría un bono en marzo del año siguiente si resultaba elegido Presidente de Chile. Nueve meses antes de asumir, ni el más pintado doctor en Economía de Harvard o del MIT podría haber previsto una situación de crisis en marzo de 2010. 



Nuestra crítica apuntaba en esa decisión y a la oportunidad en que se adquirió el compromiso: durante un período electoral. Algunos llegaron a denominarlo “bono cohecho”. 



Esa fue la diferencia. 



Segundo elemento importante. 



Para la entrega del bono del 2013, las razones fueron otras. El Presidente reconocía que a Chile le estaba yendo bien. Ese beneficio era necesario, según él: “porque tenemos recursos adicionales y deseamos distribuirlos a quienes los necesitan”. 



Ese mismo año, al igual como lo hicimos el 2010 -hablo por mí, al menos-, le recordé al Presidente Piñera que en la campaña presidencial él ofreció en junio de 2009 un bono para marzo si ganaba la elección.



El otrora candidato Eduardo Frei, ex Presidente de la República, también planteó conceder un bono, pero de carácter permanente. Porque habíamos pispado que lo correcto era establecer un sistema de esta índole, para que tal beneficio no dependiera de la voluntad del gobernante de turno. 



El Presidente Lagos entregó cuatro bonos en seis años; la Presidenta Michelle Bachelet, cinco en cuatro años, y el Presidente Piñera, cinco en cuatro años. Fueron de distinta naturaleza. Algunos más justificados que otros.



Por consiguiente, lo que hace esta propuesta es establecer un criterio permanente.



Lo segundo es que el bono entregado por el entonces Presidente Piñera en 2013 cometió a mi juicio un error imperdonable desde el punto de vista de la política pública, porque con tal de establecer un criterio que no existió nunca (el de la clase media emergente, definición que fue creada por el Gobierno del ex Presidente Piñera) se dijo que se entregaría un bono para aquellas familias que tuvieran un ingreso total de hasta un millón 370 mil pesos, en circunstancias de que los pensionados que percibían 133 mil pesos quedaron sin nada.



Entonces, entiendo el querer incorporar a la clase media, pero eso no puede hacerse saltándose la fila de los más carenciados, pues, con tal de obtener un titular un bono para la clase media, se pervierte la política pública y se malgasta la plata.



Por lo tanto, cuando me dicen que este bono carece de focalización yo respondo que es extremadamente focalizado y, además, sus beneficios son mejores.



Tratemos de mirar el lado positivo. Porque en esta materia el bono del 2010 del entonces Presidente Piñera fue un compromiso de campaña, tal como él lo señaló. Sin embargo, después aquí se dijo que no solamente se trataba de un compromiso de campaña -y lo vinculo con el terremoto- asumido en junio del 2009 que debía pagarse en marzo, sino que a nadie se le ocurrió en esa campaña que podía ocurrir un desastre como el que tuvimos.



En consecuencia, hubo que conseguir recursos adicionales para reconstrucción. ¿Y qué se hizo? Una reforma tributaria para pagar aquello. 



Yo le hice la siguiente pregunta al entonces Ministro Felipe Larraín en su oportunidad y no la respondió: “Si no hubiera mediado el compromiso del Presidente Piñera a nueve meses de la fecha determinada y usted hubiese tenido que gastar 300 millones de dólares en un bono o 300 millones de dólares en la reconstrucción, ¿dónde habría puesto el acento?” ¡En la reconstrucción!



Entonces, tuvimos que implementar una mala política pública.



Eso es lo que cuestionamos en su oportunidad. No el bono, sino la razón de él.



Asimismo, el ex Presidente Piñera dio cinco bonos: un “bono marzo” cuando llegó y otro cuando se fue. ¡Y en los otros dos marzos no pasó nada!



Por consiguiente, lo que estamos haciendo acá -lo dijo el candidato Eduardo Frei en su oportunidad y lo planteó también la Presidenta Bachelet- es entregar un bono permanente que va en ayuda de los más vulnerables.



Asimismo, se ha dicho acá -entiendo que fue el Senador García- que este proyecto no tiene letra chica, pero sí un borrón, en circunstancias de que da un beneficio a un millón 600 mil familias y, además, incorpora a los beneficiados del bono de invierno, que suman 350 mil o 380 mil personas.



Es decir, acá hay un esfuerzo de llegar a ese número.



Cabe recordar que en la medida en que el sistema se perfecciona la Superintendencia de Seguridad Social es más exigente y se ha visto que los beneficiarios de la asignación familiar han ido disminuyendo en el tiempo. ¿Por qué razón? Porque se hacen más exigibles los requisitos, se controla de mejor manera. Eso explica por qué no ha sido posible llegar a los dos millones de favorecidos.



En resumen, este bono se preocupa de las familias más carenciadas. Es mejor no solamente porque está más focalizado, sino también por los montos y la extensión del mismo -así lo indica el informe, pero vale la pena repetirlo-. El aporte familiar permanente significa para todos aquellos que reciben el Subsidio Único Familiar y la asignación familiar un monto de 40 mil pesos por cada causante, a diferencia del último bono concedido por el Presidente Piñera cuyo valor era de 40 mil pesos para el beneficiario y 7 mil 500 pesos por cada carga, siempre que estas fueran menores de 18 años o inválidos, con lo cual redujo el universo deseable.



Por último, me alegro de que tengamos un bono permanente, un apoyo permanente a la familia chilena. Ojalá se pueda mejorar en el tiempo.



Escuché sugerencias que tal vez debemos evaluar, como la del Senador Coloma, para llevar a cabo un seguimiento de esta política a través de la Ley de Presupuestos. No me opongo a ello. Al contrario, estudiémoslo y veamos cómo se está aplicando.



En consecuencia, lo que estamos haciendo aquí es abordar un beneficio que se prestaba para complicadas argumentaciones con el objeto de transformarlo en algo permanente, parejo y focalizado, sin saltarnos la fila de una clase media emergente. 



Entre paréntesis -con esto termino, señora Presidenta-, esa clase media emergente no era toda la clase media, sino solamente aquellos que ganaran menos de un millón 370 mil pesos y hubieran tenido Ficha de Protección Social. Si alguien nunca fue pobre pero rasguñaba en la clase media para no caer en la pobreza, esa persona recibió cero aporte del Presidente Piñera. Tendría que haber sido pobre y llegar a clase media para recibir el beneficio. Si nunca fue pobre, no era clase media digna de proteger.



Entonces, se estableció una diferenciación odiosa al interior de la mal llamada “clase media emergente” y se elaboró un concepto pasajero.



Voto a favor.



Muchas gracias.

El señor COLOMA.- ¡Bonito!

El señor TUMA (Vicepresidente).- Informo a Sus Señorías que no están obligados a usar los ocho minutos. No obstante, al ritmo que vamos -quedan 14 inscritos- probablemente terminaremos el tratamiento de este proyecto a las 21 horas y aún nos queda por despachar otra iniciativa con “discusión inmediata”.



Por lo tanto, si las circunstancias lo ameritan, la Mesa tendrá que citar a sesión especial para mañana.

El señor LAGOS.- Cinco minutos por cada Senador.

El señor WALKER (don Ignacio).- Abra la votación, señor Presidente.

El señor TUMA (Vicepresidente).- No, Senador señor Lagos. Ya se acordaron ocho minutos, aun cuando no es obligatorio usarlos todos.



Tiene la palabra el Honorable señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, no quiero repetir los argumentos que ya se han dado, aunque sí hay aspectos que naturalmente debemos destacar, como el carácter permanente de este bono.



Ayer -y lo sabe bien el Ministro de Hacienda, que nos acompaña hoy en el Hemiciclo y a quien aprovecho de saludar- salió el último informe de la OCDE que sitúa a nuestra economía, dentro de las 34 más emergentes o desarrolladas, en el último lugar.



Por lo tanto, queda clara la desigualdad brutal que nos sigue afectando como país y, por ello, debemos poner de relieve la voluntad del Gobierno para encararla. ¿Y cómo se hace? Con medidas como las que hoy día estamos discutiendo y con un sentido de urgencia.



Por eso no me sorprende ni me molesta que tengamos proyectos con “discusión inmediata” cuando esa urgencia tiene por objeto, por un lado, enfrentar de manera enérgica la pobreza y, por otro, en el caso del siguiente proyecto que trataremos, remediar un problema que el Gobierno anterior se comprometió a solucionar pero no cumplió: el aporte que debe hacer el Estado a los trabajadores recolectores de basura de todo el país, con lo cual este Gobierno finalmente cumple un compromiso en el que la Administración anterior solo puso la firma.



El proyecto en debate -insisto- va en la línea del sentido de urgencia que hemos visto en los últimos días. Además, el propio Ministro de Hacienda que nos acompaña anticipó una reforma tributaria que será fundamental para viabilizar el programa de Gobierno de la Presidenta Bachelet.



Claramente esta medida -que es la número 11 dentro de las 56 que se han fijado para los primeros cien días de Gobierno- cumple en forma íntegra el compromiso asumido por la Presidenta Bachelet, pues solo es cosa de sumar: más de un millón 600 mil familias vulnerables se verán beneficiadas con este aporte familiar permanente y cerca de 360 mil adultos mayores, que con esta norma recuperarán un beneficio que perdieron durante el Gobierno del Presidente Piñera.



Entonces, hoy día vuelve una política de protección social en serio, planificada, permanente, normada y no una improvisada como la que ideó la anterior Administración a la cual se refirió muy bien el Senador Lagos. Asimismo, esta normativa legal nos permite avanzar de buena manera, a paso firme, en una de las principales preocupaciones que tiene el actual Gobierno: la lucha contra la desigualdad.



Se ha hablado mucho, a propósito de cómo desarrollaremos las discusiones legislativas, acerca de si vamos a pasar la aplanadora o no. ¡No! No se va a pasar ninguna aplanadora, toda vez que aquí se registrará una votación unánime, tal como manifestaron también Senadores de las bancadas de enfrente.



Más que aplanadora, se requiere hoy día una retroexcavadora, máxime cuando lo que debemos remover o destruir son los cimientos de un modelo tributario, educativo que venimos arrastrando hace muchos años y que lamentablemente, por responsabilidades de Gobiernos anteriores concertacionistas, y naturalmente del que ejerció el Presidente Piñera, se buscó acentuar, sobre todo cuando los sectores más acomodados eran los mayores beneficiarios de la política pública.



En definitiva, el bono que otorga la iniciativa legal que hoy día estamos aprobando se halla muy bien focalizado y claramente se diferencia de los anteriores, que eran excepcionales y esporádicos, tanto en el monto como en la extensión desde el punto de vista del que se le observe.



Si uno toma una familia de cuatro integrantes donde hay una madre, dos hijos (uno menor de 18 años y otro mayor de 18 que estudia) y probablemente la abuela de esos niños, que es viuda, a ese hogar llegarán 120 mil pesos apenas aprobemos la ley en proyecto. Ese mismo núcleo familiar, de una madre, sus dos niños y la abuela, con el bono del Presidente Piñera recibía 47 mil 500 pesos. Se trata de una diferencia de monto muy clara. Y en cuanto a la extensión -lo hemos dicho-, 2 millones de familias se verán beneficiadas: alrededor de un millón 600 mil con el aporte familiar permanente y casi 400 mil pensionados que, por un sistema de recalificación absurda que solo mostraba la improvisación del anterior Gobierno en materia de políticas sociales, perdieron ese bono.



Entonces, señor Presidente, con mucho agrado concurrimos hoy día como Partido Por la Democracia y como Nueva Mayoría a apoyar esta primera medida de la Presidenta Bachelet.



He dicho.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Muñoz.

La señora MUÑOZ.- Señor Presidente, me sumo a la satisfacción y a celebrar el hecho de que a menos de una semana de instalado el Gobierno de la Presidenta Bachelet ella ya envió al Parlamento este proyecto, que ya fue aprobado por la Cámara de Diputados, y que por cierto hoy día el Senado de la República también despachará aprobándolo.



Esta es una medida de mucha importancia, porque de verdad viene a corregir y a enfrentar situaciones muy graves que viven miles de familias en nuestro país en este temido mes de marzo.



Y hay buenas razones para apoyar y aprobar con entusiasmo esta iniciativa.



En primer lugar, porque crea por ley y en forma permanente este bono. En mi opinión, esto marca y hace un quiebre con las políticas que en materia de este tipo de beneficios se habían venido definiendo a lo largo de los últimos Gobiernos, tanto de la Concertación como del ex Presidente Piñera. Y transforma un beneficio ocasional, discrecional, en un derecho garantizado. Y eso es muy importante para los sectores más vulnerables de nuestro país.



En segundo término, al beneficiar a más de un millón 600 mil familias e incluir a más de 360 mil adultos mayores en el bono invierno, se está apuntando, a través de una política pública y de una decisión de Estado, a enfrentar profundas desigualdades que se viven hoy día en el país y que con este tipo de medidas se entra a corregir.



No voy a redundar, señor Presidente, en más argumentos, porque me identifico con los planteamientos de los Senadores de la Nueva Mayoría que me antecedieron en el uso de la palabra.



Sin embargo, sí quisiera hacer mención a un tema que me han expresado las mujeres del sector de Las Compañías en La Serena, del centro de acogida a mujeres que sufren violencia intrafamiliar “Elena Caffarena”. Se presenta un problema en el acceso al beneficio para las mujeres que están viviendo una situación de conflicto con el titular de las asignaciones familiares. Por cierto, este proyecto, en su artículo 2º, inciso segundo, resguarda el acceso de las mujeres para el beneficio de sus hijos e hijas. No obstante, esto apunta a las situaciones de normalidad. Pero cuando existe un proceso de pensión alimenticia en curso o cuando hay una denuncia de violencia intrafamiliar, es decir, cuando se da un conflicto, un litigio, ¿de qué manera la mujer, aunque se acoja al inciso segundo del artículo 2º, podrá exigir que se entregue este beneficio a sus hijos?


Sé que no podemos presentar indicaciones. Pero quiero dejar planteado este punto para que podamos dar comienzo a alguna iniciativa que permita resguardar a las madres, a las mujeres que viven situaciones de conflicto con los titulares de la asignación familiar, a fin de que ellas efectivamente accedan al beneficio y lo puedan entregar a quienes va dirigido evidentemente: los hijos y las hijas.



Por lo tanto, señor Presidente, con mucho entusiasmo voto a favor de la iniciativa. Y dejo expresada esta inquietud, que por cierto puede transformarse en un proyecto de ley.



He dicho.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Montes.

El señor MONTES.- Señor Presidente, me sumo a todas las valoraciones aludidas al proyecto.



A diferencia de lo que señala el Senador García, creo que esto es mucho más generoso. Basta asumir que el bono que se entregó en el Gobierno del Presidente Piñera representó un costo de 96 mil millones de pesos y el que ahora se otorgará, 144 mil millones de pesos. Mientras en una familia de tres causantes el bono anterior era de 55 mil pesos, el de hoy en día asciende a 120 mil pesos, como me acota el Senador Lagos. O sea, se trata de situaciones bien distintas.



Entonces, me parece que la imagen del borrón no es muy buena, porque no refleja la realidad. Es cierto que se focalizan más estos ingresos en determinados sectores. Aquí se entregan tres millones y medio de bonos. Y anteriormente fueron dos millones.



¿Qué implica esto de los bonos?



Es una manera de transferir recursos a esferas de menores ingresos. Dado que hay sectores con problemas, se dice: “Otorguemos este bono”. La motivación -como se ha mencionado- es la gran cantidad de gastos del mes de marzo.



¿Y por qué es permanente?



Porque busca ser parte de un modelo de protección social, de derechos, y no solo un paliativo para determinadas situaciones.



¿Cuál es el significado de este bono desde el punto de vista económico?



El Ejecutivo ha planteado claramente que esto tiene una dimensión, que es aumentar la demanda agregada en una coyuntura de desaceleración económica. Porque está cayendo la economía, producto de factores internacionales, de que el impulso de la reconstrucción baja. Hay una situación de desaceleración que llevó incluso al Banco Central a precisar que el crecimiento de 2013 fue solo de 4,1 por ciento y no de 4,9 por ciento, que fue la cifra con la cual el Gobierno anterior estimó los ingresos tributarios para el presente año. Entonces, existe un proceso de desaceleración preocupante, y debe haber medidas para enfrentarlo. Una de ellas es la demanda agregada, con el riesgo de que exista inflación, y eso obligaría a buscar otras alternativas.



Tengo claro que no es la única manera de enfrentar la desaceleración y que el Gobierno ha de contar con una batería de alternativas dependiendo de las características que esta asuma. En la anterior Administración de la Presidenta Bachelet se optó por un programa de vivienda especial para generar empleo y actividad en poco tiempo. Ahora hay que ver qué se va a hacer.



Estamos hablando de 300 millones de dólares. Son hartos recursos. Para quienes no saben, poco más de mil millones de dólares es el presupuesto total de vivienda del SERVIU. Por lo tanto, este beneficio es bastante significativo.



La otra dimensión, el otro significado de esto -lo han manifestado varios Senadores-, es el tema de la desigualdad, porque en Chile existe una desigualdad vergonzosa. No me voy a aburrir de repetirlo: ¡Es vergonzosa la desigualdad que tenemos!



Así lo sostiene el informe de la OCDE, que ya ha sido citado.



Chile es el cuarto país con más pobreza entre las naciones de la OCDE. O sea, existe un 18 por ciento de la población con ingresos inferiores al 50 por ciento de la media, que es otra manera de calcular la pobreza. Aunque nosotros desde 2007 a 2010 mejoramos en un punto, fuimos uno de los pocos países que lo hizo.



Por otro lado, la mayor brecha de ingreso entre el 10 por ciento más rico y el 10 por ciento más pobre es la chilena. Es decir, donde hay mayor diferencia entre ricos y pobres en ese ámbito. Aquí tengo la información. Están todas las naciones. Y Chile es el que posee mayor diferencia, de acuerdo con el coeficiente de Gini, pues alcanzó una calificación de 0,50.



Pero quiero agregar una tercera cifra de este informe. En él se menciona que nuestro país, del total del producto interno bruto, destina a protección social el 10,2 por ciento. Es el tercer porcentaje más bajo de la OCDE. Porque en ella el promedio destinado a protección social es de 21,9 por ciento del producto interno bruto.



Debemos hacer muchas otras cosas en esta materia y enfrentar los problemas de distinta manera.



¿Qué hace el bono? ¿Resuelve desigualdades?



Poquito. Lo que logra es paliar los efectos de los bajos ingresos en un mes determinado.



Estamos convencidos de que debe haber cambios estructurales para modificar la base de la desigualdad. Y en eso estamos empeñados.



Y estos cambios estructurales, primero, dicen relación con las remuneraciones. ¡No se pueden seguir pagando salarios tan bajos como los existentes en nuestro país! ¡El 50 por ciento de quienes trabajan en Chile gana menos de 250 mil pesos al mes! 


¡Eso es vergonzoso! 


El problema no es tanto el salario mínimo, sino la inmensa cantidad de personas que ganan en torno a su monto.



Tal situación debemos resolverla con reformas laborales, y lo antes posible.



¡Hay que pagar más!



También está la reforma educacional, que es muy importante. 



A raíz de ella vamos a discutir cambios en la estructura tributaria.



Porque sucede que, por ejemplo, el señor que vende en 200 millones de dólares un terreno en la comuna de Lo Barnechea no paga ni un peso en impuesto -¡cero peso!-, pues ¡no se trata de su negocio habitual...!



Hay dentro de nuestro sistema tributario un forado que favorece a quienes perciben mayores ingresos.



En todo caso, estoy convencido de que la desigualdad tiene una dimensión cultural fundamental: a nosotros nos parece aceptable el nivel de desigualdad existente en Chile; nos parece aceptable que tengamos la mayor desigualdad, en los términos que plantea hoy día la OCDE.



Creo que hay que avanzar en las transformaciones estructurales.



Yo valoro el cumplimiento de los puntos 11 y 12 de las 50 medidas de la Presidenta Bachelet, tanto el “bono marzo” cuanto el bono de invierno (en el cálculo, entre los borrones, el Senador García olvidó este último). 



Hay muchas preocupaciones sobre las cuales conversar, pero ahora no dispongo de tiempo para ello. 



Creo, sí, que la ficha de protección social, que es la estructura de nuestra política social, está con una deficiencia. La que hizo el Gobierno anterior no funciona. Debemos, pues, tomar alguna medida.



Tantos problemas presentaba la ficha de protección social que la Administración precedente no quiso darla a conocer ni aplicarla. Mal puede hacerlo el actual Gobierno, que conoce las deficiencias de que adolece.



Hemos de ver cómo se diseña un sistema para asignar mejor los beneficios. Y ello, en el corto plazo. No disponemos de mucho tiempo para volver a realizar todas las encuestas. Hay que ver qué se hace.



Yo me sumo a lo dicho aquí.



Respecto a la cuota mortuoria hay una gran preocupación en muchas familias, pues antes tenían cobertura.



Cuando era Diputado por La Florida, siempre mandaba a las personas adonde el colega Hasbún para que las ayudara.



Son casos que nos están llegando, pues el sistema no prevé una solución.



He dicho.

El señor TUMA (Vicepresidente).-  Tiene palabra el Senador señor Pizarro para plantear una cuestión de Reglamento.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, le pido a la Mesa recabar el asentimiento de la Sala para abrir la votación. Porque entiendo que varios colegas van a hablar, haciendo uso de su derecho reglamentario. Sin embargo, asumimos el compromiso de despachar el proyecto hoy día. Y además debemos despachar la iniciativa que aborda la situación de los trabajadores recolectores de basura, que ya fue informada por la Comisión de Hacienda.



Entonces, para no pedir el cierre del debate, solicito que continuemos haciendo uso de la palabra durante la fundamentación de voto.

El señor TUMA (Vicepresidente).- ¿Le parece a la Sala?



--Así se acuerda.
El señor TUMA (Vicepresidente).- En votación la idea de legislar.



--(Durante la votación).
El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Moreira para fundamentar su voto. 

El señor MOREIRA.- Señor Presidente, no hay duda -y seamos prácticos- de que nadie se ha opuesto ni se va a oponer al otorgamiento de este bono.



El Senador Lagos sostuvo que era importante que miráramos dicho beneficio con un sentido positivo. Y el sentido positivo es precisamente que vamos a tener la sonrisa de un millón 600 mil chilenos a quienes se les va a aliviar la vida.



Sin embargo, hay que marcar la diferencia: el Presidente Piñera también lo hizo, pero ¡con más de dos millones de personas! 



Ese es el sentido positivo.



Pero se trata, asimismo, de suponer la intención del Presidente Piñera en torno a la entrega del bono.



Aquí se ha hablado de cuántos bonos concedieron los Presidentes de la República de la Concertación.



No es necesaria la estadística sobre los bonos otorgados por una Administración u otra.



Lo más relevante es el desafío del Ministro de Hacienda y de la Presidenta Bachelet y su Gobierno. ¿Y cuál es ese desafío? Más que un bono permanente, ¡un trabajo de calidad permanente! Fue lo que llevó adelante el Presidente Piñera con la creación de más de un millón de empleos.



¡Ese es el gran desafío del actual Gobierno!



Si le va mal, no va a sacar sonrisas en la Alianza, porque siempre nuestra conducta ha sido responsable. 



En ese contexto, quiero señalar que en las políticas sociales que trató de llevar adelante el Presidente Piñera siempre hubo seriedad fiscal con responsabilidad social. Y eso hay que reconocerlo.



De la Administración precedente, sin duda, quedó la creación de un millón de empleos, 56 por ciento de los cuales corresponden a mujeres. 



Esperamos que, frente al diagnóstico que presentaron las nuevas autoridades respecto al futuro próximo, que prevé una baja considerable en el crecimiento económico, se tomen las medidas necesarias para resguardar las referidas ocupaciones y no perder la buena senda de seguir creando más y mejores empleos.



Por eso, en el contexto del escenario de desaceleración de nuestra economía, anunciado tanto por el Banco Central cuanto por el actual Ministro de Hacienda, sería muy deseable conocer los verdaderos resguardos que tomará el Gobierno para asegurar lo que quiero reiterar otra vez: más que un bono permanente, ¡un empleo de calidad permanente! 



La vara que dejó el Presidente Piñera es muy alta. Y esperamos que, en la sana competencia, el país pueda seguir creciendo, desarrollándose.



Porque los bonos no solucionan los problemas de la gente. Son sin duda un alivio, una ayuda social relevante. Pero más significativas, junto con la protección del empleo, son las políticas sociales que deben implementarse, con responsabilidad fiscal y, también, con gran responsabilidad social.



Por eso y por muchas otras cosas, voy a votar a favor.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ossandón.

El señor OSSANDÓN.- Señor Presidente, por cierto, voy a votar que sí. Pero quisiera hacer un par de reflexiones. 



Primero, me alegra sobremanera que hoy día en el vespertino La Segunda aparezca la Ministra del Trabajo diciendo que el sueldo mínimo de 250 mil pesos es un compromiso.



Quiero manifestarle públicamente que cuenta conmigo si esa va a ser su propuesta.



Las largas colas existentes en los municipios, con muchas personas que solo esperan saber si les toca el beneficio, demuestran que el “bono marzo” va en el sentido correcto y significa una gran ayuda para numerosas familias en dicho mes.



En mi concepto, hay cuestiones superimportantes. 



Por eso, no me gustaría que en una de esas colas la gente se topara, por ejemplo, con la exgobernadora Claudia Placencio, quien, según su ficha de protección social, es una de las personas más pobres de Chiloé, por lo cual el Estado la bonificó un par de veces.



Ojalá exista rigurosidad en los nombramientos para los cargos relevantes, ya que de lo contrario se hace mucho daño a la democracia. Porque la gente común y corriente, la gente de la calle, no diferencia entre unos y otros, sino que habla de “los políticos”.

El señor QUINTANA.- ¿Y la “reguleque”?

El señor OSSANDÓN.- La “reguleque” también, señor Senador.



En verdad, no me interesa si hay implícita una dosis de populismo o si quienes se negaron en algún momento son hoy día los más fervientes defensores de esta puesta en marcha. Lo que quiero demostrar con el ejemplo de esa exgobernadora es que debemos endurecer los mecanismos de control respecto a quienes requieren ayuda porque así se va a evitar que aquellos que no la necesitan metan la mano al bolsillo de Chile.



Los engaños en aquel ámbito, que se registran a diario, no tienen castigo alguno.



Yo no creo en la política permanente de los bonos. Pero mientras haya gente que los necesite, pienso que hay que otorgarlos.



Soy tajante al respecto, pues considero que la cuestión de fondo estriba en la necesidad de buscar herramientas y oportunidades para el desarrollo de las personas. Y espero que este Gobierno presente proyectos que vayan en esa línea.



Todos sabemos que la clave es la educación, señor Presidente. Pero ella implica una tarea de años, en la que influye un montón de factores integrales: dónde vivimos, con quién vivimos, dónde nos educamos, qué transporte usamos. Y eso incide absolutamente en nuestra capacidad para desarrollarnos como persona.



De otra parte, me parece muy acertado el uso de la carga familiar como unidad para conceder el beneficio y que se prefiera proteger a las mujeres que están a cargo de sus hijos.



¡Eso hay que aplaudirlo!



En mi concepto, debemos ser superresponsables en las dos últimas reflexiones.



Primero, porque hoy día nos estamos comprometiendo a gastos permanentes con recursos que sabemos que son temporales. Tenemos claro que el precio del cobre va a la baja y que estamos involucrando fondos del Presupuesto por muchos años. 



En seguida, me extraña profundamente que el Gobierno haya puesto la carreta delante de los bueyes. Yo, como Senador, esperaba que el primer proyecto fuera el de reforma tributaria y que a propósito de él se nos dijera cómo se iba a financiar el bono en lo futuro.



No obstante, apoyo esta iniciativa. Y espero que sea exitosa, pues no me gustaría que el “bono marzo” fuera llamado “bono falso”.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Guillier.
El señor GUILLIER.- Señor Presidente, primero, yo me preguntaría por qué estamos discutiendo un bono. Y entiendo que, felizmente, no es por una medida populista, sino debido a que todos han reconocido que se trata de una necesidad, dada la mala distribución de la riqueza en Chile. Porque si comparamos el producto interno bruto con la manera como se distribuye la riqueza, veremos que estamos claramente al debe. Y eso se explica más por las estructuras de poder y culturales de nuestro país que por cualquier otra consideración.



Esta es una de las pocas naciones del mundo donde a mayor educación mayor desigualdad en las remuneraciones que reciben un hombre y una mujer por el mismo trabajo, o en que la profesión de profesor, por ejemplo, se castiga en el sueldo porque se desvaloriza socialmente el aporte del docente, a diferencia de lo que ocurre en sociedades donde dicha profesión es objeto de alta estima social. En cambio, profesiones asociadas al retail o al comercio tienen sobrevaloración y permiten obtener fortunas cuantiosas en poco tiempo.



Empero, mientras abordamos ese tema, entrar a considerar un bono permanente me parece legítimo, por las siguientes razones.



Cuando la autoridad otorga el bono a discreción humilla al trabajador, quien aparece recibiendo una dádiva, en vez de un derecho emanado de la injusticia con que se lo remunera.



Al establecerlo con carácter permanente le devuelve la dignidad al trabajador, pues obtiene un beneficio tras cumplir las condiciones fijadas para percibirlo. 



En consecuencia, primero, este bono permanente le restituye al trabajador su dignidad.



En segundo término, amplía el universo, pues, como bien han señalado acá parlamentarios de los distintos sectores y bancadas, en Chile el nivel de distribución del ingreso no corresponde a criterios mínimos, tanto más cuanto que no es razonable que una persona que cumple jornada laboral completa y tiene todas las leyes sociales reconocidas siga siendo pobre.



¡Esa es la realidad de nuestro país!



Por lo mismo, estoy de acuerdo en que este bono es una medida paliativa.



Entonces, recojo con interés las declaraciones de todos los sectores en el sentido de que hemos de avanzar hacia medidas más estructurales para mejorar la distribución de la riqueza en Chile.



Espero con ansiedad no solo el proyecto de reforma tributaria (porque es característica de nuestro país que a mayor ingreso más beneficios tributarios), sino también que se restituyan otras políticas públicas, para mejorar la capacitación y el desarrollo de nuestra fuerza de trabajo y de nuestros conciudadanos.



Por las razones expuestas, voto que sí.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Corresponde el turno de la Senadora señora Von Baer, quien no se encuentra en la Sala.



Tiene la palabra la Honorable señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, por supuesto, votaré a favor. Sin embargo, considero superpertinente hacer un punto político.



Aquí varios señores Senadores de la ex Concertación, hoy Nueva Mayoría, han dicho que en 2009 el entonces candidato a la Presidencia de la República Sebastián Piñera ofreció el bono por razones electorales. 



Yo quiero recordarles que en enero de 2010, pocos días antes de la segunda vuelta, el candidato que representaba a la entonces Concertación, Senador Eduardo Frei, también ofreció un bono.



Traigo ese hecho a la memoria de Sus Señorías porque lo considero muy importante cuando estamos aquí, en el Senado de la República, votando algo muy sensible para quienes más necesitan: las personas que son conscientes de que el bono les hace una diferencia.



Para nosotros, probablemente, 40 mil pesos no marcan diferencia. 



Además, para quienes creemos en una economía abierta es muy poco liberal empujar la idea de los bonos. No obstante, sabemos que constituye un imperativo ético enfrentar la situación de los más desposeídos y, por consiguiente, apoyar la entrega de bonos, tal como lo hicimos respecto de los que anunció la Presidenta Bachelet el año 2009, cuando terminaba su Gobierno, y tal cual lo hicimos frente a los ofrecidos por el Presidente Piñera.



¿Por qué hago ese punto político, señora Presidenta? Porque creo que en un país como el nuestro no corresponde defender solamente por ideologías, sino también por principios.



Y quiero recordar algunas frases de aquella época.



Se dijo: “Esto tiene un olor a ofertón electoral, sin lugar a dudas”, “Los bonos solo se dan en situaciones de crisis, en situaciones complejas”, “Piñera cree que está en una feria, confunde a la ciudadanía con el mercado y denigra la política”.



Hoy no podríamos aceptar que ninguna de esas expresiones se dirigiera contra la Presidenta Bachelet, tal como en su momento no las aceptamos quienes apoyábamos al Presidente Piñera.



Por esa razón, tratándose de un imperativo ético en una nación como la nuestra, donde existen niveles de desigualdad brutales -hoy día Senadores de la Nueva Mayoría hacen el punto en la desigualdad existente; y nosotros compartimos el diagnóstico-, esperamos que durante el actual Gobierno se implementen políticas públicas; no se destruyan programas sociales como el ingreso ético familiar, implementado por el Presidente Sebastián Piñera; y entre todos, de manera transversal, hagamos de Chile un país mejor, con menos diferencias, pero siempre cautelando la libertad.



En tal sentido, por intermedio del señor Presidente, quiero señalarle a la Senadora Adriana Muñoz que comparto absolutamente lo que plantea con respecto a los beneficios para las mujeres que son víctimas de violencia intrafamiliar.



Sé que a algunos colegas no les interesa mucho el tema de las mujeres, pero quiero recordar que el año pasado en la Comisión de Vivienda y Urbanismo -el Senador Víctor Pérez me apoyó mucho; y también tuve el respaldo del señor Presidente- sacamos adelante un proyecto de mi autoría (hoy es ley de la república) destinado a permitir el acceso de las mujeres separadas, abandonadas o víctimas de violencia intrafamiliar a los beneficios del Estado asociados a vivienda. Y debemos extender el derecho pertinente a todo tipo de beneficios.



Ese es un problema al que tenemos que hincarle el diente fuertemente. Y yo voy a apoyar a la Senadora Muñoz, porque me parece que planteó un punto superinteresante.



En consecuencia, con todo, más allá de cuál sea el Gobierno que entregue los bonos, considero muy bien que el beneficio sea permanente. Por lo demás, así se evita lo que algunos califican de “tironeo electoral”. Y creo que no deben eliminarse los programas sociales implementados en el Gobierno del Presidente Piñera que han sido exitosos.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, qué duda cabe -creo que todos estamos de acuerdo, porque lo conversamos con las personas cuando visitamos nuestras respectivas circunscripciones- que para las familias chilenas, especialmente para aquellas que perciben menores ingresos, este mes resulta tremendamente difícil. 



Por  ello, la ayuda que otorga el “bono marzo” es muy bienvenida. Es una medida que, en ese sentido, todos consideramos absolutamente positiva. Y es por eso que gobiernos de distinto color político, de distintas coaliciones, lo han impulsado. Cuando estamos en terreno nos damos cuenta de que para las familias chilenas marzo es un mes complejo. Y esta es una buena idea para ayudar a las que más lo necesitan.



La duda que genera este beneficio dice relación con el hecho de que se lo quiere entregar no solo cuando le vaya bien a la economía o se enfrente un momento especialmente difícil, sino con carácter permanente.  Es la palabra “permanente” la que genera inquietud. ¿Por qué? Porque desde el instante en que el bono adquiere dicho rango se pasa a instaurar una política social estable en el tiempo. ¿Y qué se espera de una buena política social? Que, efectivamente, ayude a las familias a salir de la pobreza y no a salvar un mes específico. ¡Para eso son las buenas políticas sociales!



Entonces, debemos preguntarnos si un bono de este tipo constituye una buena política social para que las familias superen la pobreza. 



El primer punto que se puede plantear, en consecuencia, tiene que ver con que el “bono marzo” va a generar ingresos adicionales, específicos, para cubrir gastos que también son específicos (los que se registran en marzo), pero sin originar ingresos permanentes.



Diferente es, por ejemplo, cuando se entrega una capacitación laboral efectiva. Cuando esta lo es, a un trabajador le puede representar hasta un 10 por ciento más en sus ingresos, lo cual significa seis veces más que este “bono marzo”. 



Desde la perspectiva de la mujer, si pensamos crear más salas cuna, el bono alcanza un costo que equivale a lo que actualmente se invierte en dichos recintos. Y hablo de aquellas mujeres que empiezan a trabajar y que van a percibir un ingreso permanente -no solo en marzo- para sus familias. 



Por lo tanto, uno se pregunta si esta es una buena política social.



Está claro que esta política social busca ayudar a las familias con los gastos del mes de marzo. Sin embargo, no hay parámetros que nos permitan evaluar sus resultados objetivos, a fin de poder decir si sirvió o no. ¿Cómo vamos a medirla? Podríamos hacerlo a través de la Ley de Presupuestos. No obstante, lo único que al final vamos a saber es que las familias más vulnerables recibieron un ingreso adicional en marzo, pero no si las ayudó a superar su condición de pobreza en forma permanente.



Otra pregunta que uno puede hacerse es si una política de bonos desincentiva en general el trabajo. ¿Por qué? Porque muchas veces se escucha decir a los integrantes de una familia que si trabajan van a dejar de percibir determinado bono. Y eso es malo, señora Presidenta. En definitiva, lo que más ayuda siempre es el trabajo; sin embargo, cuando se empieza a ganar un poco más se corre el riesgo de perder un beneficio. Y, dicho sea de paso, tenemos que reconocer, si queremos ser realmente transparentes, que eso fue lo que ocurrió con el “bono de invierno”.



Asimismo, resulta arbitraria la manera en que se determina quién va a recibir el beneficio y quién no. Durante el Gobierno del Presidente Piñera, les guste o no les guste, se favoreció a 400 mil familias.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Terminó su tiempo, señora Senadora.

La señora VON BAER.- ¿Me puede dar un minuto más?

La señora ALLENDE (Presidenta).- 30 segundos. La verdad es que estamos muy ajustados.

La señora VON BAER.- ¿No debería haber el mismo trato para todos, señora Presidenta?

La señora ALLENDE (Presidenta).- Avisé cómo iba a proceder con mucha anticipación, justamente para que todos tuvieran la oportunidad de comprimir lo más posible sus discursos.

La señora VON BAER.- No la escuché, señora Presidenta. Perdón.



En fin. Voy a tratar de terminar mi intervención en medio minuto.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Muy bien.

La señora VON BAER.- Se ha dicho acá que esto no es un borrón, pues están los pensionados que van a recibir el “bono de invierno”. Yo los invito a no sumar peras con manzanas, porque son familias distintas. 



Por lo tanto, sí hay un porcentaje de personas que sí recibieron el anterior “bono marzo” y que ahora no lo van a percibir.



Para terminar, señora Presidenta, pienso que de verdad -y en esto creo que todos vamos a estar de acuerdo- la mejor política social es el trabajo. A través del trabajo las familias pueden salir de la pobreza en forma permanente y, además, es lejos la política social más digna.



En tal sentido, vamos a votar a favor de la concesión de este bono. Personalmente, considero…

La señora ALLENDE (Presidenta).- Lo siento, señora Senadora, pero ya le dimos un minuto adicional.

La señora VON BAER.- Quería terminar dando las gracias. No se pudo.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Disculpe.



Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señora Presidenta, el beneficio que establece el proyecto, en la forma en que ha sido presentado por la Presidenta Bachelet, de alguna manera es la consecuencia final de una larga sucesión de propuestas de bonos que los últimos gobiernos han venido efectuando en Chile.



Ya se recordó que durante su mandato el Presidente Ricardo Lagos entregó cuatro; la Presidenta Bachelet, en su primer período, cinco, y el Presidente Piñera, por su parte, otros cinco. 



El primer “bono marzo” lo entregó la Presidenta Bachelet. El Presidente Piñera lo entregó en dos ocasiones. Y precisamente en la última discusión, que se produjo en 2013 -es decir, hace un año-, hice la siguiente reflexión. Señalé que estos bonos, que nacieron como un apoyo extraordinario ante circunstancias excepcionales, estaban empezando a convertirse en permanentes, y que eso generaba una verdadera política social, que probablemente no correspondía a lo que se pensó cuando se entregaron los primeros bonos y, en general, cada vez que se envió uno al Parlamento durante los últimos tres gobiernos. 



Sin embargo, eso se convierte hoy día, al plantearse el mismo beneficio, ahora como permanente, en una política social. Y aquí se dijo que ello formaba parte de un nuevo enfoque de política social, donde este constituye uno de los ejes que permitirán superar los problemas que Chile presenta en el ámbito de los más vulnerables.



Creo que, precisamente porque ha habido un precedente tras otro, resulta inevitable aprobar este proyecto. Y es inevitable porque la gente ya lo espera. Sin embargo, al darle nuestra aprobación no podemos dejar de decir la verdad: esta es una mala política social. Este bono cuesta 300 millones de dólares, lo mismo que el país gasta en el SENCE. Yo me pregunto: ¿no sería razonable que el SENCE se duplicara para perfeccionar y potenciar la capacidad de nuestros trabajadores? Es lo que podríamos hacer en lugar de destinar fondos a la creación del “bono marzo”, que a partir de ahora será para siempre.



La mejor política social no es la que genera dependencia del Estado, no es la que habilita para recibir una simple transferencia de recursos. Porque la pobreza no se termina con un bono. Eso lo sabemos. Muchos lo han dicho y lo han reconocido. La pobreza se termina cuando las personas son capaces de desarrollar y resolver sus problemas en forma autosuficiente. Y eso no se logra con un bono. Esto es “darle más pescado” a la gente que tiene hambre. 



Probablemente, muchas veces se justifica. Hay situaciones en que el asistencialismo siempre va a ser una necesidad y una obligación del Estado, como respecto de las personas que tienen discapacidades severas y no reciben ingresos, así como respecto de quienes se encuentran en la tercera edad y evidencian una baja situación socioeconómica. Eso es obvio. Pero no lo es necesariamente cuando se trata de gente joven que puede avanzar producto de su trabajo.



¿Qué tenemos que hacer para lograr un cambio? Invertir en lo que realmente permite superar la pobreza en forma definitiva y no volver a las personas dependientes de los bonos del Estado, ya que por esa vía el derecho social que se les está generando es, al final, estirar la mano.



Educación, trabajo, entre otros, son el único camino para resolver de verdad el problema.



Se dice: “Es que la OCDE acaba de reflejar que Chile es el peor país entre ese grupo de naciones: tenemos un Gini de 0,50”. Pero quiero recordarles que hace 24 años, al retorno de la democracia, ese coeficiente era de 0,53, 0,54. Hemos reducido la pobreza, y los gobiernos de la Concertación fueron muy efectivos en eso. Pero no hemos cambiado la redistribución del ingreso. Ese sigue siendo el gran desafío, la cuenta que les pueden pasar a los gobiernos de dicha coalición. El de Sebastián Piñera hizo probablemente algún esfuerzo mayor, quizá porque había más conciencia de esa situación.



Con todo, esto es lo que a mí me hace sentir que el camino que estamos siguiendo no es bueno, ya que, al final, significa asignar recursos que, bien utilizados, a lo mejor no en el corto plazo, pero sí en el mediano y el largo plazos, pueden ser una solución de fondo.



De una vez por todas, tenemos que implementar una verdadera política social, aunque nos cueste: menos populista, más efectiva para superar realmente los problemas endémicos que afectan a Chile.



Yo voy a votar favorablemente, porque todos hemos sido responsables de llegar a este estado de cosas, pero advirtiendo que así no resolveremos los problemas. Lo decía el Senador Montes: se necesitan reformas estructurales. Y las primeras van por el lado de la educación y el trabajo.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Terminó su tiempo, señor Senador.



 Tiene la palabra el Honorable señor De Urresti.

El señor DE URRESTI.- Señora Presidenta, en primer lugar, quiero felicitar al señor Ministro de Hacienda, que nos acompaña hoy día, por su nombramiento, y desearle que le vaya bien. Lo hago leyendo las palabras con que anunció este bono en la prensa: “La columna vertebral del gobierno es enfrentar la desigualdad en todas las dimensiones para alcanzar un desarrollo inclusivo. Es del corazón del programa” -de la Presidenta Bachelet- “enfrentar la desigualdad”.



Esto es fundamental, junto con la aprobación de este proyecto, el que, según veo, concita absoluto consenso. El centro de la discusión debiera ser ese: enfrentar la desigualdad, para que en definitiva no tengamos titulares como el que indica que Chile lidera el ranking de la OCDE en desigualdad de ingresos entre ricos y pobres.



Creo, señor Ministro, que en este consenso podemos contar con la voluntad de muchos. Valoro que varios de los Senadores de la Alianza hayan manifestado su acuerdo, y eso hay que señalarlo. Estamos contestes en que Chile tiene que derrotar la pobreza, pero también en que debe combatir la desigualdad. Me parece muy bien que esas observaciones se hagan y se consignen. Podremos diferir en las fórmulas.



El Senador Larraín, cuyas palabras valoro mucho, hace un cuestionamiento a la política de bonos. A mí tampoco me gustan los bonos, pero este será un bono permanente. Aquí estamos avanzando efectivamente en cambiar una política de discrecionalidad al establecer un beneficio permanente en marzo, con análisis objetivos y focalizándolo en el millón 600 mil familias más necesitadas. 



Me parece bien. Me parece interesante. Me parece fundamental que 72 mil 582 familias de la Región de los Ríos vayan a recibir este subsidio. Y en las demás regiones se da la misma situación. ¡Vamos focalizando, vamos colaborando con los más necesitados! ¡Y vamos trabajando! 



Y en esto creo que también es importante reflexionar, señor Ministro, acerca de la diferencia de las distintas regiones. Aquí nosotros focalizamos en los más necesitados, en los más vulnerables. Pero no perdamos de vista que hay una enorme desigualdad en algunas zonas. La de Los Ríos es la tercera región más pobre. Y sé que muchas tienen ese rezago. Por tanto, establezcamos igualmente políticas de focalización dentro de los territorios más pobres.



Considero relevante destacar asimismo que con el carácter permanente de este bono incorporamos efectivamente ingresos para las familias en el mes de marzo de los años venideros. Y será una política pública, que no quedará sujeta a la discrecionalidad, a la simple voluntad del gobierno de turno o a la disponibilidad presupuestaria. Eso es importante.



De igual forma, es relevante la inclusión de los adultos mayores en el “bono de invierno”. Son 350 mil personas las que suman al foco de atención de nuestro Gobierno.



Yo voy a votar a favor de esta iniciativa. Felicito a la Presidenta Bachelet y a su Ministro de Hacienda por estar dando cumplimiento a una de las medidas a las que se comprometieron en el programa, focalizando en los más necesitados, estableciendo derechos permanentes y atendiendo especialmente a las regiones, que necesitan con mayor urgencia la entrega de estos recursos. Y porque el principio, el concepto básico en este tipo de materias está siendo derrotar a la desigualdad.



No puedo dejar de replicar a quienes han señalado que este podía ser un “bono trampa”. Yo quiero señalarles que no va a ser ni un “bono trampa” ni un “bono reguleque”, como los que escuchamos anteriormente. ¡Va a ser un “bono de la Presidenta Bachelet”, permanente, para la gente más necesitada de nuestro país!



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Ofrezco la palabra al Senador señor Quinteros.

El señor QUINTEROS.- Señora Presidenta, antes que nada, por su intermedio, quiero agradecer públicamente a todas las señoras Senadoras y señores Senadores por la buena predisposición, la gentileza y, por qué no decirlo, el afecto con el cual varios de ellos me han recibido al llegar a esta Corporación.



Muchas gracias por eso.



Asimismo, saludo al Ministro de Hacienda y a la Ministra de Desarrollo Social aquí presentes. Les deseo éxito en su gestión y ojalá que podamos eliminar la brecha de desigualdad de la que se ha estado hablando.



Para mí, señora Presidenta, es motivo de especial satisfacción que mi primera intervención en este Honorable Senado sea para referirme a un proyecto de ley tan significativo para millones de chilenos y que responde plenamente al compromiso del nuevo Gobierno y a la demanda de la ciudadanía por disminuir la desigualdad en nuestro país.



En efecto, como acá se ha dicho, este bono familiar permanente va a garantizar que las familias reciban de manera estable un apoyo cada mes de marzo, el que será mayor según la cantidad de integrantes del grupo familiar causantes de la asignación familiar.



Yo he escuchado acá algunas voces que critican estas medidas, ya sea por su monto o por su cobertura, sin reconocer el innegable avance que representan para los sectores más vulnerables. 



Quiero decirle al colega Moreira que no son un millón 600 mil personas las beneficiarias: ¡son un millón 600 mil familias, que equivalen a 3 millones y medio de causantes!



En nuestra Región, Honorable colega, son 142 mil 738 las familias que van a recibir este beneficio, las que representan a cerca de 450 mil personas.



Sin duda, un bono no resuelve el problema de la desigualdad, pero se encamina en la dirección correcta, llegando focalizadamente a los más necesitados. Además, estas medidas no pueden ser vistas en forma aislada. Adquieren pleno sentido cuando van de la mano de otras iniciativas que robustecen el sistema de protección social y fortalecen la educación y la salud públicas. De este modo, se enfrenta de manera integral y estructural el problema de la desigualdad en Chile.



En todo caso, sin perjuicio del innegable valor de este proyecto, debemos tener presente también otra fuente de desigualdad, como es la distancia respecto de los principales centros de nuestro país. No es lo mismo una asignación de 40 mil pesos en Santiago que en Palena, en Chiloé, en Arica o en Punta Arenas. En futuros proyectos debemos avanzar en la dirección de reconocer estas diferencias, para hacernos cargo igualmente de la desigualdad en el costo de vida en las diferentes regiones, particularmente en las zonas extremas.



Otra desigualdad que siempre se olvida, pero que por mi anterior responsabilidad como alcalde tengo muy presente, es la que se produce en la base misma de la estructura del Estado, que permite el otorgamiento de estos beneficios: los municipios.



En efecto, como recordaba el Senador Ossandón, los beneficiarios de subsidios y de programas sociales cubiertos por este nuevo aporte familiar permanente ingresan a los sistemas desde los municipios. Y cada vez que se anuncian mejoramientos de cobertura o de beneficios aumenta considerablemente la demanda espontánea de gente que llega hasta las oficinas municipales para consultar. Son miles de personas que hay que atender, y deben recibir una orientación y una respuesta adecuadas.



Lamentablemente, no todos los municipios están en condiciones de soportar esta mayor demanda. Se trata de otra desigualdad que incide directamente en la puerta de entrada de los beneficiarios.



Pero, más allá de las circunstancias, todos debemos reconocer que el Gobierno está emprendiendo los cambios por los que votaron los chilenos en diciembre. De esta manera, con beneficios concretos, claramente determinados y sin la llamada “letra chica”, hemos comenzado a transitar por el camino para hacer de Chile un país más justo.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señora Presidenta, Honorable Senado, debo reconocer que voy a concurrir a aprobar en general y en particular este proyecto, pero sin entusiasmo, porque, al final, se ha terminado legitimando una política social a partir del otorgamiento de bonos.



Desde un punto de vista conceptual, es muy distinto el otorgamiento de bonos con carácter permanente, ya que estos forman parte de una política social focalizada en los más vulnerables. En cambio, la política de los bonos, en los términos planteados en el proyecto, no soluciona la situación de los más desvalidos, pues su enfoque es estrictamente asistencialista.



Cualquier política social destinada a los más vulnerables debería estar enfocada en cómo estos pueden salir de su condición de pobreza.



Tal como se ha señalado en este Hemiciclo, este beneficio forma parte de una política. Por lo tanto, en futuras iniciativas podremos verificar si las políticas sociales, con el precedente sentado el día de hoy, se enmarcan en un criterio estrictamente asistencialista o en uno social focalizado y condicionado al establecimiento de instrumentos para que las personas vulnerables puedan superar tal condición.



Lo anterior, señora Presidenta, marca un punto de inflexión muy importante, pues precisamente el proyecto de ley sobre ingreso ético familiar apuntaba a un eje distinto del que nos ocupa, porque, aunque en ambas iniciativas existe transferencia monetaria, en el caso de la relativa al ingreso ético familiar, la transferencia se encuentra condicionada al cumplimiento de exigencias como el control del niño sano o la asistencia regular a establecimientos educacionales.



Así, se podría fijar un conjunto de requerimientos para condicionar la transferencia monetaria, pues esta sola no resuelve la situación de vulnerabilidad, de pobreza.



Por eso, a lo largo de las discusiones de sucesivos proyectos de ley, particularmente en materia social, en algún minuto vamos a tener que abordar este tema.



O se tiene una política de carácter estrictamente asistencialista o una enfocada además en perseguir que las personas salgan de su condición de vulnerabilidad a través de distintos incentivos.



Por lo anterior, votaré favorablemente esta iniciativa, pero con las observaciones que he planteado, porque no estoy convencido de que una política estrictamente asistencialista logre sacar a esa gente de su condición de pobreza.



Este proyecto incorpora un elemento que difiere del planteamiento que formulé y que apunta a que se incorpore a los usuarios del subsistema Seguridades y Oportunidades, creado en la ley N° 20.595. Pero estos son solo una parte de los beneficiarios. El resto recibirá una transferencia monetaria sin ningún tipo de condicionamiento para salir de su estado de vulnerabilidad.



Así que, aunque apoyo esta iniciativa, lo hago con serias observaciones, porque creo que las políticas sociales no se construyen a partir de visiones estrictamente asistencialistas.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Está inscrito el Senador señor García-Huidobro. 



No se encuentra en este momento en la Sala.



Tiene la palabra el Honorable señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señora Presidenta, Honorable Sala, voy a citar algunas declaraciones.



 “Empezó la campaña. Lo que queda en evidencia es que el Presidente Sebastián Piñera se va a jugar por tratar de sacarles trote a sus candidatos y darles algunas chances para la pelea de noviembre”.



Pepe Auth, 11 de marzo de 2013.



“No es bueno para el país que el Presidente vaya cayendo en un electoralismo o campañismo de esta manera”.



Carlos Montes, Diputado PS, 11 de marzo del 2013.



“Fui crítico de los bonos ayer y lo soy hoy. Tienen elementos populistas, pero el gobierno tiene cierta holgura. En fin, lo hizo Bachelet, lo hace ahora Piñera, está bien. Probablemente el bono de septiembre va a ser mejor todavía”.



Jorge Burgos, Vicepresidente de la DC.



“Hay muchos problemas del país que no se arreglan con un bono.



“Por qué no transformamos el bono en una política pública permanente de subsidio al empleo, de tal manera que nuestras trabajadoras y trabajadores tengan mejores remuneraciones”.


Ximena Rincón, Emol, 11 de marzo de 2013.



“Concordamos en que los anuncios son más bien electorales y para mejorar las encuestas del presidente, pero no son coherentes con lo que el Gobierno ha planteado”.



Eugenio Tuma, miembro de la comisión parlamentaria del PPD.



Señora Presidenta, consideramos que este instrumento de protección social, que coincide con el primer proyecto enviado por Michelle Bachelet, va en la dirección correcta.



Quiero hacer mías las palabras de la entonces Senadora Ximena Rincón, hoy día Ministra de Estado, que difieren de lo que opinaban connotados dirigentes de la Concertación tan solo unos meses atrás.



Sin lugar a dudas, consideramos muy positivo institucionalizar esta iniciativa del “bono marzo” porque va a permitir suavizar los gastos excepcionales asociados al pago de colegios; a la compra de útiles escolares, de uniformes, etcétera.



Por cierto, este proyecto, que va a beneficiar en forma permanente a 1 millón 601 mil 280 familias -son 6,5 millones de chilenos, es decir, el 42 por ciento de la población- mediante un aporte familiar de 40 mil pesos, que implica un costo fiscal de 144 mil 365 millones de pesos, va por el camino adecuado.



Mejor todavía es el caso del bono de invierno, mediante el cual se subsana una situación originada en la reforma previsional, que dejó a muchos adultos mayores sin este beneficio.



En efecto, esa medida fue impulsada por el anterior Gobierno de la Presidenta Bachelet, y ahora ella la continúa, afortunadamente. 



Lamento que no haya sido mi Gobierno, el del Presidente Piñera, el que haya llevado a cabo esta tarea.



Es indudable que esta iniciativa, que va a permitir la ampliación de la cobertura del bono de invierno en 351 mil 996 beneficiarios, llegando a un total de 1 millón 15 mil 965 adultos mayores, responde también a una aspiración ciudadana largamente esperada. Y ella representa un costo fiscal de 18 mil 295 millones de pesos.



Con toda claridad, coincidimos en que hoy día la visión de la distribución del ingreso no es vergonzosa, sino inmoral y en que debemos hacernos cargo de esta situación, tal como lo dijimos durante nuestro propio Gobierno e incluso antes. En definitiva, tenemos que resolver esta materia.



Un informe de la OCDE al respecto recoge el punto y señala que Chile es uno de los países con peor distribución del ingreso en el marco de aquellos que componen esa Organización. 



Sin lugar a dudas, este proyecto, que propone institucionalizar el “bono marzo”, va en la dirección correcta al otorgar un subsidio directo. Además, puede representar una medida de carácter anticíclico interesante. 



Cuando hay una desaceleración de la economía, el establecimiento de un bono directo para inyectar recursos también constituye una medida que puede reactivarla en algún minuto.



El único mensaje que queremos mandarle al Ejecutivo es que estamos claros de que la única medida permanente para resolver los temas de pobreza dice relación con crear una política pública de estímulo al empleo. Y debemos considerar, además, que en Chile se gastan 300 millones de dólares al año en capacitación.



Por lo tanto, concordamos con lo propuesto en la iniciativa, que -repito- se orienta en la dirección correcta, pero no hay que descuidar el empleo y la capacitación.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Está inscrito a continuación el Honorable señor Pérez Varela.



No se encuentra en la Sala.



Los últimos oradores son los Senadores señores Navarro y Pizarro, quienes tampoco se hallan aquí en este momento.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

La señora ALLENDE (Presidenta).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (32 votos favorables) y, por no haberse presentado indicaciones, queda aprobado también en particular y despachado en este trámite.



Votaron las señoras Allende, Muñoz (doña Adriana), Pérez (doña Lily), Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín (don Hernán), Montes, Moreira, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

El señor NAVARRO.- Señora Presidenta, pido agregar mi voto.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Se deja constancia de la intención de voto favorable del Senador señor Navarro.



Tiene la palabra el señor Ministro de Hacienda.

El señor ARENAS (Ministro de Hacienda).- Señora Presidenta, quiero saludar -por su intermedio- a las señoras Senadoras y a los señores Senadores y agradecer, en nombre del Gobierno, el apoyo que tanto la Cámara de Diputados, ayer, como el Senado, en el día de hoy, dieron a la iniciativa. Esto permitió despacharla con la celeridad requerida y aprobar el compromiso incluido en el Programa de Gobierno de la Presidenta Bachelet: conceder el aporte familiar permanente de marzo y ampliar y reponer la cobertura del bono de invierno, que figuran entre las 50 medidas para los primeros 100 días de Gobierno.



La Presidenta Bachelet ingresó a tramitación este primer proyecto de ley hace una semana, y ahora, con bastante beneplácito, lo vemos despachado por el Congreso Nacional.



Se crea un nuevo derecho, un nuevo beneficio en la protección social y se repone la cobertura del bono de invierno.



No tengo más que agregar. Solo quiero puntualizar que en el debate se mencionaron materias de cobertura y otras que, de una u otra manera, quedaron resueltas. 



Y con relación al financiamiento, cabe mencionar que se beneficiará a 1 millón 600 mil familias con el aporte familiar permanente de marzo, y a 351 mil pensionados con el bono de invierno. Esto genera un costo fiscal de 162 mil millones de pesos para 2014, que se financiarán con los recursos contemplados en la Partida Tesoro Público, Asignación Provisión para Distribución Suplementaria, de la Ley de Presupuestos del Sector Público.



Señora Presidenta, el costo indicado se encuadra dentro del gasto autorizado para el año 2014, que se financia, entre otros recursos, con ingresos permanentes en el marco de una política de balance estructural. Y, en ese contexto, se ha planteado también que este beneficio permanente de marzo se financie en el futuro con cargo a los recursos que anualmente contemple la Ley de Presupuestos.



Antes de concluir, reitero mis agradecimientos por el rápido despacho de este primer proyecto de la Presidenta Bachelet, con el que da cumplimiento a su compromiso de implementar el Programa de Gobierno desde el primer día de su mandato. Y así lo estamos haciendo.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Este es el primer proyecto de la presente Administración aprobado por el Congreso.



¡Felicitaciones por ello!

)----------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- Ha llegado una comunicación del Comité Partido Unión Demócrata Independiente, mediante la cual informa que a partir del día de hoy sus nuevos representantes serán los Senadores señora Ena Von Baer y señor Hernán Larraín.

)----------(

MODIFICACIÓN DE NORMAS SOBRE CONTRATACIÓN PÚBLICA PARA PROTEGER DERECHOS DE TRABAJADORES DE EMPRESAS DE ASEO Y EXTRACCIÓN DE RESIDUOS SÓLIDOS
La señora ALLENDE (Presidenta).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que mejora normas en materia de contratación pública para proteger los derechos de los trabajadores de las empresas de aseo y extracción de residuos sólidos, otorgando la autorización que indica, con informe oral de la Comisión de Hacienda y urgencia calificada de “discusión inmediata”. (Véase en los Anexos, documento 6)


--Los antecedentes sobre el proyecto (9278-06) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 3ª, en 19 de marzo de 2014.



Informe de Comisión:



Hacienda: sesión 3ª, en 19 de marzo de 2014.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Ante todo, consulto a la Sala si habría unanimidad para votar la iniciativa como un solo todo y sin discusión.

El señor COLOMA.- No doy acuerdo.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Entonces, en discusión general el proyecto.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- ¿Me permite, señora Presidenta?

La señora ALLENDE (Presidenta).- Puede intervenir, Su Señoría.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señora Presidenta, a fin de compatibilizar la necesidad y la urgencia del proyecto, propongo abrir la votación y que los Senadores fundamentemos el voto, para poder despacharlo con mayor rapidez.

El señor PIZARRO.- El acuerdo es despacharlo ahora.

El señor COLOMA.- Pero en la votación particular nosotros nos pronunciaremos en forma distinta.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Por eso sugiero abrir la votación y fundamentar el voto por 5 minutos.

El señor COLOMA.- Nuestro Comité solicitará dividir la votación.

El señor LARRAÍN.- Pido la palabra.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría.

El señor LARRAÍN.- Señora Presidenta, yo sugiero que en la discusión general reduzcamos a 5 minutos la intervención de los Senadores, de manera que se realice el debate de temas relevantes, y que después votemos.



Y a lo mejor se puede acelerar la discusión. Pero creo importante efectuarla, porque en el texto propuesto hay materias muy delicadas que así lo exigen.

La señora ALLENDE (Presidenta).- ¿Le parece a la Sala?



--Así se acuerda.
La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos, para informar oralmente la iniciativa.

El señor LAGOS.- Señora Presidenta, en la sesión especial de la Comisión de Hacienda celebrada esta tarde tuvimos la oportunidad de analizar este proyecto.



Su objetivo fundamental es establecer una mejora de la normativa en materia de contratación pública, con miras a proteger los derechos de los trabajadores de las empresas de aseo y extracción de residuos sólidos. 



Consta de artículo único, donde se define conceptualmente en qué consiste el perfeccionamiento, que básicamente es el siguiente:



En el caso de las licitaciones que hagan los municipios para contratar servicios de recolección, transporte y disposición final de residuos sólidos domiciliarios, a la hora de evaluar a las empresas participantes se ponderarán al menos con un 10 por ciento de importancia las condiciones laborales en que se desempeñen sus trabajadores.



Puesto en Castellano, al abrir las propuestas se dará un valor de al menos 10 por ciento al tipo de contratación que realizan, como horas de trabajo, remuneraciones, gratificaciones, etcétera. 



Es decir, dichas condiciones incidirán a la hora de tomar la decisión.



Además, hay un artículo transitorio, que faculta excepcionalmente a las municipalidades para transferir recursos, por una sola vez, a las empresas proveedoras de servicios de recolección, transporte y disposición final de residuos sólidos domiciliarios.



Señora Presidenta, como consecuencia de un conflicto que hubo en su oportunidad, el Gobierno anterior transfirió a los municipios una suma considerable de recursos para que hicieran frente a los pagos que las mencionadas empresas debían hacer a sus trabajadores.



Ese fue un acuerdo al que se llegó en cierto momento y que ahora se regulariza mediante este artículo transitorio. 



En la Comisión se desarrolló un interesante debate y el proyecto se aprobó por unanimidad.



En todo caso, la iniciativa viene de la Administración anterior; tiene un artículo único y uno transitorio, y lo que hace es honrar lo acordado entre la Asociación Chilena de Municipalidades, los alcaldes, el Gobierno, el Ministro de Hacienda y el Presidente de la República de entonces.



Eso es todo.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Muchas gracias.



Conforme a lo resuelto por Sus Señorías, tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señora Presidenta, existe un acuerdo de Comités, refrendado por la Sala, en cuanto a que este proyecto se despache hoy, antes del término del Orden del Día. Y entiendo que este finaliza a las 19.



¿Podría confirmarlo el señor Secretario?

La señora ALLENDE (Presidenta).- Señor Senador, como la iniciativa tiene urgencia de “discusión inmediata”, de todas maneras se debe despachar esta tarde.

El señor PIZARRO.- Perdón, señora Presidenta, pero la “discusión inmediata” puede implicar un trámite de hasta seis días desde el momento en que así se califique un proyecto.



Según el referido acuerdo de Comités, que fue refrendado por la Sala y que se recordó al comienzo de esta sesión, el proyecto debe quedar despachado hoy, antes de que concluya el Orden del Día.



Lo digo, para que los colegas sepan que igual vamos a tener que votarlo a las 19:30 o a las 19:40, a más tardar.



Por eso, la propuesta del Senador Zaldívar en cuanto a abrir la votación cumplía con los dos objetivos. Porque estando abierta la votación se puede seguir argumentando, aunque nos pasemos de la hora de término del Orden del Día.

El señor COLOMA.- ¿Habrá discusión particular?

El señor PIZARRO.- No, porque el acuerdo de los Comités fue despacharlo en general y en particular, señor Senador. Y fue ratificado por la Sala. 

El señor COLOMA.- Pero habrá votación particular.

El señor PIZARRO.- En fin, esa era mi sugerencia, señora Presidenta.



Con respecto al proyecto que nos ocupa, quiero manifestar mi preocupación por estar legislando sobre esta materia en la forma en que lo estamos haciendo.



Creo que se está sentando un precedente delicado al establecer que el Estado debe hacerse cargo de compromisos o buscar solución a problemas sociales entre entes que no son de su responsabilidad.



Esto ya ocurrió en el caso del conflicto portuario de hace unos meses. Y es por todos conocido lo que sucedió a raíz del conflicto que terminó en la huelga de los trabajadores que extraen la basura domiciliaria, quienes son personal contratado por empresas privadas que licitan sus servicios con los municipios.



Entiendo que la iniciativa busca regularizar una situación que ha sido objeto de control, en el sentido de ver si los municipios están o no en condiciones de transferir fondos directamente a esas empresas privadas para que estas los entreguen a los trabajadores. 



Estoy de acuerdo con el beneficio que se entrega a los trabajadores. Pero estimo que el precedente que se sienta con ello es extraordinariamente complicado. Además, resulta difícil de entender, porque, a partir de ahora, es posible pensar que frente a cualquier problema social el Estado debe intervenir y disponer de recursos públicos para solucionar conflictos entre privados, por importantes que estos sean.



Respecto de esta situación en específico, me habría gustado recibir información más detallada por parte de los miembros de la Comisión y del propio Gobierno.



Ya no está en la Sala el Ministro de Hacienda, aunque esta iniciativa no es de su responsabilidad. Pero sé que el Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo ha visto este asunto y se encuentra en las dependencias del Senado. A lo mejor, sería conveniente autorizar su ingreso a la Sala para que nos explique con más detalle la situación y nos entregue una información más acabada.



Gracias.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Discúlpeme, señor Senador, no le escuché bien lo último, pues me estaban hablando.



¿Usted pide autorización para que entre a la Sala el señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo? ¿Es así?

El señor PIZARRO.- Sí, señora Presidenta.



Ocurre que no hay ningún Ministro presente. El de Hacienda recién se retiró, y esta materia corresponde a la Cartera del Interior.



Sé que el Subsecretario se halla en el Senado, pues intervino en la Comisión cuando discutimos el proyecto. A lo mejor, sería bueno que participara en esta sesión para clarificar las consultas sobre el particular.



Por mi parte, tengo serias dudas respecto a por qué estamos legislando para solucionar, con recursos del Estado, un conflicto entre privados.

La señora ALLENDE (Presidenta).- ¿Habría acuerdo de la Sala para que ingrese el señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo?


--Así se acuerda.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Ofrezco la palabra al Senador señor Ossandón.

El señor OSSANDÓN.- Señora Presidenta, comparto lo que dijo el Senador que me antecedió en el uso de la palabra en el sentido de que también me preocupa esta materia.



Aquí se plantea una medida que, en la práctica, impedirá que las empresas que prestan servicios dispongan en sus propuestas el pago del sueldo mínimo a sus trabajadores. Ese es el problema que existe en el ámbito de la recolección de basura.



No sé si esta propuesta podría aplicarse a todas las concesiones municipales. Entiendo que el proyecto en debate solo aborda la situación de las concesiones de recolección de residuos. 



Sin embargo, la problemática de fondo afecta a todas las concesiones que entregan los municipios. En efecto, el alcalde con el concejo comunal, al administrar la comuna, claramente tratarán de conseguir un servicio lo más barato posible, dada la escasez de recursos que los limita. 



Aprobada esta iniciativa, inmediatamente vendrán los requerimientos de las empresas de guardia y de las de aseo, que en su mayoría también pagan sueldos mínimos. En el fondo, quienes hacen el aseo en las municipalidades y quienes cuidan sus dependencias reciben sueldos de pobreza y administran la pobreza.



Por lo tanto, sería bueno ver en el futuro -como no tengo experiencia legislativa, no sé cómo se procede administrativamente- la posibilidad de un proyecto que aborde la realidad de todas las concesiones municipales.



Y con ello no estamos coartando la libertad de los municipios; solo estamos dando la señal de que el Senado de la República se preocupa, de una u otra manera, de que los servicios concesionados de la última cadena del Estado, que son los de los municipios, no tengan siempre como base el sueldo mínimo.



Voy a votar favorablemente el proyecto.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra la Senadora señora Van Rysselberghe.

La señora VAN RYSSELBERGHE.- Señora Presidenta, me preocupan sobremanera los dos artículos del proyecto.



En primer lugar, estimo que atentan contra la autonomía de los municipios. 



Hay algunas empresas de recolección de residuos que pagan el sueldo mínimo a sus funcionarios, pero en la realidad suele darse que, cuando estas terminan sus servicios y se abre una nueva licitación, los sindicatos respectivos negocian con los concejales e, incluso, generan presión en la comunidad para que, dentro de las bases, exista como condición el respeto de los sueldos que recibían los trabajadores al término del contrato anterior.



El que el Ejecutivo o el Estado, mediante una ley, determine cómo las municipalidades deben establecer las bases de licitación y cómo han de evaluar el peso de cada variable, en verdad, me parece que atenta contra la autonomía de tales corporaciones. Estas son autónomas; responden a autoridades elegidas democráticamente; cuentan con un concejo que las fiscaliza, y tienen, además, una comunidad que también genera presión sobre ellos.



Considero, por lo tanto, que lo propuesto va en sentido absolutamente contrario a la desconcentración del poder, a la autonomía de los municipios y, en definitiva, a lo que nosotros pretendemos, que es acercar la decisión a la gente.



En segundo lugar, el artículo transitorio faculta a los municipios para trasferir recursos a una empresa particular, a fin de que esta pague a trabajadores de su dependencia un bono, un aguinaldo o como quiera llamarse. Esto me parece rarísimo. Creo que tampoco corresponde.



¿Por qué se les entrega plata a las empresas de recolección de basura y no a las de seguridad o a las encargadas de mantener las áreas verdes si en ellas también laboran personas con grandes necesidades? Quienes trabajan en las áreas verdes muchas veces deben estar bajo el rigor del clima y en condiciones difíciles, y suelen ser mujeres.



Entonces, esta figura -yo soy médico, no abogada- me llama profundamente la atención. El permitir que se traspasen recursos de todos los chilenos para que una empresa particular cumpla obligaciones con trabajadores que dependen exclusivamente de ella es algo muy raro.



Por ello, estimo que este no es el camino para resolver el problema.



Si deseamos que las municipalidades cuenten con más recursos para dar un mejor servicio y ofrecer mejores condiciones para sus trabajadores, entonces, hagámoslo a través del Fondo Común Municipal, y que cada una de ellas, de acuerdo a su normativa, analice con su concejo cómo dispondrán de aquellos.



Pero, a mi juicio, legislar no es el camino para indicarles a los alcaldes y a los concejales cómo deben realizar esas funciones.



En consecuencia, me voy a oponer a ambos artículos de este proyecto.



Muchas gracias.

La señora ALLENDE (Presidenta).- A usted, señora Senadora.



Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica, para plantear un asunto de Reglamento.

El señor PROKURICA.- Señora Presidenta, acaba de llegar el señor Subsecretario, por lo que solicito que se le dé la palabra a fin de que exponga sobre la iniciativa.



Veo que hay opiniones muy contrarias al respecto. Por tanto, él nos puede aclarar el objetivo de esta propuesta.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Bien. Esa fue la razón por la cual se autorizó su ingreso a la Sala.



Tiene la palabra el señor Subsecretario para que nos explique el sentido de este proyecto y las razones por las cuales el Ejecutivo lo envió a tramitación.

El señor CIFUENTES (Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo).- Señora Presidenta, gracias por la invitación.



La iniciativa resuelve un problema que heredamos de la Administración anterior. 



En la Ley de Presupuestos para el año 2014, se generó una glosa que permitía transferir a los municipios recursos por algo más de 15 mil millones de pesos, para destinarlos a lo estipulado en un acuerdo logrado entre el Gobierno anterior, la Asociación Chilena de Municipalidades y los trabajadores recolectores de residuos sólidos domiciliarios, para mejorar sus condiciones laborales y remuneracionales.



Lo que se pretende con la iniciativa en estudio es permitir que la Ley de Presupuestos para 2014, en la parte pertinente al acuerdo, sea aplicable. 



Hoy día, según lo señalado por la Contraloría General de la República, esos recursos no se pueden transferir, porque la referida glosa quedó redactada en términos genéricos y se requiere una específica. 



En esencia, lo que buscamos es posibilitar esa transferencia de fondos, que, por lo demás, algunos municipios ya la han realizado. 



No sé si con eso aclaro las dudas manifestadas, señora Presidenta. 

La señora ALLENDE (Presidenta).- Gracias, señor Subsecretario. 



En todo caso, si más adelante surge alguna consulta, como todavía no hemos abierto la votación, le pediremos que vuelva a intervenir para responderla. 



Continúo con el orden de inscripción. 



Tiene la palabra al Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señora Presidenta, precisamente la complejidad del tema nos hace pensar que no es conveniente aún entrar a la votación de la iniciativa. 



Hemos oído a algunos Senadores con larga experiencia como alcaldes (los Senadores señor Ossandón y señora Van Rysselberghe) plantear problemas muy de fondo respecto al tema. Y yo creo que tienen mucha razón.



Asimismo, pienso que el Honorable señor Pizarro se halla en lo cierto cuando señala que se está generando un precedente muy grave, puesto que nos estamos haciendo cargo, como Estado, de un problema entre particulares. Y no sabemos qué implicancias futuras pueda acarrear ese precedente.



Al respecto, también quiero manifestar mi preocupación.



Ahora, entiendo que nos encontramos frente a un problema político, como se ha dicho, generado por acuerdos alcanzados en el Gobierno anterior. Ante ello, por la razón que acaba de manifestar el Subsecretario, la actual Administración intenta resolver el asunto con este proyecto de ley. Está, en el fondo, cooperando en la búsqueda de una solución para el problema planteado por la Contraloría, como nos acaban de informar.



Sin embargo, según lo dicho por la Senadora Van Rysselberghe, de sentido común y demostrativo de su experiencia municipal, estamos obrando malamente, en contradicción a nuestro ordenamiento constitucional y legal. 



¿Por qué? Porque hay en juego un principio clave -no es reciente, pues viene del siglo XIX-: el establecimiento de la autonomía municipal. Esto es recogido por nuestra Carta Fundamental en su artículo 118: “Las municipalidades son corporaciones autónomas”. Sin embargo, la finalidad de esta iniciativa es decirles a los municipios qué deben hacer en determinada materia. 



Ahora, si fuera eso efectivamente lo que se pretende, entonces habría que modificar la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades y no, como plantea el proyecto, la normativa sobre contratación pública. 



Este último cuerpo legal es de rango inferior, por lo que no puede prevalecer a la citada ley orgánica, que, de acuerdo a la Constitución, recibe ese carácter por el hecho de que regula las atribuciones municipales. 



Además, hay otro problema que lo encuentro aún más grave. 



La iniciativa otorga una atribución que permite a los municipios exigir en las concesiones municipales para los servicios de recolección de basura a lo menos un 10 por ciento adicional en el factor remuneraciones, para ser destinado a los trabajadores de las empresas prestadoras. Sin embargo, hay otras concesiones municipales, como se ha mencionado, que no están siendo beneficiadas. Por tanto, existe una discriminación entre tipos de trabajadores. 



Pero existe otra discriminación adicional. 



En cuanto al servicio de extracción de basura, hay municipios que cuentan con el sistema de licitación de concesión. Entiendo que representan alrededor -si mal no recuerdo- del 30 por ciento del total. El resto de las municipalidades contrata directamente. El personal de estas últimas no recibirá el beneficio que se otorga a los otros trabajadores de las empresas prestadoras de servicio por la misma función desempeñada. 



Entonces, por buenas razones, por una buena causa, estamos tomando un mal camino.



Por lo tanto, señora Presidenta, no considero conveniente ni prudente aprobar este proyecto de la forma en que se nos presenta. Estamos no solo generando un mal precedente -en realidad, ya quedó establecido-, sino también dando una solución que, desde el punto de vista constitucional y legal, no calza con nuestro ordenamiento. 



El señor Subsecretario, además, expresó que el proyecto se originó por el reparo de la Contraloría al carácter genérico de la glosa presupuestaria pertinente. Entonces, ¿por qué mejor no modificamos la Ley de Presupuestos, dando a dicha glosa una redacción más específica? Este cuerpo legal se puede modificar, no es inmutable. Ahora, si ese es el problema planteado por la Contraloría, yo prefiero que se solucione por el camino que acabo de indicar. 



En lo fundamental, para solucionar una dificultad estamos pasando a llevar, en forma directa, la Constitución, la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades y un principio que debiéramos mantener siempre: el relativo al carácter autónomo de los municipios. 



A mi juicio, la medida propuesta en el proyecto no es buena. Además, genera discriminaciones odiosas, que nos van a provocar problemas adicionales. 



Yo sugiero -no sé qué piensa el Ejecutivo al respecto- que se busque el camino simple: modificar la glosa y no entrar en disquisiciones que, al final, tal cual se presenta la iniciativa, llevan a dar una mala solución. 



He dicho. 

La señora ALLENDE (Presidenta).- Antes de dar la palabra al siguiente orador, dado que ha llegado la hora de término del Orden del Día, quiero solicitar el acuerdo de la Sala para prorrogarlo por una hora, según lo establece el artículo 97 del Reglamento. 



Sus Señorías comprenden que, si no despachamos hoy el proyecto, tendré que citarlos para mañana, el sábado, el domingo o el lunes. 

El señor ALLAMAND.- Haga lo que estime conveniente, señora Presidenta. 

La señora ALLENDE (Presidenta).- ¿Hay acuerdo? 

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Hasta el despacho del proyecto.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Si le parece a la Sala, se prorrogará por una hora el Orden del Día.



--Así se acuerda. 

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Honorable señor Coloma. 

El señor COLOMA.- Señora Presidenta, el proyecto es breve, pero muy complicado. 



Al respecto, quiero dejar claro -debe estar en el informe- que hubo unanimidad en la aprobación de la idea de legislar, pero no sucedió lo mismo en la votación particular. Fui yo, precisamente, quien planteó la necesidad de discutir sobre el significado de lo que estamos votando, que es muy enredado. 



La primera idea, quizás la más urgente -así lo entendí de lo dicho por el Subsecretario-, se halla en el artículo transitorio, que es de los más sui géneris que he visto en el Parlamento.



Antes de seguir y para que no exista duda alguna, hago presente que esta iniciativa se origina en una materia vinculada al Gobierno anterior -nada tiene que ver con la actual Administración-, relativa a un acuerdo con trabajadores. Lo digo para que no haya ninguna sospecha al respecto. 



En el referido artículo transitorio se faculta excepcionalmente a las municipalidades del país para transferir recursos, por una sola vez, a empresas proveedoras de servicios de recolección de basura. Se sabe cuáles son desde el principio, con nombre y apellido, porque tal información debe estar publicada. Tal atribución operará, aunque en el hecho esas platas ya hayan sido transferidas.



No sé si me ha tocado ver en otro proyecto algo parecido a lo que aquí se propone: facultar a municipios para entregar fondos a ciertas empresas -esa es la realidad-, con la finalidad de pagar determinadas obligaciones. 



Ni siquiera quiero entrar al tema planteado muy bien por la Senadora Van Rysselberghe sobre la autonomía municipal. Aquí siempre hemos reclamado en favor de este principio, con el objeto de que los recursos entregados a las municipalidades sean administrados por los alcaldes y concejales como estimen pertinente. 



En definitiva, en la norma propuesta se dice: “Mire, le vamos a pasar este dinero, pero con un solo fin: transferirlo a tales empresas. No puede usarlo en otra cosa”. 



Ello obedece al dictamen que elaboró la Contraloría. 



Me parece de sentido común -hablamos el punto con el Senador Larraín- que, si el problema es el carácter de la glosa respectiva, lo mejor es tratar de cambiar la Ley de Presupuestos en esa parte para hacer operativa la facultad, en lugar de generar una propuesta que intenta resolver el problema, pero que, al final, da curso a una forma de legislar que afecta la autonomía municipal y beneficia, claramente, a empresas -no han hecho nada malo- que están identificadas. 



Creo que aquella fórmula apunta a una mejor solución. 



Por último,  respecto al artículo único, debo hacer presente que se han logrado consensuar normas -y funcionan- en materia de contratación pública para proteger los derechos de los trabajadores. 



Hay una ley que estipula cómo deben elaborarse las bases de licitación para todos los contratos de prestación de servicios a los que postulan todas las empresas vinculadas a los municipios. Y el nuevo inciso segundo que se agrega al artículo 6º define cuáles son los requisitos -me parece que está bien redactado; nadie lo ha discutido nunca- y establece que a partir de ahora “Tratándose de los contratos de prestación de servicios referidos a concesiones municipales de servicio de recolección, transporte y disposición final de residuos sólidos domiciliarios,” -solo para ese fin; he preguntado a distintos alcaldes que saben bastante más en esta materia, pues hay muchas actividades que son concesionadas: los parques, la iluminación, la limpieza de calles. Y por eso ignoro cuál es el criterio- “la ponderación del criterio referido a las mejores condiciones de empleo y remuneraciones no podrá ser inferior al 10% del total de la evaluación”.


No tengo idea si lo correcto es 8, 12, 5 o 20 por ciento -no estoy discutiendo la cantidad-, pero sí me parece -y los alcaldes nos pueden ayudar un poquito más a entender este tema- que establecer un beneficio solo para un grupo de trabajadores y no para todos -cabe recordar que este proyecto rige para determinadas licitaciones, no para los funcionarios normales de un municipio- no ayuda a resolver un problema que todos queremos solucionar y estamos generando un precedente raro, por cuanto, con absoluta razón, otros servicios concesionados de trabajadores pueden pedir el 15 o el 5 por ciento de ponderación.



Entonces, aquí instauramos un principio y me parece que debemos hacer una segunda reflexión entre nosotros sobre el particular.



Este no es un tema de Derecha o Izquierda, de Gobierno u Oposición. Aquí se trata de ver cómo uno elabora las leyes para resolver los problemas que se nos plantean y no para generarle conflictos a mucha gente.



Insisto: queremos resolver el inconveniente surgido. Estamos todos en condiciones de hacerlo.



Sin embargo, creemos que la forma que se plantea está provocando al final más problemas que soluciones.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra al Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señora Presidenta, a muchas de las preguntas realizadas por algunas Senadoras y algunos Senadores que me han antecedido en el uso de la palabra -ya se ha dicho- es difícil darles respuesta, porque habría que consultar, más bien, a quienes fueron los actores que trajeron este problema a la Sala del Senado.



Por lo tanto, habría que preguntarle al entonces Ministro Andrés Chadwick por qué se procedió así en este caso o, en el paro de los portuarios, por qué actuó en esa forma el ex titular de Agricultura, donde a mi modo de ver se aplicó muy mal el principio de subsidiaridad del Estado conforme al cual este entra a responder por obligaciones que son del sector privado.



Ahora, ¿se pueden transferir recursos del sector público al privado? Claro. No se debe tal vez. Pero perfectamente puede hacerse si una ley lo autoriza. También es posible efectuar donaciones o entregar subvenciones. Sin embargo -reitero-, eso debe hacerse por medio de una ley. 



Ahora, lo que pasó acá -todos lo sabemos- es que hubo un conflicto grave con el personal que trabaja en la recolección de basura y el aseo domiciliario, frente al cual el Gobierno y la Asociación Chilena de Municipalidades llegaron a un acuerdo que se tradujo en una glosa que se nos presentó en la Ley de Presupuestos. Y cuando discutimos dicho cuerpo legal el Subsecretario de Desarrollo Regional de ese momento, don Miguel Flores, nos dijo -me acuerdo bien- que estos 15 mil 691 millones de pesos se destinarían a solucionar este asunto. Y nosotros aprobamos esos recursos en el afán de buscar una solución a este problema.



A lo mejor se cometió el error de no haber especificado la norma que hoy día está objetando la Contraloría y lo que tenemos que hacer ahora es reparar nuestro error como Parlamento, pues nosotros mismos debimos observar el problema y haberlo corregido en ese instante. Y, en ese sentido, tiene razón el Senador Larraín cuando sostiene que hubiera sido más rápido resolver el punto sobre la glosa correspondiente de la Ley de Presupuestos, a la cual hoy día nos estamos refiriendo.



Sin embargo, todos sabemos -seamos francos- que si no aprobamos esta iniciativa legal se nos va a presentar nuevamente un conflicto con estos trabajadores, y estoy seguro de que aquí, en el Parlamento, vamos a tener que resolver, por la vía de la presión, legítima y de los hechos -y más en este caso-, un derecho de los trabajadores, quienes nos van a decir: “Nosotros hemos sido engañados porque de buena fe firmamos un acuerdo ante el Ministro del Interior y el Subsecretario, mediante el cual se nos aseguró que nos pagarían esa plata a través de los privados, que el Estado subvencionaría el arreglo de este conflicto y, además, que las bases de las propuestas se ajustarían a la norma que viene hoy día como artículo permanente y que se está objetando”.



En consecuencia, nosotros no estamos atentando -como dijeron otros señores Senadores- contra la autonomía municipal, porque esto fue acordado con los municipios. Ellos participaron en esta negociación y llegaron a este mal acuerdo -como quieran llamarlo- que estableció esta ponderación del 10 por ciento como una manera de garantizar a los trabajadores que sus remuneraciones iban a ser respetadas, a fin de que no fueran sometidas a la tensión de una licitación donde el salario se convierte en el factor que hace la diferencia para ganarla.



Ese es el objetivo. Digámoslo con toda claridad.



Entonces, tenemos que ser consecuentes.



Personalmente, creo que esto sienta un pésimo precedente -no fue la única vez que el anterior Gobierno actuó de esta manera, pues al final procedió así en este caso y en el de los portuarios, y si hubiera seguido más tiempo a lo mejor nos habría traído tres o cuatro conflictos más-, porque resulta muy fácil solucionar los problemas con plata ajena, con dinero que no es propio y que solo se administra.



¡Por eso estamos metidos en este zapato chino! ¡Este muertito no es nuestro; le pertenece a otro!



No obstante, a mí me interesa resolver este asunto y evitar un conflicto.



Esa es la razón por la cual voto a favor del proyecto, pues creo que no hay otra solución, salvo que...

La señora ALLENDE (Presidenta).-  Concluyó su tiempo, señor Senador.



Tiene treinta segundos adicionales.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Gracias, señora Presidenta.



Decía que no creo que haya otra solución, salvo que me dijeran que, aquí y ahora, se redactará una propuesta diferente que logre el objetivo de impedir un conflicto. 



¡Desde este momento estoy disponible para ello!



Sin embargo, si no me presentan inmediatamente una forma de solución, soy partidario de no crear un conflicto de la magnitud del que tuvimos en el país con los trabajadores del aseo municipal, pues la ciudadanía no nos entendería.



Por esa razón votaré a favor, excepto que me digan que existe otra solución inmediata y que hoy día nos levantaremos de esta Sala resolviendo este problema que -insisto- no es nuestro, sino ajeno, pero estamos dispuestos a afrontarlo.



Gracias, señora Presidenta.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Aprovecho la ocasión para dar la bienvenida y saludar al señor Ministro del Interior, don Rodrigo Peñailillo.



¡Bienvenido, señor Ministro!



Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señora Presidenta, de verdad estamos frente a un proyecto inédito, a una situación nunca vista desde la recuperación de la democracia, donde un Gobierno toma recursos públicos para solucionar un problema privado.



Este es un muy mal precedente.



Creo que debimos resolver este asunto de un modo distinto. El tratamiento que en general el Estado y la legislación les dan a los trabajadores no solamente públicos, sino también privados es lo que debemos revisar.



Si se les presenta un problema a los concesionarios del servicio de recolección de basura, que no cumplen o no han querido cumplir de manera adecuada los compromisos con sus trabajadores y no desean poner recursos, ¿por qué el Estado tiene que resolverlo? ¿Por qué el Congreso debe aprobar un proyecto de ley para solucionar una negociación entre privados?



Es cierto que los municipios están de por medio, que se persigue el bien común, que se debe retirar la basura -todo lo que Sus Señorías quieran-, pero advierto que no existirá razón alguna para que de la misma manera como estamos interviniendo entre trabajadores y empresarios privados no procedamos igual con otro sector.



Entonces, considero muy extraño que aprobemos un proyecto de ley que no cuadra con nada de lo que hemos estado observando en otras iniciativas que dicen relación con los derechos laborales.



Me parece que deberíamos preguntarnos si no es hora ya de legislar en general en favor de los trabajadores que suscriben contratos con privados a través de las licitaciones.



¿Qué son las licitaciones que efectúa el Estado sino eludir la responsabilidad de este en el pago de los costos y de las condiciones laborales para que otros -los privados- estrujen el limón y negocien de mucho mejor manera con los trabajadores en contra de los derechos laborales?



Los trabajadores que prestan servicios de recolección de basura a los municipios llevaron adelante una paralización. De otra manera no tendríamos este proyecto aquí. ¿Y por qué debemos esperar la suspensión de faenas para elaborar una legislación laboral justa?



¿Por qué razón tenemos que hacer una excepción aquí diciendo: “Cuando se llame a licitación en el caso de los municipios para la recolección de basura, vamos a considerar que un 10 por ciento de la ponderación de la licitación dependerá de las condiciones laborales, del nivel de remuneraciones, del modo de reajustabilidad, de la extensión y flexibilidad de la jornada de trabajo, de la duración de los contratos, de la existencia de los incentivos”?



¿Por qué no lo hacemos también con la JUNAEB cuando contrata a las manipuladoras? ¿Por qué no operamos igual con otro tipo de contratos donde el Estado entrega bienes en concesión, en licitación a privados para que estos hagan la negociación con los trabajadores?



No me cuadra este proyecto, señora Presidenta, porque creo que está marcando un muy mal precedente, o un muy buen precedente. Porque si procedemos de la manera en que se está actuando aquí con estos trabajadores, por qué no lo hacemos con el resto.



Entonces, por las mismas razones que aducía el Senador Zaldívar, de que estamos frente a un conflicto serio, de que hay un compromiso del Estado con esos trabajadores, yo estoy por votarlo favorablemente, pero estableciendo la obligación de nuestro Gobierno y de este Parlamento de tramitar una nueva iniciativa que regule eficazmente los derechos laborales para todos los trabajadores.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- Señora Presidenta, estimados colegas, he seguido atentamente el debate. Y quiero plantear a la Sala del Senado la pregunta que de alguna forma se encuentra en el aire: ¿Estamos aquí solucionando un problema o estamos agravando un problema y generando un precedente absolutamente funesto para este Congreso, para este Senado, y por qué no expresarlo, para el actual Gobierno?



A cualquier observador de esta discusión le resultaría completamente incomprensible la argumentación de algunos colegas, que señalan que esto sienta un precedente funesto. Un precedente es algo que a uno lo persigue, que, en definitiva, genera -por así decirlo- carácter desde el punto de vista de la resolución que se adopte.

El señor MONTES.- ¡Como el desalojo…!

El señor ALLAMAND.- Entonces, ¿quién va a entender que todos sostengamos acá que el precedente es funesto y acto seguido votemos a favor? En verdad, ese es un razonamiento a lo Ionesco, completamente absurdo. Porque si el precedente es funesto, no tenemos que pronunciarnos a favor. ¿O alguien podría sostener que la Sala de la Cámara Alta, que se presume que razona adecuadamente, puede plantear que es un precedente funesto, negativo, y acto seguido votar a favor? Eso no está a la altura de la tradición del Senado.



No hay duda de que este es un problema que arranca en la Administración anterior. Pero me sorprende la pasividad con que algunos miembros de la coalición de Gobierno admiten esta situación. No lo entiendo. En el día de hoy hemos visto, por ejemplo, cómo se deja sin efecto una resolución del Consejo de Ministros en el caso de HidroAysén. Nos hemos impuesto de cómo la Presidenta de la República ha retirado de la tramitación legislativa un conjunto de proyectos porque simplemente considera que no son correctos. Pero acá, so pretexto de que existe un acuerdo de un Gobierno anterior, entonces este Congreso lo admite con total pasividad.



¿Cuál es ese precedente, señora Presidenta?



Que cualquier futuro Gobierno, en las postrimerías de su mandato o en alguna etapa de este, puede generar un acuerdo, de cualquier naturaleza, aunque sea totalmente inconcebible en sus términos -la imaginación puede ser frondosa-, y so pretexto de que lo hizo la Administración anterior, se supone que la que viene debiera aceptarlo sin chistar.



¿Ese es el precedente que esta Sala quiere dejar establecido, que no puede revisar un mal acuerdo realizado por un Gobierno anterior?



Tengo la impresión de que eso tampoco es correcto.



Y en cuanto al tema de fondo, que aquí se ha señalado, relativo al artículo 1º, simplemente me hago eco de las expresiones de los exalcaldes señora Van Rysselberghe y señor Ossandón. No hay duda de que la norma es particularmente compleja. Pero el artículo transitorio no solo es ininteligible, sino que sienta un precedente que no debemos aceptar.



¿Por qué no hablamos y decimos las cosas como son?



Lo que estamos expresando aquí es lo siguiente.



Si en ocho meses más se produce un conflicto laboral en empresas contratistas -estoy inventando- de los distintos Ministerios en el ámbito de aseo, y esto deviene en una movilización, en una toma y en una paralización laboral, ¿qué razón habría para no proceder exactamente de la misma manera en que se está actuando aquí, es decir, traspasando recursos públicos a empresas privadas para que estas cumplan determinadas obligaciones que tienen con sus trabajadores? Eso va a ocurrir si nosotros aceptamos pasivamente esta solución. ¿Y con qué argumento esta Sala podría sostener que en ese futuro hipotético, que no lo es tanto -el caso de los puertos está a la vuelta de la esquina-, no debiéramos aceptar esa modalidad sin chistar?



Entonces, señora Presidenta, para concluir, considero que no tenemos que admitir este precedente. Este es funesto, equivocado, y perjudicará al propio Gobierno de la Presidenta Bachelet.



No creo, a diferencia de lo que señala el Senador Zaldívar, que esto deba resolverse aquí y ahora, porque quizás es muy difícil. Pero tampoco pienso que deba aceptarse sin más, admitiendo que este es un precedente funesto, que tengamos que darle vía libre. Porque no es lógico. Y porque -reitero- el precedente va a perseguir a aquellos que voten a favor.



Habrá un espacio para encontrar una mejor solución que proteja los derechos de los trabajadores, pero que no siente este precedente funesto.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señora Presidenta, este es un proyecto que viene de la Administración anterior. Y en los Gobiernos de la Concertación tampoco existió la capacidad para enfrentarlo, porque se trata de un problema enorme, gigantesco.



El Senador Coloma señala que es un problema complicado. ¡Claro! Por eso no lo resolvió la Concertación, y tampoco la Derecha. Y hoy estamos intentando solucionarlo por la puerta chica.



Las mejores condiciones de trabajo que se alegan en el proyecto dicen relación con que este es un sector que contempla 18 mil recolectores de basura, que corren al lado del camión 24 kilómetros al día, trabajando 16 horas diarias (llegan muy tarde a sus casas, porque los rellenos sanitarios quedan muy lejos). Si sumamos a los 12 mil que laboran en los rellenos sanitarios, se trata de un sector de 30 mil trabajadores a lo menos, que se encuentran en el ámbito de la contratación y licitación de 345 municipios.



No hay una sola norma que pueda ser cumplida, porque existe la variedad más amplia en las licitaciones. Concepción -la Senadora Van Rysselberghe lo sabe muy bien-, con 200 mil habitantes, suscribió un contrato por 98 millones. Y Coronel, con 100 mil habitantes, tiene un contrato de 198 millones. No hay norma alguna sobre el particular. Es la verdadera ley de la selva. Nadie regula las licitaciones. Y, al final, quienes pagan el costo son los trabajadores. Cuando se ajusta hacia abajo, los que asumen el costo son ellos.



Lo hemos manifestado: la recolección de basura, el agua, la electricidad debieran ser parte de los costos que asuma el Estado con los municipios de manera directa. Porque algunas municipalidades arrastran deudas desde hace años en el pago de aquellos servicios.


En ese sentido, tal vez las situaciones de ENAP y CODELCO deberían darnos una orientación.



Se trata de empresas estatales y ponen condiciones especiales para contratar trabajadores. Y se emplean recursos públicos. Son empresas estatales, algunas medio raras, pero lo son. ¿Por qué a los municipios no se les va a permitir condiciones especiales para contratar a los trabajadores? Creo que es el tema esencial en los contratos de licitación.



Pregúntenle a Longueira, ex Ministro de Economía, si hay o no experiencia anterior en cuanto a transferir recursos estatales a los privados.



¡Todos los costos sociales asociados a la Ley de Pesca los abordó el Estado! ¡No hubo contrato social! ¡Miles y miles de millones, en el 2001, en el 2002 y ahora, en el 2013, todos pagados por el Estado! ¡Toda la plata destinada, mediante SERNAPESCA, el FAP, a compensar a los tripulantes, a los pescadores artesanales, es estatal! 



Y no digamos que la industria pesquera es pequeña: ¡genera muchísimos ingresos!



Entonces, uno reflexiona: “Esto no es nuevo. Ya lo hizo el ex Ministro de Economía, quien transfirió todos los recursos desde el Estado para resolver los problemas sociales de los trabajadores del sector pesquero”. 



Se hizo también con los portuarios. 



Entonces, experiencias hay. Y se siguen repitiendo.



Señora Presidenta, la SUBDERE debiera generar una fórmula para que el pago se realizara directamente. Necesitamos regular la actividad de modo que haya un mínimo básico para las licitaciones. 



Algunas empresas toman la basura y la convierten en electricidad. Hoy día muchos rellenos sanitarios están generando 22 a 23 megawatts. La resolución no lo contemplaba. Al principio se les entregaba la basura, que era un problema. Pero ahora ella constituye un buen negocio. 



Por tanto, el proyecto que estamos aprobando ahora viene a parchar.



El problema es más de fondo. Radica en que no se quiere posibilitar que la actividad municipal en esa y otras áreas tenga regulaciones que favorezcan a los trabajadores.



Y después el debate será en el sentido de que no nos metamos con los municipios porque son autónomos. 



A decir verdad, los derechos laborales deberían respetarse siempre.



Algunos municipios, señora Presidenta, no cobran por la extracción de basura: 90 por ciento de los habitantes de las comunas de bajos ingresos no pagan por dicho concepto. Por lo tanto, se trata de un costo adicional que asumen las municipalidades.



Pienso que el problema reside en los contratos de licitaciones: deben estar regulados.



En 2008 los trabajadores depositaron cerca de 10 toneladas de basura fuera de La Moneda, en plena Alameda, reclamando por sus derechos. Hoy vuelven a hacerlo.



Viví la experiencia de estar un día en Puente Alto -comuna de la circunscripción del Senador Ossandón- con los trabajadores recogiendo basura. ¡Es una pega con características inhumanas, de esclavitud, absolutamente violadora de los derechos humanos mínimos de esos servidores, quienes se exponen a todas las enfermedades imaginables!



Señora Presidenta, aquí cabe legislar sobre la cuestión de fondo. Vamos a aprobar este proyecto porque resuelve una situación puntual. Pero después deberemos ir a cómo licita cada municipio y a quitar la libertad de cada alcalde para hacerlo como quiere. Porque a ese respecto hay un grave problema.



Voto a favor.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Montes.

El señor MONTES.- Señora Presidenta, quiero decir brevemente cuatro cosas.



Primero: aquí nos hacemos los lesos en cuanto al problema más de fondo, cual es la crisis de la basura. Los municipios están desfinanciados, gastan buena parte de sus ingresos en ese rubro.



Aquello tiene bastante que ver con que, como país, también nos hemos hecho los lesos respecto a la necesidad de industrializar la basura.



En comparación con muchas otras naciones, nuestro nivel de desarrollo en aquel ámbito está bastante atrasado. Tenemos convenios con naciones europeas, pero no se han aplicado. 



Este Gobierno y las futuras Administraciones, de una vez por todas, deberán avanzar en dicha línea, porque es lo que se halla en la base.



Los países que han industrializado la basura generan ingresos y generan empleos.



¿Por qué no lo ha hecho Chile?



Porque eso no lo realiza ningún privado: tiene origen en una empresa pública.



Vean en el Ministerio de Obras Públicas la cantidad de proyectos que se presentan y después no se ejecutan, incluso recomendando concesiones al respecto.



El segundo problema señalado acá es el de la autonomía municipal.



Se trata de una vieja discusión.



En Chile la autonomía municipal se enmarca dentro de la ley. Esta puede modificarla en muchos aspectos. La ley no debe inhibirse. Media un problema de quórum, probablemente. Pero ese es otro debate.



La ley es, entonces, la que determina la autonomía. 



Aquello se discutió mucho en tiempos del Senador Díez, cuando se analizó la reforma municipal.



Ahora bien, les sugiero a los señores Senadores leer el segundo inciso del actual artículo 6° de la ley N° 19.886, que surgió de una coyuntura bien parecida a la actual.



Las manipuladoras de alimentos de la JUNAEB no percibían sueldo en enero y febrero. No encontrábamos la manera de solucionar el problema. Y se hicieron dos cosas. En el Presupuesto, por un lado, se le asignaron más recursos a la JUNAEB a base de un delta en los contratos con las empresas proveedoras por las nuevas licitaciones, y por otro, se le impuso a aquella la obligación de pagarles los meses de enero y febrero a sus trabajadoras.



Así quedó. Y aquí muchos deben de recordar lo que se legisló al respecto.



Incluso, el referido artículo 6° pone condiciones vinculadas con las bases de licitación.



Sí, puede estar mal redactado el precepto. Yo encuentro bien poco elegante su texto. Empero, apunta en el sentido de decir: “Le colocamos estos requisitos”.



En mi concepto, eso cabe dentro de la autonomía municipal. Y si se quiere elevar el quórum de aprobación, es factible pensarlo. Porque la ley siempre puede afectar dicha autonomía.



Mi última reflexión, señora Presidenta, es sobre el artículo transitorio.



Toda la ley en proyecto está hecha para el mencionado precepto. Lo demás es relleno, o bien, cosas que podrían haberse planteado de otra manera.



El artículo transitorio tiene como propósito resolver un enredo en que nos hallamos metidos: primero, ya se está pagando el beneficio (y probablemente ya se pagó mucho), y segundo, el Contralor dictaminó que se encuentra mal pagado.



Entonces, se está buscando la manera de sanear aquello y decir que se puede hacer lo que se está haciendo.



Se faculta a los municipios para efectuar el pago. Eso es todo. A eso apunta la ley en proyecto.



Ahora, tampoco es elegante el artículo transitorio. Podría haberse redactado de muchas otras formas. 



A mi entender, hay que aceptar esta iniciativa. Si no, tendremos problemas el 30 de marzo. 



Podríamos aprobar solo el artículo transitorio, donde se establece la facultad para ahora, y exigir que se mejore la redacción de la norma permanente, pero incluyendo esta en otro proyecto.



Esa podría ser una línea de solución al conflicto.



Señora Presidenta, aquí se ha preguntado qué logramos con transferir recursos a los privados.



¡Cuidado!



La deuda subordinada de los bancos significó la transferencia de 2 mil millones de dólares a particulares.



En este momento tenemos la embarrada con Alicopsa y las empresas que abastecen a la JUNAEB: ¡están quebradas! ¿Y qué vamos a hacer? Bueno: ahí el Estado deberá asumir algo.



No dispongo de más tiempo. Solo quiero expresarles que el Presidente Obama, cuando enfrentó una situación análoga, les exigió a todas las empresas a las que les traspasó recursos para sanearlas y evitar su quiebra que pusieran una parte de sus propiedades a nombre del Estado.



Yo no digo que esa sea la fórmula. Pero a lo mejor hay que pensar esta situación de otra manera. Si no, los privados van a traspasarle cada vez más sus responsabilidades al Estado.



En este caso podrían haber sido transferencias a los municipios.



Pero, en verdad, no podemos llegar y actuar. A mi entender, eso es parte del debate que vamos a enfrentar en el sector portuario. Porque se trata de 25 millones de dólares: ¡son muchos recursos!



Voy a votar a favor del artículo transitorio porque considero que con él se resuelve el enredo de ahora. Y que el Gobierno nos presente una mejor fórmula para lo permanente.



Muchas gracias.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Quiero solicitarles a Sus Señorías considerar la posibilidad de acortar los discursos, pues nos va a pillar el término de la prórroga del Orden del Día que autorizó la Sala. Si no, deberé requerir la unanimidad necesaria para una nueva prórroga.

El señor LARRAÍN.- ¿Me permite, Su Señoría?

La señora ALLENDE (Presidenta).- Sí, señor Senador.

El señor LARRAÍN.- Señora Presidenta, tal vez podríamos tener una reunión de Comités para ver la forma de resolver el problema.



Todos tenemos la mejor disposición para dar una solución jurídicamente buena y que zanje la cuestión política existente, que todos conocemos.



Hay algunos caminos. Y quizás una reunión de Comités nos podría alivianar la discusión en que estamos inmersos.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Me parece acertada su propuesta, señor Senador. La acojo, pero sin suspender la sesión, para que mientras tanto puedan intervenir los oradores que restan.



Cito, pues, a reunión de Comités.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Araya.

El señor ARAYA.- Señor Presidente, uno no puede abstraerse del contexto de la iniciativa que se nos presenta hoy día.



Ante todo, hay que señalar que este proyecto, como ya han expresado varios colegas, busca la solución de un problema puntual que se suscitó el año pasado producto de la huelga de los recolectores de basura. Todo el país se vio afectado a raíz de que dichos trabajadores estaban demandando de sus empleadores mejores condiciones laborales. Eso se tradujo en la firma de un compromiso, al que concurrieron alcaldes, a través de la Asociación Chilena de Municipalidades, y el Gobierno de la época, con el objeto de mejorar las condiciones de trabajo de tales servidores.



En mi concepto, hay que separar esta iniciativa en dos partes.



Primero, el artículo transitorio, que a juicio de algunos colegas afecta la autonomía municipal. Yo estimo que no es así. Porque cuando uno mira la Constitución en su conjunto se da cuenta de que sus artículos 6° y 7° le permiten al legislador dictar leyes regulatorias de determinadas materias. Y aquí no se está limitando la autonomía municipal, sino, muy por el contrario, solucionando un problema práctico de muchos municipios por la vía de permitir que la Contraloría valide pagos que han efectuado.



Concuerdo, sí, con lo manifestado por los colegas de la Alianza en el sentido de que la redacción es bastante poco feliz. Resulta un tanto ininteligible, pues no precisa. Y eso puede ser motivo de problema



Por eso, le pido al Ejecutivo estudiar una fórmula concreta mediante la cual aclare que la transferencia dice relación con la glosa del Presupuesto aprobada el año pasado. Porque la redacción es genérica y susceptible de provocar dificultades. Además, la propia Contraloría podría representar las transferencias, dado que la norma no hace referencia expresa a la mencionada glosa, sino que habla de transferencias en términos generales.



En segundo lugar, pienso que detrás del artículo único del proyecto hay una sentida demanda de los subcontratistas de los municipios a los efectos de que se generen mejores condiciones laborales.



Quienes hemos tenido la oportunidad de conocer cómo se manejan muchas veces las licitaciones municipales -mi padre fue alcalde durante diez años- sabemos que los contratistas tratan de ajustar los precios, para ir a la baja con la competencia, fundamentalmente en lo atinente a las condiciones laborales de quienes van a prestar el servicio.



En este caso, concuerdo en que se está registrando una discriminación con respecto a otros servicios concesionados de los municipios, algunos de los cuales son tanto o más complejos que el de recolección de basura: por ejemplo, el de mantención de áreas verdes o el de vigilancia.



En esa línea, uno esperaría que esta norma fuera aplicable a todo el sector de concesiones municipales. Porque acá no se está mutando la autonomía municipal, sino diciéndosele al alcalde: “Cuando vaya a las bases de licitación, este es un elemento a considerar”, situación que el legislador perfectamente puede sostener.



Entiendo que tenemos premura en resolver la cuestión expuesta. Por esa razón, sin perjuicio de considerar que el proyecto presenta problemas de redacción, voy a concurrir con mi voto a aprobarlo.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, este ha sido un debate muy de fondo. Y creo que las observaciones hechas durante él por los distintos Senadores son complementarias.



Por mi parte, diré tres cosas sobre la materia.



En primer lugar, el principio de que el Estado entregue recursos para resolver conflictos entre privados significa entrar en un túnel cuyo final no conocemos.



¿Qué razón habría para que muchos otros trabajadores no plantearan legítimamente su deseo de un aumento de remuneraciones? Los empleadores privados les dirán que no tienen recursos. Finalmente, para evitar una huelga, el Estado terminará transando con el sector laboral.



En segundo lugar, obviamente, los trabajadores tienen un problema con sus remuneraciones.



Si uno sigue lo que se habló con los dirigentes verá que un alto porcentaje de municipios -quizás los que disponen de más recursos actúan de otra forma-, pudiendo hacer en las bases de licitación una ponderación mayor de las remuneraciones, pagan malos sueldos.



Entonces, si aquí se pusiera más el acento en pagar remuneraciones mejores o emolumentos que resultaran más acordes con el trabajo que se realiza y con un país que progresa, habría una realidad diferente.



Por lo tanto, existe un problema remuneracional.



Ahora, creo que lo señalado por el Senador Zaldívar es lo correcto: la solución debiera ir en una indicación modificatoria de la Ley de Presupuestos, porque se trata de una glosa de ella destinada a resolver el problema específico que nos ocupa. Así no se sentarían  malos precedentes.



Me parece que el artículo 1°, en los términos en que está concebido, es lo más arbitrario que hay.



¿Por qué en el caso de los trabajadores en comento la ponderación no va a ser inferior a 10 por ciento -este porcentaje, en todo caso, me parece legítimo y justo- y en el de otros ello no sucederá?



Debemos, pues, adoptar un criterio sobre cuál va a ser la ponderación. Eso, si es que va a haber alguna.



Yo soy partidario de establecer que lo que se les paga a los trabajadores tenga una ponderación que asegure un incentivo para que las empresas remuneren mejor.



Ahora, en el artículo transitorio hay una omisión brutal. Fíjense en lo que dice: “Facúltase excepcionalmente a las municipalidades del país para transferir, por una sola vez, a empresas proveedoras del servicio de recolección, transporte y disposición final de residuos sólidos domiciliarios, recursos que serán destinados…”.



¡Cuántos!



Se argumenta que se trata de los recursos que establece la Ley de Presupuestos.



¿Dónde se dice eso?



Esta es una normativa que en esa materia deroga la Ley de Presupuestos.



La Ley de Presupuestos es igual que otra. No tiene jerárquicamente ninguna diferencia con una ley común y corriente. Y la norma es que una ley posterior deroga la anterior.



El artículo transitorio no consigna a cuánto ascienden los recursos. Estos son ilimitados. 



Esa disposición faculta para que el Estado les transfiera a las concesionarias los recursos que se le ocurran, sin límites.



¡Ese precedente es desastroso!



Señor Presidente, quiero agregar un punto para explicar la cuestión de fondo: además, ya se pagó la plata. Y lo dice el artículo transitorio al final.



Entonces, allí se está procediendo al saneamiento de un acto nulo. Porque se expresa: “ya se hayan entregado a las precitadas empresas con dicho fin.”. O sea, ya se les dio el dinero. 



En definitiva, se dice lo siguiente: “Si ya les pasaron plata, ahora estamos otorgando una autorización legal respecto de la plata que el Estado les hizo llegar a los municipios, que a su vez la transfirieron a las concesionarias”. Pero la Contraloría les señaló: “Ese acto es nulo”.



Aquí estamos, pues, saneando un acto nulo.



Señor Presidente, yo comparto la idea de que sentar aquello por ley así como está es un precedente que el día de mañana va a hacer mal. Y me convencieron  los argumentos de los Senadores que lo expresaron con mucha claridad.



Por lo tanto, el proyecto, en los términos en que se halla concebido, me parece malo.



Segundo, debemos buscar una solución. Porque al final los únicos que van a perder serán los trabajadores, con quienes contrajeron un compromiso el Gobierno anterior y las municipalidades. Entonces, los trabajadores dirán: “No cumplieron lo acordado”.



Por último, la fórmula que más me convence es la planteada por el Senador Zaldívar: que la solución se aborde mediante una enmienda puntual y excepcional al artículo pertinente de la Ley de Presupuestos.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Quinteros.
El señor QUINTEROS.- Señor Presidente, por supuesto, estoy con el ánimo de que se resuelva el problema de los trabajadores del aseo.



Yo no tengo ninguna duda de que cuando el entonces Subsecretario Miguel Flores llegó a acuerdo con la Asociación Chilena de Municipalidades lo hizo pensando, por ser conocedor de la realidad de los municipios, en buscar una solución al endeudamiento de estos.



A las municipalidades -y no desde ahora, sino desde hace muchos años- cada vez se les traspasan mayores atribuciones sin financiamiento. Día a día hay exención del impuesto territorial. Muy poca gente paga los derechos de aseo y diversos tributos.



Por esa vía se llega a la triste realidad de que, cuando deben pagarles a las empresas que se adjudican concesiones, los municipios no disponen de recursos.



No tengo ninguna duda de que el Subsecretario Flores actuó de muy buena fe en procura de una solución.



Tampoco es culpa de las municipalidades que en la Ley de Presupuestos se aprobaran 15 mil y tantos millones de pesos y que se haya redactado mal la glosa pertinente.



Aquí hay que buscar una solución efectiva. Porque los municipios arrastran otra serie de problemas, derivados de malas redacciones o de interpretaciones que a veces hace la Contraloría.



Por ejemplo, en el incentivo previsional hay un lío tremendo, de marca mayor. La mayoría de los alcaldes y de los concejos tienen juicios de cuentas. Y está también el famoso bono de la educación.



¿Cuándo vamos a solucionar esos problemas?



Por eso a veces resulta muy fácil denigrar a los municipios, desprestigiar su labor. Pero no se dan cuenta de que nosotros mismos, el Estado, la sociedad chilena nunca les hemos dado facultades reales para que se desenvuelvan de buena forma.



Voy a votar a favor de la solución propuesta, pues creo que los trabajadores no tienen por qué seguir pagando el pato.



Si están los recursos, ojalá que en la reunión de Comités se busque una fórmula legal y salgamos de este embrollo.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Guillier.

El señor GUILLIER.- Gracias, señor Presidente, pero prefiero esperar la resolución que adopten los Comités, que se reunieron para intentar una propuesta mejor.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, en estos momentos se está celebrando una reunión de los Comités con el Ejecutivo para buscar una salida legal que permita solucionar el conflicto. Porque aquí hay un conflicto declarado, y todos esperamos que se resuelva.



Aprovecho la oportunidad para señalar que en esta materia no existen precedentes en leyes, pero sí en hechos.



Recuerdo, por ejemplo, la huelga de los trabajadores contratistas de CODELCO. ¿Qué ocurrió? ¿A quiénes tuvo que entregarles más plata CODELCO? A las empresas contratistas, para que la hicieran llegar a sus trabajadores. Y así fue como se solucionó la huelga ocurrida hace dos años en la minera estatal, que involucró a El Teniente y otras divisiones.



Por lo tanto, no es correcto sostener que no existen precedentes, porque sí los hay. Lo que pasa es que no hubo ley. Como CODELCO le pertenece al Estado, este transfirió los recursos directamente a las empresas contratistas. ¿Por qué? Porque hubo presión social, porque hay diferencias entre los trabajadores de los contratistas y los de planta, y sabemos bien que se trata de un conflicto que se va a seguir desatando. Esa es la realidad que está ocurriendo en la empresa más importante del país. 



En tal sentido, creo que este precedente no puede ser legal. Hay que buscar una salida, tal como lo han planteado todos -no sé si habrá alguna excepción-, para que en una glosa de la Ley de Presupuestos se incorpore una indicación a fin de que la Contraloría autorice la entrega de los recursos a los municipios. 



De otro lado, señor Presidente, quiero aprovechar estos minutos para hablar un poco del futuro. 



¿Creerá la gente de nuestro país que los municipios realizan la recolección de residuos de la mejor forma que les es posible? ¿Se reciclan los desechos? Tenemos que tener una política distinta de aquella que nos señala la historia.



En mi región, un tercio de los municipios ni siquiera paga el relleno sanitario, ya que carecen de recursos. Es un tema complejo. Yo imagino que el resto de las regiones deben enfrentar problemas semejantes. Porque lo último que se paga, al final, es donde se depositan los rellenos sanitarios.



Debemos tener una política de Estado que nos permita reciclar, aprovechar todos los recursos que se vierten en los vertederos para tener la posibilidad de llevar a cabo nuevos negocios. La Asociación Chilena de Municipalidades o los propios municipios, muchos de los cuales son dueños de rellenos sanitarios, podrían recuperar plásticos y todo lo que fuese útil, extraer gas, etcétera, con el fin de generar fondos que les sirvieran a ellos mismos.



Señor Presidente, la situación de quienes trabajan en estas empresas, tal como plantearon otros señores Senadores, dista de ser buena. Por eso, debemos buscar una salida, respetando la autonomía de los municipios, con el objeto de entregarles lo mejor a futuro a los que más lo necesitan. Algunos se hallan en condición de bancarrota, tienen problemas, sobre todo los rurales, que no disponen de plata ni siquiera para traspasarla a educación o salud. Varios de los señores Senadores, en su calidad de exalcaldes, conocen la realidad que presentan nuestras regiones.



En consecuencia, espero que luego de la reunión que están sosteniendo los Comités con el Ejecutivo surja una solución legal, que no sea discriminatoria, para no sentar un mal precedente que el país tenga que pagar muy caro.



He dicho.

El señor TUMA (Vicepresidente).- A continuación, se encuentra inscrita la Senadora señora Van Rysselberghe, para su segunda intervención. 



Su Señoría dispone de un par de minutos.

La señora VAN RYSSELBERGHE.- Gracias, señor Presidente.



Solo voy a referirme a dos cosas muy puntuales.



La primera es que no deseo que quede en el aire, después de mi primera intervención, la no valoración del trabajo de las personas que se dedican a la recolección de basura. 



Efectivamente, es una labor en extremo pesada y quizás lo que hay que hacer, más que regular la forma en que operan los municipios, normando el tema de las licitaciones, que debiera ser un aspecto que tendrían que ver los concejos municipales con sus respectivos alcaldes, es considerar la actividad de la recolección de basura como trabajo pesado; normarla por otra vía, porque, efectivamente, se trata de una tarea compleja, que genera un desgaste adicional y que presenta características difíciles para las personas que la desarrollan.



En segundo lugar, el Estado, como sostuvieron algunos Senadores, les pasa platas a privados. Pero en este caso la situación es muy particular, pues les estaría entregando recursos a particulares respecto de servicios que fueron licitados, sin considerar que compitieron distintas empresas con reglas del juego ya establecidas. Y al meter platas adicionales lo que estaríamos haciendo nosotros es cambiar esas reglas, lo cual generaría una situación bastante compleja. 



Así que me alegro enormemente de que se esté buscando una solución alternativa para resolver el problema que se generó en su minuto, sin alterar la autonomía de las municipalidades, puesto que ellas son, en definitiva, el eslabón más cercano a la gente, las entidades con las cuales esta se identifica, a las que acude a diario y a las que, al final del día, les cobra una mala gestión realizada.



De otra parte, espero que con una norma legal razonable se pueda resolver el problema generado, el cual, sin duda, podría sentar precedente para otros conflictos.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ossandón.

El señor OSSANDÓN.- Señor Presidente, quiero dejar claro que, como Senador y “municipalista”, soy gran defensor de la autonomía municipal. Pero, desgraciadamente, la realidad nos dice otra cosa. Ella nos señala que, debido a la carencia de recursos, hoy día, de alguna manera, el costo de dicha autonomía se carga a los trabajadores. 



Por eso apoyo la iniciativa, aunque me hubiera gustado que sus alcances también se hubiesen extendido al área de las concesiones. 



En castellano simple, ello significa que de algún modo los municipios se vean obligados, sin afectar su autonomía en gran profundidad, a ponderar un poco más alto el tema laboral. 



Cuando uno tiene problemas económicos y dispone de poco dinero, como le ocurre a la mayoría de las municipalidades, debe darle alta ponderación a la oferta económica, porque no tiene más para pagar. Esto, de alguna forma, ayudaría -si se estudia y se hace con mucho cuidado- a limitar, indirectamente, la posibilidad de que se pague el sueldo mínimo en concesiones municipales.



He dicho.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, en este pequeño interludio que se ha producido, simplemente quiero dejar constancia, para los efectos del debate que hemos tenido, que ninguno de los juicios que he expresado han puesto en entredicho, por así decirlo, la legitimidad de las demandas de los trabajadores de las empresas recolectoras de aseo.



Tal como aquí se ha señalado, en muchos casos se trabaja en condiciones particularmente complejas, con remuneraciones que no son las más adecuadas. Y de la propia conversación y del intercambio de puntos de vista han surgido ya algunas iniciativas en términos de que podrían mejorarse dichas condiciones.



Lo que yo he cuestionado es un asunto de principios, en el sentido de que estamos generando un pésimo precedente y, por cierto, una cierta resignación de la Sala en cuanto a encontrar un mecanismo más adecuado para resolver el problema.



Señor Presidente, creo que intelectualmente no es correcto que todos coincidamos en que la fórmula legislativa es un precedente funesto y, acto seguido, simple y pasivamente votemos a favor. Eso no lo entiende nadie. Tiene que ser posible encontrar una solución mejor. 



Yo insisto en el concepto de precedente. 



Establecer una fórmula a todas luces incorrecta, llena de incentivos perversos, no es gratis desde el punto de vista de los conflictos que se gatillan o de los incentivos que se generan.



La señal que aquí se está dando en orden a aceptar simplemente esta fórmula de negociación y esta manera de resolver los problemas va a significar un pesado lastre para el futuro del actual Gobierno y de las Administraciones que vengan.



He dicho.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Voy a suspender la sesión por un par de minutos con el objeto de esperar que termine la reunión de Comités, los cuales están tratando de llegar a un acuerdo que permita encontrar la mejor manera de despachar este proyecto.



Se suspende la sesión.

)----------(


--Se suspendió a las 20:14.



--Se reanudó a las 20:17.

)---------------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- Continúa la sesión.



Les pido a los Senadores señores Zaldívar y Larraín que se refieran al acuerdo político a que acaban de llegar los Comités.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señora Presidenta, efectivamente, tratando de buscar una salida, una solución a un problema en el que, por supuesto, vamos a mantener nuestra observación en cuanto al fondo -esto es, que no es lógico que con recursos públicos se resuelvan problemas privados-, y hablando con el Subsecretario, llegamos a un acuerdo -creo que también podemos lograrlo aquí- consistente en: primero, no aprobar el artículo único, dejándolo pendiente hasta que el Gobierno, respondiendo a la observación que se ha formulado, presente una disposición legal general, que no se refiera a un solo sector; y segundo, aprobar el artículo transitorio tal como está, por cuanto no tenemos iniciativa para modificarlo ni tampoco facultad para enmendar la Ley de Presupuestos. Además, esta modificación tendría que iniciar su trámite en la Cámara de Diputados, como ocurre con todas las materias presupuestarias e impositivas.



Por lo tanto, se trata de aprobar el artículo transitorio, dejando constancia en la fundamentación de voto, conforme a lo convenido con el Senador Larraín y los demás que participaron en la reunión, de que esta disposición se aprueba para dar cumplimiento a la letra b) de la glosa tanto del Presupuesto. Según afirman los asesores del Ministro del Interior, la Contraloría ha señalado que basta con una relación en la historia de la ley en cuanto a que los fondos -los 15 mil millones- se hallan previstos en la Ley de Presupuestos y están en manos de las municipalidades. Algunas ya han pagado, mal pagado, y otras no lo van a hacer, por la observación de la Contraloría.



De esa forma podemos darle una salida, una solución a este proyecto, que tendrá que pasar a la Cámara de Diputados a su tercer trámite.



Luego se vería el artículo único, que aquí vamos a dejar sin efecto.



Ese es el acuerdo. 



Creo que el Senador Larraín coincidirá conmigo.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señora Presidenta, efectivamente, tal cual lo ha señalado el Senador Zaldívar, creo que hemos logrado una fórmula de solución. 



En primer término, por lo menos nosotros queremos dejar constancia de que valoramos el espíritu con que el Ejecutivo ha presentado esta iniciativa, que busca enfrentar un problema, generado por una situación política resuelta de una manera que obviamente sienta un mal precedente, pero que tenemos que solucionar. Lamentablemente, la fórmula, como lo hemos conversado, no parece ser satisfactoria.



Sin embargo, si se excluye de esta discusión el tema de fondo y el Ejecutivo asume para más adelante la presentación de un proyecto que lo resuelva, genéricamente, sin incurrir en discriminaciones ni en conflictos con la autonomía municipal, podremos analizar ese proyecto en su mérito en otra oportunidad. Hoy por hoy, creemos necesario zanjar el reparo planteado por la Contraloría: que la glosa no es suficientemente específica para poder autorizar el giro de los recursos. No obstante, la disposición transitoria lo permite. 



Por lo tanto, lo que debemos hacer es acoger en general el proyecto y, en la discusión particular, rechazar el artículo único y aprobar el artículo transitorio, fundamentando esta aprobación en la circunstancia de que el mensaje establece que la presente iniciativa viene a autorizar, en la norma transitoria, “que los recursos transferidos desde la Subsecretaría de Desarrollo Regional a las municipalidades del país mediante la Resolución N° 312, de 23 de diciembre de 2013, lo sean a su vez a las empresas proveedoras del servicio de extracción de basura, con el fin de que éstas los transfieran a sus trabajadores”.



Ese contenido del mensaje es el que se hace cargo directo, a través de la resolución, del reparo de la Contraloría. 



Por lo que nos han señalado desde el Ministerio del Interior, con esa precisión y esa fundamentación, de alguna manera interpretativa y de la que quedará constancia en la historia de la ley -nosotros nos preocuparemos de que así sea-, la aprobación de la norma transitoria resolvería el problema.



Ahora, si la Cámara de Diputados despacha el texto en los mismos términos, el tema quedaría debidamente resuelto, sin problemas jurídicos o constitucionales que pudieran generar un conflicto. El precedente está. Es un problema del cual nos tendremos que hacer cargo como país, porque lo hemos hecho mal en esta materia. Pero aquello resolvería el escollo jurídico de inmediato. Ya no necesitaríamos más discusión, porque creo que todos estamos de acuerdo en solucionar de alguna manera la situación, y la mejor fórmula es la que he descrito: aprobar la disposición transitoria con la debida fundamentación, para que quede constancia en la historia de la ley y la Contraloría pueda interpretarla en forma correcta, permitiendo el pago de recursos que ya están en poder de los municipios.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.



Después de su intervención pondré en votación general el proyecto.

El señor NAVARRO.- Señora Presidenta, si hay reunión de Comités, se debe escuchar a todos los Comités. Y en este caso hay uno que no estuvo conforme con el acuerdo a que se llegó.



Aquí hay dos artículos. Uno es el referido a la glosa y por el cual se transferirían más de 15 mil millones de pesos a empresas privadas para dárselos a los trabajadores sin tocar nada de sus utilidades. Y hay un segundo elemento que salva el tema de fondo. 



Cuando en el artículo único se señala que la ponderación de las condiciones de trabajo valdrá 10 por ciento, es porque las más de 20 licitaciones que vienen en el país se van a efectuar con una ponderación que no contempla tales factores. Y nuevamente habrá remuneraciones muy bajas para los trabajadores y vamos a engendrar el mismo problema que hoy día intentamos resolver parcialmente.



La inclusión del artículo único busca que a partir de aquí no volvamos a repetir este “numerito” de andar transfiriendo plata del Estado a empresas privadas que, obteniendo grandes o medianas utilidades, no les pagan bien a sus trabajadores.



Entonces, si eliminamos la ponderación en el contrato, que permitiría tratar mejor a los trabajadores al asegurarles al menos el 10 por ciento de la evaluación y elevar las condiciones de la oferta, en el fondo  lo que les estaremos diciendo a las empresas es: “En todos los contratos que vengan, páguenles lo que quieran”, porque este aspecto ya no estaría ponderado obligadamente en la licitación.



Por lo tanto, se nos va a producir el mismo problema, porque las empresas podrán pensar que después les aprobarán otros 15 mil millones.



Por eso, no logro comprender la eliminación del artículo único. Algunos me dicen: “Es que el 10 por ciento es poco”. ¡No! Yo creo que lo que hay es un no confesado intento de que no exista ninguna interferencia en las contrataciones de privados con el Estado o con los municipios, de que en definitiva exista plena libertad.



Estamos cediendo 15 mil millones de pesos para corregir un error que hoy día está en las bases de licitación. Y no estamos agregando ningún elemento normativo. He conversado con el señor Subsecretario, quien me ha señalado: “Mandaremos un proyecto de ley”. Yo quiero decir que hoy aprobamos el pago de 15 mil millones por la presión de que, si no lo hacemos, habrá una paralización de los trabajadores de la basura y, consiguientemente, una emergencia sanitaria.



Sin embargo, cuando discutamos solo el tema administrativo de la ponderación, no se va a lograr este consenso, porque esa presión ya no existirá.



Por lo mismo, claramente voy a votar a favor del 10 por ciento. La única duda que me cabe, claro, es que esa ponderación, correspondiente a las remuneraciones de los trabajadores, podría ser del 20 por ciento.



Quiero señalar que eso está en los contratos del Estado. ¡Por favor! ¡Está en ENAP, está en CODELCO!


Cuando realizan contratos, las instituciones estatales hacen una ponderación: evalúan cómo trata la empresa a sus trabajadores y sobre eso se la califica.



En este caso, estamos incorporando un criterio para evaluarlas. Algunas tratan bien a sus trabajadores; otras, mal. A estas últimas hoy día las parchamos con 15 mil millones de pesos.



No comprendo la eliminación de la norma relativa al 10 por ciento de ponderación, ya que quedamos en las mismas condiciones. A partir de ahora, todas las licitaciones van a generar libertad plena de acción, no se mejorarán las condiciones y, por lo tanto, se repetirá este ciclo y nuevamente tendrá que suplementar el Estado.



Señora Presidenta, el Subsecretario dijo que va a mandar un proyecto de ley, y le creo. Pero deseo escuchar el compromiso de la Derecha, de las bancadas de Renovación Nacional y de la UDI de que lo van a aprobar, porque después las cosas en frío cambian. En su texto deben regularse los contratos entre los municipios y los servidores o prestadores de servicios en diversos ámbitos -como decía el Senador Coloma-, no solo en el de recolección de basura, y en tales contratos la ponderación en comento debe ser relevante, a fin de obligar a los concesionarios a mantener buenas relaciones y condiciones laborales.



Debo decir que, cuando intentamos incorporar en la iniciativa sobre televisión digital la exigencia del cumplimiento de las normas laborales, los parlamentarios de enfrente votaron todos en contra, argumentando que no se debía incorporar esa materia en la ley respectiva para el sano cumplimiento de la concesión.



Entonces, tenemos experiencia en este tema.



Solo deseo agregar que espero que cuando se envíe el proyecto a que me referí -tengo la convicción de que el Gobierno, el Subsecretario, lo van a hacer- se reúnan los votos para aprobarlo en el Senado, porque vamos a estar trabajando para resolver el problema de fondo y no para tramitar un parche como el que estamos obligados a despachar ahora.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor COLOMA.- ¿No íbamos a votar?

El señor PIZARRO.- Señora Presidenta, votemos.

El señor LAGOS.- Señora Presidenta, procedamos a votar.



Solo quiero señalar que se hace un esfuerzo para llegar a ciertos entendimientos, pero la verdad -lo digo sin referirme a nadie en particular; saquen sus conclusiones- no me parece bien que alguien se arrogue la defensa permanente de un sector de los trabajadores de Chile.



No tengo ninguna dificultad en que el Gobierno envíe un proyecto de ley sobre esta materia, pero debe hacerse extensivo a muchos trabajadores y no a un grupo reducido, pues esto es muy injusto y se halla mal hecho. 



Ese es todo el problema.



Les pido a esas personas que sean coherentes en este punto. Estamos abogando por todos los trabajadores, no solo por un sector.



En esta materia yo hablo por mí, que quede claro. Porque ya empieza a ser molesto este asunto.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Creo francamente que llegó la hora de someter a votación esta iniciativa.



Solo le quiero decir al Senador señor Navarro que él sí participó en la reunión de Comités y expresó su opinión. En consecuencia, no puede decir que, como el acuerdo no incluye a todos los Comités, no estuvo presente.

El señor NAVARRO.- ¿Me permite, señora Presidenta?

La señora ALLENDE (Presidenta).- Perdone, señor Senador, pero usted dijo que no había sido considerado. Tiene todo el derecho a argumentar y le di tiempo para ello, pero lo cierto es que estuvo presente en la reunión de Comités y, por lo tanto…

El señor NAVARRO.- ¡El acuerdo no fue unánime, sino de mayoría!

La señora ALLENDE (Presidenta).- Estamos claros en que no lo fue. Pero usted participó en la reunión.



Nadie ha dicho hasta ahora que fue un acuerdo unánime, solo se ha dicho que fue “un acuerdo de Comités”.



Obviamente, ya quedó bastante claro que usted no se pronunció a favor de él.



En votación general el proyecto.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

La señora ALLENDE (Presidenta).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (24 votos a favor y una abstención).


Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Muñoz, Pérez (doña Lily) y Von Baer y los señores Araya, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Harboe, Lagos, Larraín (don Hernán), Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma y Zaldívar (don Andrés).



Se abstuvo el señor Allamand.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Corresponde realizar la votación en particular.



El acuerdo mayoritario de los Comités se tomaría como indicación para suprimir el artículo único.



Está claro.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- La señora Presidenta someterá a votación la indicación acordada por la mayoría de los Comités consistente en suprimir el artículo único.

El señor LARRAÍN.- ¿Hay que votar a favor?

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- Los Comités que participaron del acuerdo deben votar a favor de la indicación para eliminar el artículo único.

El señor LARRAÍN.- ¿Estamos votando la indicación?

La señora ALLENDE (Presidenta).- Estamos votando el acuerdo de Comités, a manera de indicación, que propone suprimir el artículo único.



Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar, antes de proceder a la votación.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señora Presidenta, ¿vamos a votar el artículo transitorio?

El señor PROKURICA.- No: la indicación.

El señor PIZARRO.- Ambas normas: se suprime el artículo único y se aprueba el transitorio.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- ¿Vamos a aprobar el transitorio ahora?

El señor LARRAÍN.- ¡Se va a aprobar la indicación!

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- Se someterá a votación la indicación para suprimir el artículo único.



El artículo transitorio no ha sido objeto de indicaciones, por lo cual se declarará aprobado al terminar la votación que se realizará en seguida.

La señora ALLENDE (Presidenta).- En votación la indicación emanada del acuerdo de Comités consistente en suprimir el artículo único.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

La señora ALLENDE (Presidenta).- Terminada la votación.



--Se aprueba la indicación y queda eliminado el artículo único (22 votos a favor, uno en contra y 3 abstenciones); por no haber sido objeto de indicaciones, se aprueba también el artículo transitorio, y queda despachado el proyecto en este trámite.


Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Pérez (doña Lily), Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Lagos, Larraín (don Hernán), Montes, Moreira, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma y Zaldívar (don Andrés).



Votó por la negativa el señor Navarro.



Se abstuvieron la señora Muñoz y los señores Guillier y Harboe.

El señor DE URRESTI.- ¿Podría consignar mi abstención, señora Presidenta?
La señora ALLENDE (Presidenta).- Se dejará constancia de la intención de abstenerse del Honorable señor Alfonso de Urresti.



Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señora Presidenta, me gustaría que se consignara que la aprobación del artículo transitorio, tal cual lo conversamos, implica que, como se señala en los objetivos de este proyecto de ley, los recursos de la Resolución N° 312, de 23 de diciembre de 2013, de la Subsecretaría de Desarrollo Regional, podrán ser transferidos en los términos señalados en la Ley de Presupuestos, con lo cual se genera el nexo que permite evitar el reparo planteado sobre el particular por la Contraloría y, de esa manera, que los municipios paguen a los trabajadores en virtud del acuerdo que solucionó el conflicto con los recolectores de basura.



Quiero que esa interpretación le dé el Senado a la aprobación del artículo transitorio, a fin de evitar futuras dudas del órgano contralor.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señora Presidenta, intervengo en el mismo sentido.



Sin embargo, debe quedar constancia de que el acuerdo relativo a la Resolución N° 312 es de la Sala y no de un solo Senador -que la Secretaría lo redacte en la forma que corresponda-, de tal manera que la Contraloría tenga fundamento para dar aplicación al artículo transitorio que acaba de declararse aprobado.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Antes de dar la palabra al Senador señor García, que también forma parte del acuerdo, debo manifestar que sí está claro lo señalado por los Honorables señores Zaldívar y Larraín: este es un  acuerdo de la Sala.



Es muy importante expresarlo, al efecto de que el órgano contralor considere este acuerdo para que se pueda proceder a la autorización de los pagos.



Tiene la palabra Su Señoría.

El señor GARCÍA.- Señora Presidenta, simplemente deseo profundizar en lo que se ha denominado “acuerdo de la Sala”, y señalar que los recursos a los que hace referencia este artículo transitorio recién aprobado figuran en el Ítem 03403 Municipalidades, Programa 03, Programas de Desarrollo Local, Capítulo 05, Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, Partida 05, Ministerio del Interior y Seguridad Pública.



Esos recursos, contemplados en la Partida Ministerio del Interior, Capítulo Subsecretaría de Desarrollo Regional, Programas de Desarrollo Local, Subtítulo Transferencias Corrientes, Ítem Municipalidades, distribuidos por la Resolución N° 312, son los que se permite transferir a las empresas concesionarias de los servicios de basura.

El señor MONTES.- Pido la palabra.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Reitero que es muy importante dejar constancia en la Versión Oficial de que esta es la decisión de la Sala del Senado, a fin de que quede en la historia fidedigna de la ley y la Contraloría tenga los antecedentes suficientes para autorizar los pagos.



Tiene la palabra el Senador señor Montes.

El señor MONTES.- Señora Presidenta, no estoy a favor de que el acuerdo haga referencia a la Ley de Presupuestos como tal, porque me parece que la discusión de cualquier alusión a esa normativa tiene otro procedimiento y otra discusión.



Está clarito en los objetivos del proyecto: “autorizar que los recursos transferidos desde la Subsecretaría de Desarrollo Regional a las municipalidades del país mediante la Resolución”.


De lo que se trata es de legitimar esa resolución, que entregó recursos desde la Subsecretaría a las municipalidades.



Yo no aludiría aquí a la discusión presupuestaria. Ese es otro debate.



Lo que corresponde es hacer referencia solo a la Resolución N° 312, de 23 de diciembre de 2013, de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo.



Con eso basta.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Entonces, si hubiera acuerdo, en la aprobación del artículo transitorio se haría referencia solo a la Resolución N° 312, ya citada.



Acordado.



Se levanta la sesión, sin perjuicio de dar curso reglamentario a las peticiones de oficios que han llegado a la Mesa.

PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:



Del señor DE URRESTI:



Al señor Ministro de Educación, pidiéndole informar sobre OBSERVACIONES DE CONSEJO DE MONUMENTOS NACIONALES A NUEVA UBICACIÓN DE PROYECTO BANDERA BICENTENARIO, EN VALDIVIA; a la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social, relativo a FACTIBILIDAD DE INSTALACIÓN DE OFICINA DE SUPERINTENDENCIA DE SEGURIDAD SOCIAL EN DECIMOCUARTA REGIÓN; al señor Ministro de Obras Públicas, solicitándole indicar si se necesita o no ENVÍO DE OTRO PROYECTO PARA NUEVO EMPLAZAMIENTO DE BANDERA BICENTENARIO EN VALDIVIA; a la señora Ministra de Salud, requiriéndole antecedentes acerca de PLAZOS PARA IMPLEMENTACIÓN DE BASE SAMU EN COMUNAS DE PAILLACO Y RÍO BUENO Y FISCALIZACIONES REALIZADAS POR INTOXICACIONES DE PERSONAS EN REGIÓN DE LOS RÍOS, JUNTO CON MEDIDAS ADOPTADAS; al señor Ministro del Medio Ambiente, pidiéndole información referente a PLAN DE DESCONTAMINACIÓN DE VALDIVIA y ACCIONES QUE IMPULSARÁ PARA ABORDAR ESE PROBLEMA EN TODO EL PAÍS; al señor Fiscal Nacional, para que remita antecedentes sobre DENUNCIAS POR DELITOS DE VIOLENCIA INTRAFAMILIAR INGRESADAS A LAS FISCALÍAS DE REGIÓN DE LOS RÍOS ENTRE 2008 Y 2013, Y MEDIDAS TOMADAS; al señor Director Nacional de CONAF, a fin de que informe acerca de TALA ILEGAL DE BOSQUE NATIVO EN RÍO BUENO, PROVINCIA DE RANCO; al señor Director Ejecutivo del Servicio de Evaluación Ambiental, consultándole respecto a REEVALUACIÓN DE RESOLUCIÓN DE CALIFICACIÓN AMBIENTAL DE PROYECTO DE PISCICULTURA EN LAGO CALCURRUPE, EN FUTRONO, y al señor Presidente (s) de CONICYT, referente a CONCRECIÓN DE CENTRO DE DESARROLLO CIENTÍFICO Y TECNOLÓGICO EN DECIMOCUARTA REGIÓN.



Del señor GARCÍA:



A la señora Ministra de Salud y a los señores Ministros de Justicia y del Medio Ambiente, y al señor Alcalde de Temuco, solicitándoles TRASLADO DE NIÑOS QUE VIVEN EN VERTEDERO BOYECO, DE TEMUCO, Y ELIMINACIÓN DE ESTE FOCO DE DROGADICCIÓN.

)----------(



--Se levantó la sesión a las 20:35.








Manuel Ocaña Vergara,








Jefe de la Redacción
A N E X O S

SECRETARÍA DEL SENADO
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ACTAS APROBADAS

SESIÓN 91ª, ORDINARIA, EN MARTES 4 DE MARZO DE 2014


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Pizarro, y, accidentalmente, del Honorable Senador señor Escalona.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Concurren, asimismo, los Ministros Secretario General de la Presidencia, y de Transportes y Telecomunicaciones, señores Cristián Larroulet y Pedro Pablo Errázuriz, respectivamente. Asisten, también, el Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, y la asesora señora Daniela González.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________

Se deja constancia de que se cuenta con 38 Senadores en ejercicio.

- - -

ACTAS


Las actas de las sesiones 87ª, ordinaria, de 21 de enero; 88ª, especial, y 89ª, ordinaria, ambas de 22 de enero, y 90ª, especial, de 28 de enero, todas del presente año, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.
_________

CUENTA

Mensajes


Cuatro de S. E. el Presidente de la República


Con los dos primeros, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, respecto de las siguientes iniciativas:


1.- Proyecto de ley que crea el Consejo de Estabilidad Financiera (Boletín Nº 9.178-05).


2.- Proyecto de ley que permite la introducción de la televisión digital terrestre (Boletín N° 6.190-19).


Con el tercero, hace presente la urgencia, en el carácter de “suma”, para la tramitación del proyecto de ley que modifica la ley N°18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile, para establecer la medida de control preventivo de identidad (Boletín N° 9.036-07).


Con el último, hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, respecto del proyecto de ley que modifica la ley N° 19.220, que regula el establecimiento de bolsas de productos agropecuarios (Boletín  N° 9.233-01).


Además, el mismo documento retira y hace presente la urgencia, con idéntico carácter de “simple”, al proyecto de ley que establece el sistema de promoción y desarrollo profesional docente del sector municipal (Boletín Nº 8.189-04).


- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios


De la Honorable Cámara de Diputados, con el que informa que aprobó la proposición formulada por la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas en la tramitación del proyecto de ley que regula la venta y arriendo de video juegos excesivamente violentos a menores de 18 años y exige control parental a consolas (Boletín N° 5.579-03).


- Queda para Tabla.

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Expide copia autorizada de las sentencias definitivas pronunciadas, en el ejercicio del control de constitucionalidad, respecto de los siguientes asuntos:


1.- Proyecto de ley que establece normas sobre la actividad de lobby (Boletín N° 6.189-06).


- Se toma conocimiento y se manda comunicar el proyecto a     S. E. el Presidente de la República.


2.- Proyecto de ley que modifica algunos aspectos previsionales de las Fuerzas Armadas, Fuerzas de Orden y Seguridad Pública y Gendarmería de Chile (Boletín Nº 8.643-02).


- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto a sus antecedentes. 


Remite copia autorizada de las sentencias definitivas pronunciadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, respecto de los siguientes preceptos legales:


1.- Artículo 28, inciso segundo, de la ley N° 20.285, sobre Acceso a la Información Pública.


2.- Artículos 29 y 30 de la ley N° 17.288, sobre Monumentos Nacionales.


3.- Artículo 8°, letra d), inciso final, de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.


- Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos.


Envía copia de las resoluciones pronunciadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de las disposiciones legales que se enuncian a continuación: 


1.- Artículo 59, inciso cuarto, N° 2, de la Ley de Impuesto a la Renta.


2.- Artículo 1° de la ley N° 18.314, que determina conductas terroristas y fija su penalidad, en relación con los artículos 2°, número 1, y 3°, inciso primero, de la misma ley, y los artículos 474 y 475 del Código Penal.


- Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Del señor Fiscal Nacional (S) del Ministerio Público


Atiende consulta, efectuada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, acerca del resultado de las denuncias presentadas para determinar el carácter delictivo de los incendios forestales recientes en la Región del Bío Bío.

Del señor Ministro de Relaciones Exteriores


Responde solicitud de antecedentes, cursada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre operatividad del paso internacional Pichachén, en la Región del Bío Bío y sobre la existencia de acuerdos con Argentina para su uso y mejoramiento futuro.

Del señor Ministro de Hacienda


Contesta solicitud de información, remitida en nombre del Honorable Senador señor Navarro, para que se readecuen los recursos presupuestarios de la Corporación Nacional Forestal y de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo con el fin de hacer frente a los incendios forestales en la Región del Bío Bío.

Del señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo (S)


Informa, al tenor de lo solicitado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, el número de funcionarios de planta, a contrata y a honorarios en el primer trimestre de los años 2011, 2012 y 2013 y la cantidad de vacantes que se han provisto en aquellos años.

De la señora Ministra de Educación


Da respuesta a consultas, formuladas en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre los asuntos que se exponen a continuación:


1.- Situación actual de la escuela particular Gabriela Mistral    N° 51, R.B.D N° 4773-2, de la comuna de Hualpén, debido al proceso administrativo que hubo de enfrentar por “atrasos reiterados en pago de remuneraciones y cotizaciones previsionales”.


2.- Política y medidas que esa Secretaría de Estado implementa respecto de los centros de capacitación laboral para jóvenes con necesidades educativas especiales.

3.- Número de funcionarios de planta, a contrata y a honorarios, al primer trimestre de los años 2011, 2012 y 2013 y cantidad de vacantes provistas en los años indicados.

Del señor Ministro de Justicia (S)


Responde acuerdo adoptado por la Corporación, a proposición de los Honorables Senadores señores Navarro, Gómez, Lagos y Rossi, para que S. E. el Presidente de la República dicte un decreto supremo que extienda la vigencia de las cédulas de identidad vencidas, por el tiempo que se estime necesario para resolver los graves problemas y fallas detectados en el programa informático que opera en el Servicio de Registro Civil e Identificación (Boletín N° S 1.631-12).

De la señora Ministra de Obras Públicas


Responde consulta, planteada en nombre del Honorable Senador señor Prokurica, relativa a derechos de agua constituidos en el Río Matancilla, Región de Coquimbo.


Informa derivación al Servicio de Vivienda y Urbanización Bío Bío de la consulta, hecha en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre las expropiaciones que se requieren en el sector Aurora de Chile, Concepción, para construir el acceso al puente Chacabuco.


Atiende consulta, formulada en nombre de la Honorable Senadora señora Allende, respecto de las competencias de la Secretaría Regional Ministerial de Obras Públicas de la Región de Atacama en las distintas etapas de desarrollo del proyecto “Planta Desaladora Minera Candelaria”.

Del señor Ministro de Salud


Atiende solicitud de información, remitida en nombre del Honorable Senador señor Prokurica, relativa al número de médicos contratados por los servicios públicos del ramo, con especificación de aquellos que mantienen vigente convenio con el Fondo Nacional de Salud. 


Contesta consulta, hecha en nombre de la Honorable Senadora señora Allende, sobre medidas de prevención y protección de la salud de los trabajadores que laboran expuestos a hipobaria intermitente crónica.


Responde acuerdo de la Corporación, adoptado a proposición de los Honorables Senadores señor Bianchi, señora Pérez San Martín y señores Chahuán, Horvath, Prokurica y Tuma, con el que se solicita a S. E. el Presidente de la República que instruya a las autoridades competentes la elaboración de un nuevo código del Fondo Nacional de Salud aplicable a las interconsultas de especialidad (Boletín Nº S 1.610-12).

Del señor Ministro de Vivienda y Urbanismo


Remite minutas de la División de Política Habitacional sobre consultas, realizadas en nombre del Honorable Senador señor Navarro, acerca de las siguientes situaciones:


1.- Subsidios orientados a sectores emergentes y de clase media entregados en la Región del Bío Bío, a contar del año 2011.


2.- Número de subsidios habitacionales no utilizados por los beneficiarios, con especificación de los prorrogados y de los caducados.

Del señor Ministro de Agricultura


Atiende peticiones de antecedentes, hechas en nombre del Honorable Senador señor Navarro, respecto de los asuntos que se indican a continuación: 


1.- Acciones adoptadas por esa Secretaría de Estado en relación con los incendios forestales que han afectado recientemente a la Región del Bío Bío, en especial, en la comuna de Florida.


2.- Actividades de prevención de incendios forestales, realizadas por la Corporación Nacional Forestal en la Región del Bío Bío.


3.- Falta de agua en la comuna de Florida, en la Región del Bío Bío.

Del señor Ministro (S) de Minería


Da respuesta a consulta, cursada en nombre del Honorable Senador señor Girardi, sobre diversas cuestiones relativas al tratamiento y disposición de los residuos de plomo que genera la gran minería.

Del señor Ministro del Medio Ambiente (S)


Responde solicitud de información, cursada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre el número de funcionarios de planta, a contrata y a honorarios en el primer trimestre de los años 2011, 2012 y 2013 en esa Secretaría de Estado y la cantidad de vacantes provistas en dichos años.

Del señor Ministro Presidente (S) del

Consejo Nacional de la Cultura y las Artes


Da respuesta a solicitud de información, enviada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre el número de funcionarios de planta, a contrata y a honorarios en el primer trimestre de los años 2011, 2012 y 2013 en el Consejo y la cantidad de vacantes que se han provisto en dichos años.

Del señor Subsecretario para las Fuerzas Armadas


Responde dos acuerdos del Senado, relativo a las materias que en cada caso se indica: 


1.- El propuesto por los Honorables Senadores señores Chahuán, Bianchi, Cantero, Horvath, Larraín Fernández, Prokurica y Sabag, relativo a formación de una comisión a la que se encomiende elaborar una propuesta de reglamento para el funcionamiento del servicio religioso evangélico (Boletín Nº S 1.611-12).


2.- El presentado por los Honorables Senadores señores Bianchi, Chahuán, Gómez, Prokurica, Quintana, Rossi, Sabag, Tuma y Walker, don Patricio, relativo al envío de una iniciativa de ley que permita la incorporación del personal de la Dirección General de Aeronáutica Civil como imponentes de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional (Boletín N° S 1.623-12).

Del señor Subsecretario de Hacienda (S)


Responde acuerdo adoptado por la Corporación a proposición de los Honorables Senadores señor Tuma, señoras Pérez San Martín y Rincón y señores Frei, Gómez, Larraín Fernández, Orpis, Pizarro, Prokurica, Sabag, Walker, don Ignacio, y Zaldívar, que pide a S. E. el Presidente de la República presentar una indicación al proyecto de ley que modifica la Ley General de Cooperativas (Boletín Nº 8.132-26), para declarar exentos del impuesto a la renta los excedentes generados en operaciones de las cooperativas con sus socios que, por efecto de una interpretación administrativa de la ley, quedaron afectos a ese tributo desde el año 2011 (Boletín Nº S 1.609-12).

Del señor Subsecretario de Pesca y Acuicultura (S)


Entrega información, solicitada en nombre de la Honorable Senadora señora Rincón, respecto de las inquietudes expuestas por la Federación de Sindicatos de Pescadores Artesanales y Buzos Mariscadores del Maule en materias del interés de sus asociados. 


Contesta solicitudes de información, enviadas en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativas a las siguientes situaciones:


1.- Efectividad de la autorización de captura, en fecha reciente, de un importante volumen de krill.


2.- Posibilidad de otorgar apoyo social a más de dos mil pescadores de los puertos de Talcahuano y Tomé y de las caletas de Coronel, Coliumo, Cocholgue y Quichouto, afectados por la depredación de los recursos pelágicos sardina, anchoveta y merluza.


3.- Utilidad del estudio encargado por Corpesca S. A. al Instituto de Investigación Pesquera del Norte y a la Universidad Arturo Prat con el objeto de caracterizar y evaluar las agregaciones del recurso anchoveta en la zona norte del país.

Del señor Subsecretario del Medio Ambiente


Informa que por no ser materia de su competencia derivó al Servicio de Evaluación Ambiental la solicitud de antecedentes, cursada en nombre del Honorable Senador señor Girardi, relativa a las razones por las que se evalúa con una declaración de impacto ambiental a las dos fundiciones de plomo ubicadas en la comuna de Lampa.

Del señor Presidente (S) del Consejo de Defensa del Estado


Responde petición, remitida en nombre de la Honorable Senadora señora Allende, relativa a la situación y las medidas que se han adoptado en el proceso judicial que mantiene el Fisco de Chile con la Sociedad Agrícola Konavle Ltda., en la Región de Atacama.

De la señora Directora Nacional (TP) del

Servicio de Registro Civil e Identificación


Atiende consultas, formuladas en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre los siguientes asuntos:


1.- Especificación de los términos del contrato suscrito por ese servicio con Morphos S. A. y de los incidentes ocurridos durante la puesta en marcha del nuevo sistema de identificación.


2.- Número de personas cuya cédula de identidad venció con posterioridad al 31 de diciembre de 2013. 

De la señora Directora del Trabajo


Envía antecedentes, en respuesta a sendas solicitudes cursadas en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre las siguientes situaciones:


1.- Situación contractual del señor Cristián Contreras, único profesor de la escuela rural Santo Domingo, de Hualqui, luego de la muerte del sostenedor de aquel establecimiento.


2.- Conflicto existente en la Compañía Siderúrgica Huachipato, debido a las reclamaciones por un despido masivo de trabajadores que habría motivado medidas extremas por parte de los dirigentes del Sindicato N° 1 de la mentada empresa.

De la señora Superintendente de Salud (suplente)


Atiende consulta, cursada en nombre de la Honorable Senadora señora Allende, sobre estado de la reclamación administrativa que don Alexis Rojas Zamora, domiciliado en la comuna de Chañaral, presentó en contra de Banmédica y del Hospital El Salvador, respectivamente, por cobros excesivos y por falta de atención a un hijo suyo, trasladado desde Copiapó, en 2011, con diagnóstico de leucemia y posible tumor cerebral.

Del señor Director Ejecutivo de la Corporación Nacional Forestal


Atiende consultas, remitidas en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre los siguientes puntos: 


1.- Antecedentes de los brigadistas que trabajan en el combate de incendios forestales.


2.- Información, de conformidad con lo dispuesto en el artículo tercero de la ley Nº 19.561, sobre la cantidad total de bonificaciones forestales reguladas en el decreto ley Nº 701, de 1974, que se otorgaron en el año 2013, con desglose por comunas e indicación del número de hectáreas beneficiadas en cada una de éstas.

Del señor Intendente Regional de la Región de Atacama


Responde solicitud de información, enviada en nombre de la Honorable Senadora señora Allende, sobre la situación jurídica de las caletas Chañaral de Aceituno y Los Burros, de la comuna de Freirina. 

Del señor Intendente Regional de la Región del Bío Bío


Da contestación a sendas consultas, remitidas en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre las materias que se indican a continuación:


1.- Acciones preventivas en materia de incendios forestales adoptadas en la región.


2.- Resultado de las denuncias presentadas con ocasión de los siniestros recientes.

Del señor Subdirector de Racionalización y Función Pública,

Dirección de Presupuestos


Contesta petición, realizada en nombre de la Honorable Senadora señora Allende, relativa a diversos aspectos de los funcionarios que prestan servicio en las distintas reparticiones de la Región de Atacama.

Del señor Presidente Ejecutivo de la Corporación Nacional del Cobre de Chile


Responde solicitud de antecedentes, cursada en nombre de la Honorable Senadora señora Allende, respecto de diversos aspectos relativos al cierre o paralización de la línea hidrometalúrgica en la División Salvador.

Del señor Jefe de Recursos Humanos (S) del Ministerio de Educación


Contesta petición, efectuada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, respecto del número de funcionarios de planta, a contrata y a honorarios, al primer trimestre de los años 2011, 2012 y 2013 y de vacantes provistas en aquéllos.

De la señora Jefe del Departamento de Financiamiento Estudiantil (S),

Ministerio de Educación


Responde solicitud, enviada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativa a la ampliación de plazo para postulaciones a becas y créditos para la educación superior destinados a estudiantes de primer año.

Del señor Director del Servicio de Salud Talcahuano


Contesta consulta, efectuada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativa a gestiones institucionales desarrolladas para analizar las condiciones de salud de los dirigentes del Sindicato N° 1 de la Compañía Siderúrgica Huachipato.

De la señora Jefe de División de Análisis de Control de Gestión (S),

Gobierno Regional de Los Lagos


Atiende solicitud de información, hecha en nombre del Honorable Senador señor Orpis, sobre ejecución con cargo al 2% del Fondo Nacional de Desarrollo Regional, en el ámbito de la seguridad ciudadana durante 2012.

De la señora Secretaria Regional Ministerial de Salud,

Región Metropolitana


Responde solicitud de información, formulada en nombre del Honorable Senador señor Girardi, sobre las razones por las que se evalúa con una declaración de impacto ambiental a las dos fundiciones de plomo, ubicadas en la comuna de Lampa.

Del señor Alcalde de la Ilustre Municipalidad de Penco


Informa sobre las medidas adoptadas por el municipio ante los incendios forestales de la época estival; materia consultada en nombre del Honorable Senador señor Navarro.


- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes


De la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, recaído en las observaciones, en segundo trámite constitucional, formuladas por S. E. el Presidente de la República al proyecto de ley que permite la introducción de la televisión digital terrestre (Boletín N° 6.190-19) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).


Segundo y nuevo segundo informes de la Comisión de Agricultura e informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea un registro voluntario de contratos agrícolas (Boletín Nº 8.829-01).


Nuevo segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que autoriza la publicación en medios electrónicos de actos que deban ser publicados en periódicos de circulación nacional, regional o local (Boletín Nº 8.314-07).


Certificado de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre procedimiento de toma de razón y registro electrónico (Boletín N° 9.173-07).


De la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que fija porcentajes mínimos de emisión de música nacional y música de raíz folklórica oral a la radiodifusión chilena (Boletín N° 5.491-24).


- Quedan para Tabla.

Mociones


Dos del Honorable Senador señor Chahuán, con las que da inicio a los siguientes proyectos de ley:


1.- El que modifica la ley N° 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores, con el objeto de extender el ámbito de aplicación de las normas que sancionan el recurso a procedimientos de cobranza ilegítimos (Boletín N° 9.251-03).


- Pasa a la Comisión de Economía.


2.- El que modifica la ley Nº 18.010, sobre operaciones de crédito de dinero, con el fin de fijar un límite mensual al servicio de una deuda financiera (Boletín N° 9.249-05).


- Pasa a la Comisión de Hacienda.


De los Honorables Senadores señores Chahuán y Cantero, con la que inician un proyecto de ley que autoriza erigir un monumento en memoria de la poetisa María Luisa Bombal en la ciudad de Viña del Mar (Boletín        N° 9.250-04).


- Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

Proyecto de acuerdo


De los Honorables Senadores señores Chahuán, Espina, Kuschel, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Uriarte, con el que piden a  S. E. el Presidente de la República que tenga a bien disponer se llame a consulta al Embajador de Chile ante la República Bolivariana de Venezuela y se solicite la convocatoria del Consejo Permanente de la Organización de Estados Americanos (Boletín Nº S 1.638-12).


- Queda para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

Comunicación


Del señor Alberto Arenas de Mesa, con el que comunica su renuncia al cargo de Consejero del Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias.


- Se toma conocimiento y pasa a la Comisión Bicameral conforme a lo dispuesto en el inciso séptimo del artículo 66 de la ley              N° 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional. 

- - -


Durante el curso de la sesión, llegan a la Mesa los siguientes documentos:

Proyectos de acuerdo


De los Honorables Senadores señores Prokurica, Chahuán, Espina, Kuschel, Novoa, Orpis, Pérez Varela y Uriarte, con el que solicitan a  S. E. el Presidente de la República que manifieste la condena de los actos de violencia ocurridos desde el inicio de las protestas en Venezuela, inste a los actores políticos y sociales a un diálogo pacífico, requiera la excarcelación de los líderes políticos y estudiantes privados de libertad y haga presente al Gobierno de aquel país su deber de garantizar la seguridad y los derechos fundamentales de todos sus ciudadanos, y que, además, llame en consulta al Embajador en Caracas y promueva intensas gestiones para tratar la situación prevaleciente en aquel país en las instancias regionales (Boletín N° S 1.639-12).


De los Honorables Senadores señores Walker, don Patricio, Escalona, Frei, Muñoz Aburto, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker, don Ignacio, y Zaldívar, con el que proponen que la Corporación se dirija a la Asamblea Nacional de la República Bolivariana de Venezuela, expresándole su preocupación por la conflictividad social y política existente en ese país y la condena a la violación de los derechos humanos de sus ciudadanos abatidos por fuerzas de seguridad o por milicias armadas, junto con reafirmar su compromiso por la democracia y el Estado de derecho y el rechazo de cualquier intento de potencias extranjeras de intervenir en aquel conflicto interno (Boletín N° S 1.640-12).


- Quedan para ser votados en el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

_________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General expresa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos:


1.- Tratar, en primer lugar del Orden del Día, de la sesión ordinaria de hoy, el proyecto de ley que permite la introducción de la televisión digital terrestre (Boletín N° 6.190-19); en segundo lugar, el proyecto de ley signado con el número 3 en la Tabla, esto es, el que modifica la ley N° 18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile, para establecer la medida de control preventivo de identidad (Boletín N° 9.036-07); en tercer lugar, el proyecto de ley signado con el número 4 en la Tabla, vale decir, el que establece el sistema de promoción y desarrollo profesional docente del sector municipal (Boletín Nº 8.189-04); y, tratar en cuarto lugar, el proyecto de ley signado con el número 1, que establece modificaciones a la legislación sobre expendio, comercialización y producción de bebidas alcohólicas (Boletines  N°s 2.973-11, 4.181-11, 4.192-11 y 4.379-11, refundidos).


2.- Tratar en la Tabla de Fácil Despacho de la sesión ordinaria de mañana, los siguientes asuntos:


a) Proyecto de ley sobre procedimiento de toma de razón y registro electrónico (Boletín N° 9.173-07), autorizando a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento para informar mediante un certificado.


b) Proyecto de ley que crea el Fondo Concursable de Apoyo Directo al Adulto Mayor (Boletín Nº 9.156-32).


c) Proyecto de ley que prorroga cotización extraordinaria, para el seguro social contra riesgos de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales y modifica ley N° 19.578 (Boletín Nº 9.231-13).


Las dos últimas iniciativas serán tratadas siempre que se encuentren despachados los respectivos informes.


3.- Tratar luego del Orden del Día de la sesión ordinaria de hoy los tres proyectos de acuerdo, que se han anunciado, relativos a la situación que afecta a la República Bolivariana de Venezuela, siempre que se haya dado cuenta de ellos; o, en su defecto, tratarlos mañana después de la Tabla de Fácil Despacho.


4.- Dejar sin efecto la Hora de Incidentes de la sesión ordinaria de mañana miércoles 5 de marzo.

- - -


Inmediatamente, el Honorable Senador señor Navarro, en virtud de lo dispuesto en el artículo 20 del Reglamento del Senado, impugna los acuerdos signados con los números 2, letra a), 3 y 4 recién transcritos.


Al respecto, intervienen, además del Senador impugnante, los Honorables Senadores señores Coloma y Chahuán. 


Cerrado el debate y puesta en votación la impugnación, es rechazada por 30 votos en contra y uno a favor.

Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Fundamentan su voto en contra, los Honorables Senadores señores Escalona, Zaldívar, Espina, Coloma y Larraín Fernández.


Vota por la afirmativa, el Honorable Senador señor Navarro, quien fundamenta su decisión.

_________


A continuación, el señor Secretario General hace presente a la Sala que en la sesión del día 21 de enero de 2014 se aprobó en general el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley          N° 17.635, que establece normas sobre cobro ejecutivo de créditos para la vivienda que indica (Boletín N° 9.018-14), iniciativa respecto de la cual no se han presentado indicaciones en el plazo fijado para el efecto, por lo que en conformidad con lo dispuesto en el artículo 120 del Reglamento de la Corporación, corresponde darla por aprobada también en particular.


Luego, el señor Presidente declara aprobado en particular el proyecto señalado.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 17.635, que establece normas sobre cobro ejecutivo de créditos de la Corporación de la Vivienda, Corporación de Servicios Habitacionales, Corporación de Mejoramiento Urbano y Corporación de Obras Urbanas:


1) Agréganse en el artículo 1°, a continuación de la letra c), los siguientes incisos segundo, tercero, cuarto, quinto, sexto, séptimo, octavo y noveno, pasando el actual segundo a ser inciso décimo:


“Podrá, además, interponer dicha acción para la restitución del subsidio si el beneficiario de un programa que permita la construcción o adquisición de una vivienda sin deuda incurriere en alguna de las siguientes situaciones:


i) Ser condenado por el delito contemplado en el artículo 470, número 8, del Código Penal, cuando éste se refiera a la obtención de un subsidio habitacional.


ii) No habitarla personalmente él o uno cualquiera de los miembros de su grupo familiar declarado al momento de la postulación al respectivo subsidio habitacional por al menos cinco años, contados desde su tradición o entrega material, si ésta última fuese anterior, o no darle un uso principalmente habitacional.


Para los efectos descritos en la letra precedente, se entenderá incurrir en la causal antes indicada cuando la vivienda se encuentre sin moradores; cuando se encuentre ocupada de manera habitual, exclusiva y a cualquier título por moradores que no sean miembros del grupo familiar declarado por el beneficiario al momento de la postulación; o cuando la vivienda se destine a un uso no habitacional, comprendiéndose dentro de esta circunstancia su uso exclusivo como sede o recinto que acoja actividades comunitarias, local comercial, o algún otro uso que reporte beneficio pecuniario distinto de los fines para los cuales fue otorgado el subsidio.


Sólo en casos debidamente justificados, por resolución fundada del Director del Servicio de Vivienda y Urbanización respectivo, a solicitud del beneficiario o de quien le suceda en sus derechos, aquel deberá autorizar la exención de las obligaciones establecidas en la letra ii) precedente.


Para tal efecto, constituirán causales de exención de tales obligaciones la circunstancia de que el beneficiario, o uno cualquiera de los miembros de su grupo familiar, que deba habitar la vivienda o hacer uso de ella, se encuentre realizando trabajos transitorios en otra localidad, hospitalizado, cumpliendo una pena privativa de libertad, o cuidando a un familiar cercano hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive, entre otras.


Ingresada la solicitud de autorización, el Director del Servicio de Vivienda y Urbanización respectivo deberá pronunciarse dentro del plazo de quince días hábiles. Si transcurrido dicho plazo no hubiese pronunciamiento, se entenderá que la autorización ha sido otorgada. No podrán iniciarse los procedimientos de certificación ni de embargo que contempla esta ley, mientras se encuentre pendiente la autorización.


Sin perjuicio de lo señalado precedentemente, la solicitud de autorización podrá interponerse una vez iniciado cualquiera de los referidos procedimientos. En este último caso, el Servicio, o en su defecto el aparente o presunto infractor, deberá solicitar la suspensión del mismo, pudiendo solo reiniciarse una vez resuelta la petición de este último.


Si una vez iniciado el procedimiento de ejecución se otorga y acompaña la autorización, deberá dictarse sentencia absolutoria.


El beneficiario infractor se entenderá deudor del monto del subsidio otorgado y el Servicio, a su vez, acreedor del mismo.”.


2) Reemplázase, en la letra b) del artículo 3°, la expresión “que contenga la nómina” por “que contengan los títulos ejecutivos”.


3) Incorpóranse las siguientes enmiendas en el artículo 4°:


a) Reemplázase, en su inciso segundo, la expresión “La nómina podrá contener” por “Los títulos ejecutivos podrán contener”.


b) Intercálanse, a continuación de su inciso segundo, los siguientes incisos tercero, cuarto, quinto, sexto, séptimo, octavo, noveno y décimo, pasando el actual tercero a ser undécimo:


“Constituirán título ejecutivo, para los casos contemplados en la letra i) del artículo 1°, la sentencia firme o ejecutoriada que condene al beneficiario del subsidio, junto con la escritura pública o instrumento privado extendido de conformidad al artículo 68 de la ley N° 14.171, según correspondiere, en el que conste la aplicación del subsidio al pago de la vivienda.


Tratándose del incumplimiento descrito en la letra ii) del artículo 1°, constituirán título ejecutivo la escritura pública o instrumento privado extendido de conformidad al artículo 68 de la ley N° 14.171, según correspondiere, en el que conste la aplicación del subsidio al pago de la vivienda, junto con el certificado al que se refiere el inciso siguiente.


Se certificará el incumplimiento de la obligación a que se refiere la letra ii) del artículo 1°, indistintamente, por un ministro de fe especialmente designado para estos efectos por el Servicio, por un notario público o por un oficial del Registro Civil, a través de tres visitas a la vivienda adquirida o construida con aplicación de subsidio, en días diferentes, mediando entre ellas a lo menos cinco días hábiles, en un período que no podrá ser inferior a dos meses.

En cada visita practicada se entregará un aviso en el que se indicará el nombre de la persona que debe dar cumplimiento a las mencionadas obligaciones, así como el derecho que le asiste de solicitar la autorización establecida en el artículo 1°.


Este aviso se entregará a cualquier persona adulta que se encuentre en la morada y, si nadie hay allí, se fijará en la puerta.


Acreditado el incumplimiento en las tres visitas, el ministro de fe respectivo emitirá el correspondiente certificado.


En ningún caso podrá certificarse el incumplimiento estando pendiente de resolución la solicitud de autorización.


En todo caso, previo al inicio del procedimiento de certificación, el ministro de fe deberá solicitar al director del Servicio de Vivienda y Urbanización respectivo un certificado en el que conste que no existen solicitudes de autorización pendientes de conocimiento y resolución.”.


4) Incorpóranse las siguientes modificaciones en el artículo 5°:


a) Reemplázase, en su inciso primero, la expresión “la nómina en que la funde, la” por “el título ejecutivo en que la funde, el”.


b) Sustitúyese, en su inciso tercero, la frase “la nómina respectiva, sin perjuicio de la facultad del Servicio demandante de excluir de ella, en cualquier estado de la causa, a determinados deudores.” por la siguiente: “el título ejecutivo respectivo, sin perjuicio de la facultad del Servicio demandante de excluir de ella, en cualquier estado de la causa, a determinados deudores, cuando se trate de una nómina.”.


5) Suprímese el artículo 6°.


6) Agrégase, en el inciso segundo del artículo 7°, a continuación del vocablo “nómina”, la expresión “o título ejecutivo”.


7) Agrégase en el artículo 8°, a continuación del vocablo “nómina”, la expresión “o título ejecutivo”.


8) Agrégase, en el inciso primero del artículo 9°, a continuación del vocablo “nómina”, la expresión “o título ejecutivo”.


9) Intercálase, entre los artículos 9° y 10, el siguiente artículo 9° bis:


“Artículo 9° bis.- El requerimiento de pago de la obligación derivada de las infracciones contenidas en las letras i) y ii) del artículo 1°, se efectuará conforme a lo establecido en el artículo 54 del Código de Procedimiento Civil, indicándose para estos efectos el día, hora y lugar para practicarlo. Si el deudor no concurriere a esta citación, el embargo se efectuará inmediatamente y sin más trámite.”.


10) Agrégase, en el inciso primero del artículo 10, a continuación del vocablo “nómina”, la expresión “o título ejecutivo”.


11) Sustitúyese en el artículo 11 el vocablo “departamento”, las dos veces que aparece, por la expresión “territorio jurisdiccional”.


12) Reemplázase el artículo 12 por el siguiente:


“Artículo 12.- En estos juicios sólo podrán oponerse las siguientes excepciones:


1ª.- La incompetencia del tribunal ante quien se haya presentado la demanda.


2ª.- El pago de la deuda.


3ª.- La remisión por ley de la misma.


4ª.- La existencia de plazo pendiente para el pago de ella, si procediere.


5ª.- La prescripción de la deuda o sólo de la acción ejecutiva.


6ª.- La de no empecer el título al ejecutado, por error de hecho en la confección del título ejecutivo, si se trata de aquellos cuya confección corresponde al Servicio.


7ª.- Que la certificación no se haya efectuado de conformidad al inciso quinto del artículo 4°, pero en ningún caso podrá discutirse la existencia de la obligación en virtud de la interposición de las excepciones 6ª y 7ª.


8ª.- La transacción.


9ª.- La autorización otorgada por el Director del Servicio, según lo dispuesto en el artículo 1°.


10ª.- La cosa juzgada.


Para que sean admitidas a tramitación, las excepciones deberán fundarse en algún antecedente escrito o aparecer revestidas de fundamento plausible. Si no concurrieren estos requisitos, el tribunal las desechará de plano.


La prescripción de la acción ejecutiva correrá desde la fecha de vencimiento del plazo convencional que rija para el pago total de la obligación, desde la certificación practicada conforme al inciso quinto del artículo 4°, o del que estableciere la ley.”.


13) Incorpóranse las siguientes modificaciones en el artículo 14:


a) Suprímese en su inciso primero la expresión “, en cuaderno separado”.


b) Elimínase en su inciso final la expresión “, si no hubiere hecho dicha designación”.


14) Intercálase, entre los artículos 15 y 16, el siguiente artículo 15 bis:


“Artículo 15 bis.- El procedimiento de remate establecido en los artículos 16 al 22 no se aplicará tratándose de acciones interpuestas en virtud de los títulos ejecutivos contemplados en los incisos tercero y cuarto del artículo 4°.


En dichos casos, con el solo mérito de la resolución que ordenó requerir de pago y proceder al embargo, o de la sentencia definitiva que falló las excepciones opuestas por el ejecutado, en su caso, el tribunal dispondrá la adjudicación de la propiedad embargada al Servicio de Vivienda y Urbanización correspondiente, para lo cual extenderá la respectiva escritura de adjudicación.


Para los efectos de este artículo, el valor de tasación del inmueble adjudicado será el equivalente al monto del subsidio otorgado, más los aportes complementarios de otros organismos de la Administración del Estado, si los hubiere, restituyéndose el ahorro aportado por el beneficiario, si fuere el caso.


Si el ejecutado paga la deuda y las costas, pendiente el plazo que fije el tribunal para extender la referida escritura, el que no podrá exceder de cuarenta y cinco días, se declarará sin efecto la adjudicación.”.


15) Introdúcense las siguientes enmiendas en el artículo 16:


a) Reemplázase en su inciso primero la frase “de una nómina de los deudores que hasta entonces se encuentren morosos y contra” por la siguiente: “del título ejecutivo que corresponda en contra de”.


b) Agrégase en su inciso segundo, a continuación del vocablo “nómina”, la expresión “o título ejecutivo”.


16) Reemplázanse, en el inciso primero del artículo 17, las expresiones “del departamento” por “de la provincia” y “cabecera de la provincia, si en aquél no lo hubiere” por “capital regional, si en aquella no hubiere”; y sustitúyese la oración “Si los bienes estuvieren ubicados en un departamento distinto de aquel en que se sigue el juicio, el remate se anunciará también en él.” por la siguiente: “Si los bienes estuvieren ubicados en una provincia distinta de aquella en que se sigue el juicio, el remate se anunciará también en ésta.”.


17) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 18, la expresión “la nómina” por “el título ejecutivo”.


18) Reemplázase el artículo 19 por el siguiente:


“Artículo 19.- Los postores concurrentes a la subasta realizarán sus posturas, y si ninguna de ellas supera el valor de tasación, o no concurriere ningún postor al remate, el Servicio ejecutante se adjudicará en ese valor el inmueble. En este caso, el Servicio pagará el precio, imputando al mismo el monto del respectivo crédito, con reajustes, consignando el saldo y, en cualquier caso, el ahorro aportado por el beneficiario al momento de la asignación del subsidio, si lo hubiere, en el tribunal, dentro del plazo que éste fije, que no podrá exceder de cuarenta y cinco días.


Asimismo, podrá el Servicio participar en la subasta, aun cuando hubiere posturas que superen el valor de tasación. En este caso, se adjudicará el inmueble si su postura fuere la más alta. Si el Servicio no se adjudicare el inmueble, el postor que ofrezca el mayor valor en el remate podrá adjudicarse el inmueble, consignando en el tribunal el precio ofrecido, del que deberá pagarse al Servicio el monto correspondiente a su crédito, y al beneficiario deberá restituírsele el ahorro aportado al momento de la asignación del subsidio, ambos debidamente reajustados, y el saldo, dentro del plazo que fije el tribunal, que no podrá exceder de cuarenta y cinco días. Si el ejecutado paga la deuda pendiente el plazo, se declarará sin efecto la adjudicación.”.


19) Reemplázase en el artículo 23 el guarismo “seis” por “tres”.


20) Incorpóranse las siguientes modificaciones en el artículo 24:


a) Elimínase en el inciso primero la expresión “, el que se concederá en el solo efecto devolutivo”.


b) Suprímese el inciso tercero.


21) Reemplázase en el artículo 27 la expresión “de la instancia” por “del procedimiento”.


22) Agréganse los siguientes artículos 28, 29 y 30:


“Artículo 28.- Las viviendas que se adjudicare el Servicio en virtud de las disposiciones de esta ley se pondrán a disposición del Ministerio de Vivienda y Urbanismo para que éste, dentro del plazo de noventa días, las asigne a personas que se encuentren en situación de urgente necesidad habitacional, privilegiándose a aquellas familias que residen en la misma comuna en que se encuentren situadas las viviendas adjudicadas, así como aquellas que presentan una mayor antigüedad en la postulación a los programas habitacionales del ministerio. Esta asignación se publicará en un diario de circulación regional o comunal, para fines de publicidad.


Artículo 29.- Las viviendas construidas o adquiridas con la aplicación de subsidios habitacionales de programas del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, estarán afectas a la prohibición de celebrar actos y contratos durante los plazos que se indiquen en los respectivos reglamentos que regulen dichos programas y deberán inscribirse en el Registro de Prohibiciones e Interdicciones del Conservador de Bienes Raíces respectivo.


Artículo 30.- En los procedimientos ejecutivos que se originen por aplicación de la presente ley, no se condenará en costas al ejecutado, salvo que el tribunal estime que no tuvo motivo plausible para litigar.”.”.

_________

La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

ORDEN DEL DÍA

Observaciones formuladas por S. E. el Presidente de la República, en segundo trámite constitucional, al proyecto de ley que permite la introducción de la televisión digital terrestre, con informe de la

Comisión de Transportes y Telecomunicaciones

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia y solicita la anuencia de la Sala para el ingreso del Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, y de la asesora señora Daniela González. Se accede.

El señor Secretario General señala que se trata de las observaciones, en segundo trámite constitucional, formuladas por Su Excelencia el Presidente de la República al proyecto ya individualizado, que tiene el Boletín N° 6.190-19 y urgencia calificada de “discusión inmediata”.

Agrega que el Ejecutivo presentó 28 observaciones al texto despachado por el Congreso Nacional.


Recuerda que las observaciones se discuten en general y en particular a la vez, se votan separadamente y no procede dividir la votación.


Destaca que la Cámara de Diputados declaró inadmisibles las observaciones signadas con los números 3), 4), 6), 7), 10), 13), 17), 18), 19), 22) y 28). Asimismo, rechazó las observaciones 2), 5), 11) y 27), sin reunir el quórum necesario para insistir en el texto aprobado por el Congreso Nacional.


Cabe recordar que para insistir en el texto despachado por el Congreso Nacional se requieren los votos de dos tercios de los Senadores presentes.


Por su parte, la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones propone aprobar las observaciones números 1), 8), 12), 16), 20), 23), 24), 25) y 26), acuerdo que adoptó por unanimidad, salvo en lo referente a las observaciones 8) y 23).


Resalta que de éstas, las observaciones números 1), 8), 12), 25) y 26) recaen en normas que tienen el carácter de normas de quórum calificado.


Propone, asimismo, rechazar las observaciones números 2), 5), 9), 11), 14), 15), 21) y 27), acuerdo que adoptó por unanimidad, con excepción de las observaciones 9), 14), 21) y 27). De éstas, las números 9), 14) y 15) inciden en normas de quórum calificado.

- - -


Es menester destacar que las observaciones formuladas por el Primer Mandatario son las siguientes:
“AL ARTÍCULO 1° DEL PROYECTO DE LEY:


1) Para agregar en el párrafo primero de la letra d) del número 1), la frase “los pueblos originarios,” después de la expresión “y la juventud,”. 


2) Para suprimir en el párrafo segundo de la letra d)  del número 1), las frases “promover en los contenidos entregados” y “, excluyendo aquellos que atenten contra los mismos”.


3) Para suprimir el párrafo cuarto de la letra d) del número 1).


4) Para suprimir el párrafo quinto de la letra d) del numeral 1).


5) Para suprimir el párrafo sexto de la letra d) del número 1).


6) Para sustituir en la letra a) del número 2), en la parte que reemplaza a la letra b) del artículo 2, inciso primero de la ley 18.838, la frase “y la paridad de género” por la siguiente: “y los equilibrios propios de una sociedad democrática”.


7) Para sustituir en la letra c) del número 2), la frase “y la paridad de género en su integración” por la siguiente: “y los equilibrios propios de una sociedad democrática”. 


8) Para sustituir en la letra e) del número 2), la palabra “social” que sigue a la frase “trayectoria en el ámbito”, por la siguiente: “de la sociedad civil”.


9) Para agregar en letra e) del número 2) la palabra “o alto funcionario de otros poderes del Estado” entre las frases “haber sido parlamentario” y “; ser o haber sido profesor universitario”.

10) Para suprimir en el párrafo primero de la letra f) del número 8), que reemplaza la letra l) del artículo 12 de la Ley N° 18.838, las palabras “a lo menos”.


11) Para sustituir en el párrafo primero de la letra f) del número 8), la frase que señala: “al sentido simbólico y a la dimensión artística, los dedicados a las artes o a las ciencias y”, por la siguiente: “a la dimensión artística o científica y a”.


12) Para suprimir en el párrafo segundo de la letra g) del número 8), que agrega una letra m) al artículo 12 de la Ley N° 18.838, la siguiente frase “las autoridades competentes, para estos efectos”. 


13) Para sustituir en el párrafo segundo de la letra g) del número 8), que agrega una letra m) al artículo 12 de la Ley N° 18.838, la frase que dice “y difundir el respeto y promoción de los derechos de las personas” por otra que señale: “de riesgos o amenazas tales como catástrofes naturales o epidemias” 


14) Para agregar en el párrafo quinto de la letra g) del número 8), que agrega una letra m) al artículo 12 de la Ley N° 18.838, la frase “, por una sola vez,” entre las palabras “podrá renovarse” y “siempre”.


15) Para agregar en la letra g) del número 8), que incorpora una letra m) al artículo 12 de la Ley N° 18.838, el siguiente párrafo final nuevo: “Las concesionarias podrán determinar la forma y contenido de los spot, pero los someterán a aprobación previa del Consejo, el que verificará el cumplimiento de las normas generales e instrucciones a que hace referencia esta letra. La aprobación se dará conforme con el inciso primero del artículo quinto. En caso que la concesionaria decida no hacer uso de este derecho relativo a los spot, deberá transmitir las campañas diseñadas por el Ministerio Secretaría General de Gobierno.”.


16) Para suprimir en el párrafo primero del número 9), en la letra b) del artículo 13 de la ley 18.838, la frase “catalogados por el Consejo como”.


17) Para suprimir en el número 11), que sustituye el artículo 14 de la ley 18.838, las palabras: “de noticias,”. 


18) Para sustituir, en el párrafo séptimo del número 14), la frase que dice “que hubiese sido condenado dos o más veces por infracciones a las leyes Nº 17.336, Nº 20.243, o al Capítulo IV del Título II del Libro I del Código del Trabajo, durante el año calendario inmediatamente anterior a la presentación de la solicitud de renovación, o” por otra que diga “que durante el año calendario inmediatamente anterior a la solicitud de la renovación, hubiese sido condenado dos o más veces por infracciones graves a las leyes N° 17.336, N° 20.243, o al Capítulo IV del Título II del Libro I del Código del Trabajo, cuestión que será calificada por el Consejo Nacional de Televisión, o”.  


19) Para suprimir en el párrafo 11 del número 14), la frase que señala: “de señales de la propia concesionaria de carácter regional o”. 


20) Para sustituir en el número 15), en la parte que agrega al artículo 15 ter una letra c), la conjunción “o” por “y” después de la frase “de su población”.


21) Para suprimir la frase “ni las entidades religiosas regidas por la ley N° 19.638” contenida en el nuevo artículo 15 ter de la ley 18.838, incorporado por el número 15) del proyecto de ley. 


22) Para suprimir en el párrafo primero del número 16), la expresión “favorable” que sigue a “informe”.


23) Para agregar en el párrafo primero del número 16), la frase “De no evacuarse el informe dentro del plazo de 30 días siguientes a la recepción de los antecedentes, se entenderá que no amerita objeción alguna por parte de la Fiscalía.”, a continuación de “Fiscalía Nacional Económica.”.


24) Para sustituir en el párrafo cuarto del número 17, la frase que señala: “los nuevos usos” por la siguiente: “las nuevas actividades”.


25) Para sustituir el inciso final del artículo 19 de la ley 18.838, incorporado por el número 19) del proyecto de ley, por el siguiente “Sin perjuicio de lo señalado precedentemente, se aplicará lo dispuesto en el artículo 38 de la ley 19.733 sobre libertades de opinión e información y ejercicio del periodismo a cualquier hecho o acto relevante relativo a la modificación o cambio en la propiedad de los concesionarios de radiodifusión televisiva”.

26) Para agregar en la letra a), del número 25), a continuación de “servicios de radiodifusión televisiva”, las dos veces en las que aparece, la oración “o permisionarios de servicios limitados de televisión”. 

27) Para suprimir en la letra a) del número 29), que incorpora un nuevo número 1 al artículo 47 de la ley 18.838, que modifica a su vez la ley N° 18.168, la siguiente frase “a) su uso y goce está orientado a satisfacer necesidades públicas y colectivas de toda la sociedad,”. 

28) Para suprimir en la letra a) del número 29), que incorpora un nuevo número 1 al artículo 47 de la ley 18.838, que modifica a su vez la ley  N° 18.168, la siguiente frase: “c) las concesiones que se otorguen a personas naturales o jurídicas son, por esencia, temporales”.”. 

- - -


A continuación, el señor Presidente sugiere a la Sala pronunciarse sobre las observaciones en examen, lo que así se acuerda.

- - -


En primer término, se pone en discusión la observación número 1), y se otorga el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Navarro, Tuma, Espina y Girardi.


Cerrado el debate y puesta en votación dicha observación, es aprobada por la unanimidad de los 33 Honorables Senadores presentes, dejándose constancia de haber reunido el quórum requerido.

- - -


Enseguida, se pone en discusión la observación número 2), y hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Zaldívar y Girardi.


Cerrado el debate y puesta en votación la observación, es aprobada por 12 votos a favor, 10 en contra y un pareo.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y Von Baer y señores Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, García, Kuschel, Larraín Fernández, Novoa, Orpis y Uriarte.

Fundamentan su voto a favor, los Honorables Senadores señores Espina, Larraín Fernández, Novoa, García y Orpis.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Allende y Rincón y señores Girardi, Muñoz Aburto, Pizarro, Quintana, Rossi, Tuma, Walker (don Ignacio) y Zaldívar.

Fundamentan su voto en contra, los Honorables Senadores señores Pizarro y Tuma.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Frei.

- - -


Durante la votación interviene, también, el Honorable Senador señor Navarro.

- - -


A continuación, la Sala acuerda aprobar la observación número 5), con la misma votación anterior.

- - -


Posteriormente, el Honorable Senador señor Novoa se refiere a la declaración de inadmisibilidad hecha por la Honorable Cámara de Diputados respecto de la observación número 3).


Acerca de este punto, intervienen los Honorables Senadores señores García, Espina, Larraín Fernández, Letelier, Coloma, Zaldívar y Navarro y el señor Presidente.

- - -


En su alocución, el Honorable Senador señor Coloma hace expresa reserva de constitucionalidad sobre esta materia.

- - -


Luego, el señor Presidente pone en votación la observación número 8), que es aprobada por 20 votos a favor, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Chahuán, Coloma, Espina, García, Kuschel, Larraín Fernández, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Ruiz-Esquide, Tuma, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar.
- - -


Terminada la votación, manifiesta su intención de voto favorable el Honorable Senador señor Walker (don Ignacio).

- - -


Seguidamente, el señor Presidente pone en discusión la observación número 9), y otorga el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Zaldívar y Chahuán.


Cerrado el debate y puesta en votación la señalada observación, es rechazada -por no reunir el quórum exigido-, registrándose 5 votos a favor, 5 votos en contra y 8 abstenciones.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señores Chahuán, Espina, Kuschel y Prokurica.


Fundamenta su voto positivo, el Honorable Senador señor Chahuán.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señora Rincón y señores Ruiz-Esquide, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamenta su voto en contra, el Honorable Senador señor Zaldívar.


Se abstienen, los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Coloma, García, Larraín Fernández, Novoa, Orpis, Pérez Varela y Uriarte.

- - -


Luego, se pone en discusión la observación número 11), y se ofrece la palabra al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones.


Cerrado el debate y puesta en votación dicha observación, es rechazada por la unanimidad de los Senadores presentes.
- - -


Enseguida, el señor Presidente pone en votación la observación número 12), que es aprobada por 20 votos a favor, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Votan a favor, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, Kuschel, Larraín Fernández, Letelier, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Ruiz-Esquide, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

- - -


A continuación, se pone en votación la observación número 14), que es rechazada -por no reunir el quórum exigido-, registrándose 15 votos a favor y 6 en contra.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y Von Baer y señores Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín Fernández, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Tuma y Uriarte. 

Votan por la negativa, los Honorables Senadores señora Rincón y señores Ruiz-Esquide, Sabag, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamenta su voto en contra, el Honorable Senador señor Zaldívar.

- - -


Luego, se pone en votación la observación número 15), que es rechazada -por no reunir el quórum exigido-, registrándose 14 votos a favor y 7 en contra.

Votan positivamente, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y Von Baer y señores Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín Fernández, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Uriarte.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señora Rincón y señores Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

- - -


Enseguida, el señor Presidente pone en votación la observación número 16), que es aprobada por 20 votos a favor.

Votan positivamente, los Honorables Senadores señoras Rincón y Von Baer y señores Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín Fernández, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

- - -

La observación número 20), es aprobada por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.

- - -


A continuación, se pone en discusión la observación número 21), y se ofrece la palabra a los Honorables Senadores señores Navarro, Zaldívar y Chahuán.


Cerrado el debate y puesta en votación la referida observación, es aprobada por 23 votos a favor.

Votan favorablemente, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín Fernández, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.
- - -


A continuación, se pone en discusión la observación número 23), y se ofrece la palabra al Honorable Senador señor Navarro.

- - -


Luego, el señor Presidente manifiesta que ha terminado el Orden del Día, quedando pendiente la discusión de este asunto.

_________
PETICIONES DE OFICIOS


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señoras Allende y Rincón y señor Navarro, han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Senadores indicados, en conformidad con el Reglamento del Senado.

_________


Se levanta la sesión.
MARIO LABBÉ ARANEDA
Secretario General del Senado

SESIÓN 92ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 5 DE MARZO DE 2014


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Pizarro.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Concurren, asimismo, los Ministros Secretario General de la Presidencia; de Economía, Fomento y Turismo, y de Transportes y Telecomunicaciones, señores Cristián Larroulet, Félix De Vicente y Pedro Pablo Errázuriz, respectivamente. Asisten, también, los Subsecretarios General de la Presidencia, y de Telecomunicaciones, señores Claudio Alvarado y Jorge Atton, respectivamente, y la asesora señora Daniela González.

Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________


Se deja constancia de que se cuenta con 38 Senadores en ejercicio.

- - -

ACTAS


Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 87ª, ordinaria, de 21 de enero; 88ª, especial, y 89ª, ordinaria, ambas de 22 de enero, y 90ª, especial, de 28 de enero, todas del presente año, que no han sido observadas.

_________

CUENTA

Mensajes


Cuatro de S. E. el Presidente de la República:


Con los dos primeros, da inicio a los siguientes asuntos:


1.- Proyecto de ley que modifica la ley que crea la Empresa Nacional del Petróleo en materia de gobierno corporativo (Boletín N° 9.264-08).


- Pasa a la Comisión de Minería y Energía y a la de Hacienda, en su caso.


2.- Proyecto de ley que aprueba un nuevo estatuto orgánico del Ministerio de Relaciones Exteriores, crea la Dirección General de Promoción de Exportaciones y modifica otros cuerpos legales (Boletín N° 9.263-10).


- Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores y a la de Hacienda, en su caso.


Con los dos últimos, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, respecto de las siguientes iniciativas:


1.- Proyecto de ley que regula la exhibición y ejecución artística en los bienes nacionales de uso público (Boletín N° 8.335-24).


2.- Proyecto de ley que crea el Acuerdo de Vida en Pareja (Boletines N°s 7.873-07 y 7.011-07, refundidos).


- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios


De la Honorable Cámara de Diputados con el que manifiesta que aprobó, en los mismos términos que lo hizo esta Corporación, el proyecto de ley que modifica la Ley Orgánica de Tribunales Tributarios y Aduaneros en materia de plantas (Boletín Nº 8.662-05).


- Se toma conocimiento y se manda comunicar a S. E. el Presidente de la República para el efecto de lo dispuesto en el inciso primero del artículo 73 de la Carta Fundamental.

Del señor Contralor General de la República


Atiende solicitud de investigación, cursada en nombre de la Honorable Senadora señora Rincón, relativa a un acto de intervención electoral de personal de la Municipalidad de Las Condes. 

De la señora Contralora General de la República (S)


Emite pronunciamiento, solicitado en nombre de la Honorable Senadora señora Allende, respecto del sentido y alcance de la expresión “obras de desarrollo”, contenida en la letra b) del artículo único de la ley N° 19.143, que establece la distribución de ingresos provenientes de las patentes de amparo de concesiones mineras a que se refieren los párrafos 1 y 2 del Título X del Código de Minería.

De la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Santiago


Comunica que en cumplimiento de lo dispuesto en los artículos 61 y 62 del Código Orgánico de Tribunales, ha conformado sus Salas correspondientes al año judicial 2014.

De la Ilustrísima Corte Marcial de la Armada


Informa respecto de la integración de ese Tribunal para el trienio iniciado a contar del día 3 del mes en curso.

De la señora Ministra de Obras Públicas


Da respuesta a solicitud de información, cursada en nombre de la Honorable Senadora señora Rincón, respecto de la factibilidad de desarrollar un proyecto de mejoramiento del camino individualizado con el Rol L-225, de la Provincia de Linares.


Atiende petición, remitida en nombre de la Honorable Senadora señora Von Baer, para que se mantenga el funcionamiento regular de la draga Ernesto Pinto Lagarrigue, propiedad de esa Secretaría de Estado, en el Río Valdivia.

Del señor Subsecretario General de la Presidencia


Remite copia del convenio de colaboración suscrito entre el Senado, el Poder Judicial, la Cámara de Diputados, la Contraloría General de la República, el Ministerio Secretaría General de la Presidencia y el Consejo para la Transparencia con el objeto de desarrollar la implementación y utilización del Portal de Transparencia del Estado de Chile. 

Del señor Subsecretario General de la Presidencia (S)


Responde solicitud de información, cursada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre el número de funcionarios de planta, a contrata y a honorarios en el primer trimestre de los años 2011, 2012 y 2013 en esa Secretaría de Estado y la cantidad de vacantes provistas en dichos años.

De la señora Subsecretaria General de Gobierno (S)


Informa, al tenor de lo solicitado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, el número de funcionarios de planta, a contrata y a honorarios en el primer trimestre de los años 2011, 2012 y 2013 y la cantidad de vacantes que se han provisto en aquellos años.

Del señor Subsecretario de Telecomunicaciones (S)


Contesta petición de antecedentes, remitida en nombre del Honorable Senador señor Navarro, acerca del número de funcionarios de planta, a contrata y a honorarios en el primer trimestre de los años 2011, 2012 y 2013 en la Subsecretaría y la cantidad de vacantes que se han provisto en dichos años.

De la señora Directora del Trabajo


Responde sendas consultas, enviadas en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativa a las situaciones que se exponen a continuación:


1.- Cumplimiento por la empresa Asor Comercial y Servicios de sus obligaciones como empleador.


2.- Antecedentes del accidente fatal que costó la vida a un brigadista forestal y que causó lesiones graves a otros, hecho ocurrido el día 22 de enero del presente año.

Del señor Director Ejecutivo (PT) del Servicio de Evaluación Ambiental


Responde solicitud de antecedentes, cursada en nombre del Honorable Senador señor Girardi, relativa a las razones por las que se evalúa con una declaración de impacto ambiental a las dos fundiciones de plomo ubicadas en la comuna de Lampa.

De la señora Directora Nacional (S) del Instituto Nacional de Deportes de Chile


Contesta petición, efectuada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, respecto del número de funcionarios de planta, a contrata y a honorarios, al primer trimestre de los años 2011, 2012 y 2013 y de vacantes provistas en aquéllos.

Del señor Jefe de Gabinete del Ministro de Hacienda


Responde acuerdo de la Corporación, adoptado a proposición de los Honorables Senadores señores Chahuán, Bianchi, Lagos y Muñoz Aburto, con el que se solicita a S. E. el Presidente de la República que en el proyecto de ley que se envíe para modificar la ley que establece las bases generales para la autorización, funcionamiento y fiscalización de casinos de juego, se contemplen resguardos a los derechos de sus trabajadores (Boletín N° S 1.612-12).


Contesta petición, cursada en nombre del Honorable Senador señor García, relativa a la apertura de un breve período de recepción de documentos que permita acreditar la calidad de ahorrante del ex Sistema Nacional de Ahorro y Préstamo.


- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes


De las Comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Hacienda, sendos informes recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que prorroga cotización extraordinaria, para el seguro social contra riesgos de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales y modifica la ley N° 19.578 (Boletín Nº 9.231-13).


- En virtud del acuerdo de los Comités, quedan para la Tabla de Fácil Despacho de esta sesión.


De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto de reforma constitucional, en primer trámite constitucional, que incorpora como territorios especiales, bajo el estatuto jurídico que determine una ley orgánica constitucional, a los territorios geopolíticamente estratégicos así definidos por el Presidente de la República (Boletín N° 9.160-06).


Segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, respecto de la comunicación de órdenes de apremio en juicios de alimentos (Boletín N° 7.765-07).


Segundo informe de la Comisión de Defensa Nacional, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley  N° 17.798, de Control de Armas, y el Código Procesal Penal (Boletín N° 6.201-02).


De la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece el derecho real de conservación (Boletín Nº 5.823-07).


- Quedan para Tabla.


De la Comisión Especial para el Estudio de Reformas al Sistema de Administración de Fondos de Pensiones, constituida en virtud del acuerdo de la Corporación propuesto por los Honorables Senadores señor Tuma, señoras Alvear, Pérez San Martín y Rincón y señores Escalona, Frei, Girardi, Gómez, Lagos, Letelier, Navarro, Quintana, Ruiz-Esquide, Sabag y Zaldívar (Boletín N° S 1.424-12).


- Se toma conocimiento.

Mociones


Dos del Honorable Senador señor Chahuán, con las que da inicio a la tramitación de las siguientes iniciativas:


1.- Proyecto de ley que designa al estadio Sausalito de Viña del Mar con el nombre de “Alcalde Gustavo Lorca” (Boletín N° 9.259-06).


- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.


2.- Proyecto de ley que modifica el Código Sanitario para incluir la kinesiología entre las profesiones médicas y afines (Boletín N° 9.260-11).


- Pasa a la Comisión de Salud.
- - -


Enseguida, el Honorable Senador señor Tuma plantea la necesidad de que se fije, en su oportunidad, una sesión especial para analizar el informe de la Comisión Especial para el Estudio de Reformas al Sistema de Administración de Fondos de Pensiones (Boletín N° S 1.424-12). Se resuelve que los Comités se ocupen de este asunto.
- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

FÁCIL DESPACHO

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre procedimiento de toma de razón y registro electrónico, con Certificado de la Comisión de

Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 9.173-07. 


Añade que su objetivo principal es agilizar el trámite de toma de razón y registro de los actos administrativos por la vía de la implementación del sistema de información y control de personal de la Administración del Estado, instrumento que permite tramitar documentos afectos a la toma de razón o exentos de ella de manera rápida, transparente y estandarizada por medio de plataformas electrónicas.

Destaca que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento discutió este proyecto sólo en general, aprobando la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Espina, Larraín Fernández, Walker (don Patricio) y Sabag.

Finalmente, hace presente que los artículos 10 A, 10 B, 10 C y 10 D, contenidos en el artículo único permanente de esta iniciativa, tienen carácter orgánico constitucional.

- - -


El señor Presidente pone en discusión en general el proyecto y otorga la palabra al Honorable Senador señor Walker (don Patricio).

Cerrado el debate y puesto en votación en general el proyecto, es aprobado por 22 votos a favor, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto de los artículos 10 A, 10 B, 10 C y 10 D, contenidos en el artículo único permanente del proyecto. 

Votan a favor, los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Cantero, Chahuán, Coloma, García, García-Huidobro, Girardi, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.
- - -


La Sala acuerda que el plazo de indicaciones sea hasta el día 17 de marzo de 2014, a las 12:00 horas.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado en general es el que se contiene en el certificado de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, el cual se inserta íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que prorroga cotización extraordinaria para el seguro social contra riesgos de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales y modifica ley            N° 19.578, con informes de las Comisiones de

Trabajo y Previsión Social y de Hacienda

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley precedentemente individualizado, correspondiente al Boletín N° 9.231-13.

Añade que sus objetivos son:


1) Prorrogar la vigencia de la cotización extraordinaria del 0,05 por ciento de las remuneraciones imponibles, de cargo del empleador, a favor del seguro social contra riesgos de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, a partir de abril de 2014 y hasta el 31 de marzo del año 2017.

2) Fijar como límite máximo del Fondo de Contingencia, financiado por dicha cotización extraordinaria y a cargo de las mutualidades de empleadores el valor actual de las obligaciones por incrementos extraordinarios otorgados a las pensiones.

3) Aumentar el límite de respaldo de la reserva de pensiones constituida por las mutualidades, desde el 40 al 100 por ciento.

Destaca que la Comisión de Trabajo y Previsión Social discutió este proyecto en general y en particular, por tratarse de aquellos de artículo único, aprobándolo por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores García, Muñoz Aburto, Pérez Varela y Ruiz-Esquide, en los mismos términos en que fue despachado por la Cámara de Diputados.

Por su parte, la Comisión de Hacienda aprobó también la iniciativa en los mismos términos en que fue aprobada por la Cámara de Diputados, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Kuschel, Lagos, Novoa y Sabag.

Finalmente, hace presente que el artículo único del proyecto en informe es una norma de quórum calificado.
- - -


Seguidamente, se pone en discusión el proyecto, y se otorga el uso de la palabra a los Honorables Senadores señor Navarro y señora Rincón.


Cerrado el debate y puesto en votación el proyecto, en general y en particular, es aprobado por 31 votos favorables, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Votan a favor, los Honorables Senadores señoras Allende, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).

Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Girardi y García.
- - -


Concluida la votación, manifiesta su intención de voto favorable, el Honorable Senador señor Zaldívar.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de ley aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Incorpóranse las siguientes modificaciones en la ley Nº 19.578, que concede aumento a las pensiones y establece su financiamiento por medio de modificaciones a normas tributarias:


1) Introdúcense los siguientes cambios en la letra A del artículo 21:


a) En el párrafo final del numeral 1, sustitúyese la frase “monto que resulte mayor entre el 100% del Gasto Ajustado de Pensiones del año anterior y el valor del Fondo de Contingencia al 31 de diciembre del año anterior”, por lo siguiente: “Valor Actual de las Obligaciones por Incrementos Extraordinarios otorgados a las pensiones y beneficios pecuniarios extraordinarios concedidos a los pensionados” y agrégase, a continuación del punto final, la siguiente oración: “En todo caso, el límite precedentemente citado no puede ser inferior al Valor del Fondo de Contingencia al 31 de diciembre del año anterior.”.

b) Agrégase como párrafo final nuevo, el siguiente: “El valor actual de dichas obligaciones deberá ser determinado y revisado, al menos, una vez al año por la Superintendencia de Seguridad Social.”.


2) Reemplázase en la letra B del artículo 21, en el párrafo final del número 1 y en el primer párrafo del número 2, el porcentaje “40%” por “100%”.


3) Reemplázase en el inciso primero del artículo sexto transitorio, el guarismo “2014” por “2017”.”.

_________

TIEMPO DE VOTACIONES

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Chahuán, Coloma, Espina, Kuschel, Larraín, don Hernán, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Uriarte, con el que piden a S. E. el Presidente de la República que tenga a bien disponer se llame a consulta al Embajador de Chile ante la República Bolivariana de Venezuela y se solicite la convocatoria del Consejo Permanente de

la Organización de Estados Americanos

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.638-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 15 votos a favor y 2 en contra.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y Von Baer y señores Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Uriarte.

Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores Navarro y Tuma.

- - -


Concluida la votación, manifiesta su intención de voto favorable el Honorable Senador señor Chahuán.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que desde hace aproximadamente un mes, en diversas ciudades de la República Bolivariana de Venezuela se han llevado a cabo múltiples protestas en las vías públicas, como legítima expresión del descontento ciudadano, ante la crisis de seguridad ciudadana que afecta a dicho país y al debilitamiento de la economía, que se refleja en que la inflación en 2013 fue de un 56,2%, la más alta de la región, llegando a ser habitual la escasez de productos de primera necesidad como leche, azúcar y medicinas;

2. Que tales manifestaciones han sido violentamente reprimidas por orden el Gobierno del Presidente Nicolás Maduro, a raíz de lo cual han perdido la vida dieciséis personas que participaban en dichos movimientos sociales, y resultando muchos otros manifestantes lesionados, por el accionar de las fuerzas policiales, disponiendo asimismo el apresamiento de dirigentes opositores, lo que indudablemente puede ir escalando peligrosamente a futuro, hasta provocar un rompimiento del orden institucional;

3. Que a lo anterior debe agregarse el férreo control de los medios de prensa que ha ejercido el régimen gobernante, especialmente la escrita, a la que se ha dificultado el abastecimiento de papel, por el solo hecho de tener una línea editorial e informativa distinta a quien ejerce el gobierno, lo que constituye una grave violación a la libertad de pensamiento y expresión, que está expresamente prohibida por el artículo 13 de la Convención Interamericana sobre Derechos Humanos, suscrita y ratificada por Chile;

4. Que, en efecto, dicha disposición establece que “no se puede restringir el derecho de expresión por vías o medios indirectos, tales como el abuso de controles oficiales o particulares de papel para periódicos, de frecuencias radioeléctricas, o de enseres y aparatos usados en la difusión de información o por cualesquiera otros medios encaminados a impedir la comunicación y la circulación de ideas y opiniones”;

5. Que, por su parte, la Declaración de Principios sobre la Libertad de Expresión suscrita por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos señala, en el artículo 13, que “la utilización del poder del Estado y los recursos de la hacienda pública; la concesión de prebendas arancelarias; la asignación arbitraria y discriminatoria de publicidad oficial y créditos oficiales; el otorgamiento de frecuencias de radio y televisión, entre otros, con el objetivo de presionar y castigar o premiar y privilegiar a los comunicadores sociales y a los medios de comunicación en función de sus líneas informativas, atenta contra la libertad de expresión y deben estar expresamente prohibidos por ley. Los medios de comunicación tienen derecho a realizar su labor en forma independiente. Presiones directas o indirectas dirigidas a silenciar la labor informativa de los comunicadores sociales son incompatibles con la libertad de expresión”;

6. Que lo que resulta más paradojal en la actuación represiva de Gobierno encabezado por el actual Presidente de Venezuela es que ella atenta contra dos de los principios del ideario del Libertador Simón Bolívar, que según dicho mandatario inspiran a su régimen y que señalan textualmente, el primero: “La opinión pública es el objeto más sagrado, ella ha menester la protección de un gobierno ilustrado, que conoce que la opinión es la fuente de los más importantes acontecimientos”, y el segundo: “El derecho de expresar sus pensamientos y opiniones, de palabra, por escrito o de cualquier otro modo, es el primero y más estimable bien del hombre en sociedad. La misma ley jamás podrá prohibirlo”;

7. Que ante una opinión crítica manifestada por nuestro Jefe de Estado respecto a dicha situación, el Presidente Maduro lo ha interpelado, al igual que al Presidente de Colombia, acusándolos de inmiscuirse en los asuntos internos de dicho país;

8. Que como fiel expresión de la actual universalización de los Derechos Humanos, el Presidente de nuestro país ha respondido con mucho acierto ante dicha imputación, señalando: “Chile respeta la autodeterminación de los pueblos, sin embargo, todos los países hemos suscrito la Convención Americana de Derechos Humanos, conocida como el Pacto de San José o que hemos suscrito el protocolo de UNASUR, sobre el compromiso con la democracia, estamos comprometidos con la promoción, defensa y protección de la democracia, del Estado de Derecho, de las libertades fundamentales, incluyendo la libertad de expresión, de información, de opinión y de manifestación”;

9. Que a este respecto cabe señalar que el 23 de mayo de 2008 fue suscrito en la ciudad de Brasilia el Tratado Constitutivo de la Unión de Naciones Suramericanas (UNASUR), siendo doce los países signatarios, a saber, Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Ecuador, Guyana, Paraguay, Perú, Surinam, Uruguay y también la República Bolivariana de Venezuela;

10. Que con motivo de la crisis institucional que afectó a la República de Ecuador en el mes de septiembre de 2010, los países miembros de UNASUR, reunidos de emergencia, suscribieron un Protocolo Adicional sobre Compromiso con la Democracia, conocida también como “Cláusula Democrática”, cuyo artículo 10 establece: “El presente Protocolo se aplicará en caso de ruptura o amenaza de ruptura del orden democrático, de una violación del orden constitucional o de cualquier situación que ponga en riesgo el legítimo ejercicio del poder y la vigencia de los valores y principios democráticos”;

11. Que en los artículos 3° y 4° del citado Protocolo se contempla que los Consejos de Jefas y Jefes de Estado y de Gobierno o, en su defecto, el Consejo de Ministras y Ministros de Relaciones Exteriores se reunirá -en sesión extraordinaria- convocado por la Presidencia Pro Tempore de oficio, a solicitud del Estado afectado o a petición de otro Estado miembro de UNASUR, pudiendo establecer, en caso de ruptura o amenaza de ruptura del orden democrático, diversas medidas destinadas a restablecer el proceso político institucional democrático, incluyendo la adopción de sanciones políticas y diplomáticas adicionales;

12. Que, por su parte, la Asamblea General de la Organización de Estados Americanos emitió, el 11 de septiembre de 2011, una resolución, conocida como Declaración de Quebec, en cuyo artículo 20 se establece: “En caso de que en un Estado Miembro se produzca una alteración del orden constitucional que afecte gravemente su orden democrático, cualquier Estado Miembro o el Secretario General podrá solicitar la convocatoria inmediata del Consejo Permanente para realizar una apreciación colectiva de la situación y adoptar las decisiones que estime conveniente.

El Consejo Permanente, según la situación, podrá disponer la realización de las gestiones diplomáticas necesarias, incluidos los buenos oficios, para promover la normalización de la institucionalidad democrática. Si las gestiones diplomáticas resultaren infructuosas o si la urgencia del caso lo aconsejare, el Consejo Permanente convocará de inmediato a un período extraordinario de sesiones de la Asamblea General para que ésta adopte las decisiones que estime apropiadas, incluyendo gestiones diplomáticas, conforme a la Carta de la Organización, el derecho internacional y las disposiciones de la presente Carta Democrática. Durante el proceso se realizarán las gestiones diplomáticas necesarias, incluidos los buenos oficios, para promover la normalización de la institucionalidad democrática”, y

13. Que, en tal virtud, estimamos que procede que nuestro Gobierno, como medida de resguardo de los derechos fundamentales que afecta gravemente a los habitantes de la República de Venezuela, disponga que el Embajador de Chile ante dicha nación sea llamado a consulta, y que, asimismo, haga uso de la facultad contenida en el artículo 20 de la Declaración de Quebec, solicitando la convocatoria del Consejo Permanente de la Organización de Estados Americanos y, dependiendo de los resultados de las gestiones que dicha instancia realice, convocar a un período extraordinario de sesiones de la Asamblea General para la adopción de decisiones que se estimaren apropiadas, si así se precisare.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que tenga a bien disponer que el Embajador de Chile ante la República de Venezuela sea llamado a consulta, y que, asimismo, y en nombre de nuestro país, se sirva hacer uso de la facultad contenida en el artículo 20 de la Declaración de Quebec, solicitando la convocatoria del Consejo Permanente de la Organización de Estados Americanos y, dependiendo de los resultados de las gestiones que dicha instancia realice, convocar a un período extraordinario de sesiones de la Asamblea General para la adopción de las decisiones que se estimaren apropiadas, si así se precisare.”.

_________
Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Prokurica, Chahuán, Coloma, Espina, Kuschel, Larraín, don Hernán, Novoa, Orpis, Pérez Varela y Uriarte, con el que solicitan a S. E. el Presidente de la República que manifieste la condena de los actos de violencia ocurridos desde el inicio de las protestas en Venezuela, inste a los actores políticos y sociales a un diálogo pacífico, requiera la excarcelación de los líderes políticos y estudiantes privados de libertad y haga presente al Gobierno de aquel país su deber de garantizar la seguridad y los derechos fundamentales de todos sus ciudadanos y que, además, llame en consulta al Embajador en Caracas y promueva gestiones para tratar la situación prevaleciente en aquel país en las

instancias regionales

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.639-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 16 votos a favor y 2 en contra.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y Von Baer y señores Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Uriarte.

Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores Navarro y Tuma.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que la grave situación por la que atraviesa la República Bolivariana de Venezuela a partir del día 12 de febrero del 2014 ha motivado numerosas marchas pacíficas lideradas por estudiantes y la sociedad civil, las cuales por orden del Gobierno del Presidente Nicolás Maduro han sido reprimidas de manera violenta, dejando un saldo de, al menos, 13 víctimas fatales y centenares de heridos, en circunstancias aún no esclarecidas por el Gobierno de dicho país;

2. Que las demandas estudiantiles tienen relación con la incapacidad del Gobierno encabezado por el Presidente Maduro de solucionar los problemas de delincuencia, corrupción, inflación y escasez de productos de primera necesidad;

3. Que los líderes políticos de la oposición democrática han sufrido la persecución activa por parte del Gobierno, algunos privados de libertad, a quienes se les culpa infundadamente de orquestar la situación económica de escasez y violencia actual por la que atraviesa el país;

4. Que el Gobierno ha ejercido la censura en contra de medios de comunicación escritos, radio y televisión opositores, el bloqueo de algunas redes sociales y sitios de internet contrarios al Gobierno, así como la intimidación y acoso que acusan periodistas nacionales y extranjeros;

5. Que existen colectivos o grupos progubernamentales armados que, de manera impune, atentan contra la seguridad de los manifestantes y modifican la naturaleza de actos de otra manera pacíficos, con consecuencia de muertos y heridos, situación que no ha sido abordada por el Gobierno satisfactoriamente, y

6. Que el derecho a participar pacíficamente en manifestaciones políticas y el derecho a reunión en lugares públicos constituyen un pilar del régimen democrático, derechos fundamentales del ser humano y que se encuentran reconocidos por la propia Constitución Política de la República Bolivariana de Venezuela.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República lo siguiente:


1° Expresar su condena a todo acto de violencia ocurrido desde el inicio de las protestas en febrero de 2014 y solidarizar con las familias de las víctimas fatales, a quienes transmita su más sentido pésame.


2° Llamar al Gobierno de Venezuela, a los partidos políticos y a la sociedad civil a producir un diálogo pacífico que ofrezca, dentro del sistema democrático, soluciones a las legítimas demandas del movimiento ciudadano, y que garantice la no violencia en futuras manifestaciones democráticas.


3° Exhortar a las autoridades venezolanas la excarcelación de los líderes de la oposición y los estudiantes apresados por motivos políticos y el cese de la persecución a otros. Recordando que el principio de separación de poderes es la base fundamental de la República y pilar de un régimen democrático, el poder judicial no debe ser empleado como medio de persecución política.


4° Reafirmar el compromiso democrático de la República de Chile con la libertad de expresión y prensa, rechazando la censura a todo medio de comunicación escrito, radio y televisión, y el bloqueo de redes sociales y sitios de internet, sean éstos de gobierno u oposición.


5° Solicitar al Gobierno de Venezuela tener presente su deber de garantizar la seguridad de todos y cada uno de los ciudadanos de su país, y hacer un llamado a las autoridades para perseguir y terminar con los grupos armados responsables de la violencia y muertes dentro de las protestas.


6° Disponer que el Embajador de Chile ante la República de Venezuela sea llamado a consulta y, mediante gestiones del Ministerio de Relaciones Exteriores, hacer un llamado a los demás Estados de la región a tratar la situación de la República de Venezuela en las instancias regionales pertinentes, ya sea la Organización de Estados Americanos o la Unión de Naciones Suramericanas.”.

_________
Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Walker, don Patricio, Escalona, Frei, Muñoz Aburto, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker, don Ignacio, y Zaldívar, con el que proponen que la Corporación se dirija a la Asamblea Nacional de la República Bolivariana de Venezuela, expresándole su preocupación por la conflictividad social y política existente en ese país y la condena a la violación de los derechos humanos de sus ciudadanos abatidos por fuerzas de seguridad o por milicias armadas, junto con reafirmar su compromiso por la democracia y el Estado de derecho y el rechazo de cualquier intento de potencias extranjeras de intervenir en aquel conflicto

interno

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.640-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 27 votos a favor, uno en contra y una abstención.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Muñoz Aburto, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Vota por la negativa, el Honorable Senador señor Navarro.

Se abstiene, el Honorable Senador señor Girardi.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:
“Considerando:

1. Que uno de los principios esenciales que informan la política exterior de Chile es la promoción y defensa universal de los derechos humanos, en tanto derechos esenciales y anteriores al Estado;

2. Que actualmente la República Bolivariana de Venezuela, la cual cuenta con un gobierno legitimado por la expresión de la soberanía nacional a través de elecciones democráticas, vive un conflicto político de carácter agudo, que se ha expresado en movilizaciones populares, que han sido fuertemente reprimidas por parte de los aparatos de seguridad del Estado, generándose situaciones de violencia, que han conculcado el derecho a la vida de varios manifestantes;

3. Que Chile tiene una larga tradición de amistad con Venezuela, país que en su hora dio asilo contra la opresión y oportunidades laborales a miles de familias chilenas, razón por la cual guarda un profundo sentimiento de cercanía y agradecimiento con el Estado y el Pueblo venezolano, y

4. Que, por lo anterior, ante una situación de conflicto político y social agudo, no puede permanecer indiferente ante el desarrollo de los acontecimientos y respetando el derecho a la autodeterminación de los pueblos y su soberanía nacional, se hace un deber ético y político, a través de su Senado, solicitar a los dirigentes del Gobierno y de la Oposición venezolana, la apertura al diálogo como única manera de asegurar la paz social y el pleno respeto a los derechos civiles y políticos de todo el Pueblo Venezolano.


El Senado acuerda:


Manifestar a Vuestra Excelencia y, por su digno intermedio, a la Asamblea Nacional de la República Bolivariana de Venezuela, lo siguiente:


a) Su preocupación por los niveles de conflictividad social y política que vive Venezuela.


b) Su condena por los casos de violación de los derechos humanos de los ciudadanos venezolanos que, ejerciendo el derecho a la protesta social legítima, según la información disponible, habrían sido abatidos por las fuerzas de seguridad o por milicias armadas, que han sido privados de libertad o conculcado su derecho a la expresión libre de sus ideas. En este sentido, se solicita al gobierno Bolivariano de Venezuela adoptar las medidas necesarias para obtener la libertad inmediata de las personas que se encuentran privadas de libertad por razones políticas, poniendo término a la represión que ejercen tanto los cuerpos de seguridad del Estado como de los grupos paramilitares y/o milicias armadas que actúan como fuerzas de choque y levantando la censura que afecta a los medios de comunicación cuya actividad ha sido prohibida por parte del gobierno de Venezuela a raíz de sus opiniones políticas.


c) Su permanente compromiso con la plena vigencia de la democracia y del Estado de Derecho en los países de la Región, lo cual exige, a los opositores de cualquier gobierno, emplear medios legítimos y pacíficos de manifestación, respetando siempre la institucionalidad democrática vigente.


d) Su rechazo ante cualquier intento de terceras potencias extranjeras de intervenir en el conflicto interno venezolano, por la vía de financiar o armar a grupos radicales, desarrollar operaciones de desestabilización de la democracia en el país.


e) Asimismo, hacemos presente que el derecho a manifestarse de la ciudadanía no puede derivar en acciones que busquen subvertir la institucionalidad política venezolana.”.

_________
DESPEDIDA DE LOS HONORABLES SENADORES QUE TERMINAN SU MANDATO


Con motivo del término de su periodo constitucional, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Frei, Novoa, Sabag, Larraín Peña, Muñoz Aburto, Gómez, Cantero, Uriarte y Ruiz-Esquide. Intervienen, también, el señor Presidente de la Corporación y el señor Ministro Secretario General de la Presidencia.
_________

ORDEN DEL DÍA

Observaciones formuladas por S. E. el Presidente de la República, en segundo trámite constitucional, al proyecto de ley que permite la introducción de la televisión digital terrestre, con informe de la

Comisión de Transportes y Telecomunicaciones

El señor Presidente anuncia que corresponde continuar la discusión del asunto de la referencia y solicita la anuencia de la Sala para el ingreso de los Subsecretarios General de la Presidencia, y de Telecomunicaciones, señores Claudio Alvarado y Jorge Atton, respectivamente, y la asesora señora Daniela González. Se accede.


El señor Secretario General señala que se trata de las observaciones, en segundo trámite constitucional, formuladas por Su Excelencia el Presidente de la República al proyecto ya individualizado, que tiene el Boletín N° 6.190-19 y urgencia calificada de “discusión inmediata”.
- - -


Enseguida, el señor Presidente pone en votación la observación número 23), que es aprobada por 21 votos a favor y uno en contra.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Rincón y Von Baer y señores Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, García, Girardi, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Uriarte y Zaldívar.


Vota por la negativa, el Honorable Senador señor Navarro.

- - -


Luego, se pone en votación la observación número 24), que es aprobada por 19 votos a favor y una abstención.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Rincón y Von Baer y señores Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Kuschel, Larraín Peña, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Ruiz-Esquide, Tuma, Uriarte y Zaldívar.

Se abstiene, el Honorable Senador señor Navarro.
- - -

Terminada la votación, hace uso de la palabra el señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones.

- - -


A continuación, el señor Presidente pone en votación la observación número 25), que es aprobada por 23 votos a favor y 2 abstenciones, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Rincón y Von Baer y señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, García-Huidobro, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Uriarte y Zaldívar.

Se abstienen, los Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.

Fundamenta su abstención, el Honorable Senador señor Navarro.
- - -


Luego, se pone en discusión la observación número 26), y se ofrece el uso de la palabra al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones.


Cerrado el debate y puesta en votación la observación señalada, es aprobada por 24 votos a favor, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Rincón y Von Baer y señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide y Zaldívar.
- - -


Seguidamente, se pone en discusión la observación número 27), y se ofrece el uso de la palabra al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones.


Cerrado el debate y puesta en votación la observación señalada, es aprobada por 15 votos a favor, 10 en contra y una abstención.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Ruiz-Esquide y Uriarte.

Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Allende y Rincón y señores Girardi, Gómez, Lagos, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Tuma y Zaldívar.

Se abstiene, el Honorable Senador señor Cantero.
- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.

_________

Enseguida, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día y levanta la sesión.
MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado
SESIÓN DE INSTALACIÓN DEL SENADO

DE MARTES 11 DE MARZO DE 2014



Presidencia de los Honorables Senadores señor Pizarro y señora Allende.


Asisten los Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Rincón, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las expresiones emitidas por los Honorables Senadores durante la sesión, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.
_________



El señor Presidente abre la Sesión de Instalación de la Corporación, que ha sido convocada en virtud de lo dispuesto en los artículos 5º de la ley         Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, y 3º del Reglamento del Senado, con el objeto de constituirse y elegir Presidente y Vicepresidente de la Corporación.



A continuación, anuncia que, en cumplimiento de lo prescrito en el artículo 3º del Reglamento del Senado, corresponde que el señor Secretario General dé cuenta del oficio mediante el cual el Tribunal Calificador de Elecciones, como resultado de la elección efectuada el 17 de noviembre de 2013, comunica la Sentencia de Proclamación de los ciudadanos electos como Senadores.



El señor Secretario General señala que en la Sentencia que se adjunta al oficio mencionado por el señor Presidente, el Tribunal Calificador de Elecciones informa que ha proclamado a las siguientes personas como Senadores electos en las Circunscripciones Senatoriales que en cada caso se señalan, para el período constitucional de ocho años que se inicia el 11 de marzo de 2014.



Segunda Circunscripción Senatorial: don Alejandro Guillier Álvarez y don Pedro Araya Guerrero.



Cuarta Circunscripción Senatorial: don Jorge Pizarro Soto y doña Adriana Muñoz D´Albora.



Séptima Circunscripción Senatorial: don Guido Girardi Lavín y don Andrés Allamand Zavala.



Octava Circunscripción Senatorial: don Manuel José Ossandón Irarrázabal y don Carlos Montes Cisternas



Novena Circunscripción Senatorial: don Juan Pablo Letelier Morel y don Alejandro García-Huidobro Sanfuentes.



Duodécima Circunscripción Senatorial: don Alejandro Navarro Brain y doña Jacqueline Van Rysselberghe Herrera.



Decimotercera Circunscripción Senatorial: don Felipe Harboe Bascuñán y don Víctor Pérez Varela.



Decimosexta Circunscripción Senatorial: don Alfonso De Urresti Longton y doña Ena Von Baer Jahn.  



Decimoséptima Circunscripción Senatorial: don Rabindranath Quinteros Lara y don Iván Moreira Barros.



Decimonovena Circunscripción Senatorial: doña Carolina Goic Boroevic y don Carlos Bianchi Chelech.

- - -



Luego, el señor Presidente anuncia que, de conformidad con lo prescrito en el artículo 4º del Reglamento de la Corporación, corresponde que los Senadores electos recién nombrados presten juramento o promesa individual. En consecuencia, les solicita ubicarse, a medida que son nombrados, frente a la testera para tal efecto. Asimismo, pide a los Senadores y a las demás personas presentes ponerse de pie.



Posteriormente, los Honorables Senadores electos prestan juramento o promesa en forma individual, declarándolos, el señor Presidente, investidos en el carácter de Senadores y, por tanto, incorporados al Senado.

- - -



A continuación, el señor Presidente hace uso de la palabra antes de dejar la Presidencia del Senado.

- - -


Seguidamente, anuncia que, de conformidad a lo dispuesto en los artículos 3º y 21 del Reglamento del Senado, corresponde elegir Presidente y Vicepresidente de la Corporación, lo que se hará mediante votación nominal.



En primer término, pone en votación la elección de Presidente.



Enseguida, el señor Secretario General da a conocer el resultado de la votación: por la Honorable Senadora señora Allende, 21 votos; por la Honorable Senadora señora Von Baer, 15 votos, y 2 abstenciones.



Votan por la Honorable Senadora señora Allende, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz y Rincón y señores Araya, De Urresti, Girardi, Guillier, Harboe, Lagos, Letelier, Montes, Navarro, Pizarro, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar. 



Votan por la Honorable Senadora señora Von Baer, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Larraín, Moreira, Orpis, Ossandón, Pérez Varela y Prokurica. 



Se abstienen, los Honorables Senadores señores Bianchi y Horvath.



El señor Presidente anuncia que, en consecuencia, se ha elegido a la Honorable Senadora señora Allende como Presidenta del Senado y la invita a ocupar su lugar en la testera.

- - -



Enseguida, la señora Presidenta hace entrega al Honorable Senador señor Pizarro de una campana simbólica de la Sala.
- - -



A continuación, la señora Presidenta, doña Isabel Allende, hace uso de la palabra agradeciendo su elección en calidad de tal.

- - -


Luego, se pone en votación la elección de Vicepresidente del Senado.



Posteriormente, el señor Secretario General da a conocer el resultado de la votación: por el Honorable Senador señor Tuma, 20 votos; por el Honorable Senador señor Prokurica, 15 votos; una abstención, y un pareo.



Votan por el Honorable Senador señor Tuma, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic y Muñoz y señores Araya, De Urresti, Girardi, Guillier, Harboe, Lagos, Letelier, Montes, Navarro, Pizarro, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.



Votan por el Honorable Senador señor Prokurica, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Horvath, Larraín, Orpis, Ossandón, Pérez Varela y Prokurica.



Se abstiene, el Honorable Senador señor Bianchi.



No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Moreira.



La señora Presidenta anuncia que, en consecuencia, se ha elegido al Honorable Senador señor Tuma como Vicepresidente y lo invita a ocupar su lugar en la testera.

- - -



Acto seguido, la señora Presidenta expresa que, en cumplimiento de lo dispuesto en los artículos 5º de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, y 3º del Reglamento de la Corporación, declara solemnemente instalado el Senado.

- - -



Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado
LEGISLATURA NÚMERO 362

SESIÓN 1ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 12 DE MARZO DE 2014


Presidencia de la titular del Senado, Honorable Senadora señora Allende.


Asisten los Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________

Se deja constancia de que se cuenta con 37 Senadores en ejercicio.

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

ORDEN DEL DÍA
CUENTA

Mensajes


Dos del ex Presidente de la República, señor Sebastián Piñera Echenique, con los que se da inicio a los siguientes asuntos:


1.- Proyecto de ley que establece un nuevo Código Penal (Boletín N° 9.274-07).


- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


2.- Proyecto de ley que incorpora modificaciones en materia de gobierno corporativo a la ley que crea la Empresa Nacional de Minería (Boletín N° 9.275-08).


- Pasa a la Comisión de Minería y Energía y a la de Hacienda, en su caso.

Oficios


Dos de la Honorable Cámara de Diputados:


Con el primero, comunicó la nómina de las señoras Diputadas y señores Diputados designados como integrantes de las Comisiones de Reja y Pórtico para la ceremonia de transmisión del mando presidencial realizada el día de ayer.


Con el segundo, informa que ha elegido como su Presidente y como Primer y Segundo Vicepresidentes, a los Honorables Diputados señores Aldo Cornejo González, Lautaro Carmona Soto y Rodrigo González Torres, respectivamente.


- Se toma conocimiento.

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Remite copia autorizada de la sentencia definitiva pronunciada en la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, respecto del artículo cuarto, inciso quinto, de la ley N° 19.531, que reajusta e incrementa las remuneraciones del Poder Judicial, en su texto modificado por la ley N° 20.224.


- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento.

Del señor ex Ministro de Salud


Da respuesta a tres solicitudes, remitidas en nombre de la ex Senadora señora Rincón, respecto de los asuntos que se enuncian a continuación:


1.- Otorgamiento de hora para efectuar intervención quirúrgica que requiere doña Elizabeth Espinoza Valdés, derivada desde el consultorio Juan Pablo II al Hospital San Juan de Dios.


2.- Atención en establecimiento hospitalario de la Región del Maule a la señora Soledad Pauker Nogues, domiciliada en la comuna de San Javier, requirente de una operación de urgencia.


3.- Atención de cirugía para instalar una prótesis total de cadera a don Carlos Vallejos Muñoz, vecino de la comuna de Parral, paciente del Sistema Ges.

Del señor ex Ministro de Minería


Responde petición, cursada en nombre de la Honorable Senadora señora Allende, relativa al estudio de un proyecto de ley que modifique el decreto ley N° 1.350, de 1976, que crea la Corporación Nacional del Cobre de Chile, con el objeto de establecer la aprobación de un presupuesto de tres años que consulte el aporte fiscal para la formación de fondos de capitalización y reserva.


Contesta petición, enviada en nombre del Honorable Senador señor Prokurica, atingente a la posibilidad de proponer un proyecto de ley que establezca un presupuesto plurianual para la Corporación Nacional del Cobre de Chile.


Da respuesta a solicitud, formulada en nombre de los Honorables Senadores señores Prokurica, Horvath y Orpis y de los ex Senadores señores Frei y Gómez, sobre posibilidad de presentar un proyecto de ley en materia de sistema de capitalización plurianual para la Corporación Nacional del Cobre de Chile.


Da contestación a dos acuerdos de la Corporación, dirigidos al señor ex Presidente de la República, sobre la materia que en cada uno de los casos se indica: 


1.- El propuesto por los Honorables Senadores señora Allende y señores Orpis, Pizarro, Prokurica y Zaldívar y por los ex Senadores señores Escalona y Gómez, relativo al estudio de una fórmula de financiamiento de largo plazo que permita a la Corporación Nacional del Cobre de Chile asumir su plan estratégico de inversión (Boletín Nº S 1.553-12).


2.- El promovido por los Honorables Senadores señora Allende y señores Bianchi, Horvath, Lagos, Letelier, Prokurica, Rossi, Tuma y Zaldívar y por los ex Senadores señora Rincón y señores Escalona, Gómez y Muñoz Aburto, para autorizar la capitalización de las utilidades generadas por la Corporación Nacional del Cobre de Chile durante 2012 (Boletín       Nº S 1.593-12).

De la señora ex Directora del Trabajo


Atiende consulta, efectuada en nombre de la Honorable Senadora señora Allende, sobre medidas adoptadas por las empresas mineras y los organismos administradores pertinentes, en lo que se refiere a implementar las enmiendas introducidas al decreto supremo N° 594, de 1999, del Ministerio de Salud, sobre prevención y protección de la salud de los trabajadores que laboran expuestos a hipobaria intermitente crónica.

Del señor ex Jefe de Gabinete del ex Subsecretario de Vivienda y Urbanismo


Responde solicitud de información, cursada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre el número de funcionarios de planta, a contrata y a honorarios en el primer trimestre de los años 2011, 2012 y 2013 en esa Secretaría de Estado y la cantidad de vacantes provistas en dichos años.


- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Mociones


Del Honorable Senador señor Chahuán y del ex Senador señor Cantero, con la que dan inicio a un proyecto de ley que modifica la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional para conservar a los ex parlamentarios su categoría y precedencia protocolares (Boletín N° 9.268-07). 


- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


De los Honorables Senadores señores Larraín, García, Orpis, Pérez Varela y Walker, don Patricio, con la que se inicia un proyecto de reforma constitucional sobre negociación colectiva y derecho de huelga de los trabajadores del sector público (Boletín N° 9.267-13).


Del Honorable Senador señor Navarro y del ex Senador señor Muñoz Aburto, con la que se da inicio a un proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo con el fin de establecer medidas que aseguren el pago de las obligaciones que surjan de un procedimiento laboral (Boletín N° 9.270-13).


- Pasan a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.

Declaración de inadmisibilidad


Moción de la ex Senadora señora Alvear, con la que propone un proyecto de ley que establece un sistema especial de exenciones fiscales y municipales para favorecer el tratamiento de residuos domiciliarios.


- Se declara inadmisible por tratarse de un asunto que debe tener su origen en la Cámara de Diputados, según lo establecido en el inciso segundo del artículo 65 de la Constitución Política, y por contener normas que son de iniciativa exclusiva de S. E. la Presidenta de la República, de conformidad a lo dispuesto en el N° 1° del inciso cuarto de dicho artículo.

- - -


En el curso de la sesión, llegan a la Mesa los siguientes documentos:

Solicitudes de permiso constitucional


Del Honorable Senador señor Letelier, para ausentarse del territorio nacional desde el día 14 del mes en curso.


Sendas comunicaciones de los Honorables Senadores señora Goic y señor Rossi, para ausentarse del país a contar del día 17 del mes en curso.


- Se accede a lo solicitado. 

_________


A continuación, la señora Presidenta anuncia que, por tratarse de la primera sesión de la Legislatura y de conformidad a lo preceptuado en el artículo 63 del Reglamento de la Corporación, corresponde, además de dar cuenta de las comunicaciones dirigidas al Senado, designar los días y horas para las sesiones ordinarias semanales, aprobar la Tabla Ordinaria y dar cuenta de la composición de los Comités.

DÍAS Y HORAS PARA LAS SESIONES ORDINARIAS SEMANALES


La señora Presidenta señala que corresponde fijar los días y horas para las sesiones ordinarias semanales.


Al efecto, propone los martes y miércoles, de 16:00 a 20:00 horas, y, cuando la Mesa lo estime necesario, los jueves, de 10:30 a 13:30 horas.


Así se acuerda.

_________

APROBACIÓN DE LA TABLA ORDINARIA


La señora Presidenta propone aprobar como Tabla Ordinaria la siguiente:


1.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece modificaciones a la legislación sobre expendio, comercialización y producción de bebidas alcohólicas, con informe y nuevo primer informe de la Comisión de Salud (Boletines N°s 2.973-11, 4.181-11, 4.192-11 y 4.379-11, refundidos).


2.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula derechos sobre obtenciones vegetales y deroga la ley N° 19.342, con informe de la Comisión de Agricultura (Boletín N° 6.355-01).


3.- Proyecto de ley, iniciado en Mensaje del ex Presidente de la República, en primer trámite constitucional, que modifica la ley N° 18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile, para establecer la medida de control preventivo de identidad, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento (Boletín N° 9.036-07). 


4.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece el sistema de promoción y desarrollo profesional docente del sector municipal, con informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología (Boletín Nº 8.189-04).  


5.- Proyecto de reforma constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Larraín y Zaldívar y de los ex Senadores señores Escalona y Novoa, en primer trámite constitucional, que establece la obligación de las autoridades del Congreso Nacional de rendir una cuenta pública anual, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento (Boletín N° 8.624-07). 


6.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que autoriza el levantamiento de secreto bancario en investigaciones de lavado de activos, con segundo y nuevo segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento (Boletín N° 4.426-07).


7.- Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Prokurica, Coloma y Horvath y de los ex Senadores señores Larraín Peña y Novoa, en primer trámite constitucional, que modifica el Código Penal y tipifica como falta el ensuciar o provocar daños en playas, riberas de río, lagos y parques nacionales, con segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento (Boletín        N° 8.179-07).


8.- Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Girardi, Letelier y Pizarro, en primer trámite constitucional, que sanciona el transporte de desechos hacia vertederos clandestinos, con informe complementario del nuevo primer informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones (Boletín N° 7.908-15).


9.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea un registro voluntario de contratos agrícolas, con segundo y nuevo segundo informe de la Comisión de Agricultura e informe de la Comisión de Hacienda (Boletín Nº 8.829-01).


10.- Proyecto de ley, iniciado en Mensaje del ex Presidente de la República, en primer trámite constitucional, que autoriza la publicación en medios electrónicos de actos que deban ser publicados en periódicos de circulación nacional, regional o local, con segundo y nuevo segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento (Boletín Nº 8.314-07).


11.- Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Chahuán, Espina y Larraín y de la ex Senadora señora Alvear, en primer trámite constitucional, respecto de comunicación de órdenes de apremio en juicios de alimentos, con segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento (Boletín N° 7.765-07).


12.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 17.798, de Control de Armas, y el Código Procesal Penal, con segundo informe de la Comisión de Defensa Nacional (Boletín N° 6.201-02).


13.- Informe de la Comisión Mixta, formada en virtud del artículo 71 de la Constitución Política de la República, recaído en el proyecto de ley que modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley de Tránsito, N° 18.290, y sus modificaciones posteriores, en sus artículos 196 y 197, referidos al delito de manejo en estado de ebriedad, causando lesiones gravísimas o con resultado de muerte (Boletín N° 8.813-15).


14.- Informe de la Comisión Mixta, constituida conforme lo dispone el artículo 71 de la Constitución Política de la República, recaído en el proyecto de ley que regula la venta de videojuegos excesivamente violentos a menores de 18 años y exige control parental a consolas (Boletín N° 5.579-03).


15.- Proyecto de ley, iniciado en Mensaje del ex Presidente de la República, en primer trámite constitucional, que regula la competencia en el mercado de los medios de pago electrónicos, con informe de la Comisión de Economía (Boletín N° 9.201-03).  


16.- Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Chahuán, en primer trámite constitucional, que modifica las leyes N°s 18.290 y 18.287 en lo que se refiere, respectivamente, al control de licencias de conducir y a la prórroga de la boleta de citación a audiencia, en los casos de fuerza mayor que indica, con informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones (Boletín N° 9.158-15).  


17.- Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Walker, don Patricio, Espina y Quintana, y de la ex Senadora señora Alvear, en primer trámite constitucional, que tipifica como delito los actos de maltrato o crueldad con niños y adolescentes fuera del ámbito de la violencia intrafamiliar, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento (Boletín N° 9.179-07).  


18.- Proyecto de ley, iniciado en Mensaje del ex Presidente de la República, en primer trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.220, que regula el establecimiento de bolsas de productos agropecuarios, con informe de la Comisión de Hacienda (Boletín N° 9.233-01).  


19.- Oficio del ex Presidente de la República, con el que solicita al Senado, en conformidad a lo dispuesto por el artículo 53, N° 10), de la Constitución Política de la República, que emita un dictamen sobre la Estrategia Nacional de Seguridad y Defensa para el período comprendido entre los años 2012 y 2024, con informe de las Comisiones de Relaciones Exteriores y Defensa Nacional, unidas (Boletín N° S 1.506-08).  


20.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que fija porcentajes mínimos de emisión de música nacional y música de raíz folklórica oral a la radiodifusión chilena, con informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología (Boletín N° 5.491-24).


21.- Proyecto de reforma constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Orpis, Bianchi, Horvath y Larraín, en primer trámite constitucional, que incorpora como territorios especiales, bajo el estatuto jurídico que determine una ley orgánica constitucional, a los territorios geopolíticamente estratégicos así definidos por el Presidente de la República, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización (Boletín N° 9.160-06).


22.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece el derecho real de conservación, con informe de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales (Boletín Nº 5.823-07).


Sobre el aspecto en análisis, se otorga la palabra a los Honorables Senadores señores Larraín, Zaldívar, Pizarro y Prokurica.


Enseguida, se recaba el asentimiento de la Sala para aprobar la proposición descrita, lo que así se acuerda.

_________

COMPOSICIÓN DE LOS COMITÉS


Posteriormente, la señora Presidenta manifiesta que el señor Secretario General dará cuenta de la composición de los Comités.


El señor Secretario General expresa que, hasta este momento, se ha informado acerca de los representantes de los siguientes Comités Parlamentarios:


Partido Unión Demócrata Independiente e Independiente: Honorables Senadores señores Pérez Varela y García-Huidobro.


Partido por la Democracia: Honorables Senadores señores Girardi y Lagos. 


Partido Demócrata Cristiano e Independiente: Honorables Senadores señor Pizarro y señora Goic.


Partido Renovación Nacional: Honorables Senadores señores Espina y García.


Independientes y Partido Movimiento Amplio Social: Honorables Senadores señores Horvath y Navarro.


Luego, la señora Presidenta recaba el asentimiento unánime de la Sala para acoger la propuesta recién consignada, lo que así se acuerda.
- - -


Se suspende la sesión.


Se reanuda la sesión.

- - -


A continuación, y a propuesta de los Comités, la Sala acuerda, unánimemente, tratar los siguientes asuntos:

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que concede, por especial gracia, la nacionalidad chilena al artista bailarín señor Luis Ortigoza Marchisio, con informe de la Comisión de Derechos Humanos, 

Nacionalidad y Ciudadanía


La señora Presidenta anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley precedentemente individualizado, correspondiente al Boletín Nº 9.123-17.

- - -


Seguidamente, se pone en discusión el proyecto y se ofrece el uso de la palabra a los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señores Letelier, Orpis y Larraín.


Cerrado el debate y puesto en votación el proyecto, en general y en particular, es aprobado por 29 votos a favor y 3 abstenciones, en los mismos términos en que lo hiciera la Honorable Cámara de Diputados.

Votan a favor, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Bianchi, Chahuán, Coloma, Espina, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Coloma, Zaldívar y Letelier.


Se abstienen, los Honorables Senadores señores Montes, Pizarro y Quinteros.

- - -


Concluida la votación, manifiesta su intención de voto positivo el Honorable Senador señor De Urresti.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de ley aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Concédese la nacionalidad chilena, por especial gracia, al artista bailarín Luis Ortigoza Marchisio.”.

_________

Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Orpis, en primer trámite constitucional, que suprime las palabras amo y criado en el artículo 447 del Código Penal, con informe de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía


La señora Presidenta anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 9.086-17. 


Destaca que la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía discutió este proyecto en general y en particular, por tratarse de aquellos de artículo único. Lo aprobó en general por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señor Orpis y ex Senador señor Gómez, y en particular, lo sancionó también por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señor Orpis y ex Senadora señora Alvear.

- - -


La Mesa pone en discusión en general el proyecto y otorga la palabra a los Honorables Senadores señores Orpis y Espina, señora Pérez San Martín y señores Zaldívar, De Urresti, Harboe, Larraín, Letelier y Navarro.


Cerrado el debate y puesto en votación en general el proyecto, es aprobado por 22 votos a favor.


Votan positivamente, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Pérez San Martín y Van Rysselberghe y señores De Urresti, Espina, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Larraín, Letelier, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar.

- - -


Concluida la votación, manifiestan su intención de voto favorable los Honorables Senadores señores Chahuán y Montes. 

- - -


La Sala resuelve remitir oficio a la Biblioteca del Congreso Nacional para la elaboración de un estudio sobre la terminología utilizada en la legislación chilena que corresponde a conceptos anacrónicos que no se avienen con la realidad actual.

- - -


La Sala acuerda que el plazo de indicaciones sea hasta el día 31 de marzo de 2014, a las 12:00 horas.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado en general es el que se contiene en el primer informe de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, el cual se inserta íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

Proyecto de reforma constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Larraín y Zaldívar y de los ex Senadores señores Escalona y Novoa, en primer trámite constitucional, que establece la obligación de las autoridades del Congreso Nacional de rendir una cuenta pública anual, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación 

Justicia y Reglamento


La señora Presidenta anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 8.624-07. 


Añade que su objetivo es establecer que el Presidente del Senado y el Presidente de la Cámara de Diputados deban rendir, el día 4 de julio de cada año, una cuenta pública ante el país del avance y desarrollo de las actividades realizadas por las Corporaciones que presiden. Asimismo, cada parlamentario estará obligado a dar, ante sus electores, cuenta de las labores legislativas y representativas que han efectuado en el desempeño de su cargo.


Destaca que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento discutió este proyecto solamente en general, aprobando la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Espina, Larraín y Walker, don Patricio, y ex Senadores señora Alvear y señor Kuschel.


Señala, finalmente, que este proyecto de reforma constitucional requiere para su aprobación de las tres quintas partes de los Senadores en ejercicio.

- - -


Enseguida, se pone en discusión en general el proyecto y se otorga la palabra a los Honorables Senadores señores Zaldívar, Larraín, Chahuán, Letelier, Navarro, Lagos, Montes, Prokurica, De Urresti, Guillier, Horvath, Pizarro y Bianchi.

- - -



Posteriormente, la señora Presidenta anuncia que ha concluido el Orden del Día de esta sesión, quedando pendiente la discusión de este asunto.

_________


Se levanta la sesión.
MARIO LABBÉ ARANEDA
Secretario General del Senado

D O C U M E N T O S
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE MEJORA NORMAS EN MATERIA DE CONTRATACIÓN PÚBLICA PARA PROTEGER LOS DERECHOS DE LOS TRABAJADORES DE LAS EMPRESAS DE ASEO Y EXTRACCIÓN DE RESIDUOS SÓLIDOS, OTORGANDO LA AUTORIZACIÓN QUE INDICA

(9278-06)

Oficio Nº 11.180
VALPARAÍSO, 19 de marzo de 2014.
Con motivo del mensaje, certificado y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de ley que mejora normas en materia de contratación pública para proteger los derechos de los trabajadores de las empresas de aseo y extracción de residuos sólidos, otorgando la autorización que indica, correspondiente al boletín N° 9278-06, del tenor siguiente:

PROYECTO DE LEY:
“Artículo Único.- Incorpórase en el artículo 6° de la ley N° 19.886, el siguiente inciso segundo nuevo, pasando los actuales incisos segundo y tercero a ser tercero y cuarto, respectivamente:

“Tratándose de los contratos de prestación de servicios referidos a concesiones municipales de servicio de recolección, transporte y disposición final de residuos sólidos domiciliarios, la ponderación del criterio referido a las mejores condiciones de empleo y remuneraciones no podrá ser inferior al 10% del total de la evaluación. Para evaluar este criterio, se deberán considerar como factores el nivel de remuneraciones sobre el sueldo mínimo y el reajuste de éstas. Asimismo, se podrán considerar otros factores como la extensión y flexibilidad de la jornada de trabajo, la duración de los contratos, la existencia de incentivos y otras condiciones laborales que resulten de importancia en atención a la naturaleza de los servicios contratados.”.

Artículo transitorio.- Facúltase excepcionalmente a las municipalidades del país para transferir, por una sola vez, a empresas proveedoras del servicio de recolección, transporte y disposición final de residuos sólidos domiciliarios, recursos que serán destinados por éstas exclusivamente a sus trabajadores, declarando por bien transferidos aquellos recursos que, a la fecha de publicación de esta ley, ya se hayan entregado a las precitadas empresas con dicho fin.”.
***

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Aldo Cornejo González, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkič, Secretario General de la Cámara de Diputados.
2

INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE CONCEDE APORTE FAMILIAR PERMANENTE DE MARZO Y AJUSTA NORMA QUE INDICA

(9273-05)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informaros acerca del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.

A la sesión en que se consideró esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, del Ministerio de Hacienda, el Ministro, señor Alberto Arenas; los coordinadores legislativos, señorita Macarena Lobos y señor Julio Valladares; la Coordinadora de Estudios, señora Paula Benavides, y los asesores comunicacionales, señores Pablo Cañas y Rodrigo Orellana.

Del Ministerio de Desarrollo Social, la Ministra, señora María Fernanda Villegas; el Jefe de Gabinete, señor Francisco Pinochet; la Jefa de Comunicaciones, señorita Andrea Villena; la asesora legislativa, señorita Nicol Garrido, y la asesora técnica, señorita Roxana Muñoz. 

De la Dirección de Presupuestos, la Jefa del Departamento Institucional Laboral, señorita Patricia Orellana.  

Del Instituto Libertad y Desarrollo, la Investigadora del Programa Social, señora Paulina Henoch; la abogada del Programa Legislativo, señorita María Teresa Muñoz, y el asesor, señor Daniel Montalva. 

- - -

Se hace presente que por tratarse de un proyecto con urgencia calificada de “discusión inmediata”, y en conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, se discutió la iniciativa en general y en particular a la vez.
- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO


Crear un aporte monetario de carácter permanente para las familias de menores ingresos durante el mes de marzo de cada año y ampliar la cobertura del bono de invierno para pensionados.

- - -

ANTECEDENTES

Para una adecuada comprensión de la iniciativa en informe deben tenerse presente los siguientes antecedentes:

A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

- La ley Nº 18.020, que establece subsidio familiar para personas de escasos recursos y modifica normas que indica.
- La ley Nº 18.987, que incrementa asignaciones, subsidio y pensiones que indica.
- La ley Nº 19.880, que establece Bases de los Procedimientos Administrativos que rigen los Actos de los Órganos de la Administración del Estado
- La ley N° 20.595, que crea el ingreso ético familiar que establece bonos y transferencias condicionadas para las familias de pobreza extrema y crea subsidio al empleo de la mujer.

- Artículo 20 de la ley N° 20.717, que otorga un reajuste de remuneraciones a los trabajadores del Sector Público, concede aguinaldos que señala, y concede otros beneficios que indica.

- El decreto con fuerza de ley Nº 150, de 1982, del Ministerio de Trabajo y Previsión Social, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de las normas sobre sistema único de prestaciones familiares y sistema de subsidios de cesantía para los trabajadores de los sectores privado y público, contenidas en los decretos leyes Nº 30 y 603, ambos de 1974.
B.- ANTECEDENTES DE HECHO
El Mensaje expone que se busca crear un aporte monetario de carácter permanente para las familias de menores ingresos durante el mes de marzo, siendo ésta una de las medidas del Gobierno que apuntan a fortalecer la protección social. 

Asimismo, establece como fundamentos de la iniciativa legal que en nuestro país el mes de marzo se acompaña con mayores gastos inevitables para toda familia, tales como el pago de los colegios, compra de útiles escolares, uniformes, etc, resultando las familias de menores ingresos, que poseen menor o nula capacidad de ahorro, las que se ven más afectadas.

Señala que el Gobierno tiene el compromiso de eliminar la enorme brecha de desigualdad social que hoy existe entre las familias chilenas, y el proyecto de ley, que es el primero en ingresar durante el nuevo mandato, forma parte de un programa que apunta a ese objetivo: hacer de Chile un país más justo.

Indica que entre los proyectos de ley que establecieron bonos especiales para el mes de marzo estuvieron las leyes N°s 20.326 y 20.428, publicadas en marzo de 2009 y marzo de 2010, respectivamente. Ambas leyes fueron aprobadas con un enorme apoyo en el Congreso Nacional, precisamente en consideración a las especiales exigencias del mes de marzo.

Respecto del contenido del proyecto de ley, este se refiere a:
1. Creación de un aporte permanente.

Como se trata de un aporte que deberá entregarse cada mes de marzo futuro, el monto será reajustable de conformidad con el Índice de Precios al Consumidor.

2. El aporte no se considerará renta.

No constituirá remuneración o renta para ningún efecto legal, no siendo imponible ni tributable, y sin estar afecto a descuento alguno.

3. Beneficiarios y monto del beneficio.

Son destinatarios de este aporte, los siguientes:

a) Beneficiarios del subsidio familiar establecido en la ley N° 18.020 al 31 de diciembre del año inmediatamente anterior a su otorgamiento. En estos casos, el aporte familiar será de $40.000 por cada causante de subsidio familiar que el beneficiario tenga a dicha fecha. 
b) Beneficiarios de asignación familiar o asignación maternal establecidas en el decreto con fuerza de ley N° 150, de 1982, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, al 31 de diciembre del año inmediatamente anterior a su otorgamiento, siempre que perciban dichas asignaciones por tener ingresos iguales o inferiores al límite máximo establecido en el artículo 1° de la ley N° 18.987. En estas situaciones, el aporte familiar será de $40.000 por cada causante de asignación familiar que el beneficiario tenga al 31 de diciembre del año anterior a su otorgamiento.
c) Personas o familias que al 31 de diciembre del año anterior a su otorgamiento sean usuarias del Subsistema de “Seguridades y Oportunidades”. 
d) Familias que, al 31 de diciembre del año anterior al otorgamiento del aporte familiar, estén participando en el Subsistema “Chile Solidario”.

Tratándose de los literales c) y d) accederán al beneficio siempre que no sean beneficiarias de alguno de los subsidios o asignaciones antes señalados. En estos dos últimos casos, el aporte familiar será de $40.000 por cada familia.

4. El pago se efectuará mediante el Instituto de Previsión Social.

5. Se considera con especial cuidado la situación de las mujeres.

En caso de existir diversos beneficiarios, debe preferirse siempre a la madre. Ello considera la enorme responsabilidad que tienen las madres en las familias, más allá del status jurídico que tenga la mujer en ella. Por lo mismo, se establece la obligación de entregar el aporte familiar permanente al miembro de la familia que se encuentra percibiendo asignaciones familiares o maternales.

6. Eventuales controversias serán resueltas por el Instituto de Previsión Social.  

Lo anterior, sin perjuicio de las facultades de supervigilancia y fiscalización que le corresponden  a la Superintendencia de Seguridad Social respecto del otorgamiento y pago del aporte familiar. En casos de los beneficiarios de los Subsistemas de “Seguridades y Oportunidades” y “Chile Solidario” estas facultades corresponderán al Ministerio de Desarrollo Social. Se dispone, igualmente, la aplicación de la ley Nº 19.880, con el fin de asegurar un debido proceso administrativo.

7. Se establece un plazo de cobro y de reclamación.

El plazo para reclamar por el no otorgamiento será de un año, contado desde el mes de abril del año al cual corresponde pagar el beneficio. Asimismo, el plazo para el cobro de este beneficio será de nueve meses, contado desde la emisión del pago.

8. Se establecen sanciones penales y administrativas para evitar que el aporte sea percibido de forma indebida, además de la restitución reajustada del mismo.

9. Bono Invierno.
Se amplía la cobertura de dicho bono sin considerar, para efectos de cumplir el requisito de ingreso respectivo, el monto que el pensionado perciba por concepto de aporte previsional solidario de vejez.

10.  Imputación del Gasto.

El gasto que represente la aplicación de esta ley durante el año 2014, se financiará con cargo a los recursos contemplados en la asignación 24-03-122 Provisión para Distribución Suplementaria del Tesoro Público de la Ley de Presupuestos del Sector Público. En los años siguientes se financiará con cargo a los recursos que anualmente contemple la Ley de Presupuestos.
- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL 

Al comenzar la discusión, el Ministro de Hacienda, señor Alberto Arenas, efectuó una exposición, en formato power point, del siguiente tenor:

Antecedentes.

- Es prioridad gubernamental luchar contra la desigualdad y en esta tarea resulta central apoyar de manera permanente a las familias de menores ingresos a fin de que éstas puedan mitigar los numerosos gastos que deben enfrentar durante el mes de marzo de cada año. 

- Para ello, se deja atrás el carácter excepcional, pagaderos por una sola vez, de estos beneficios y se propone el otorgamiento de un Aporte Familiar Permanente, como nuevo componente del Sistema de Protección Social.

- Adicionalmente, y con el mismo espíritu esta iniciativa amplía la cobertura del Bono de Invierno a nuevos beneficiarios, mediante la no consideración del aporte previsional solidario de vejez como parte de la respectiva pensión para determinar el límite máximo de la misma que habilita a la obtención del bono de invierno.

- En suma, mediante la presente iniciativa se hace un importante esfuerzo fiscal ($162.660 millones) en favor de las familias y adultos mayores más carenciados.

- Con esta iniciativa damos cumplimiento a las medidas 11 y 12 comprometidas para los primeros 100 días de Gobierno. 

Quiénes recibirán el aporte familiar permanente.

- Con este Aporte Familiar Permanente se beneficia a más de 1.600.000 familias de menores ingresos, desglosados de la siguiente manera:
	Beneficiados
	N°

	Beneficiarios del subsidio familiar establecido en la ley N° 18.020.
	818.138 familias

	Beneficiarios de la asignación familiar o asignación maternal establecidas en el decreto con fuerza de ley N° 150, de 1981 del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, siempre que tengan ingresos iguales o inferiores a $501.978.-
	711.656 familias

	Familias usuarias del Subsistema de Seguridades y Oportunidades de la ley N° 20.595 y aquellas que estén participando en el Subsistema “Chile Solidario”.
	71.486 familias

	Total Familias Beneficiadas
	1.601.280 familias


- Desde el punto de vista del número de beneficiarios, esta ley concederá 3.542.587 aportes familiares permanentes, según el siguiente desglose:

	Beneficiados
	N°

	Causantes del subsidio familiar establecido en la ley N° 18.020.
	2.012.192

	Causantes de la asignación familiar o asignación maternal establecidas en el decreto con fuerza de ley N° 150, de 1981 del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, siempre que tengan ingresos iguales o inferiores a $501.978.-
	1.458.909

	Familias usuarias del Subsistema de Seguridades y Oportunidades de la ley N° 20.595 y aquellas que estén participando en el Subsistema “Chile Solidario”.
	71.486 familias

	Total Beneficiados
	3.542.587


- El Aporte Familiar Permanente se pagará a quienes al 31 de diciembre del año inmediatamente anterior al otorgamiento del beneficio se encuentren en alguna de las categorías de beneficiados antes mencionadas. 
Monto del Aporte Familiar Permanente.

- En el caso de los beneficiarios de subsidio familiar o asignación familiar o maternal el monto del bono será de $40.000.- por cada causante que el beneficiario tenga al 31 de diciembre del año inmediatamente anterior al otorgamiento del beneficio.

- Tratándose de las familias usuarias del Subsistema de Seguridades y Oportunidades de la ley N° 20.595 y aquellas que estén participando en el Subsistema “Chile Solidario”, el aporte familiar permanente será de $40.000.- por familia.
Reajuste del Aporte Familiar Permanente.

- El aporte familiar permanente se reajustará el 1° de marzo de cada año, en el 100% de la variación que haya experimentado el IPC determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas, o la institución que lo reemplace, entre el 1 de enero y 31 de diciembre del año calendario anterior al pago.

- Para el reajuste del 1 de marzo de 2015 se tomará en consideración la variación del IPC entre los meses de abril y diciembre del año 2014. 
Pago Aporte Familiar Permanente.

- El aporte familiar permanente de marzo será de cargo fiscal y se pagará por el Instituto de Previsión Social (IPS) en una sola cuota en el mes de marzo de cada año. 

- Tratándose del pago del año 2014, éste se realizará a más tardar a contar del día 1 del mes subsiguiente a la publicación de la ley, facultándose, durante dicho año, al IPS a celebrar convenios directos con instituciones públicas o privadas que cuenten con una red de sucursales que garantice la cobertura nacional para el pago del aporte familiar permanente.

- El aporte familiar permanente no constituirá remuneración o renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no es imponible ni tributable ni está afecto a descuento alguno.
Reclamaciones Materia de Aporte Familiar Permanente.

- Los reclamos relacionados con las materias del aporte familiar permanente serán conocidos y resueltos por el Instituto de Previsión Social, de acuerdo a las normas que imparta la Superintendencia de Seguridad Social, sin perjuicio de las facultades de supervigilancia y fiscalización que le corresponden a esta última respecto del otorgamiento y pago del beneficio. 

- El plazo para reclamar por el no otorgamiento será de un año, contado desde el mes de abril del año al cual corresponde pagar el beneficio. En tanto, el plazo para el cobro de este beneficio será de nueve meses, contado desde la emisión del pago.

Incompatibilidades.

- Cada causante sólo dará derecho a un aporte especial permanente aun cuando el beneficiario estuviera acogido a diversos regímenes previsionales y desempeñare trabajos diferentes y aun cuando pudiere ser invocado en dicha calidad por más de un beneficiario. En este último evento se preferirá siempre a la madre beneficiaria.  

- A quienes perciban indebidamente el aporte familiar permanente se les aplicarán las sanciones administrativas y penales que pudieren corresponderles, sin perjuicio de la obligación de restituir las sumas indebidamente percibidas, reajustadas de conformidad a la variación del IPC entre el mes anterior a aquel en que se percibió y el que antecede a la restitución. 
Normas de Protección en favor de las madres.

- De existir varios beneficiarios se prefiere siempre a la madre.
- Adicionalmente, para los casos que las madres que vivan con sus hijos menores hubieren solicitado el pago directo de la asignación familiar, el aporte familiar permanente deberá ser puesto a su disposición dentro de los 30 días siguientes a su recepción.
Ampliación Cobertura Bono de Invierno

- Se amplía la cobertura del bono de invierno, en 351.996 beneficiarios, llegando a un total de 1.015.965 adultos mayores que en el mes de mayo del presente año recibirán $51.975.

- Para hacer posible lo anterior, se sustituye el inciso final del artículo 20 de la ley N° 20.717, explicitando que aporte previsional solidario de vejez no se considerará como parte de la respectiva pensión para determinar el límite máximo de pensión que da derecho al bono de invierno.
Costo Fiscal de la Iniciativa.

- El costo fiscal de esta iniciativa asciende a $162.660 millones, desglosados de la siguiente manera en millones de $ 2014:
	BENEFICIO
	COSTO en Millones $

	Aporte Familiar Permanente (incluye 2.661 por concepto de costos de implementación)
	144.365

	Eliminación Aporte Previsional Solidario de Vejez para recibir el Bono de Invierno
	18.295

	Total 
	162.660


Imputación del Gasto.

- El costo fiscal de esta iniciativa se financiará con cargo a los recursos contemplados en la asignación 24-03-122 Provisión para Distribución Suplementaria del Tesoro Público de la Ley de Presupuestos del Sector Público. En los años siguientes se financiará con cargo a los recursos que anualmente contemple la Ley de Presupuestos.
El Honorable Senador señor Lagos solicitó mayores detalles sobre las implicancias de la ampliación de cobertura del llamado Bono de Invierno.

El Ministro de Hacienda, señor Arenas, explicó que el Bono de Invierno se otorga todos los años dentro de la Ley de Reajuste de Remuneraciones del Sector Público a ciertas personas que reciban una pensión inferior a $136.933. Indicó que lo que ocurre es que con el nuevo Sistema de Pensiones Solidarias del año 2008 se creó el Aporte Previsional Solidario que se entrega a los pensionados -con una etapa de transición que duró hasta el año 2012-, lo que implicó que a partir del año 2011 personas que eran beneficiarias del referido bono, comenzaron a quedar excluidas por efecto de recibir el monto del Aporte Previsional Solidario. Por ello, señaló, ahora se dispone expresamente que dicho aporte no se considerará para efectos del otorgamiento del referido bono.

El Honorable Senador señor García preguntó cómo se alcanza la cifra de 351.000 nuevos beneficiarios a raíz del cambio legal propuesto.

El Honorable Senador señor Montes acotó que existen problemas de personas excluidas del Bono de Invierno no sólo por el Aporte Previsional Solidario, sino también como consecuencia de recibirse el bono previsional por hijo nacido vivo.

 El Honorable Senador señor García observó que también conoce casos de personas que han perdido el Bono de Invierno por efecto de la Pensión Básica Solidaria.

El Honorable Senador señor Zaldívar manifestó  que al discutirse el bono otorgado en marzo del año 2013 por la ley N° 20.665, se le planteó al Gobierno anterior que por un lado se otorgaba el beneficio a personas con ingresos hasta por $1.370.000, y por otro se dejaba fuera a personas con pensiones bastante bajas que, además, en ese momento habían quedado fuera del beneficio conocido como Bono de Invierno.

El Honorable Senador señor Lagos destacó que al discutirse el referido beneficio de la ley N° 20.665 se le hizo presente al Gobierno de ese momento que no se estaba focalizando adecuadamente.

El Ministro de Hacienda, señor Arenas, explicó que la Reforma Previsional en nada reguló el llamado Bono de Invierno para ciertos pensionados, sino que es la ley que anualmente otorga el referido beneficio la que establece los requisitos para su obtención, incluyendo entre ellos el que el Aporte Previsional Solidario se contabiliza para efectos del monto máximo que da derecho al bono. Agregó que es esa ley, N° 20.717, la que se propone modificar.

Añadió que en el año 2009 el Gobierno indicó que la Reforma Previsional no debía significar un cambio en cobertura del Bono de Invierno y que debía estudiarse lo que ocurriría en el futuro.

 Asimismo, señaló que en ese mismo año 2009 los pensionados que podían recibir Aporte Previsional Solidario y Bono de Invierno eran aproximadamente 410.000, y en el año 2013 quienes se encontraban en la misma situación eran sólo 90.000. Agregó que para llegar a la cifra de 351.000 se debe considerar el flujo de nuevos beneficiarios para el año 2014.

Respecto del bono previsional por hijo, manifestó que existe un problema que implica la exclusión de beneficiarios del Bono de Invierno y van a estudiar una solución dentro del marco de modificaciones al Sistema de Pensiones. Agregó que lo mismo ocurrirá respecto de la situación mencionada de la Pensión Básica Solidaria y el Bono de Invierno. En ambos casos, el objetivo será que si no ha cambiado la situación socioeconómica de la persona se repondrán los beneficios perdidos.

El Honorable Senador señor Coloma expresó que después que se criticara mucho el uso del sistema de urgencias para la tramitación de proyectos de ley del anterior Gobierno, le llama la atención que el primer proyecto que se analiza de la actual Administración venga con urgencia calificada de “discusión inmediata”.

Asimismo, observó que este proyecto de ley responde a un compromiso de campaña de la actual Presidenta de la República, cuestión que fue muy criticada respecto de la misma situación ocurrida con el Ex Presidente Piñera y el bono otorgado en marzo del año 2010.

Acotó que si se pueden invertir $162.660 millones en esta medida legislativa significa que la situación económica del país no se encuentra tan deteriorada como lo han querido hacer ver las nuevas autoridades económicas.

Además, lamentó que se deje fuera de este beneficio a la llamada clase media emergente que sí se encontraba considerada en la ley N° 20.665 del año 2013.

Manifestó tener dudas de si al hacer permanente el bono no se estará cayendo en un asistencialismo que no es la mejor política para afrontar la pobreza.

Consultó cuál es la razón de que en el caso de las familias más pobres, pertenecientes a los subsistemas Chile Solidario y Seguridades y Oportunidades, se otorgue un sólo bono por grupo familiar, y en el resto de los casos cada causante de subsidio familiar o de asignación familiar da derecho a un aporte.

El Honorable Senador señor Montes señaló que se ha argumentado que con estas medidas se aumentaría la demanda agregada en momentos que se enfrenta una desaceleración económica.

Asimismo, manifestó tener dudas de si la gran desigualdad existente en el país –la mayor de entre los integrantes de la OCDE- se puede atacar de buena forma con este tipo de bonificaciones, cuando en realidad dicha desigualdad depende mucho más de variables estructurales, como las remuneraciones mínimas que se paguen.

Además, consultó cuál es el número total de aportes que se contempla pagar.

Consultó qué ocurrirá con la Ficha de Protección Social que en estos momentos se encuentra en una crisis terminal.

Del mismo modo, manifestó su inquietud por lo que ocurre con el Tesoro Público y los llamados Fondos de Libre Disponibilidad, dada la estrechez que están enfrentando la mayoría de los Servicios de la Administración.

La Ministra de Desarrollo Social, señora Villegas, expresó que en algunos aspectos se cambió el enfoque de las medidas y se incorporaron al Sistema de Protección Social al hacerlas permanentes. Agregó que una sociedad de oportunidades requiere umbrales mínimos garantizados para poder funcionar y poder avanzar hacia una sociedad de derechos.

Indicó que las familias pertenecientes al Subsistema Chile Solidario que reciben un solo aporte de $40.000, son 225.000 y de ellas no se consideran aquellas que reciben subsidio familiar y asignación familiar por estar ya contempladas en el inciso primero del artículo 1°.

Agregó que no existe restricción de edad para ser beneficiario del aporte y se extiende el período de pago hasta un total de 9 meses. Añadió que existen 105.000 familias pertenecientes a Chile Solidario que no se encuentran incluidos en el Subsistema Seguridades y Oportunidades por estar en una especie de transición.

El Honorable Senador señor Zaldívar observó que al hacer permanente el aporte no se cae en asistencialismo, precisamente lo contrario, al igual como ocurre con beneficios como la asignación familiar.

El Ministro de Hacienda, señor Arenas, expresó que se pagarán aproximadamente 3.500.000 aportes, lo que sumado a costos de administración explica el gasto fiscal indicado en el informe financiero.

Señaló que esta es una de varias medidas para enfrentar la desigualdad.

Asimismo, acotó que la mayor parte de las familias pertenecientes al Subsistema Chile Solidario estarán incluidas en la primera parte de la norma como beneficiarios de subsidio familiar o asignación familiar, por lo que sólo el remanente recibirá aporte como beneficiarios del referido subsistema.

El Honorable Senador señor García consultó si las personas con alguna discapacidad, mayores de edad, se encuentran incluidas en la iniciativa como beneficiarios.
La Ministra de Desarrollo Social, señora Villegas, indicó que al no incluirse un límite de edad para los beneficiarios contemplados en el artículo 1°, a diferencia de lo que se hacía en la ley N° 20.665, las personas discapacitadas mayores de 18 años serán beneficiarias del aporte familiar permanente.
El Honorable Senador señor García manifestó que dentro de los problemas que se deben estudiar del Sistema Previsional está que la persona que recibe bono por hijo pierde su derecho a cuota mortuoria.

El Ministro de Hacienda, señor Arenas, expresó que la situación mencionada se encuentra contemplada dentro del Programa de Gobierno.

A continuación, la Comisión escuchó a representantes del Instituto Libertad y Desarrollo, cuya Investigadora del Programa Social, señora Paulina Henoch, efectuó una presentación el siguiente tenor:

En relación al proyecto de ley resulta importante cuestionarse cuál debiera ser el real objetivo detrás de una política social que busca mejorar la calidad de vida de la población de menores recursos. Si bien, el mes de marzo es uno de los meses en que se presentan gastos elevados, este tipo de ayudas no sólo hace a las personas más dependientes del Estado, sino también las hace más vulnerables al tipo de política social que el gobierno de turno quiera implementar y no soluciona su situación de falta de ingresos. Por ello, es importante cuestionarse que herramientas se deben promover para la generación de recursos de forma autónoma y permanente de estas familias.

1. En qué consiste el bono.
Este beneficio consiste en una transferencia monetaria que se otorga todos los años por un total de $40.000. Se propone que este monto sea reajustado una vez al año por el Índice de Precios del Consumidor (IPC). Se entrega un bono a cada persona beneficiaria del subsidio familiar, de asignación familiar o de asignación maternal, siempre que sus ingresos sean iguales o inferiores a $501.978.

También se otorga un bono anual de igual monto, por cada familia acogida al Subsistema de Seguridades y Oportunidades (o bien conocido como Programa Ingreso Ético Familiar) o al  Subsistema Chile Solidario, siempre y cuando estos no sean beneficiados por los subsidios o asignaciones indicadas anteriormente.

A su vez, las personas que tuvieran los requisitos descritos y no lo recibieran, podrán reclamar ante el Instituto de Previsión Social (IPS). Los bonos otorgados y no cobrados caducan en 9 meses desde la emisión del pago. 

Dentro de este proyecto de ley también se modifica la cobertura del “Bono de Invierno 2014”, ya que aumenta la cobertura para aquellos pensionados que al descontar el “Aporte Previsional Solidario” quedan bajo el límite determinado que da derecho al bono de invierno.

2. Evolución creciente de los bonos extraordinarios.
Es importante recordar que los proyectos de ley que entregan bonos extraordinarios han ido en aumento durante los últimos años. A continuación se muestran todos los bonos extraordinarios anunciados que no eran parte de ningún programa social por los respectivos presidentes entre los años 2000 y 2014. Dentro de este tipo de transferencias están los “Bono Marzo” (4), “Bono Invierno” (3) e incluso uno denominado como “Bono Fiestas Patrias” entregado en el año 2005 en el Gobierno del Presidente Ricardo Lagos. (Ver Tabla N°1)

Tabla N°1: Resumen de Bonos entregados entre los años 2000 y 2014

[image: image2.emf]Presidente Fecha Nombre Ley

septiembre 2003Bono Extraordinario Ley Nº 19.905 

julio 2004

Bono Extraordinario y 

Beneficios Previsionales

Ley 19.953

julio 2005 Bono Extraordinario Ley 20.012

septiembre 2005Bono Fiestas Patrias Ley Nº 20.056 

julio 2006 Bono Extraordinario Ley 20.111

mayo 2008 Bono Especial Ley 20.262

julio 2008 Bono de Invierno Ley 20.326

marzo 2009 Bono Marzo Ley Nº 20.236

agosto 2009 Bono invierno Ley 20.360

marzo 2010 Bono Marzo Ley Nº 20.428

mayo 2010 Bono de Invierno  Ley N° 20.442

mayo 2011 Bono Bodas de Oro Ley 20.506

julio 2012 Bono Solidario de Alimentos Ley 20.605

marzo 2013 Bono Marzo Ley 20.665

Michelle 

Bachelet 2

marzo 2014

Bono Marzo Permanente + 

reposición Bono Invierno

PDL Boletín 9273-05

* Aun no ha sido aprobada y no hay PDL.

Ricardo Lagos

Michelle Bachelet

Sebastian Piñera


Fuente: Elaboración propia sobre la base de Historia de la Ley, Biblioteca del Congreso

La evolución del costo fiscal asociado a bonos ha ido aumentando. En el Gobierno del Presidente Ricardo Lagos fue de $105.368 millones de pesos; en el primer Gobierno de la Presidenta Michelle Bachelet $471.388 millones, lo que no es tan diferente a los recursos utilizados en el Gobierno del Presidente Sebastián Piñera por $431.461 millones. En el caso de los recursos contemplados sólo para este año del “Bono Marzo Permanente” es mayor a lo gastado en bonos extraordinarios en toda la Administración del Presidente Ricardo Lagos.
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Fuente: Elaboración propia sobre la base de Historia de la Ley, Biblioteca del Congreso.

3. Porque no nos gusta.
Existen varias razones por las cuales los bonos permanentes no se consideran adecuados para mejorar la calidad de vida de forma permanente de la población de menores recursos.

1.- Existen mejores formas de ayudar a las personas necesitadas. A pesar que durante los últimos gobiernos los bonos extraordinarios presentados han ido en aumento, este tipo de bonos no resuelven el problema de fondo de estas familias. 

De acuerdo al informe financiero del proyecto de ley de esta iniciativa, el costo de este bono sería de $162.660 millones de pesos o aproximadamente US$285 millones. A partir de esto, es importante mostrar que existen otras formas bastante más eficientes de gastar estos recursos y que pueden generar cambios permanentes en la capacidad de generar de ingresos de las personas. A modo de comparación, el Gobierno gasta US$300 millones al año en capacitación laboral, siendo esta una política mucho más efectiva para permitir mejorías de ingreso permanentes. La reforma de la ley de salas cunas, en un esquema de financiamiento estatal para los sectores de bajos ingresos también tendría un costo de US$200 millones y permitiría que las mujeres puedan acceder en mejores condiciones al mercado laboral. A su vez, este gasto permite financiar todo el gasto social asociado a la extrema pobreza, el programa Ingreso Ético Familiar cuesta aproximadamente US$260 millones sin considerar los bonos a la mujer trabajadora. 

2.- Incentivos incorrectos. Un bono permanente genera incentivos incorrectos, como se ha dicho, desde el punto de vista de superación de la pobreza, en el sentido de que sólo lo reciben quienes acrediten bajos ingresos, desincentivando el trabajo. Existen programas que sí resguardan este elemento, ya que uno de los fundamentos del programa Ingreso Ético Familiar es que se deben entregar herramientas y apoyo integral a las familias para que sean capaces de superarse por sus propios medios y así promover el empleo. Este tipo de trasferencias extraordinarios o permanentes, lesionan los incentivos de generar autónomamente sus recursos. 

3.- Rigidización de la política fiscal. Desde el punto de vista macroeconómico, si se entrara de lleno en un ciclo recesivo, podría resultar recomendable una política expansiva. Sin embargo, la economía es cíclica y a futuro podríamos  encontrarnos  en una situación de exceso de gasto y así, la entrega de este bono iría en sentido contrario a lo recomendable bajo dicho escenario. 

El problema entonces radica en que un bono permanente introduce aún más rigideces en la política fiscal, lo que le impide ser realmente efectiva y trabajar de manera acorde con la política monetaria que el Banco Central estime, cuando sea necesario. 

4.- Dependencia. Al entregarse un bono de forma permanente, este beneficio comenzará a ser considerado en las decisiones de consumo de dichas familias, pasando a ser así no sólo esperada, creándose una verdadera dependencia a esta política del Estado. A su vez, deja cierto grado de arbitrariedad al monto y población objetivo de esta transferencia.

Hace ya un tiempo se sigue el nivel de dependencia entendido como la relación entre los beneficios monetarios y no monetarios (salud y educación) sobre los recursos de las familias. Observamos que estas trasferencias no solo han aumentado en monto sino también en cobertura. Estimamos que para el caso del primer decil, en 1990, un 35% del ingreso familiar provenía de subsidios estatales. En tanto, en 2011, los subsidios constituyen un 66% del ingreso total.

Cuadro N° 1: Subsidios Monetarios y no monetarios sobre el ingreso total de las familias por decil de ingreso autónomo
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Fuente: Elaboración propia sobre la base de la encuesta Casen.

5.- Falta de evaluación. Los bonos extraordinarios por su defecto no tienen evaluación. Con esto, no es posible determinar si tuvo efectos, a diferencia de los recursos destinados a otros programas sociales que si poseen objetivos claros y resultados cuantificables.

4. Conclusión.
Si bien, el mes de marzo es uno de gastos elevados, al ser estos conocidos de forma anticipada, las personas pueden programarse. Tal como evidenciamos en este documento, un “Bono Marzo Permanente” no mejora la capacidad de generar ingresos de las familias y no soluciona el problema de fondo en que vive la población más vulnerable. 

Seguir con el tipo de políticas en que las familias dependan del Estado, simplemente es no creer en las capacidades que tienen las familias para salir adelante, y definitivamente generar dependencia no puede ser el objetivo correcto de la política social.

Sometido a votación en general el proyecto de ley, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar, resultando, en consecuencia, aprobada la idea de legislar.
El Honorable Senador señor Coloma expresó que, sin perjuicio de aprobar la iniciativa tanto en general como en particular, su bancada, luego de analizar los argumentos expuestos durante la sesión, podría solicitar votación separada de algunas disposiciones de la iniciativa legal.

---

DISCUSIÓN EN PARTICULAR

Artículo 1°
Su texto es el siguiente:

“Artículo 1º.- Concédese, por una vez cada año en el mes de marzo, un aporte familiar permanente a quienes al 31 de diciembre del año inmediatamente anterior a su otorgamiento sean beneficiarios del subsidio familiar establecido en la ley Nº 18.020; y a quienes, a dicha fecha, sean beneficiarios de asignación familiar o asignación maternal establecidas en el decreto con fuerza de ley Nº 150, de 1981, del Ministerio de Trabajo y Previsión Social, siempre que perciban dichas asignaciones por tener ingresos iguales o inferiores al límite máximo establecido en el artículo 1º de la ley Nº 18.987.

Asimismo, recibirá este aporte familiar permanente cada persona o familia que al 31 de diciembre del año anterior a su otorgamiento, sea usuaria del subsistema “Seguridades y Oportunidades”, creado por la ley N° 20.595, independientemente de si perciben a esa fecha transferencias monetarias por esta causa, y las familias que, a esa fecha, estén participando en el subsistema “Chile Solidario”, siempre que se trate de familias que no sean beneficiarias de alguno de los subsidios o asignaciones a que se refiere el inciso anterior.

El aporte familiar permanente será de $40.000.- por cada causante de subsidio familiar o de asignación familiar que el beneficiario tenga al 31 de diciembre del año anterior a su otorgamiento. En el caso del inciso segundo, dicho aporte ascenderá a $40.000.- por familia.

El referido aporte familiar no constituirá remuneración o renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no será imponible ni tributable y no estará afecto a descuento alguno.”.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.
Artículo 2°
Dispone lo que sigue:

“Artículo 2º.- Cada causante sólo dará derecho a un aporte familiar permanente, aun cuando el beneficiario estuviere acogido a diversos regímenes previsionales y desempeñare trabajos diferentes y aun cuando pudiere ser invocado en dicha calidad por más de un beneficiario. En este último evento, se preferirá siempre a la madre beneficiaria.

En las situaciones previstas en los incisos segundo y tercero del artículo 7° del decreto con fuerza de ley Nº 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, el beneficiario que perciba el aporte familiar a que se refiere el inciso primero del artículo anterior estará obligado, en un plazo máximo de treinta días contado desde que lo reciba, a entregarlo a quien al 31 de diciembre del año anterior se encuentre recibiendo el pago efectivo de las respectivas asignaciones. Igual obligación tendrá respecto de quien tenga derecho a alimentos decretados judicialmente a favor de los causantes de asignación familiar que den origen al aporte familiar a que se refiere el inciso primero del artículo 1º de esta ley.”.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.
Artículo 3°
Establece que el monto del aporte familiar permanente se reajustará el 1 de marzo de cada año, en el 100% de la variación que haya experimentado el Índice de Precios al Consumidor determinada por el Instituto Nacional de Estadísticas o el organismo que lo reemplace, entre el 1 de enero y el 31 de diciembre del año calendario anterior al pago del aporte familiar.

Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.
Artículo 4°
Es del siguiente tenor:

“Artículo 4º.- El aporte familiar establecido en esta ley será de cargo fiscal y su pago se efectuará por el Instituto de Previsión Social, en una sola cuota, durante el mes de marzo de cada año. 

Con todo, tratándose del personal de las instituciones públicas centralizadas y descentralizadas, con excepción de aquellas a que se refiere el inciso cuarto del artículo 32 del decreto con fuerza de ley Nº 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que en su calidad de empleadores participen en la administración del sistema de asignación familiar, el pago del aporte familiar permanente lo efectuarán directamente a su personal, o a quien corresponda, de conformidad con lo dispuesto por la Superintendencia de Seguridad Social. El pago se realizará conjuntamente con la remuneración correspondiente al mes de marzo de cada año, recuperando los montos involucrados a través del mismo procedimiento establecido en el artículo 32 del aludido decreto con fuerza de ley Nº 150, para el caso de las asignaciones familiares.”.

Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.
Artículo 5°
Dispone que la Superintendencia de Seguridad Social proporcionará al Instituto de Previsión Social las nóminas de los beneficiarios y sus causantes del subsidio familiar, de la asignación familiar y de la asignación maternal, que tengan derecho al aporte familiar permanente. A su vez, el Ministerio de Desarrollo Social remitirá al Instituto de Previsión Social las nóminas de beneficiarios del aporte familiar en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 1°.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.
Artículo 6°
Prescribe lo que sigue:

“Artículo 6º.- El Instituto de Previsión Social conocerá y resolverá los reclamos relacionados con las materias del aporte familiar permanente que establece esta ley, de conformidad con lo establecido en la ley Nº 19.880, que establece Bases de los Procedimientos Administrativos que rigen los Actos de los Órganos de la Administración del Estado, y de acuerdo a las normas que imparta la Superintendencia de Seguridad Social, sin perjuicio de las facultades de esta última.

Corresponderá a la Superintendencia de Seguridad Social la supervigilancia y fiscalización del otorgamiento y pago del aporte familiar permanente, en aquellos casos de su competencia. Tratándose de los beneficiarios a que se refiere el inciso segundo del artículo 1° de esta ley, estas facultades corresponderán al Ministerio de Desarrollo Social.”.

Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.
Artículo 7°
Es del siguiente tenor:

“Artículo 7º.- A quienes perciban indebidamente el aporte familiar permanente que establece esta ley, se les aplicarán las sanciones administrativas y penales que pudieren corresponderles.

Además, el infractor deberá restituir las sumas indebidamente percibidas, reajustadas de conformidad con la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor determinada por el Instituto Nacional de Estadísticas, o la institución que lo reemplace, entre el mes anterior a aquel en que se percibió y el que antecede a su restitución.”.

Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.
Artículo 8°
Establece que el plazo para reclamar por el no otorgamiento del aporte familiar permanente a que se refiere esta ley será de un año, contado desde el mes de abril del año en el cual corresponde pagar el beneficio. En tanto, el plazo para el cobro del precitado aporte familiar será de nueve meses contado desde la emisión del pago.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.
Artículo 9°
Sustituye el inciso final del artículo 20 de la ley N° 20.717 por el siguiente: “Para efectos de lo dispuesto en el presente artículo, no se considerará como parte de la respectiva pensión el monto que el pensionado perciba por concepto de aporte previsional solidario de vejez.”.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.
- - -
Disposiciones transitorias
Artículo primero
Dispone lo siguiente:
“Artículo primero.- El pago del aporte familiar permanente correspondiente al año 2014 se efectuará a más tardar a contar del día 1° del mes subsiguiente a la publicación de esta ley. Tratándose del personal a que se refiere el inciso segundo del artículo 4º de la presente ley, el pago se efectuará conjuntamente con las remuneraciones del mes respectivo. 

Durante el año 2014, el Instituto de Previsión Social podrá celebrar convenios directos con una o más entidades públicas o privadas que cuenten con una red de sucursales que garantice la cobertura nacional del pago del aporte familiar permanente.”.

Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.
Artículo segundo
Establece que el primer reajuste del monto del aporte familiar permanente se efectuará el 1 de marzo de 2015, según la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas entre los meses de abril y diciembre de 2014. 

Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.
Artículo tercero
Dispone que el gasto que represente la aplicación de esta ley durante el año 2014 se financiará con cargo a los recursos contemplados en la asignación 24-03-122 Provisión para Distribución Suplementaria del Tesoro Público de la ley de Presupuestos del Sector Público. En los años siguientes se financiará con cargo a los recursos que anualmente contemple la ley respectiva.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.
- - -

FINANCIAMIENTO

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 11 de marzo de 2014, señala, de manera textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes.
1. El proyecto de ley concede, por una vez cada año en el mes de marzo, un aporte familiar permanente a los beneficiarios de subsidio familiar establecido en la Ley N° 18.020 y a los beneficiarios de asignación familiar o asignación maternal del DFL N° 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que al 31 de diciembre del año anterior a su otorgamiento perciban el subsidio o las asignaciones ya mencionadas. El aporte familiar permanente será de $40.000 por cada causante que el beneficiario tenga a la fecha anteriormente señalada.

Igualmente, tendrán derecho al aporte familiar permanente cada persona o familia que al 31 de diciembre del año anterior a su otorgamiento, sea usuaria del Subsistema "Seguridades y Oportunidades" creado por la Ley N° 20.595, independientemente de si perciben a esa fecha transferencias monetarias por esta causa, y de las familias que, a esa fecha, estén participando en el Subsistema "Chile Solidario", siempre que se trate de familias que no sean beneficiarias de algunos de los subsidios o asignaciones señalados en el punto anterior. En este caso, el aporte familiar permanente ascenderá a $40.000 por familia.

2. Adicionalmente, en el proyecto de ley se reemplaza el inciso final del artículo 20 de la ley N° 20.717, de tal forma que el aporte previsional solidario de vejez no se considerará como parte de la respectiva pensión para determinar el límite máximo de pensión que da derecho al Bono de Invierno.
II Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

1. El proyecto de ley presenta un costo fiscal de $162.660 millones en 2014, de los cuales $144.365 millones corresponden al pago del aporte familiar permanente y $18.295 millones al pago de incremento de cobertura del Bono de Invierno.

2. El gasto que represente la aplicación de esta ley durante el año 2014, se financiará con cargo a los recursos contemplados en la asignación 24-03-122 "Provisión para Distribución Suplementaria" del Tesoro Público de la Ley de Presupuestos del Sector Público. En los años siguientes se financiará con cargo a los recursos que anualmente contemple la Ley de Presupuestos.”.

En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación en general y en particular de la iniciativa legal en trámite, en los mismos términos en que fue despachado por la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es del siguiente tenor:
PROYECTO DE LEY
“Título I

Del Aporte Familiar Permanente de Marzo

Artículo 1º.- Concédese, por una vez cada año en el mes de marzo, un aporte familiar permanente a quienes al 31 de diciembre del año inmediatamente anterior a su otorgamiento sean beneficiarios del subsidio familiar establecido en la ley Nº 18.020; y a quienes, a dicha fecha, sean beneficiarios de asignación familiar o asignación maternal establecidas en el decreto con fuerza de ley Nº 150, de 1981, del Ministerio de Trabajo y Previsión Social, siempre que perciban dichas asignaciones por tener ingresos iguales o inferiores al límite máximo establecido en el artículo 1º de la ley Nº 18.987.

Asimismo, recibirá este aporte familiar permanente cada persona o familia que al 31 de diciembre del año anterior a su otorgamiento, sea usuaria del subsistema “Seguridades y Oportunidades”, creado por la ley N° 20.595, independientemente de si perciben a esa fecha transferencias monetarias por esta causa, y las familias que, a esa fecha, estén participando en el subsistema “Chile Solidario”, siempre que se trate de familias que no sean beneficiarias de alguno de los subsidios o asignaciones a que se refiere el inciso anterior.

El aporte familiar permanente será de $40.000.- por cada causante de subsidio familiar o de asignación familiar que el beneficiario tenga al 31 de diciembre del año anterior a su otorgamiento. En el caso del inciso segundo, dicho aporte ascenderá a $40.000.- por familia.

El referido aporte familiar no constituirá remuneración o renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no será imponible ni tributable y no estará afecto a descuento alguno.

Artículo 2º.- Cada causante sólo dará derecho a un aporte familiar permanente, aun cuando el beneficiario estuviere acogido a diversos regímenes previsionales y desempeñare trabajos diferentes y aun cuando pudiere ser invocado en dicha calidad por más de un beneficiario. En este último evento, se preferirá siempre a la madre beneficiaria.

En las situaciones previstas en los incisos segundo y tercero del artículo 7° del decreto con fuerza de ley Nº 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, el beneficiario que perciba el aporte familiar a que se refiere el inciso primero del artículo anterior estará obligado, en un plazo máximo de treinta días contado desde que lo reciba, a entregarlo a quien al 31 de diciembre del año anterior se encuentre recibiendo el pago efectivo de las respectivas asignaciones. Igual obligación tendrá respecto de quien tenga derecho a alimentos decretados judicialmente a favor de los causantes de asignación familiar que den origen al aporte familiar a que se refiere el inciso primero del artículo 1º de esta ley.

Artículo 3º.- El monto del aporte familiar permanente se reajustará el 1 de marzo de cada año, en el 100% de la variación que haya experimentado el Índice de Precios al Consumidor determinada por el Instituto Nacional de Estadísticas o el organismo que lo reemplace, entre el 1 de enero y el 31 de diciembre del año calendario anterior al pago del aporte familiar a que se refiere esta ley.

Artículo 4º.- El aporte familiar establecido en esta ley será de cargo fiscal y su pago se efectuará por el Instituto de Previsión Social, en una sola cuota, durante el mes de marzo de cada año. 

Con todo, tratándose del personal de las instituciones públicas centralizadas y descentralizadas, con excepción de aquellas a que se refiere el inciso cuarto del artículo 32 del decreto con fuerza de ley Nº 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que en su calidad de empleadores participen en la administración del sistema de asignación familiar, el pago del aporte familiar permanente lo efectuarán directamente a su personal, o a quien corresponda, de conformidad con lo dispuesto por la Superintendencia de Seguridad Social. El pago se realizará conjuntamente con la remuneración correspondiente al mes de marzo de cada año, recuperando los montos involucrados a través del mismo procedimiento establecido en el artículo 32 del aludido decreto con fuerza de ley Nº 150, para el caso de las asignaciones familiares.

Artículo 5º.- La Superintendencia de Seguridad Social proporcionará al Instituto de Previsión Social las nóminas de los beneficiarios y sus causantes del subsidio familiar establecido en la ley N° 18.020, de la asignación familiar y de la asignación maternal establecidas en el decreto con fuerza de ley Nº 150, de 1981, del Ministerio de Trabajo y Previsión Social, que tengan derecho al aporte familiar permanente. A su vez, el Ministerio de Desarrollo Social remitirá al Instituto de Previsión Social las nóminas de beneficiarios del aporte familiar en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 1°.

Artículo 6º.- El Instituto de Previsión Social conocerá y resolverá los reclamos relacionados con las materias del aporte familiar permanente que establece esta ley, de conformidad con lo establecido en la ley Nº 19.880, que establece Bases de los Procedimientos Administrativos que rigen los Actos de los Órganos de la Administración del Estado, y de acuerdo a las normas que imparta la Superintendencia de Seguridad Social, sin perjuicio de las facultades de esta última.

Corresponderá a la Superintendencia de Seguridad Social la supervigilancia y fiscalización del otorgamiento y pago del aporte familiar permanente, en aquellos casos de su competencia. Tratándose de los beneficiarios a que se refiere el inciso segundo del artículo 1° de esta ley, estas facultades corresponderán al Ministerio de Desarrollo Social. 

Artículo 7º.- A quienes perciban indebidamente el aporte familiar permanente que establece esta ley, se les aplicarán las sanciones administrativas y penales que pudieren corresponderles.

Además, el infractor deberá restituir las sumas indebidamente percibidas, reajustadas de conformidad con la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor determinada por el Instituto Nacional de Estadísticas, o la institución que lo reemplace, entre el mes anterior a aquel en que se percibió y el que antecede a su restitución.
Artículo 8º.- El plazo para reclamar por el no otorgamiento del aporte familiar permanente a que se refiere esta ley será de un año, contado desde el mes de abril del año en el cual corresponde pagar el beneficio.

En tanto, el plazo para el cobro del precitado aporte familiar será de nueve meses contado desde la emisión del pago.

Título II

Del Bono de Invierno

Artículo 9º.- Sustitúyese el inciso final del artículo 20 de la ley N° 20.717 por el siguiente: “Para efectos de lo dispuesto en el presente artículo, no se considerará como parte de la respectiva pensión el monto que el pensionado perciba por concepto de aporte previsional solidario de vejez.”.

Disposiciones transitorias

Artículo primero.- 
El pago del aporte familiar permanente correspondiente al año 2014 se efectuará a más tardar a contar del día 1° del mes subsiguiente a la publicación de esta ley. Tratándose del personal a que se refiere el inciso segundo del artículo 4º de la presente ley, el pago se efectuará conjuntamente con las remuneraciones del mes respectivo. 

Durante el año 2014, el Instituto de Previsión Social podrá celebrar convenios directos con una o más entidades públicas o privadas que cuenten con una red de sucursales que garantice la cobertura nacional del pago del aporte familiar permanente.

Artículo segundo.- El primer reajuste del monto del aporte familiar permanente se efectuará el 1 de marzo de 2015, según la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas entre los meses de abril y diciembre de 2014. 

Artículo tercero.- 
El gasto que represente la aplicación de esta ley durante el año 2014 se financiará con cargo a los recursos contemplados en la asignación 24-03-122 Provisión para Distribución Suplementaria del Tesoro Público de la ley de Presupuestos del Sector Público. En los años siguientes se financiará con cargo a los recursos que anualmente contemple la ley de Presupuestos.”.
- - -

Acordado en sesión celebrada el día 19 de marzo de 2014, con asistencia de los Honorables Senadores señores Ricardo Lagos Weber (Presidente), Juan Antonio Coloma Correa, José García Ruminot, Carlos Montes Cisternas y Andrés Zaldívar Larraín.

Sala de la Comisión, a 19 de marzo de 2014.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE REGULA ENTREVISTAS GRABADAS EN VIDEO Y OTRAS MEDIDAS DE RESGUARDO A MENORES DE EDAD VÍCTIMAS DE DELITOS SEXUALES

(9245-07)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informaros respecto del proyecto de ley indicado en la suma, iniciado en Mensaje de su Excelencia el señor Presidente de la República.


A las sesiones en que la Comisión trató esta iniciativa concurrieron, por el Ministerio de Justicia, el Subsecretario (S) de dicha Secretaría de Estado, señor Sebastián Valenzuela, y la abogada asesora señora Bárbara Sanhueza.





En representación del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, asistieron los abogados señor Eduardo Ramírez y señora María Paz Rute y el asesor señor Cristóbal Pérez.



Por el Ministerio Público, participaron el Fiscal Nacional, señor Sabas Chahuán; la Directora de la Unidad Especializada de Delitos Sexuales y Violencia Intrafamiliar, señora Patricia Muñoz, y el Director de la Unidad de Comunicaciones, señor Christian Fuenzalida.



En representación de la Defensoría Penal Pública concurrieron la Jefa Nacional de Estudios de esa institución, señora Francisca Werth, y el abogado de la misma unidad, señor Francisco Geisse.



Por la Fundación Amparo y Justicia, asistieron su Presidente, señor Ramón Suárez, y el abogado señor Maurizio Sovino.



Especialmente invitada, asistió la abogada y académica señora María Elena Santibáñez.



Igualmente, concurrieron la asesora del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, señora Paz Anastasiadis; la asesora de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, señora Catalina Rizo, y el asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Francisco Montero.


En representación de la Biblioteca del Congreso Nacional, participó el abogado señor Juan Pablo Cavada.

OBJETIVO DEL PROYECTO


La iniciativa en estudio tiene como propósito central mejorar la forma en que un menor de edad que ha sido víctima de un delito sexual se relaciona con el sistema procesal penal, de manera de minimizar la victimización secundaria que puede afectarle y dar un más efectivo resguardo a sus derechos. Para este objetivo, se establece que dicho menor no declarará en los juicios orales, sino que será interrogado únicamente en dos oportunidades que serán previas al juicio, en entrevistas que serán grabadas en vídeo y realizadas por un entrevistador especializado. La primera de dichas entrevistas se hará ante el fiscal, en cuanto se presente la respectiva denuncia, y la segunda se llevará a cabo bajo la forma de una audiencia de prueba anticipada, que será conducida por el juez de garantía.

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Cabe hacer presente que el artículo 15 contenido en el Artículo Primero del proyecto debe aprobarse como norma de carácter orgánico constitucional, por incidir en lo dispuesto por el artículo 24 de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado. En consecuencia, para su aprobación requiere del voto favorable de los cuatro séptimos de los señores Senadores en ejercicio, según lo prescribe el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política.

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes antecedentes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


Están relacionados con el proyecto en análisis los siguientes cuerpos normativos:


1) Constitución Política de la República, particularmente los numerales 1°, 3° y 4° de su artículo 19.


2) Código Procesal Penal, fundamentalmente sus artículos 191 bis, 280 y 320.


3) Ley N° 19.968, que creó los Tribunales de Familia, especialmente su artículo 41.

4) Convención de Naciones Unidas sobre los Derechos del Niño, de 1989, incorporada a nuestra normativa interna mediante decreto supremo N° 830, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 27 de septiembre de 1990.

II.- ANTECEDENTES DE HECHO

El Mensaje


El Mensaje con que se dio inicio a la tramitación de este proyecto de ley, da a conocer, en primer término, un conjunto de antecedentes que le sirven de fundamento.
Expresa que pocos atentados en contra de la integridad física y psíquica de una persona producen un efecto tan dañino y psíquicamente perturbador como aquél que sufre una víctima de un delito sexual. Agrega que si la víctima es, además, un menor de edad, el sufrimiento, la confusión y el daño que provocan los ataques de esta naturaleza se multiplican varias veces, habida cuenta de la fragilidad física y la inmadurez psicológica que caracteriza al ser humano en dicha etapa de su vida. Todo el desarrollo de una dimensión tan íntima y sensible como lo es la sexualidad, se ve violentamente trastocado por una experiencia traumática, inhumana y profundamente humillante. Para un menor de edad, la agresión sexual se presenta con una fuerza desestabilizadora inconmensurable, involucrando aspectos afectivos, conductuales y relacionales altamente confusos, que no sabe cómo juzgar y ante los cuales no tiene las herramientas para responder adecuadamente.
En consecuencia -aunque dependiendo de la entidad de la agresión, la etapa evolutiva del menor de edad y las circunstancias particulares del mismo o de la agresión- los delitos sexuales suelen dejar una profunda y dolorosa huella en el desarrollo emocional, conductual, físico, social y cognitivo de las personas, en muchos casos, de difícil reparación.




Indica que, habida cuenta de lo anterior, no ha de extrañar que el abuso sexual contra niños y niñas haya sido considerado por la opinión pública nacional como el delito más grave que puede afectar a una persona (Encuesta Nacional de Opinión Pública UDP 2005, en Maffioletti y Huerta, 2011). Contribuyen al agravamiento de la conmoción pública, el número y profusión de formas con que estos delitos se verifican, lo cual a veces se imputa a un cierto grado de sensacionalismo por parte de la prensa. Sin embargo, lejos de tratarse de casos aislados explotados por los medios de comunicación, la presencia real de los abusos sexuales cometidos contra menores de edad excede en mucho los cálculos más aventurados. En efecto, en el extranjero, donde el problema ha sido objeto de variados estudios, se ha determinado su abrumadora prevalencia en las más diversas regiones del mundo, estimándose que, sólo en el contexto occidental, una de cada tres niñas y uno de cada siete niños sufren de abusos sexuales antes de cumplir los dieciocho años (Montoya et al, 2004; en UNICEF-UDP, 2006).




El Primer Mandatario señala que a lo anterior debe agregarse que las consecuencias de la experiencia primaria de victimización muchas veces se ven agravadas por el efecto nocivo de las reacciones inadecuadas del entorno a la situación de la víctima. Este fenómeno ha sido denominado “victimización secundaria” y consiste en el sufrimiento que experimenta la víctima en su paso por las diferentes instancias del sistema procesal penal y por las reacciones de su entorno social, lo cual ha sido reconocido como uno de los efectos más nocivos de la victimización por las Naciones Unidas (1999). En concreto, la victimización secundaria se manifiesta en la toma repetida de declaraciones, en el sometimiento a múltiples peritajes, en la duda sobre la veracidad del relato de niños, niñas y adolescentes, en la falta de información, en la hostilidad de algunos funcionarios y en las inadecuadas instalaciones en que debe declarar, entre otros. Todo lo anterior profundiza en la víctima menor de edad una sensación de indefensión y vulnerabilidad, a la vez que los reiterados interrogatorios y cuestionamientos le impiden superar la experiencia traumática, obstaculizando su reparación psicosocial.




Manifiesta que tal es la inadecuación de nuestro actual procedimiento penal para las posibilidades de sanación de los menores de edad víctimas de delitos sexuales, que no son pocos los que, en casos particulares, recomiendan no iniciar un proceso penal por este tipo de delitos, a fin de evitar un daño psicológico que puede llegar a ser incluso más perturbador que la experiencia originaria de abuso.





Prosigue explicando que a lo expuesto debe añadirse una consideración adicional, cual es la dificultad probatoria que caracteriza la investigación penal en los casos de delitos sexuales, que viene determinada por las características propias del fenómeno: víctimas menores de edad, falta de prueba material, ausencia de testigos, contexto intrafamiliar y encubrimiento del delito por parte de los parientes. Esta situación pone a los niños, niñas y adolescentes en una posición extremadamente compleja, en tanto que el sistema requiere de ellos información detallada sobre la experiencia de abuso, situación que en muchos casos se contrapone con sus necesidades de reparación y sus posibilidades psicológicas de hacer frente a la experiencia vivida. En lo que respecta a este último aspecto, subraya que a las usualmente ya reducidas capacidades de un menor de edad de articular un relato coherente, debe agregarse el estado de confusión que normalmente le sobreviene luego de que ha sido víctima de un abuso sexual. En consecuencia, no es raro que el testimonio infantil en estos casos tienda a ser precario en términos del lenguaje utilizado, de la lógica argumentativa y la cantidad de detalles que lo componen.





Puntualiza que la legislación chilena vigente sobre la materia no contempla disposiciones tendientes a aminorar la victimización secundaria de los menores de edad que sufren abusos sexuales, con la sola excepción del artículo 191 bis del Código Procesal Penal. Dicha disposición permite la toma de declaración anticipada de víctimas de delitos sexuales que sean menores de edad y puede resultar de mucha utilidad en determinadas situaciones. Sin embargo, el enfrentamiento de este menor con el proceso penal es un fenómeno que posee aristas, particularidades y complejidades que exceden en mucho el beneficio que el señalado precepto es capaz de reportar, por lo que éste resulta del todo insuficiente para proporcionar una protección íntegra de los derechos y la integridad psíquica y social de la víctima durante su intervención en el procedimiento penal.




Sostiene que, desde un punto de vista jurídico, la situación descrita importa que el interés del menor está supeditado a los objetivos generales de la investigación y del proceso penal, en abierta infracción al principio del interés superior del niño o niña. En efecto, con excepción de lo señalado por el artículo 191 del Código Procesal Penal, la legislación omite abordar la problemática situación en que se encuentran los menores de edad que han sido víctimas de delitos sexuales, los cuales deben conformar a las normas generales su actuación como intervinientes en el proceso. Pero estas normas no contemplan la hipótesis de que el proceso pueda convertirse, por sí mismo, en una experiencia lesiva para los derechos de niños, niñas o adolescentes que se encuentran en un estado de severa fragilidad psicológica por las razones descritas. En otras palabras, operan bajo el supuesto de que los intervinientes cuentan con herramientas psicológicas, sociales y emocionales suficientes como para desenvolverse adecuadamente en las distintas etapas del proceso.




Afirma que el resultado de esta situación es una vulneración directa por parte de la institucionalidad estatal del derecho a la integridad psíquica de los menores de edad y de su derecho a la intimidad, protegidos por los numerales primero y cuarto del artículo 19 de la Constitución Política, respectivamente. Si, además, el menor de edad no puede prestar su declaración, como lamentablemente ocurre a veces en estos procesos, porque se le imponen para ello condiciones intimidantes -como la presencia de demasiadas personas al momento de declarar o incluso del propio imputado por abusos sexuales- o se lo somete a interrogatorios que buscan poner a prueba sus dichos, generando en él temor y confusión, entonces se vulnera también el derecho del menor de edad a ser oído, infringiendo el número tercero del artículo 19 de la Carta Fundamental.





El Mensaje explica, a continuación, los objetivos del proyecto.





Señala que, por las razones ya aducidas, el Gobierno estima imprescindible la elaboración de modificaciones normativas tendientes a consagrar un abordaje adecuado de la problemática por parte de la institucionalidad, con miras a minimizar la victimización secundaria y dar un mayor y efectivo resguardo a los derechos de las víctimas de delitos sexuales que sean menores de dieciocho años. Por ello, el Ministerio del Interior y Seguridad Pública junto a Fundación Amparo y Justicia, convocaron una mesa de trabajo interinstitucional que operó entre 2011 y 2012 y que contó con la participación de representantes del Ministerio Público, del Poder Judicial, del Poder Legislativo, de asesores del “Proyecto U-REDES Infancia y Justicia” de las Facultades de Ciencias Sociales y de Derecho de la Universidad de Chile, y de importantes asesores externos, nacionales y extranjeros, con vastos conocimientos y experiencia en la materia. Asimismo, como antecedente de suma relevancia al trabajo de esta mesa, destaca los resultados de la encuesta “Percepción de los Procesos de Investigación y Judicialización en los Casos de Agresiones Sexuales Infantiles”, encargada en 2008 por Fundación Amparo y Justicia y el Ministerio Público al Centro de Medición de la Pontificia Universidad Católica de Chile (MIDE UC), así como también la realización de diversos seminarios sobre la materia.




Informa que este trabajo conjunto culminó en el documento “Informe Ejecutivo Entrevistas Videograbadas de la Mesa de Trabajo Interinstitucional 2011-2012” y en dos estudios denominados “Anteproyecto de Ley y Fundamentación Técnica” y “Diseño de Implementación y Estudio de Costos para un Sistema de Entrevistas Videograbadas para niños, niñas y adolescentes víctimas de delitos sexuales”.





Expone, enseguida, que el presente proyecto de ley comparte el diagnóstico y los objetivos de dichas propuestas y que fue elaborado sobre la base de las mismas. En suma, lo que se busca es reducir el impacto negativo que importa el proceso penal para un menor de edad víctima de delitos sexuales, adecuando las normas que lo rigen a sus especiales circunstancias.





Sostiene, a continuación, que para cumplir adecuadamente con dichos objetivos, es necesario tomar en consideración la situación jurídica de los niños, niñas y adolescentes que se encuentran sometidos a un proceso penal, desde una doble perspectiva. Por una parte, individualmente considerados, los menores de edad gozan de ciertos derechos propios de su condición de tales, así como también en cuanto a que son víctimas de un delito. Pero, por otra, un reconocimiento del estatuto jurídico particular que asiste a los menores de edad víctimas de abusos sexuales no puede sino producir un efecto en el proceso penal sistemáticamente considerado, atendido el rol de intervinientes que las víctimas cumplen dentro de él. Ambos aspectos fueron tomados en cuenta al momento de formular esta iniciativa legislativa.





Refiriéndose a los derechos de las víctimas, expresa que la situación de los niños, niñas y adolescentes víctimas de delitos sexuales exige una mirada doble respecto de las condiciones en que se encuentran. Por una parte, debe subrayarse la condición de cualquier persona que, en cuanto víctima, requiere del reconocimiento de las consecuencias negativas que el delito tiene sobre ella y su entorno, así como también de los derechos que le corresponden. Tales derechos se encuentran consagrados en la Constitución, las leyes y los tratados internacionales ratificados por nuestro país, se refieren a diversas materias y son comunes a todas las personas que han sido víctimas de delito. En lo que aquí interesa, uno de los derechos más importantes que asisten a las víctimas es su prerrogativa de actuar como intervinientes en el proceso penal, tal y como lo consagra el artículo 12 del Código Procesal Penal.





Complementariamente, manifiesta que la condición de los niños como sujetos de derecho quedó consagrada a partir de la Convención Internacional de los Derechos del Niño (CDN), la que constituye el marco normativo internacional para los temas de infancia. Su artículo 3.1 indica que una consideración primordial a la que atenderán las instituciones públicas o privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades administrativas o los órganos legislativos en todas las medidas concernientes a los menores de edad, será el interés superior del niño.





Añade que, sin embargo, la realidad judicial e investigativa del proceso penal chileno vigente en materia de delitos sexuales produce victimización secundaria, lo que representa una vulneración directa al derecho a la integridad psicológica, al derecho a la salud, al derecho a la intimidad y al derecho a ser oído de los niños, niñas y adolescentes víctimas de delitos sexuales, garantizados por la Carta Fundamental y por diversos tratados internacionales. Se produce, además, una grave infracción al principio del interés superior del niño. En consecuencia, se torna necesario modificar la situación, estableciendo normas especiales que regulen la participación de estos menores de edad en el proceso penal en cuanto intervinientes del mismo, de manera que sus derechos fundamentales no se vean vulnerados.




Enseguida, el Mensaje aborda los fundamentos jurídicos de la restricción a las declaraciones de niños, niñas y adolescentes víctimas de delitos sexuales.




Sobre el particular, dice que, habida cuenta de lo anteriormente expuesto, hace falta que nuestro diseño procedimental en materia de persecución penal se vea permeado por consideraciones respecto de las cuales, hasta ahora, se había hecho caso omiso. Todos estos aspectos -la etapa evolutiva del menor de edad, sus circunstancias personales y emocionales, cognitivas, físicas, idiomáticas, étnicas, culturales y de género, tal como lo señala el artículo 2 del proyecto- debieran ser tomados en consideración por el procedimiento penal sobre la base de un principio interpretativo fundamental, cual es el interés superior del niño. Pero, naturalmente, el sometimiento a este principio importa una cierta desviación respecto de los objetivos generales del proceso penal, por lo que hace falta llevar a cabo un esfuerzo de articulación con los mismos, así como también con los principios, derechos, reglas y prácticas que lo rigen.





Informa que, en concreto, la implementación de un Sistema de Entrevistas Videograbadas que limite el número de veces que un menor de edad víctima puede ser entrevistado en el marco de la investigación penal supone una limitación de las herramientas de persecución penal o de defensa de imputados, entre ellas la oralidad, la inmediación y la publicidad. Dicha situación debe obedecer a fuertes argumentos de orden jurídico, dentro de los cuales la protección del interés superior del niño resulta especialmente relevante. Tal interés, en la forma establecida en la Convención de Derechos del Niño y en otros instrumentos ratificados por Chile, es considerado preeminente y tiene la suficiente entidad como para constituir, hasta cierto punto, una limitación a tales principios del derecho procesal penal. Sin embargo, ello no puede traducirse en una restricción arbitraria y total de los derechos procesales de los intervinientes o de la facultad de investigación del Ministerio Público, sino en el establecimiento de ciertas condiciones y limitaciones a la actuación de jueces y fiscales que permitirán otorgar una protección razonable a los menores de edad que sean víctimas de delitos sexuales.





Se sostiene que, por ello, se establecen medidas de resguardo para asegurar los derechos de todas las partes, vale decir, tanto del menor de edad como de los demás intervinientes. A modo de ejemplo, junto a la limitación del número de entrevistas a que puede someterse a un menor de edad que ha sido víctima de este tipo de delitos, se añaden exigencias respecto de que la persona que las realice esté debidamente entrenada y capacitada, además de la obligatoriedad de contar con espacios e infraestructura adecuada. De esta manera, se protege la integridad psíquica del menor de edad, a la vez que se garantiza la imparcialidad de la entrevista y se le ofrecen al niño las condiciones necesarias para que su declaración pueda realizarse sin la presencia de elementos intimidantes, entregando la mayor cantidad posible de información útil al proceso. Asimismo, de acuerdo a la normativa contemplada en este proyecto de ley, los intervinientes podrán presenciar la entrevista y comunicarse con el menor a través del entrevistador, con lo cual se articulan adecuadamente los fines del proceso con las necesidades de reparación y las posibilidades afectivas y cognitivas del menor afectado por un delito sexual.





A continuación, el Mensaje explica el contenido del proyecto.





Como se señala en el artículo 1°, la iniciativa tiene por objetivo establecer las medidas especiales de protección que deberán observarse respecto de los menores de edad que sean presuntas víctimas de delitos de carácter sexual, con el objetivo de prevenir su victimización secundaria.





En razón de lo anterior, se contemplan importantes reformas de naturaleza procedimental, modificándose la manera en que el sistema procesal penal toma contacto con los niños, niñas y adolescentes afectados por este tipo de delitos, tanto en la etapa investigativa como en la de juicio. Como regla general, el artículo 2° señala que en toda intervención que deba realizar el menor de edad se tendrá en consideración la etapa evolutiva en que se encuentra, así como también sus circunstancias personales, emocionales, cognitivas, físicas, idiomáticas, étnicas, culturales y de género, de manera que toda acción o interacción con él se adecue a estas circunstancias. Luego, se indica como objetivo general, que deberá procurarse que el menor de edad no reitere su declaración sobre los hechos constitutivos del o los delitos perpetrados en su contra.




De esta manera, se regula la actuación del menor de edad en sus diversas instancias a través del proceso, desde los primeros contactos con la institucionalidad hasta el momento en que presta sus declaraciones. Estas declaraciones se podrán entregar en un máximo de dos entrevistas, una en la instancia investigativa y otra en la instancia de juicio.





Respecto de ambas, se dispone que deberán ser realizadas por un entrevistador en salas acondicionadas al efecto. Se hace referencia también a la implementación de las salas donde se llevarán a cabo las entrevistas y a los requisitos tecnológicos del registro audiovisual. Adicionalmente, se prescribe que el contenido de las entrevistas será reservado, regulándose quiénes pueden acceder a éste y sancionando la vulneración de la reserva.





Por otra parte, se hace presente que esta iniciativa, junto con limitar el número de entrevistas a que puede someterse a un niño, busca introducir una herramienta de investigación criminal adecuada a las especiales condiciones en que se encuentran las víctimas de delitos sexuales menores de edad. Ello se establecerá en un reglamento dictado en conjunto entre los Ministerios del Interior y Seguridad Pública y de Hacienda, que definirá la forma y los estándares de acuerdo a los cuales se llevarán a cabo estas entrevistas. Con ello, se busca acabar con la improvisación y la disparidad de criterios utilizados hasta el momento para interrogar a los menores por los distintos actores que toman contacto con ellos a lo largo del proceso. En cambio, el proyecto propone que las declaraciones sean recibidas por un entrevistador -en lo posible, el mismo durante las etapas de investigación y de juicio- que cumplirá con el perfil y los requisitos definidos por el reglamento como los más adecuados para llevar a cabo la entrevista, de acuerdo con la metodología investigativa que en definitiva se determine aplicar.





En lo que se refiere a las primeras decisiones que tomará la autoridad al momento de tomar contacto con un menor de edad que presuntamente ha sufrido un delito sexual, el proyecto dispone que el Ministerio Público establecerá las medidas y protocolos que sean necesarios para regular la recepción de la denuncia, procurando impedir que las personas que la reciban soliciten la declaración de la víctima sobre los hechos constitutivos de la misma, entre otras.





Respecto de la primera entrevista videograbada, el Fiscal deberá instruir la realización de la misma dentro de un plazo de 72 horas desde que ha tomado conocimiento de la existencia de un hecho presumiblemente constitutivo de delito, salvo que concurra respecto del menor de edad un impedimento grave y manifiesto, en cuyo caso este lapso comenzará a correr cuando haya cesado dicho impedimento.





La declaración será recibida por una vez, mediante una entrevista investigativa videograbada dirigida por el fiscal del Ministerio Público que está a cargo de la investigación. El fiscal podrá efectuar interrogaciones a través del entrevistador, supeditado al medio en que aquel lleve la entrevista, siempre que ello no implique una comunicación directa con el menor de edad.  La entrevista será registrada íntegramente, transcrita y adjuntada a la investigación. Además, se contemplan normas sobre suspensión de la misma. Por otra parte, se dispone que el fiscal puede prescindir de la declaración del menor de edad, si lo estima conveniente. Asimismo, para evitar la reiteración innecesaria de la declaración, podrá solicitar la entrega de registros audiovisuales y otros antecedentes de que dispongan los Tribunales de Familia, que digan relación con los mismos hechos. Sobre este particular, se introduce una modificación en el mismo sentido en la Ley de Tribunales de Familia, para evitar allí la reiteración de declaraciones realizadas en sede penal.





Por otra parte, en lo que respecta a la etapa judicial, se establece que no podrá citarse al menor de edad a declarar en el juicio oral. En cambio, se establece una entrevista judicial videograbada, que deberá ser solicitada al juez por el fiscal, por el abogado querellante que represente a la víctima o por el curador ad litem del menor tan pronto como se haya formalizado la investigación o, en caso de no ser habido el imputado, una vez declarada su rebeldía. La declaración se recibirá en el plazo más breve posible y constituirá prueba anticipada.




El juez fijará para ello una audiencia, citando a todos quienes tuvieren derecho a asistir al juicio oral, aplicándose normas afines a aquellas fijadas respecto de la entrevista investigativa, tendientes a prevenir su victimización secundaria, relativas a las personas que pueden tomar contacto con el menor de edad, los requerimientos tecnológicos y las normas sobre continuidad y suspensión de la audiencia. En todo caso, se privilegiará el uso de las mismas instalaciones utilizadas para la realización de la primera entrevista.





En último término, se encomienda al Ministerio del Interior y Seguridad Pública, a través de la Subsecretaría de Prevención del Delito, la tarea de coordinar la intervención de los organismos públicos y privados encargados de dar cumplimiento a las disposiciones de esta ley, con el objetivo de darle una correcta aplicación. Para ello, se contemplan facultades precisas de coordinación, las cuales deben entenderse, por supuesto, sin perjuicio de la facultad exclusiva del Ministerio Público de dirigir la investigación, de conformidad a lo dispuesto por el artículo 83 de la Constitución Política de la República.
- - -

DEBATE DE LA COMISIÓN


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, dio inicio al debate en general del proyecto, anunciando que, dada la naturaleza del mismo, resultaba de particular interés escuchar al Ejecutivo y, luego, conocer la opinión de representantes de algunas instituciones vinculadas a la materia y de distintos académicos especialistas.


Ofreció la palabra, en primer término, al señor Sebastián Valenzuela, Subsecretario (S) del Ministerio de Justicia.


El señor Valenzuela agradeció la oportunidad de exponer ante la Comisión los fundamentos de la iniciativa en análisis, señalando que ella es fruto del trabajo conjunto de distintos actores relacionados con esta importante materia, que canalizaron su esfuerzo en diversas mesas de trabajo y seminarios. Destacó que en esta tarea colectiva tuvo especial protagonismo la Fundación Amparo y Justicia.


Indicó que los delitos de abuso sexual son atentados particularmente graves a la integridad física y síquica de una persona, añadiendo que cuando el ofendido es un menor de edad, los efectos nocivos asociados a la victimización primaria y secundaria se multiplican, lo que complica aún más la reparación psicosocial. Manifestó que, en este contexto, la participación del Estado puede ser criticada tanto por la omisión de una reacción oportuna, cuanto por el efecto victimizador secundario respecto del menor ofendido que produce esa reacción cuando tiene lugar a través del proceso penal.


Connotó que en caso de iniciarse una investigación por este tipo de ilícitos, el sistema procesal penal opera contribuyendo a la victimización secundaria por medio de la toma reiterada de declaraciones de la víctima ante la policía, los fiscales y en sede judicial, las que se desarrollan en un contexto que no está preparado para ello. Añadió que la información que se obtiene por medio de estas múltiples declaraciones da lugar, a su vez, a nuevos peritajes médicos y psicológicos para determinar la veracidad del relato, lo que, a la postre, banaliza los derechos de los menores afectados y los sacrifica en favor de la lógica confrontacional del proceso criminal.


Expresó que, naturalmente, el panorama antes señalado dificulta la reparación psicosocial del menor agredido.


Continuó señalando que los delitos sexuales perpetrados contra menores de edad ofrecen dificultades probatorias objetivas. En efecto, las víctimas no se dan a entender con claridad y los respectivos hechos a menudo tienen lugar en contextos donde no hay prueba material ni testigos. Generalmente, añadió, ocurren en un ambiente intrafamiliar que gatilla la lógica del encubrimiento.


Indicó que esta situación de menoscabo a la víctima también inhibe la presentación de denuncias, lo que, a la larga, también violenta el derecho de los niños a ser escuchados.


Señaló que, en la actualidad, la única herramienta legal es la diligencia de prueba anticipada que establece el artículo 191 bis del Código Procesal Penal, la cual es una norma útil pero insuficiente, pues sólo anticipa la declaración judicial y no regula la situación en la etapa de investigación.


Para subsanar lo anterior, explicó que el proyecto que se presenta a consideración de la Comisión tiene por objetivo establecer las medidas especiales de protección que deberán observarse respecto de los menores de edad que sean presuntas víctimas de delitos carácter sexual, de manera de prevenir su victimización secundaria.


Manifestó que ello implica contemplar en la ley un protocolo sobre el funcionamiento de la institucionalidad procesal desde el momento en que se denuncian hechos delictivos de naturaleza sexual que afecten a menores de edad, hasta la oportunidad en que tienen lugar las declaraciones del agredido en el proceso penal.


Expuso que la regulación de esas declaraciones siempre deberá tener en cuenta la etapa evolutiva y las circunstancias personales del perjudicado y que ellas serán llevadas a cabo por un profesional entrenado en la materia, acreditado ante la Subsecretaría de Prevención del Delito del Ministerio del Interior y Seguridad Pública. Estas entrevistas estarán limitadas a un máximo de dos; una durante la etapa investigativa del procedimiento y otra durante la fase judicial, y su contenido siempre será reservado, estableciéndose sanciones para cuando se rompa ese secreto.


Manifestó que el proyecto considera que la autoridad que tome el primer contacto con un menor de edad que presuntamente ha sufrido un delito sexual deberá establecer las medidas y protocolos que sean necesarios para regular la recepción de la denuncia, procurando impedir que las personas que la reciban soliciten la declaración de la víctima sobre los hechos constitutivos de la misma.


Indicó que recibida la denuncia, tendrá lugar la primera entrevista investigativa videograbada del menor, que podrá realizarse dentro de las 72 horas siguientes desde que se ha recibido la respectiva constancia, salvo que concurra un impedimento grave y manifiesto que afecte al entrevistado. Explicó que esta entrevista será llevada a cabo por un especialista, quien tendrá a su cargo de forma exclusiva toda la interacción con el niño. La entrevista será registrada íntegramente, transcrita y adjuntada a la carpeta investigativa y quedará a disposición del tribunal de familia para los procedimientos que se sigan en esa instancia a causa de los mismos hechos, de modo de evitar que la declaración del menor se reitere.


Respecto de la etapa del juicio, señaló que el proyecto prescribe que el menor víctima de un ataque sexual no podrá ser citado a declarar a un juicio oral. En reemplazo de esta diligencia probatoria, se establece una entrevista judicial, también videograbada, que procederá a solicitud del fiscal, del abogado querellante que represente a la víctima o del curador ad litem de menor de edad perjudicado, tan pronto como se haya formalizado la investigación o, en caso de no ser habido el imputado, una vez declarada su rebeldía. Este testimonio se recibirá en el plazo más breve posible y constituirá prueba anticipada para todos los efectos legales.


Además de la regulación de las entrevistas videograbadas, la iniciativa contempla el apoyo a las víctimas menores de edad, a cargo de la Subsecretaría de Prevención del Delito del Ministerio del Interior y Seguridad Pública.


Explicó que esa labor se encomienda a funcionarios de esa repartición, que deberán intervenir dentro de un plazo de 24 horas desde que se ha recibido una denuncia o ha comenzado una investigación por delitos sexuales cometidos contra menores de edad, con el fin de acoger y contener a la víctima y a su familia, procurando evitar su victimización secundaria. Dichos funcionarios tendrán tareas de orientación, acompañamiento y asesoría en las distintas etapas de la investigación y juicio, informando a las víctimas y a sus familiares sobre sus derechos y denunciando a la autoridad competente las eventuales infracciones que se produzcan a lo largo del procedimiento de entrevistas.


Destacó, finalmente, que la mencionada Subsecretaría también tendrá a su cargo la coordinación del esfuerzo de otros organismos del Estado en la materia, sin perjuicio de la facultad exclusiva que la Constitución confiere al Ministerio Público para dirigir la investigación.


A continuación, hizo uso de la palabra el Presidente de la Fundación Amparo y Justicia, el abogado señor Ramón Suárez.


El señor Suárez agradeció la invitación cursada por la Comisión para intervenir en este debate e inició su participación informando que la labor de la institución que encabeza se inició hace 16 años, con la representación de los deudos en juicios criminales originados por violaciones con resultado de muerte contra menores de edad. Explicó que, por ello, a lo largo de los años la Fundación ha tenido la oportunidad de ser testigo de primera mano de las condiciones agraviantes en las que los menores vejados sexualmente prestan declaración ante los estrados judiciales.


Manifestó que, en la actualidad, un niño ultrajado debe repetir su declaración entre cuatro y siete veces en el mismo proceso, ante personas distintas que no siempre cuentan con una preparación especial para acogerla. Sobre el particular, hizo notar que el hecho de tomar declaraciones a un niño, niña o adolescente que ha sido violentado sexualmente es una diligencia particularmente delicada.


Indicó que esta situación ha llevado a la institución que encabeza a asumir la representación de los mismos en querellas por esta causa, tarea en la cual han observado cómo, de forma lenta y paulatina, han ido mejorando los estándares de manejo de los menores agredidos por parte de los intervinientes en el proceso penal. Con todo, puntualizó que este avance se advierte más bien en la Región Metropolitana, pues en el resto del país la situación es muy diferente.


Expresó que el gran problema que presenta el cumplimiento de las normas procesales vigentes sobre las sucesivas y reiteradas declaraciones que se prestan en el proceso, es que se genera para los menores la plausible sensación de que nadie les cree pues en su calidad de víctimas son considerados testigos y, como tales, el sistema propende a obtener de ellos -sin otras consideraciones- la mayor cantidad de información posible, lo que a veces les genera más daño que el propio delito de que han sido víctimas. Observó que el ordenamiento procesal chileno confiere a los imputados el derecho a guardar silencio durante todo el proceso, pero no otorga igual prerrogativa a las víctimas del mismo, las que pueden ser compelidas para prestar testimonio.


Señaló que es muy importante limitar el número máximo de declaraciones que pueden requerirse al menor víctima del abuso y establecer que todo el procedimiento quede en manos de un especialista, de forma tal que por su intermedio se realice la interrogación y la contrainterrogación. Expresó que este sistema ya se utiliza en otros países, añadiendo que éste, en definitiva, permite encapsular la declaración para utilizarla en el juicio oral posterior o como material de trabajo para efectuar otros peritajes.


Explicó que si el procedimiento es bien llevado, la veracidad del relato resulta menos cuestionable, con lo cual a la larga aumentan las nuevas denuncias porque habrá un menor temor a la victimización secundaria.


Informó, en último término, que el proyecto que ahora se discute no considera una idea previa de la Fundación que dirige, que consiste en añadir al equipo entrevistador un profesional que encargado de la contención del menor.


Aun así, consideró que la iniciativa que ha presentado el Gobierno representa un paso importantísimo en esta área.


Finalmente, como un aporte para la discusión en particular del proyecto, puso a disposición de la Comisión el texto preparado por la Fundación Amparo y Justicia denominado “Sistema de Entrevistas Videograbadas para Niños, Niñas y Adolescentes Víctimas de Delitos Sexuales, Diseño de Implementación y Estudio de Costos”, de octubre de 2012. Del mismo modo, hizo entrega de un conjunto de observaciones al proyecto en estudio.


A continuación, la Comisión escuchó a la abogada y Profesora de Derecho Penal y de Derecho Procesal Penal, señora María Elena Santibañez.


La mencionada académica agradeció la invitación a participar en la discusión del proyecto e informó que se desempeñó como Directora de la Unidad de Delitos Sexuales y Violentos de la Fiscalía Nacional del Ministerio Público y que, en la actualidad, es profesora y litigante habitual en este tipo de ilícitos.


Como primera consideración, expresó que el inicio de la tramitación parlamentaria de un proyecto que trate las materias en estudio constituye un ideal largamente esperado por parte de quienes se dedican al área de la criminalidad.


Enseguida, antes de analizar las características, bondades y observaciones del proyecto, consideró necesario recordar las características propias de estos delitos que deben tomarse en consideración a la hora de discutir un proyecto como éste. En efecto, dijo, estos delitos se cometen en un porcentaje cercano al 75% en contra de menores de edad y por sujetos conocidos de la víctima; además, en un porcentaje bastante alto, superior al 60%, no se encuentran rastros físicos en la víctima, lo que hace que la declaración del menor constituya una de las pruebas más importantes para determinar la comisión del delito.


Indicó que lo primero que hay que tener en cuenta es que la declaración del niño debe ser tomada en el tiempo más cercano a la denuncia y en la menor cantidad de oportunidades posible. Basó los fundamentos de esa afirmación anterior, entre otras consideraciones, en las siguientes:

1. Ventajas de una declaración temprana para la prueba.

a. Debe recordarse, advirtió, que el tiempo para los menores es distinto al de los adultos; así, por ejemplo, un año para un menor de 6 años constituye probablemente la tercera parte de su vida desde que tiene recuerdos, de manera que es muchísimo ese lapso es más largo que para un adulto.  Así las cosas, si a un adulto se le dificulta recordar lo que le ocurrió hace un año, mucho más le cuesta al menor.


b. Una declaración más temprana, por lo mismo, permite que el menor recuerde mejor. Lo anterior sin perjuicio de que detalles posteriores que recuerde del suceso puedan ser incorporados a través de una nueva declaración, por ejemplo, la judicial o por medio de la declaración de otros testigos.


c. Una declaración más temprana permite obtener un relato más espontáneo del menor, evitando que dicha narración pueda contaminarse por presiones o por el hecho de declarar muchas veces lo mismo. En estos casos, generalmente el relato tiende a transformarse en una declaración casi automatizada, con empleo de palabras que no parecen pertenecer a su vocabulario y que mellan la credibilidad del mismo.


d. También se evita que tenga lugar un fenómeno propio de estos delitos asociado a contextos intrafamiliares, en que la cónyuge del agresor u otros familiares cercanos a la víctima comienzan a presionarla para que se retracte de su declaración, tomando en consideración que el sujeto se encuentra privado de libertad y se ha visto mermada la economía familiar, lo que lleva, en definitiva, a la retractación de la víctima.  Esta situación, que es muy frecuente en la práctica, sin duda profundiza el daño psicológico del menor víctima.

2. Ventajas para el menor.

En esta materia, destacó las siguientes:


a. Disminuye la victimización secundaria del niño.


b. Permite sacarlo rápidamente del proceso penal para que pueda seguir con su vida e iniciar su proceso reparatorio.


c. Está comprobado que mientras más rápido salga el menor de edad del proceso penal, el daño asociado al evento abusivo disminuye, pues permite trabajar antes en su reparación psicológica.


d. Cada vez que el menor cuenta lo sucedido a una persona distinta, representa una nueva agresión para él.


Expuso que, tomando en consideración las ventajas de una declaración temprana, resulta necesario analizar la forma en que debe llevarse a cabo. Recordó que, para estos efectos, el proyecto propone dos instancias de declaración del menor, la investigativa y la judicial. Al respecto, consideró necesario señalar que a lo menos la declaración judicial propuesta es muy similar a la institución que hoy día existe y que está recogida en el artículo 191 bis del Código Procesal Penal: se trata de la declaración anticipada de menores de edad víctimas de delitos sexuales en salas especialmente acondicionadas al efecto.


Opinó que esta alternativa para la declaración de menores resulta sumamente útil y trae ventajas considerables tanto para el menor como para el proceso mismo. Informó que personalmente la había utilizado en varias oportunidades con excelentes resultados desde los puntos de vista señalados.  Explicó que la declaración se toma por el juez de garantía y se utiliza generalmente circuito cerrado de televisión, todos los intervinientes pueden formular preguntas al menor a través del juez y, en su caso personal, al menos ha utilizado perro de compañía para los menores, amaestrados para el efecto, lo que hace menos traumatizante para el niño esta instancia del proceso penal. Indicó que, por otra parte, la reproducción del video en el juicio permite apreciar mejor y más calmadamente la declaración prestada por el menor, lo que trae consigo necesariamente un mejor análisis de la misma por parte de los intervinientes, que por lo demás ya han tenido acceso a la misma tanto al momento de prestarse, en que generalmente están todos muy nerviosos cuidando de minimizar la situación para el menor, como con posterioridad, porque tienen copia del video.


Aseveró que pese a las ventajas indudables que trae consigo la utilización del artículo 191 bis, se aplica muy poco por diversas consideraciones como las siguientes:


1. La norma no es obligatoria, de manera que deja la posibilidad de que el menor vuelva a ser llevado a declarar a juicio, lo que revierte todas las ventajas que se tuvieron en vista al crear esta institución.


2. Muchas veces los fiscales prefieren llevar a los niños a juicio para que los jueces los vean personalmente, dada la emocionalidad que ello conlleva y considerando, además, lo señalado en el numeral anterior.


3. Tomando en cuenta que los equipos audiovisuales deben ser llevados por el Ministerio Público, pues los tribunales no cuentan con ellos, muchas veces la calidad de la reproducción de la videograbación no es buena, no se ve o no se escucha.  Este riesgo también se toma en cuenta a la hora de decidir si se hace uso de la prueba anticipada o si se lleva al menor a juicio.


De manera que, pese a ser una excelente herramienta, se utiliza muy poco.


Expresó, luego, que pese a sus bondades, hay una debilidad en esta forma de tomar declaración a los menores. Se trata de la falta de especialización de los jueces, específicamente en las características propias del desarrollo del menor y la forma de tomar su testimonio, lo que parece natural considerando que es una experticia que pocas personas poseen. Señaló que, por lo mismo, muchas veces se ponen nerviosos y no saben cómo formular sus preguntas. En algunas oportunidades, incluso han hecho ver en sus sentencias que no se siga llevando a los menores a declarar a juicio, entre otras cosas, por el incalculable daño que ello les trae aparejado
.


Afirmó que la consideración anterior debe llamar la atención acerca de la necesidad de que quienes tomen declaración a los menores cuenten con cierta experticia y preparación para este efecto, aspecto del cual se hace cargo el proyecto de ley.


De este modo, desde el punto de vista de que la declaración de los niños sea pronta y se preste en la menor cantidad de oportunidades posible, así como de la necesidad de que ella se preste en salas acondicionadas, se videograbe y sea tomada por sujetos que cuenten con preparación en toma de entrevistas, quienes sólo deberán actuar como interlocutores de los intervinientes, le parece excelente la idea de legislar en esta materia. En el mismo sentido, destacó que lo más importante es que es que el menor no sea llevado a juicio y que no deba volver a prestar declaración en los casos en que el juicio se repita, sino que se trabaje sobre la base de las declaraciones ya prestadas.


Manifestó que un cambio como el que se propone redunda, sin lugar a dudas, sólo en beneficios y en mayor protección para el menor de edad, lo que permite dar cumplimiento asimismo a los principios inspiradores de la Convención sobre Derechos del Niño, suscrita por nuestro país.


Asimismo, estimó de importancia señalar que esta forma de declaración supone un riesgo para la persecución penal de estos delitos, lo que debe asumirse pues no se trata de justicia a cualquier costo, sin importar instrumentalizar para ello a los menores hasta límites insoportables. Afirmó que, a veces, el afán de persecución penal tendrá que ceder en miras del bienestar del niño.


Señalada su adhesión al proyecto, pasó a formular algunas observaciones sobre el mismo, que podrán considerarse durante su tramitación:


1. El experto entrevistador debe regularse muy bien, tanto en cuanto a su experticia, que actualmente tienen pocas personas, como en cuanto a su dependencia orgánica. Sobre el particular y para efectos de una mayor imparcialidad, sostuvo que a lo menos en el caso de la entrevista judicial, que es la más importante porque será la que servirá luego de prueba, ella debiese ser tomada por entrevistadores expertos pertenecientes al Poder Judicial. Señaló que pensaba en una figura similar a la del consejero técnico en familia, pero que desempeñe el rol de entrevistador o interlocutor experto con el menor.


2. En cuanto a los delitos en que se aplicaría la entrevista, echó de menos al menos dos que quedarían fuera de la enumeración que efectúa el artículo primero del proyecto y en los que eventualmente pueden tener que escucharse declaraciones de víctimas. Se trata de la comercialización y el almacenamiento de material pornográfico infantil, contenidos en el artículo 374 bis del Código Penal.


3. Se establecen ciertas obligaciones para distintos sujetos que pueden tener contacto con el menor en el sentido de evitar tomarle declaración. En esta materia, recomendó establecer sanciones frente a la infracción.  Asimismo, consideró conveniente hacer alusión también a los medios de comunicación social, estableciendo obligaciones y sanciones en los casos de divulgación de identidades o de contenidos de las declaraciones de los menores, lo que constituye una forma de victimización terciaria de los mismos.


4. Indicó, también, que el proyecto señala que el peritaje de credibilidad del relato se efectuará sobre la base del registro audiovisual de la entrevista del menor.  Sin perjuicio de que comparte este ideal, dijo que lo cierto es que probablemente, atendidas las características de este peritaje, ello no sea posible de realizar sino contando con declaraciones muy largas de los menores, lo que puede acarrear una mayor victimización de los mismos, que es precisamente lo que se quiere evitar.


5. Finalmente, señaló que la distinción entre menores de 14 y mayores de esa edad es absolutamente coherente con la decisión efectuada por el propio legislador penal, fijando en esa edad la posibilidad de consentir en materia sexual y entregando una protección total a quienes no han alcanzado ese límite etario. Añadió que, sin embargo, el propio legislador ha establecido una excepción en el artículo 4º de la ley sobre responsabilidad penal adolescente, que también debería ser considerada en este caso; es decir, si se trata de un menor cercano a esa edad que a juicio del especialista que lo esté tratando según sea el caso, esté en condiciones de prestar declaración en juicio y contando por supuesto con el consentimiento del menor, debe considerarse esta posibilidad.


A continuación, el Honorable Senador Larraín, don Carlos, manifestó que esta iniciativa centra su empeño en la protección del niño agredido y que sólo en segundo lugar pretende satisfacer las demandas de justicia, lo que, en todo caso, no puede hacerse a costa de los derechos de los perjudicados.


Observó que la fórmula que se propone para alcanzar ese loable propósito está altamente estructurada, lo que puede ser contraproducente, porque un empeño desmedido por formalizar en extremo el procedimiento de toma de declaraciones puede ir en contra de la espontaneidad y la veracidad y producir, en definitiva, victimización secundaria.


El Honorable Senador Larraín, don Hernán, expresó que el proyecto avanza en la solución de un asunto que requiere de una especial atención, porque la forma como en la actualidad se obtienen las declaraciones de los menores de edad vejados sexualmente obliga al Parlamento a tomar cartas y a adoptar decisiones procedimentales que cautelen el interés superior de los mismos.


Manifestó que un punto problemático en la entrevista que se hace a los niños es la manipulación de sus declaraciones en que puede incurrirse. Observó que si hay una limitación predeterminada al número de entrevistas, puede que no se logre recoger la verdad de lo sucedido. Indicó que en este tipo de juicios, muchas veces el punto en discusión es el relato de la víctima. Sostuvo que, por ello, es necesario actuar con el mayor de los cuidados, de manera de establecer un procedimiento que evite tanto las manipulaciones como los cuestionamientos.


Por su parte, el Honorable Senador señor Espina manifestó que los abogados señora Santibañez y señor Suárez han sido muy elocuentes en cuanto a demostrar la importancia del tema en estudio y la necesidad de legislar a su respecto.


Recordó que durante años tuvo la oportunidad de encabezar una fundación dedicada a la protección y a la representación judicial de víctimas de delitos violentos y que la experiencia acumulada al desarrollar ese cometido, le indica que hay tres elementos en juego en esta materia, que son:


1) La necesidad de establecer en la ley procedimientos que faciliten la obtención de prueba incriminatoria e impidan cualquier tipo de distorsiones y manipulaciones;


2) La conveniencia de resguardar los derechos del imputado, en atención a que la experiencia indica que una acusación infundada en este tipo de delitos acarrea consecuencias catastróficas para la vida personal futura del afectado.


3) Finalmente, la pertinencia de asegurar en todo momento los derechos de los niños, de modo de evitar su victimización secundaria.


Expresó que la legislación que en definitiva surja de este estudio, no debe adoptarse a la luz de ningún caso concreto en particular, sino con un carácter de criterio permanente.


A continuación, hizo uso de la palabra la asesora del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, señora María Paz Rute.


Expresó que el formato de entrevista videograbada que propone el proyecto representa una experiencia internacional validada, en la cual la participación de un especialista que conduzca tal diligencia ofrece aún mayores garantías para el resguardo de los derechos del menor.


Manifestó que en la opinión pública ha ido instalándose la idea de que los niños mienten, lo que debería desestimarse, siempre que ello no signifique adoptar un sistema que permita obtener información a toda costa sin considerar los derechos de los menores.


Señaló que la entrevista es, esencialmente, una técnica de indagación criminal y que, por ello, tiene pleno sentido que esté en manos de las instituciones que se abocan a la persecución criminal. Observó, finalmente, que hoy en día la institucionalidad establece que la protección de las víctimas está a cargo del fiscal, esquema no toma en cuenta que en los casos en estudio existe un interés preponderante involucrado.


Por su parte, la Profesora señora Santibáñez aseveró que los niños mienten y pueden ser manipulados en la misma proporción que las demás víctimas y testigos que participan en un proceso penal. Explicó que, de cualquier forma, los casos concretos en que eso sucede son una parte muy minoritaria del total de los procesos penales que se llevan a cabo por este tipo de ilícitos desde que se inició el nuevo sistema procesal.


Puso de manifiesto que este proyecto mejora la situación de los menores víctimas de los referidos ilícitos y tiene en consideración que mientras más veces declara un niño, más manipulable se va tornando, pues cuando es sometido de forma reiterada a este procedimiento termina entregando una declaración mecánica que es menos creíble, aunque los hechos relatados sean efectivos.


Indicó que la iniciativa también se abre a la posibilidad de que no haya declaración alguna por parte del menor, situación en la cual el caso tendrá que afirmarse en otros medios de prueba. Explicó que lo anterior se debe a que el foco principal del proyecto se orienta a la protección del menor, la que de ningún modo puede sacrificarse por el interés de realizar una persecución penal a toda costa.


Añadió que el esquema que se plantea en el proyecto es también beneficioso para la defensa, pues una declaración temprana de la víctima es más vívida y ofrece una posibilidad menor de haberse contaminado.


A continuación, hizo uso de la palabra el Defensor señor Francisco Geisse, quien, a nombre de la Defensoría Penal Pública, agradeció la oportunidad de participar en este análisis y puntualizó que en este tipo de procedimientos están también en juego las garantías constitucionales del imputado, como es el derecho a contradecir la prueba de cargo en todas las etapas del procedimiento y la facultad de tener acceso directo e irrestricto a las pruebas en su contra.


El abogado señor Suárez explicó que la jurisprudencia de los tribunales europeos de Derechos Humanos ha considerado que los derechos del imputado están resguardados si en estos casos existe la posibilidad de contrainterrogar a la víctima por medio del entrevistador.


En la sesión siguiente, la Comisión continuó la discusión en general de la iniciativa conociendo el parecer del Ministerio Público y de la Defensoría Penal Pública.


En representación del Ministerio Público, hizo uso de la palabra el Fiscal Nacional señor Sabás Chahuán.


El señor Chahuán agradeció la oportunidad de concurrir a este debate e inició su presentación señalando que el proyecto avanza en un tema que motiva una gran preocupación a la institución que dirige. Señaló que, como criterio general, hace suya la necesidad de limitar al máximo la victimización secundaria de los menores de edad, añadiendo que el Ministerio Público, al igual que el resto de los órganos del Estado, está obligado constitucionalmente a cumplir de manera integral la Convención sobre los Derechos del Niño.


Observó que, sin embargo, el proyecto introduce algunas normas que podrían leerse como una limitación a la autonomía constitucional del Ministerio Público en cuanto a determinar diligencias investigativas respecto de hechos que revistan el carácter de delito.


Ello ocurriría, por ejemplo, con aquella relativa al caso de prefijar la manera como se interroga a un menor agredido o las veces que esa diligencia puede ser realizada. Añadió que esta regulación también entra en conflicto abierto con algunas normas vigentes del Código Procesal Penal, como los artículos 292 y siguientes y 310, que facultan al juez que preside el tribunal para dirigir el debate y formular preguntas al menor víctima de un abuso.


Expresó, asimismo, que el proyecto no considera ciertas figuras delictivas que se cometen contra los niños y que requieren que se oiga su declaración, como es el caso de los delitos de pornografía infantil, de la nueva figura de maltrato de menores y de la violencia intrafamiliar.


Añadió que también es compleja la dependencia institucional que el proyecto propone respecto de la persona que llevará a cabo las entrevistas, pues es del todo inconveniente que ese funcionario -que realiza una diligencia investigativa en el contexto del proceso penal- dependa del Ministerio del Interior y Seguridad Pública y no del Ministerio Público, que, por expreso mandato constitucional, es el órgano prosecutor.


Recordó, en último término, que hay otros proyectos en trámite ante la Cámara de Diputados que regulan esta materia, sosteniendo que, en consecuencia, sería conveniente verificar la posibilidad de refundirlos con esta iniciativa de manera que el Congreso Nacional realice un único proceso modificatorio sobre este asunto.


Anunció que, a continuación, la señora Patricia Muñoz, Directora de la Unidad Especializada de Delitos Sexuales y Violencia Intrafamiliar de la Fiscalía Nacional del Ministerio Público, complementaría su exposición, formulando algunas observaciones adicionales.


La señora Muñoz destacó el interés que ofrece el tema en estudio, por cuanto responde a aquello a lo cual el Estado como tal debe comprometerse, en cumplimiento de las exigencias derivadas de la ya aludida Convención de Naciones Unidas sobre los Derechos del Niño.


Manifestó que, sin embargo, la iniciativa en análisis debe abordarse dedicando una mirada más trascendente hacia los menores vulnerados. En este sentido, expresó que algunas de las normas propuestas entrarían en contradicción con regulaciones sectoriales vigentes que son muy útiles para los procesos de reparación.


En primer lugar, hizo notar que la letra a) del artículo 3º propuesto impediría recibir la declaración de los menores denunciantes, sin considerar que, en la actualidad, se prevé que el médico de turno de los establecimientos asistenciales que reciben de urgencia a los menores agredidos tiene que efectuar una anamnesis –esto es, obtener del paciente el relato de lo sucedido-, como medida esencial para determinar los pasos clínicos a seguir. Añadió que si la respectiva información configura un hecho con características delictivas, el facultativo tiene la obligación de hacer la correspondiente denuncia.


Indicó, enseguida, que el párrafo 2º del título I, relativo a la entrevista investigativa videograbada, prescribe que ésta debe hacerse dentro de las 72 horas siguientes a la recepción de la denuncia, agregando que ese plazo sólo puede relativizarse si se configura un impedimento grave o manifiesto. En este aspecto, observó que no se define lo que constituiría un impedimento grave o manifiesto y si ello abarcaría también las situaciones en las que la única razón para atrasar la declaración del menor es una estrategia de intervención reparatoria. Sobre todo, resaltó, no se establece lo que pasaría con la declaración que se toma después de transcurrido ese lapso. Añadió que la Convención sobre los Derechos del Niño otorga a los menores de edad el derecho a ser oídos, prerrogativa que podría tener lugar en más de una declaración. No obstante, en ese caso el proyecto expresamente incorpora una prohibición que implica limitar de forma indebida aquel derecho, que, en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 5º del Texto Constitucional, tiene carácter de garantía fundamental.


Respecto de la figura del entrevistador contemplada en el artículo 5º del proyecto, sostuvo que podría dar lugar a problemas constitucionales mayores, pues la regulación reglamentaria referida a este funcionario pasaría por encima de la Constitución y de la ley en materia de dirección de la investigación y, desde una perspectiva material, dejaría a un lado la infraestructura material y funcionaria que la fiscalía ha desarrollado en este ámbito a través de la Unidad de Apoyo a las Víctimas y Testigos.


Observó, enseguida, que el artículo 6º del texto en estudio considera que todo peritaje sobre la credibilidad del relato del menor debe hacerse a partir únicamente de la información proveniente de la videograbación de la declaración, lo que cierra la puerta a todas las demás fuentes de datos para estas pericias, como son las entrevistas a terceros. Sostuvo que este sesgo metodológico no tiene ninguna razón de ser.


En relación al artículo 7º, que impide que el menor pueda ser citado al tribunal, comentó que esa norma puede suponer una nueva limitación injustificada al derecho del niño a ser oído por las instancias estatales, lo que es particularmente grave en los casos en que éste desea prestar testimonio. Indicó que, en ciertos casos, el hecho de entregar un testimonio en sede judicial cumple también una función terapéutica. Por otra parte, indicó que esta disposición no toma en consideración que para los jueces de un tribunal oral en lo penal es muy importante escuchar directamente a la víctima. Recordó que a lo menos uno de ellos ha implementado una sala especialmente acondicionada en el edificio de los tribunales en Santiago para recibir durante el juicio las declaraciones de menores víctimas de vejámenes sexuales. Destacó que, sin embargo, el proyecto consigna que la declaración judicial será tomada en dependencias del Ministerio Público, lo que no es aconsejable.


Como última observación, planteó que la iniciativa limitaría las medidas especiales de resguardo a la declaración que presta un menor víctima de una agresión sexual, sin dar cabida alguna al caso del niño que ha sido testigo de ese ilícito y que debe, en esa calidad, prestar declaración tanto en el procedimiento investigativo como en el proceso penal posterior.


A continuación, en representación de la Defensoría Penal Pública, hizo uso de la palabra la señora Francisca Werth, Jefa Nacional de Estudios de dicha institución.


La señora Werth hizo presente que hay muchos puntos del proyecto en análisis en que la institución que representa coincide con la visión del Ministerio Público, aun cuando la función de la Defensoría es contrapuesta a los intereses de las víctimas. Manifestó que, pese a ello, existe un interés general por cautelar los derechos de los niños y por atender en su globalidad a este grupo etario, sea que se encuentren en el rol de víctimas o en el de imputados. En ambos casos, afirmó, es necesario limitar la victimización secundaria.


Enseguida, presentó a la Comisión los siguientes planteamientos:





1) La participación de menores en el procedimiento -como víctimas/testigos o imputados- debe ser considerado como un tema prioritario desde la perspectiva del funcionamiento del sistema de justicia en general y, en particular, en el procedimiento penal. El proyecto en comento es una iniciativa valiosa, que pone el problema en la carpeta de debate en búsqueda de soluciones, al igual que la moción parlamentaria “que modifica la ley N° 19.968, de Tribunales de Familia y el Código Procesal Penal respecto de la declaración videograbada de menores” (Boletín N° 7.538-07), actualmente en su primer trámite constitucional, para informe de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia de la Cámara de Diputados. Ambas iniciativas pretenden evitar o aminorar la victimización secundaria de las supuestas víctimas menores de edad, evitando la reiteración de declaraciones y también su comparecencia al juicio oral.




2) La experiencia de la defensa penal pública indica que muchos de los problemas y críticas que se formulan al funcionamiento del sistema tienen que ver con su operatividad práctica más que con problemas estrictamente normativos. Lograr acuerdos entre las distintas instituciones que intervienen en los procesos de declaración de los menores, garantizando los derechos de cada uno de los intervinientes, es lo que a su juicio va a permitir efectivamente modificar las actuales prácticas. Sin ellos, de poco servirá una nueva normativa, como lo ha demostrado la escasa aplicación del artículo 191 bis del Código Procesal Penal, sobre la anticipación de la prueba de los menores de edad. Expresó que con lo anterior, no se quiere decir que no sea necesario legislar sobre la materia, pero ello debe hacerse sin olvidar ni perder de vista que hay un riesgo también de eventuales condenas a personas o ciudadanos inocentes.




3) El proyecto, en su loable objetivo de disminuir la victimización secundaria de los menores limitando el número de las diligencias en que pueden participar y excluyendo su intervención en el juicio oral, invoca para ello la supremacía del interés superior del niño o adolescente sobre cualquier otro bien jurídico amparado.




Afirmó que, sin embargo, parte de una confusión al fusionar el concepto (procesal) de víctima menor de edad con el de “menor sujeto de derechos”. Los derechos del menor de edad no deben respetarse porque éste ha sido –supuestamente– víctima de un delito, sino porque internacionalmente se le ha otorgado un catálogo reforzado de derechos humanos de que goza inalienablemente. El “tratamiento especial” que debe brindarse al menor no viene dado por su calidad de víctima (la cual es esencialmente controvertible en el proceso penal, precisamente como uno de los objetos a determinar en el proceso: si fue o no fue víctima), sino por su calidad de menor de edad (calidad que es naturalmente incontrovertible o debatible).




Sostuvo que esta distinción es relevante para comprender y separar los debates y sus regulaciones. El estatuto de menor de edad rige siempre. El estatuto de víctima del menor, que se le asigna en el proceso penal, también debe regir siempre. Con las adecuaciones en el tratamiento que como menor de edad requiere, pero no con supresiones al tratamiento procesal que toda víctima supone para hacer efectivos los derechos de todos los intervinientes, entre esos, el derecho del imputado a ejercer su defensa controvirtiendo en cada etapa procesal y “desde el inicio del procedimiento” todos los aspectos de la imputación que soporta, entre esos, controvertir la calidad de víctima de quien le formula la imputación.





Indicó que sólo conciliando ambas calidades se logra respetar dos derechos humanos garantizados por los tratados: el derecho del menor de edad a ser tratado con dignidad y el derecho humano a defenderse de una imputación penal con todas las garantías que los tratados le otorgan a quien detenta la condición de ser un ciudadano a quien se le ha formulado una imputación penal.




Afirmó que, en consecuencia, la primera distinción que debe hacerse es entre el “tratamiento” como menor de edad y el “tratamiento” como víctima. Y en segundo lugar, centrar el análisis en cómo conciliar ambos tratamientos, para que se respeten los derechos humanos de cada ser humano involucrado.




4) Explicó que esto es muy relevante porque el estatuto de los menores es un estatuto obligatorio para todos los Estados y no puede ser renunciado ni alterado. En cambio, la situación de tener o no el carácter de víctima es una condición procesal que tiene que ver con un acto eventual que puede ser modificado. Es decir, que alguien diga o inicie un proceso penal en la condición (procesal) de víctima no lo transforma efectivamente en víctima; eso es algo que quedará establecido y acreditado en el momento en que un tribunal dicte una sentencia estableciendo esa condición. Cuando se homologa la condición de menor y de víctima, lo que se hace es poner el interés superior del menor, asociado a la condición de (presunta) víctima, como un estatuto irrenunciable e inmodificable, que por lo mismo pasa a primar sobre cualquier otro estatuto que puede operar en un sistema de justicia.




Opinó que esto es relevante porque las posiciones procesales dentro de un proceso penal son las que imponen a un imputado, a una víctima, a un juez, a un fiscal, a un defensor, es decir, a cualquiera que intervenga en un proceso penal, derechos y cargas. Vale decir, en la medida en que se tenga una condición, ya sea de imputado o de víctima, existe la posibilidad de ejercer ciertos derechos, pero también de soportar ciertas cargas y una de las cargas más relevantes de la víctima se vincula directamente con un derecho para el imputado. Ya que la carga de una víctima puede constituirse en una prueba que va a servir para justificar una imputación penal y la eventual aplicación de una sanción penal, eso pone inmediatamente ante la necesidad de considerar que dentro de la lógica de un debido proceso toda prueba debe ser posible de ser cuestionada y controvertida; no puede existir en un modelo democrático de enjuiciamiento penal una prueba respecto a la cual se establezca tal nivel de protección ni de amparo que la libere o la deje al margen del control propio del juicio.




Además, añadió que en un modelo del sistema como el que tiene el chileno, que es un sistema acusatorio adversarial, el control fundamental de la prueba se hace en juicio y cuando ese control no se hace en juicio, se realiza mediante un mecanismo que está reconocido en nuestro propio ordenamiento sin necesidad de modificación alguna, que es la denominada prueba anticipada.




5) Arguyó que, en cierta medida, el proyecto y la mayoría de las ideas legislativas que han existido en esta materia parten de un presupuesto que no es real: sostener que la revictimización tiene normalmente como causa la actividad de la defensa y de su control de la prueba en juicio, en circunstancias que los estudios realizados (Amparo y Justicia) establecen que el principal problema de la revictimización normalmente se produce en la etapa investigativa del proceso penal y no en la etapa de juicio y, por lo tanto, es allí donde sin duda es necesario establecer limitaciones.




6) Consideró también razonable disminuir los contactos del menor con el sistema de persecución penal en términos de cuantas veces tiene que entregar su versión, pero más importante que eso -y este es un punto que también es relevante– es que el tema no tiene tanto que ver con el número de entrevistas, sino con las condiciones de las entrevistas, es decir, un contacto de un menor con un sistema que no establece protocolos de entrevista puede ser tremendamente victimizador, aun cuando se realice una sola entrevista.




El problema principal está dado por las condiciones en las que debe realizarse ese contacto del menor -la forma y protocolo en que debe desarrollarse ese control- más que fijar número, que puede ser arbitrario (2, 5, 3) y no va a solucionar el problema. Entorpecer, dificultar, mediatizar o impedir el ejercicio del control de la prueba de cargo, sea en la etapa de investigación o sea en la etapa de juicio, podría implicar la afectación de garantías judiciales fundamentales establecidas en los tratados internacionales relativos a la posibilidad de interrogar y contrainterrogar a los testigos de cargo
. Si se considera que la víctima menor de edad requiere resguardos especiales, ello debiese compatibilizarse manteniendo la misma dinámica adversarial, sin excluir a priori su declaración del juicio oral. Desde este punto de vista, un proyecto que limite o restrinja el acceso al menor como principal testigo de cargo, a priori y en términos gruesos, puede resultar inconstitucional.




7) Afirmó, enseguida, que la defensoría comparte el objetivo de reducir el número de contactos del menor con el sistema, sin duda también el de mejorar las condiciones en que el menor presta su declaración o testimonio o es entrevistado durante la investigación y en el juicio oral, pero ello no tiene que significar, necesariamente, como se desprende del proyecto, excluir la posibilidad de que el menor declare en juicio.




Explicó que es el escenario del juicio oral donde se controla naturalmente la información que puede servir al Estado para condenar a un ciudadano. Es necesario compatibilizar tres aspectos relevantes: unos son los derechos del menor y los derechos del menor víctima, pero por otro lado es necesario considerar la situación de los ciudadanos imputados de la comisión de delitos sexuales, que son delitos de difícil prueba y que están expuestos al error judicial cuando no se generan los mecanismos necesarios para que puedan controlar esa información de cargo. Es decir, a la revictimización de los menores se agregaría otro problema relevante, como es la posibilidad de que se condene a personas inocentes. Son conocidos en el último tiempo casos de trascendencia mediática en que la limitación de la posibilidad efectiva de control de la prueba de cargo puede hacer prosperar una imputación que no era real y que puede terminar eventualmente con una sanción.




8) Manifestó, a continuación, que otro tema relevante es la definición del sentido que se quiere dar a las entrevistas videograbadas. La primera de ellas, propuesta por el proyecto, tiene un claro sentido investigativo. Se efectúa desde la perspectiva del órgano persecutor, es decir, el Ministerio Público en su tarea investigativa recopila antecedentes que le permiten determinar si es razonable o no perseguir a un determinado ciudadano por la comisión de un ilícito sexual en contra de un menor; por lo tanto, es un antecedente investigativo.




En ese contexto, probablemente la posibilidad de intervención de la defensa es prácticamente nula y parece ser excluida ya que el artículo 4° limita la participación en ella al fiscal y al entrevistador. Lo que le interesaría en ese contexto, es tener acceso al registro de la entrevista que se realiza con ese menor y que esa entrevista se efectúe bajo ciertos protocolos técnicos. Sostuvo que llamaba la atención que el artículo 6° disponga que “todo peritaje de credibilidad del relato del menor de edad será realizado sobre la base del registro audiovisual de la entrevista que se haya efectuado”. Sostuvo que, más allá de la discusión sobre el real carácter científico de estos peritajes, esta disposición sienta el principio técnico de que es posible realizarlos mediante el análisis de un registro audiovisual, en abierta contradicción con la (cuestionada pero utilizada) metodología y el procedimiento de verificación al que debe someterse este tipo de pericias, que exigen el contacto directo con el menor.




Pero, dijo, el problema de definición o determinación lo encontramos con la denominada “entrevista judicial videograbada”, que debe efectuarse, a solicitud del fiscal, el abogado querellante que represente a la víctima o el curador ad litem del menor, tan pronto como se haya formalizado la investigación. De acuerdo al proyecto, se trata de la única audiencia en que el menor rinde su testimonio y la única posibilidad para la defensa de examinar y contraexaminar la prueba. Se trata de la prueba que debería rendirse en la etapa de juicio oral y que, según esta propuesta, se entrega al inicio de la etapa investigativa, un escenario absolutamente distinto en que la facultad de control del defensor es parcial dado que no conoce el conjunto de la prueba que se está y continuará generando, a diferencia de lo que ocurre en el juicio oral como instancia única de rendición de prueba e información para la resolución del caso.




Consideró que esto es algo distinto a la entrevista denominada “única”, tal como se ha ido entendiendo desde hace 20 o 30 años en el sistema comparado. En ella, lo que se procura es información que luego va a ser valorada por el juez para los efectos de determinar la credibilidad del menor, pero no en términos de si el menor efectivamente fue abusado o no, sino para entregar herramientas de juicio al tribunal para apreciar los rasgos de personalidad del menor, sus características, las posibilidades de que haya sido influenciado por terceros o de que se haya manipulado su primitiva versión. Explicó que esto supone algo que es muy distinto a todos los proyectos que se han presentado, que es estandarizar un protocolo de entrevista que tiene que estar adaptado a la idiosincracia del país en cuestión. Segundo, un protocolo técnico que debe ser aplicado por un especialista y, lo más importante, es que en la aplicación de ese protocolo no interviene ni el fiscal ni el defensor, porque es un protocolo destinado a generar información pensada en el juez. Por lo tanto, lo más relevante en ese contexto es la definición de quien aplica el protocolo y cuáles son los términos y preguntas que éste va a contener.





Manifestó que la declaración o testimonio judicial debe darse en esa etapa, la del juicio, con las excepciones a que se refiere el actual artículo 191 bis, en que el juez para definir la anticipación de la prueba considera las circunstancias personales y emocionales del menor de edad y si ya rendida anticipadamente, dichas circunstancias se modificaran, igualmente debe rendirse en el juicio oral. En lo que se ha avanzado respecto de la declaración judicial es en establecer protecciones que no victimicen al menor, en el sentido de no exponerlo a la situación de tener que enfrentar al presunto agresor y esto significa normalmente el establecimiento de salas especiales donde se desarrolla el interrogatorio por un sistema de videoconferencia, a veces con la participación de un especialista.




Indicó que en la sala de juicio se encuentran fiscales y defensores que transmiten y realizan sus preguntas a través de un miembro del tribunal o eventualmente a través del especialista. Son formas muy distintas de entender la entrevista y lo primero -si se pretende avanzar en la generación de un estándar distinto al que opera en el modelo chileno- es precisamente definir qué tipo de entrevista se pretende hacer, cuál es el objetivo, cuál es el sentido, es un sentido investigativo, es un sistema de entrevistas destinado a generar criterios de valoración de credibilidad o derechamente la reglamentación de una declaración en juicio.




9) Agregó que otro aspecto importante a dilucidar en el formato de entrevista investigativa es quién es y qué formación tiene el sujeto que va a aplicar la entrevista 
. En el proyecto se habla de un “entrevistador” a quien se aplican las causales de inhabilitación de los fiscales (numerales 1, 2, 8,11,12 y 14 del artículo 55 de la ley N° 19.640) y lo establecido en el artículo 56 de la misma ley (artículo 11).




Estimó que esta referencia es demasiado genérica. El profesional asignado correspondería que tenga una formación específica definida en el protocolo de entrevista y que esté aprobado y certificado para utilizar el protocolo. Opinó que debiese constituirse una junta calificadora de expertos autorizados para utilizar el protocolo, que es lo que existe en otros países. La junta es la que reconoce la experticia de alguien para tomar este tipo de entrevistas y vela por la neutralidad del experto, examen de neutralidad que también debería ser realizado por el juez o el tribunal.




Consideró que primero debiera haber, entonces, un programa de formación y entrenamiento en el uso del protocolo y luego, una junta calificadora que certifique que el profesional tiene la experticia para utilizar el protocolo. En todo este contexto, el registro de la entrevista realizada por el profesional debe ser mediante videograbación. No caben transcripciones, declaraciones escritas o grabaciones de audio. Si la entrevista investigativa va ser única o reducida en número, el nivel de registro debe ser el más completo, cual es el videograbado.





10) En un documento anexo, analizó el derecho comparado en esta materia, especialmente las legislaciones más protectoras del menor, en todas las cuales informó que siempre se contempla:




Primero: la regla general siguiendo la jurisprudencia de la Corte Suprema americana en función de la Sexta Enmienda, esto es, que el derecho a confrontar es un derecho esencial del debido proceso, que debe compatibilizarse con la protección de los derechos del menor y, por lo tanto, siempre que sea posible, salvo situaciones de excepción, el menor declarará en el juicio. Por supuesto, lo hace en condiciones de protección.




Segundo: se distingue el rango etario; es decir, no hay una regla absoluta, no es la misma situación la de un menor abusado que tenga 8 años a la un menor abusado que tenga 14, 15 o 16 años. Por lo tanto, hay un espacio de evaluación previo al juicio, donde se determina -como en el caso de Israel o Alemania– si esta persona va, en definitiva, a declarar en el juicio.





Entonces, la Defensoría Penal Pública institucionalmente considera que la iniciativa es relevante porque pone en tabla un tema del que probablemente el sistema no se ha hecho suficientemente cargo, pero que requiere sin duda un debate mayor y también de acuerdos interinstitucionales a propósito de las prácticas con las que esto se va a desarrollar y un diseño normativo que suponga como eje básico definir qué es lo que se pretende hacer con esto que malamente se denomina entrevista única. No hay un país donde efectivamente la entrevista sea una sola y lo que se hace es reducir las intervenciones.




Afirmó que, a su juicio, lo primero es tratar de definir cuáles son los objetivos que se pretenden y, en esa definición de objetivos, nunca perder de vista que hay un riesgo también de eventuales condenas a personas o ciudadanos inocentes.





Complementando su alocución, la señora Werth entregó a la Comisión el siguiente análisis de Derecho Comparado:
“Regulación de esta materia en el Derecho Comparado




El cumplimiento de las normas internacionales sobre protección a menores de edad en relación a la revictimización que pueden sufrir durante el proceso de indagación del hecho punible, ha llevado en las últimas tres décadas a numerosos países a realizar esfuerzos por generar medidas de protección y adecuación de las normas procesales que les permitan evitar dicha afectación.




En muchos países, casos de alta connotación pública y el trabajo de diversas ONG han generado diversos estímulos para realizar modificaciones legislativas y cambios en el diseño de los modelos procesales.





Sin embargo, en la mayoría de las experiencias estudiadas (Estados Unidos, Reino Unido, Australia, Canadá, Alemania, España e Israel), las medidas de protección no han llevado a obviar los derechos básicos de las personas sometidas a investigación criminal. Todo lo contrario, los Estados han comprendido –algunos más claramente que otros- que no es posible borrar las garantías básicas de las personas acusadas y los principios básicos del sistema procesal, a efectos de lograr una mayor protección a los menores.





De esta manera, a modo ejemplar, desde el año 1991 el Reino Unido ha establecido diversos mecanismos para proteger a los menores víctimas de delitos graves. El juez evalúa con anterioridad al juicio si el menor está en condiciones de declarar, no permitiendo su declaración en caso negativo. La declaración del menor previa es grabada y luego exhibida, pero ello sin perjuicio de la declaración del menor como regla general en el juicio. A esto se suma un sinfín de mecanismos de apoyo y protección, como declaración en sala diversa, sistema cerrado de televisión, asistir al juicio con un acompañante, existencia de un intermediario entre los intervinientes y el menor, visitar previamente el lugar del juicio, etc.




En España, mediante reformas a la Ley de Enjuiciamiento Criminal, se buscó dar mayor protección a los menores al momento de prestar declaración. Por ejemplo, se modificó el artículo 707 de la citada ley, señalando que “Cuando el testigo sea menor de edad, el Juez o Tribunal podrá, en interés de dicho testigo y mediante resolución motivada, previo informe pericial, acordar que sea interrogado evitando la confrontación visual con el inculpado, utilizando para ello cualquier medio técnico o audiovisual que haga posible la práctica de esta prueba.”.




En el caso de Israel, comúnmente citado para efectos de lograr mayores protecciones a los menores de edad, existen resguardos relevantes de tipo institucional y de organizaciones estatales, no dedicándose únicamente a limitar el derecho de los acusados. Así, por ejemplo, existe un investigador infantil que corresponde a un trabajador social especialmente capacitado para procurar la protección del menor. Será este funcionario quien determine si el menor presta o no declaración.





Por su parte, si bien es efectivo que en Israel puede incorporarse la declaración grabada previamente al juicio, lo cierto es que esto tiene importantes limitaciones, como el hecho de que no basta esa sola declaración para obtener una condena, exigiéndose prueba adicional de corroboración, lo que pocas veces ocurre.





Estados Unidos, por citar otro ejemplo, contempla importantes medidas de protección a los menores víctimas de delitos, pero que contrastan debidamente con el contenido de la Sexta Enmienda en cuanto al derecho de confrontar directamente (cara a cara) al denunciante como mecanismo eficaz para evitar condenas erróneas. En este sentido, han existido importantes precedentes de la Corte Suprema de esa nación que señalan que la protección a los menores no puede impedir el ejercicio del derecho a defensa y la confrontación de la prueba de cargo. De esta manera, sólo han permitido, limitadamente, la declaración de menores con biombo o mediante circuito cerrado de televisión, siempre pudiendo la defensa contraexaminar al declarante.





Como se puede observar, todos los países mencionados han incluido en sus ordenamientos jurídicos diversos mecanismos institucionales tendientes a dar mayor y mejor protección a los menores. Sin embargo, y contrario a lo que se ha sostenido, estos mecanismos consideran una amplia gama de factores, tales como la capacitación de los funcionarios que intervienen y se relacionan con los menores, la infraestructura de los lugares de entrevista y la tecnología aplicable, diversas medidas de protección como circuito cerrado de televisión, uso de biombos para evitar contacto visual con el acusado, etc.





La mayoría de los modelos estudiados establecen importantes estándares de exigencias para aquellas medidas que impiden el derecho de confrontación (en los términos de la Sexta Enmienda de Estados Unidos), reservando las medidas más restrictivas para los casos más graves, manteniendo siempre la posibilidad de ejercer el derecho a defensa y asegurando que el resultado del proceso penal no implique la condena de personas inocentes, tanto por el daño para éstas y su entorno social, como también para el menor de edad involucrado en el proceso.”.

A continuación, el Defensor señor Geisse relató que, en la actualidad, la Defensoría Penal Pública se hace cargo de la representación del 95 % de las causas penales. Indicó que en el año recién pasado los datos informan que tuvieron lugar 3.442 causas ligadas a los delitos de que trata el proyecto y que 596 de ellas llegaron a la etapa de juicio oral. Informó que en un 37,2% de los casos -222 causas- el veredicto penal fue de absolución, lo que es superior a lo observado en otros tipos de delitos y se debe sólo en parte a las dificultades probatorias, las que en todo caso afectan a ambos intervinientes. Explicó que si por ley se prohíbe a los menores declarar en los juicios orales, las cifras anteriormente expuestas podrían empeorar.


Observó que si se establece de forma perentoria una entrevista al inicio de la imputación, es muy probable que esa diligencia sea insuficiente, habida consideración de que la ley establece un plazo de hasta dos años para realizar la investigación, lapso en el cual puede reunirse mucha evidencia que contradiga esa apreciación inicial de la víctima, lo que puede hacer necesaria una segunda indagación. Señaló que, en esa situación, el juez debería tener la posibilidad de ponderar las circunstancias y el grado de afectación del menor, de manera de tomar una decisión adecuada para el caso concreto.


Enseguida, hizo uso de la palabra el abogado de la Fundación Amparo y Justicia, señor Maurizio Sovino, quien manifestó que las dudas anteriormente expuestas fueron ampliamente debatidas por la Mesa de Trabajo que elaboró este proyecto de ley, cuyo trabajo se extendió por más de dos años y contó con la participación de todos los actores relevantes en la materia.


Expresó que, sin perjuicio de que el texto de la iniciativa sea perfectible, la formulación de la misma no pone en tela de juicio la autonomía investigativa del Ministerio Público, como tampoco el derecho a la defensa de los imputados o el interés preponderante de los menores de edad.


Indicó que en la experiencia comparada existen varias jurisdicciones en las que está restringida o directamente prohibida la comparecencia a los estrados judicial de menores de edad víctimas de delitos sexuales, estableciéndose que, en su reemplazo, los testimonios de los agredidos se obtendrán mediante una videograbación.


Explicó que el procedimiento propuesto por el proyecto contempla la posibilidad de que el menor entrevistado sea contrainterrogado por la defensa a través del profesional entrevistador, modalidad que se considera que resguarda de manera suficiente el derecho de los imputados a la defensa según los estándares de los tribunales europeos de derechos humanos.


Adujo que aunque es efectivo que el artículo 191 bis del Código Procesal Penal establece un sistema de declaración anticipada para casos similares a los que trata el proyecto, aquel no es obligatorio y, en la práctica, casi nunca se utiliza.


Manifestó que la entrevista videograbada es una vía mejor para la defensa, porque, en condiciones normales, ese interviniente sólo tiene acceso al menor agredido cuando ya se ha iniciado el juicio. En cambio, con este método esa parte podrá conocer todo el relato desde el comienzo de la investigación.


Expresó que aunque algunas fiscalías utilizan motu proprio medios similares a los que propone el proyecto, se produce el problema de que no hay una uniformación de criterios o procedimientos que permita, en todos los casos, estar en presencia de una prueba que no sea impugnable en sede judicial. El proyecto, sostuvo, salva este inconveniente.


Puntualizó, enseguida, que la Fundación que representa está plenamente consciente de que también hay otros casos de agresión a menores que deberían quedar amparados por el procedimiento que el proyecto propone, que, en principio, no están incluidos. Sin embargo, añadió, en esta oportunidad se optó por preferir las situaciones donde la afectación que genera la agresión es de mayor intensidad.


Prosiguió diciendo que el proyecto no prohíbe la anamnesis como herramienta clínica de los facultativos que tratan a los menores agredidos, pero limita la posibilidad de que ello se extienda más allá de lo necesario, precisamente a efectos de evitar la victimización secundaria.


Señaló que el fundamento de la exigencia de prestar la declaración dentro de las 72 horas contadas desde la denuncia tiene que ver con la fenomenología de los delitos sexuales. Indicó que este lapso se cuenta desde la denuncia, teniendo en cuenta que, por su propia dinámica, estos delitos tardan en ser denunciados.


Connotó que, en principio, la Fundación Amparo y Justicia optó por la vía de la coordinación interinstitucional y así lo planteó ya en el año 2008. Sin embargo, pasaron los años y tal llamado fue completamente desatendido por los actores del sistema, por lo que se prefirió impulsar la vía legislativa.


Hizo notar, finalmente, que este proyecto importa costos para el erario, no obstante que los respectivos cálculos indican que la formulación actual es más barata que el gasto que han hecho algunos tribunales del juicio oral en lo penal para sortear este tema, además de permitir que todo el esfuerzo se unifique a través de un sistema de cobertura nacional.


En este punto del debate, ante las diversas opiniones y observaciones recibidas, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador Walker, don Patricio, manifestó que era conveniente ponderar si procedía acoger la idea de legislar y, luego, perfeccionar el proyecto por la vía de la presentación de indicaciones o si, por el contrario, procedía visualizar un camino diferente.


El señor Fiscal Nacional advirtió que la autonomía que la Constitución Política consagra para el Ministerio Público no coloca a esta institución en una perspectiva de aislacionismo ni fuera de los controles jurídicos, contables y financieros habituales a que están sujetas las demás instituciones públicas, sino que únicamente lo deja a la par con otras organizaciones con propósitos institucionales específicos que quedan fuera de la influencia de los Gobiernos de turno, como es el caso del Banco Central.


Expuso que le interesa contar con un sistema único de entrevistas videograbadas, siempre que, tal como lo señala el artículo 191 bis del Código Procesal Penal, exista la posibilidad de que el juez pondere la necesidad de que el declarante concurra al juicio oral.


En cuanto a lo planteado por el señor Presidente de la Comisión, sugirió refundir todos los proyecto que en este momento se tramitan sobre esta materia, de manera de abordar en una sola formulación la entrevista videograbada que debería proceder en los procedimientos tutelares ante los Juzgados de Familia.


El Defensor señor Geisse señaló que desde hace dos décadas este asunto se discute en la jurisdicción penal anglosajona, donde ha quedado meridianamente claro que cualquier sistema de registro de declaraciones debe permitir la intervención de la defensa y contemplar la ponderación y el control por parte del juez.


En cuanto a cuál sería el trámite más adecuado para esta iniciativa, tanto el señor Geisse como la señora Werth coincidieron con lo sugerido por el señor Fiscal Nacional.


A la vez, la señora Werth explicó que los conflictos sociales de naturaleza penal tienen una instancia validada para ser conocidos y resueltos, cual es el procedimiento judicial conducido según las reglas del debido proceso. Es en ese contexto, destacó, donde tienen que producirse las declaraciones de cargo, con todos los resguardos necesarios para proteger los intereses que son preponderantes.


El Honorable Senador señor Espina puso de manifiesto que tras esta iniciativa se observa un problema real que es acuciante en nuestro medio, derivado del nivel de victimización secundaria que deben soportar los menores que han sido sexualmente ultrajados y que se enfrentan al sistema procesal penal en vigor.


Señaló que, sin embargo, debe cuidarse que los ajustes que se introduzcan en esta materia vayan acompañados por el financiamiento necesario, de manera de no frustrar las expectativas que estas modificaciones generen ni poner en riesgo su correcta aplicación en el futuro.


Igualmente, observó que las modificaciones que se acojan deben guiarse por ciertos criterios de fondo, orientados a dar protección a los menores, a evitar la manipulación de sus declaraciones y a impedir que personas inocentes sean condenadas. Sobre este último particular, recordó que no puede perderse de vista que quien es imputado por esta clase de delitos, sea o no culpable, carga en forma permanente con un fuerte nivel de estigmatización social.


Destacó, en consecuencia, el interés que ofrece el proyecto en estudio, el cual sugirió proceder a votar en general. Sin perjuicio de ello, valoró las observaciones formuladas por los actores institucionales que han participado en esta discusión, las cuales propuso tener en consideración en fase de discusión en particular de la iniciativa.


Por su parte, el Honorable Senador Larraín, don Hernán, manifestó que es necesario legislar en la materia en análisis, de manera de afrontar la obvia vulnerabilidad que muestra la regulación procesal vigente en los aspectos en estudio.


Instó a observar la autonomía investigativa del Ministerio Público en el texto que en definitiva se adopte y a no desproteger el derecho de defensa de los imputados. Manifestó que esos propósitos deben tenerse presente y recogerse durante la discusión en particular del proyecto, siendo procedente, por ahora, aprobarlo en general.


A su vez, el Honorable Senador Larraín, don Carlos, sostuvo que si bien parece haber algunos problemas de forma y de precisión de contenidos en el proyecto en discusión, no debe perderse de vista que lo que está en juego es la protección de los niños y el derecho a la defensa. Hizo notar, por otra parte, que el texto en análisis no es un producto apresurado, sino que es fruto de un largo análisis llevado a cabo entre representantes de la sociedad civil organizada y los actores institucionales relevantes en esta materia. Expresó que, en consecuencia, debe avanzarse en ésta área, por lo que se mostró partidario de aprobar en general la iniciativa.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador Walker, don Patricio, declaró cerrado el debate y sometió a votación la idea de legislar.


- Efectuada la votación, el proyecto resultó aprobado en general por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina; Larraín, don Carlos; Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.
- - -

TEXTO DEL PROYECTO

En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de proponeros la aprobación en general del siguiente:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo Primero.- Apruébase la Ley sobre Entrevistas Videograbadas y otras Medidas de Resguardo a Menores de Edad Víctimas de Delitos Sexuales:

“TÍTULO I

Disposiciones generales


Artículo 1°.- La presente ley regula las medidas especiales de protección que deberán observarse respecto de los menores de edad que sean presuntas víctimas de delitos de carácter sexual, con el objeto de prevenir su victimización secundaria.


Para efectos de esta ley, se entenderá por “delitos sexuales” aquellos comprendidos en los párrafos 5 y 6 del Título VII del Libro II del Código Penal y en sus artículos 411 ter y 411 quáter, así como en los artículos 142 y 433, número 1°, del mismo Código, en estos últimos casos, cuando alguna de las víctimas hubiere sufrido violación.


Asimismo, se entenderá por “victimización secundaria”, todos aquellos efectos psicológicos y sociales adversos que experimenta el menor de edad como consecuencia de su participación en actuaciones o procedimientos del proceso penal y proteccional que tengan lugar como consecuencia del delito del que haya sido víctima.




Artículo 2°. En toda intervención que deba realizar un menor de edad, durante la etapa investigativa o judicial del proceso penal que se origine a consecuencia del presunto delito del que haya sido víctima, se tendrá en especial consideración el principio del interés superior del menor de edad, de conformidad con lo dispuesto en la Convención Internacional sobre Derechos del Niño.


Asimismo, se tendrá en especial consideración la etapa evolutiva de los menores de edad y sus especiales circunstancias personales y emocionales, cognitivas, físicas, idiomáticas, étnicas, culturales y de género, de manera que toda acción o interacción con los menores de edad se adecúe a ellas.

TÍTULO II

Párrafo 1º

De las medidas de resguardo del testimonio del menor de edad




Artículo 3°. En todo proceso penal que se origine como consecuencia de la presunta perpetración de uno o más delitos sexuales en contra de un menor de edad, se procurará evitar que éste reitere su declaración sobre los hechos constitutivos del o los delitos respectivos.




Para efectos de lo anterior, el Ministerio Público establecerá, de conformidad con lo establecido en el artículo 87 del Código Procesal Penal, las medidas y protocolos que sean necesarios para regular la recepción de la denuncia y la toma de declaración a menores de edad durante la etapa de investigación, así como también otros procedimientos o actuaciones donde deban participar dichos menores de edad, con el objeto de evitar que éstos realicen declaraciones o sean interrogados sobre los hechos que constituyan la denuncia en instancias diversas a la entrevista a que hacen referencia los artículos siguientes, o por personas distintas al entrevistador al que hace referencia el párrafo 2° de esta ley.




Entre las medidas indicadas en el inciso anterior, se encontrarán, al menos, aquellas tendientes a:



a) Impedir que las personas que reciban la denuncia o que practiquen exámenes médicos, pericias u otras diligencias de investigación que se decreten, soliciten la declaración de la víctima sobre los hechos constitutivos de la denuncia, salvo en la forma y los casos establecidos en esta ley.



b) En el caso de manifestaciones verbales o conductuales espontáneas de las víctimas, proceder a su registro, procurando no vulnerar lo establecido en la letra anterior.



c) Impedir que el menor de edad sea confrontado directamente con el imputado durante el proceso, así como también evitar la presencia del menor de edad en dependencias donde pueda tener contacto con personas imputadas por otros delitos.



d) Mantener estricta reserva de los antecedentes de la investigación y la declaración de la víctima, de conformidad con lo establecido en el artículo 182 del Código Procesal Penal.



e) Dar cumplimiento a las demás obligaciones y prerrogativas que establece esta ley respecto a los menores de edad que sean singularizados como víctimas de un delito sexual.



Las obligaciones establecidas en este artículo serán aplicables a los demás organismos públicos que intervengan en cualquier clase de trámite o procedimiento donde participe un menor de edad que sea presunta víctima de un delito sexual, en lo que corresponda.

Párrafo 2º

De la entrevista investigativa videograbada




Artículo 4°. El fiscal del Ministerio Público a cargo de la investigación, en un plazo de 72 horas contado desde la recepción de la denuncia, podrá tomar la declaración del menor de edad que haya sido víctima del o los delitos denunciados, sobre los hechos que la constituyan, salvo que concurra respecto del menor de edad un impedimento grave y manifiesto, en cuyo caso el plazo comenzará a correr desde el momento en que haya cesado dicho impedimento.




La declaración del menor de edad será recibida por una sola vez, mediante una entrevista en la que participará el fiscal a cargo de la investigación y el entrevistador, de acuerdo a lo establecido en el reglamento al que hace referencia el artículo 11 de esta ley.




El fiscal del Ministerio Público podrá, en todo caso, prescindir de la toma de declaración del menor de edad, si así conviniese a la investigación, de lo cual dejará constancia en la misma. 




Artículo 5°. La entrevista a que hace referencia el artículo 4° deberá realizarse en una sala especialmente acondicionada al efecto, con los implementos adecuados a la edad y etapa evolutiva del menor de edad.  La entrevista será registrada íntegramente mediante un sistema que asegure su posterior reproducción audiovisual.  Asimismo, deberá transcribirse íntegramente y adjuntarse a la investigación.




Toda interacción con el menor de edad durante la entrevista será mantenida exclusivamente por el entrevistador indicado en el artículo anterior, en la forma en que éste determine, con el objeto de proveer el mayor resguardo posible del menor de edad, la indemnidad psíquica y social y prevenir o minimizar su victimización secundaria.  El fiscal podrá efectuar interrogaciones a través del entrevistador y supeditado al medio en que éste lleve a cabo la entrevista, siempre que ello no implique una comunicación directa con el menor de edad.




Por necesidad o requerimientos especiales del menor de edad, y con pleno respeto de lo dispuesto por el inciso anterior, el fiscal podrá autorizar que esté acompañado por un adulto responsable o un intérprete o traductor.




La entrevista podrá ser suspendida por el fiscal, o fijarse una nueva fecha para su realización, si, a juicio del entrevistador, ello resultare necesario para resguardar la indemnidad e integridad psíquica y social del menor de edad, atendido su estado emocional u otras circunstancias similares, de todo lo cual se dejará constancia en la investigación.




En los casos indicados en el inciso anterior, la entrevista será efectuada, o se reanudará, según corresponda, en la fecha que determine el fiscal, previo informe del entrevistador, y que no deberá extenderse más allá de 30 días contados desde la fecha de la denuncia, salvo que, en los casos indicados en el inciso primero del artículo 4°, no haya cesado el impedimento grave y manifiesto que afectase al menor de edad.  Con todo, el juez de garantía podrá autorizar que la entrevista se realice más allá de este plazo, previo informe del entrevistador que haga presente la conveniencia de postergar la declaración del menor de edad para resguardar su indemnidad e integridad psíquica y social, atendido su estado emocional, de salud, u otras circunstancias similares, o para efectos de prevenir o minimizar su victimización secundaria.




De no ser posible o necesaria la realización de la entrevista investigativa, a juicio del fiscal del Ministerio Público, podrá procederse, de todas formas, con la entrevista judicial a la que hace referencia el párrafo 3° de este Título, de conformidad con las normas de dicho párrafo.




Artículo 6°. Todo peritaje de credibilidad del relato del menor de edad será realizado sobre la base del registro audiovisual de la entrevista que se le haya efectuado.




Asimismo, con el objeto de evitar la declaración innecesaria del menor de edad, el fiscal deberá requerir la entrega de los registros audiovisuales y otros antecedentes de que dispongan los tribunales de familia, que digan relación con los mismos hechos denunciados, siempre que la existencia de dichos registros sea de conocimiento del fiscal.

Párrafo 3º

De la entrevista judicial videograbada




Artículo 7°. Durante la etapa judicial del proceso penal originado como consecuencia del presunto delito sexual perpetrado en contra del menor de edad, podrá recibirse el testimonio de éste, en el más breve plazo posible, y de conformidad con lo establecido en esta ley.




A estos efectos, el fiscal, el abogado querellante que represente a la víctima o el curador ad litem del menor de edad, deberá solicitar al juez de garantía la recepción anticipada de dicho testimonio, tan pronto como se haya formalizado la investigación o, en caso de no ser habido el imputado, una vez declarada su rebeldía.




El juez procederá a fijar una audiencia de recepción del testimonio del menor de edad, citando a todos aquellos que tuvieren derecho a asistir al juicio oral, sin perjuicio de lo establecido en el inciso anterior. Dicha audiencia deberá tener lugar en un plazo no inferior a quince días contados desde la resolución que ordene su citación.




La declaración del menor de edad brindada en la audiencia a que hace referencia este artículo, constituirá prueba anticipada de conformidad con los artículos 191, 280 y 331 del Código Procesal Penal.




No podrá citarse al menor de edad a declarar en el juicio oral.




En caso de decretarse la nulidad del juicio oral, de conformidad con lo establecido en el artículo 386 del Código Procesal Penal, ello no afectará la declaración del menor de edad brindada en la forma establecida en este artículo, salvo que se haya reclamado, precisamente, la nulidad de dicha declaración, por infracción a las normas establecidas en esta ley y su reglamento, y así se haya decretado, en cuyo caso podrá tomarse nuevamente.




Sin perjuicio de lo establecido en este artículo, los menores de edad que sean mayores de 14 años, podrán declarar voluntariamente en el juicio oral en su calidad de víctimas, con sujeción a las normas generales.




Artículo 8°. Se aplicarán a la entrevista que recoja el testimonio del menor de edad en la etapa judicial, las mismas normas establecidas respecto de la entrevista investigativa, tendientes a prevenir o minimizar su victimización secundaria.




En cumplimiento a lo establecido en el inciso primero, la entrevista judicial deberá realizarse en una sala especialmente acondicionada al efecto, con los implementos adecuados a la edad y etapa evolutiva del menor de edad.  De haberse efectuado previamente una entrevista investigativa al menor de edad, se privilegiará el uso de las mismas instalaciones para la realización de la entrevista judicial.





Asimismo, se requerirá, en todo caso, que las interrogaciones que el juez, o las partes por su intermedio, dirijan al menor de edad, sean efectuadas a través de un entrevistador de aquéllos a que hace referencia el reglamento establecido en el artículo 11 de esta ley, el que será designado por el juez a este efecto.





Para efectos de lo establecido en el inciso anterior, el juez y el entrevistador estarán intercomunicados simultáneamente mediante un sistema de comunicación idóneo, aplicándose al efecto las mismas normas establecidas en el artículo 5°, en relación con la entrevista investigativa.





Sólo se permitirá la presencia, dentro de la sala, del menor de edad y del entrevistador. Excepcionalmente, por necesidad o requerimientos especiales del menor de edad, y previa consulta al entrevistador que dirija la entrevista, el juez podrá autorizar que el menor de edad sea acompañado por un adulto responsable.  Asimismo, a solicitud de las partes, el juez podrá autorizar la presencia de un intérprete o traductor.





Artículo 9°. La entrevista judicial del menor de edad deberá realizarse en una sola audiencia, sin solución de continuidad.





En casos excepcionales, el juez podrá suspender la audiencia si, a partir de lo expuesto por el entrevistador, ello resultare estrictamente necesario para resguardar la indemnidad e integridad síquica y social del menor de edad, en razón de su estado emocional u otras circunstancias similares.





En caso de decretarse la suspensión de la audiencia, el juez fijará de inmediato una nueva fecha para proseguir con la misma, la que deberá efectuarse dentro de los diez días siguientes a la fecha de la entrevista original.





Artículo 10. La defensa del o los imputados tendrá acceso al registro audiovisual de la o las entrevistas efectuadas al menor de edad, así como también a los peritajes que se le hayan realizado, pudiendo requerir su análisis por parte de otros peritos. Sin perjuicio de ello, no se dará lugar a la práctica de diligencias probatorias que importen nuevas intervenciones presenciales del menor de edad.

Párrafo 4º

Disposiciones comunes a las entrevistas investigativas y judiciales





Artículo 11. Las entrevistas a que hacen referencia los artículos precedentes serán realizadas en la forma y de acuerdo a los estándares que determine un reglamento dictado en conjunto  entre el Ministerio del Interior y Seguridad Pública y el Ministerio de Hacienda.




El juez ordenará que la entrevista judicial a que hace referencia el párrafo 3° de este Título sea realizada por el mismo entrevistador que haya participado en la primera entrevista efectuada al menor de edad, salvo que concurra a su respecto impedimento grave y comprobado.





Se aplicarán, respecto del entrevistador a que hace referencia este artículo, las causales de inhabilitación de los fiscales establecidas en los números 1°, 2°, 8°, 11, 12 y 14 del artículo 55 de la ley N° 19.640, y lo establecido en el artículo 56 de la misma ley.




Artículo 12. Las salas donde se efectúen las entrevistas investigativas o judiciales contarán con las condiciones e implementación adecuadas para recibir el testimonio del menor de edad sin poner en riesgo su indemnidad e integridad psíquica, así como con las demás condiciones y equipamiento necesarios para dar cumplimiento a lo establecido en esta ley.





El reglamento establecerá las condiciones técnicas e implementación mínima con las que deberán contar las salas donde se efectúen entrevistas investigativas o judiciales, así como también los requerimientos mínimos del sistema de registro audiovisual que se implemente en las mismas, que asegure la grabación en alta calidad de las entrevistas y permita su posterior custodia y reproducción.





El entrevistador determinará, previo a la entrevista, si la sala cuenta con las condiciones mínimas establecidas en esta ley y el reglamento, de lo cual se dejará constancia en el acta que se levante de la diligencia.





La práctica de la entrevista se realizará en salas que cumplan las condiciones señaladas y que se encuentren en dependencias de cualquier organismo público.  Para la utilización de salas ubicadas en dependencias de los Tribunales de Familia, un auto acordado de la Corte Suprema fijará el procedimiento que permita el uso expedito de dichas instalaciones.





Artículo 13. El contenido de las entrevistas será reservado y sólo podrán acceder a él los intervinientes del proceso penal, el juez de garantía y el Tribunal de Juicio Oral en lo Penal, los profesionales de las Unidades Regionales de Atención a Víctimas y Testigos de la fiscalía regional respectiva, los consejeros técnicos y los jueces de los Tribunales de Familia, los funcionarios a que hacen referencia los artículos 15 y 16 de esta ley y los peritos que por expreso encargo del fiscal, defensor penal o juez de familia, deban conocerlo para elaborar sus informes.





La vulneración de la reserva señalada será sancionada de conformidad con el artículo 247 del Código Penal.





Artículo 14. En todos los procedimientos y diligencias en que deba intervenir el menor de edad, se observarán estrictamente los principios que establece el artículo 2°.




Artículo 15. Corresponderá al Ministerio del Interior y Seguridad Pública, a través de la Subsecretaría de Prevención del Delito, con los recursos humanos, técnicos y materiales existentes, coordinar la intervención de los organismos encargados de dar cumplimiento a las disposiciones de la presente ley.





A dicho efecto, le corresponderá, especialmente:




a) Velar por la correcta implementación de las medidas de resguardo establecidas en esta ley, requiriendo información de los diferentes organismos que deban dar cumplimiento a las normas de esta ley, en relación con el mismo, con el objeto de determinar eventuales mejoras o correcciones a los procesos seguidos por cada organismo y proponer medidas o acciones que se estimen convenientes a efectos de implementarlas;




b) Evaluar el funcionamiento del mecanismo de entrevista videograbada con el objeto de identificar y proponer a los órganos públicos involucrados en su implementación, aquellas medidas que sean necesarias para el mejoramiento del sistema, en aras del cumplimiento de los fines de esta ley;




d) Establecer los estándares para el cumplimiento de los requisitos que la ley impone respecto de las entrevistas a menores de edad, de conformidad con los mismos, las que deberán estar contenidas en el reglamento a que se refiere el artículo 11;




e) Proponer acciones tendientes a mejorar la coordinación entre los intervinientes del sistema, en aras de un adecuado cumplimiento de los objetivos de esta ley, y





f) Proponer a las Secretarías de Estado que correspondan, convenios, protocolos o acuerdos de cooperación con entidades públicas o privadas, que sean necesarios o convenientes para dar cumplimiento a los objetivos de esta ley.”.




Artículo Segundo.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código Procesal Penal:





a) Derógase el artículo 191 bis;


b) Derógase, en el inciso segundo del artículo 280, la siguiente frase, entre el guarismo “191” y el signo de puntuación “,”: “o se tratare de la situación señalada en el artículo 191 bis”, y



c) Incorpórase el siguiente inciso final al artículo 320: “Lo establecido en este artículo no será aplicable respecto de menores de edad que hayan sido víctimas de alguno de los delitos comprendidos en los párrafos 5 y 6 del Título VII del Libro II del Código Penal y en sus artículos 411 ter y 411 quáter, así como en los artículos 142 y 433, número 1°, del mismo Código, en estos últimos casos, cuando alguna de las víctimas hubiere sufrido violación.”.


Artículo Tercero.- Agrégase al artículo 41 de la ley N° 19.968, que crea los Tribunales de Familia, el siguiente inciso final:


“Sin embargo, si la declaración versare sobre la comisión en contra del menor de edad de alguno de los delitos comprendidos en los párrafos 5 al 6 del Título VII del Libro II del Código Penal y en sus artículos 411 ter y 411 quáter, así como en los artículos 142 y 433, número 1°, del mismo Código, en estos últimos casos, cuando alguna de las víctimas hubiere sufrido violación, y existiere una videograbación de la declaración del menor de edad sobre estos hechos en un proceso penal, el juez solicitará a la respectiva fiscalía o juzgado de garantía la remisión de dicho antecedente, a fin de evitar la declaración innecesaria del menor de edad.  Sólo el juez, el curador ad litem del menor de edad y los abogados de las partes podrán tener acceso a la referida video grabación.”.

Disposiciones transitorias





Artículo 1° transitorio.- Esta ley entrará en vigencia el primer día del mes siguiente a la publicación en el Diario Oficial del Reglamento establecido en el artículo 11.




Artículo 2° transitorio.- Facúltase, hasta por 24 meses, a la Policía de Investigaciones de Chile para contratar, sobre la base de honorarios, a 62 personas para desempeñar las funciones de entrevistador establecidas en esta ley.”.
- - -




Acordado en sesiones celebradas los días 3 y 5 de marzo de 2014, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Alberto Espina Otero, Hernán Larraín Fernández, Carlos Larraín Peña y Patricio Walker Prieto (Presidente).





Sala de la Comisión, a 10 de marzo de 2014.

(Fdo.): Nora Villavicencio González, Abogada Secretaria.
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INFORME DE LA COMISIÓN MIXTA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY SOBRE MEDIDAS DE SEGURIDAD EN PASARELAS, PASOS SOBRE NIVEL Y PUENTES QUE CRUZAN CARRETERAS

(8201-09)

HONORABLE SENADO,
HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS:


La Comisión Mixta constituida en conformidad a lo dispuesto por el artículo 70 de la Constitución Política de la República, tiene el honor de proponer la forma y modo de resolver la divergencia surgida entre el Senado y la Cámara de Diputados durante la tramitación del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores García Huidobro, Uriarte, Larraín Fernández, Orpis y Pérez Varela.

- - -

La Cámara de Diputados, cámara revisora, en sesión de 9 de enero de 2014 designó como miembros de la Comisión Mixta a los Honorables Diputados señores Sergio Bobadilla Muñoz, René Manuel García García, Juan Carlos Latorre Carmona, Iván Norambuena Farías y Joaquín Tuma Zedán.


El Senado, por su parte, en sesión celebrada el día 15 de enero de 2014, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 46 del Reglamento, designó como integrantes de la Comisión Mixta a los Honorables Senadores que conforman su Comisión de Obras Públicas. 


Previa citación del señor Presidente del Senado, la Comisión Mixta se constituyó el día 5 de marzo de 2014, con la asistencia de sus miembros Honorables Senadores señores Alejandro García Huidobro Sanfuentes, Antonio Horvath Kiss y Hosaín Sabag Castillo, y Honorables Diputados señores Rene Manuel García García, Juan Carlos Latorre Carmona, Iván Norambuena Farías y Joaquín Tuma Zedán. En dicha oportunidad vuestra Comisión, por unanimidad, eligió como su Presidente al Honorable Senador señor García Huidobro.

A la sesión celebrada por la Comisión Mixta asistió, además de sus integrantes, el Honorable Senador señor Kuschel. 


Además concurrieron el Abogado Jefe de la División Jurídica de Concesiones Obras Públicas, señor Cristián Melero, y el Asesor de la Secretaría General de la Presidencia, señor Francisco Montero.

- - -

DESCRIPCIÓN DE LAS NORMAS EN CONTROVERSIA Y ACUERDOS DE LA COMISIÓN MIXTA 


El Honorable Senado, en primer trámite constitucional, aprobó por unanimidad el proyecto de ley sobre medidas de seguridad en pasarelas, pasos sobre nivel y puentes que cruzan carreteras, correspondiente al Boletín N° 8.201-09, iniciativa que mediante un artículo único introduce dos modificaciones al decreto con fuerza de ley Nº 850, de 1998, del Ministerio de Obras Públicas, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 15.840, de 1964, y del decreto con fuerza de ley Nº 206, de 1960.


La primera modificación que propone el proyecto consiste en incorporar tres incisos nuevos a su artículo 84°. El primero de ellos hace de cargo del Ministerio de Obras Públicas el establecer, por Reglamento, las normas de seguridad mínimas que deben cumplir las pasarelas peatonales y los pasos desnivelados o puentes, que pasan sobre carreteras, para evitar el lanzamiento de objetos contundentes a los vehículos en circulación, y determina que dichas normas serán parte integrante de los nuevos contratos de construcción de obras y de concesión de carreteras.


El segundo de los incisos dispone que en las bases de licitación de obras públicas -cuando se trate de los caminos que define el inciso anterior-,  se deberán contemplar niveles de servicio acordes con las normas de seguridad fijadas por el referido decreto del Ministerio de Obras Públicas, así como las sanciones y multas aplicables ante el incumplimiento de dichos niveles de servicio.


Por último, el tercer inciso establece una excepción para los actuales límites de ampliación de obras que contempla la ley de concesiones, el que opera exclusivamente para la incorporación de las nuevas medidas de seguridad en las vías concesionadas, exigiendo que si el valor de la inversión excede del 5% del presupuesto oficial de la obra, o de 100.000 unidades de fomento, su ejecución sea licitada por el concesionario bajo la supervisión del Ministerio de Obras Públicas, en la forma que establezca el reglamento de la Ley de Concesiones de Obras Públicas, compensando el Fisco al concesionario por el valor que resulte de la licitación de las obras más el costo de administración del contrato, que se  determinará en las bases.





La segunda modificación propone un nuevo artículo transitorio que hace inaplicable las modificaciones anteriores a los actuales contratos de concesión, sin perjuicio de permitir que sus titulares opten por incorporar las nuevas disposiciones, dentro del plazo que indica.


En el segundo trámite constitucional la Honorable Cámara de Diputados desechó el proyecto en su totalidad.

- - -


En discusión la iniciativa, el Honorable Diputado señor García expresó que rechazó la idea de legislar teniendo en consideración que el propósito de la iniciativa -establecer normas de seguridad de pasarelas y puentes-, escapa del ámbito de la ley y ya se encuentra regulado por la vía reglamentaria. 


Agregó que también le merece dudas el que la aprobación de la iniciativa genere algún impacto, ya que las concesionarias de caminos realizarán toda obra que se le solicite por el Estado siempre que se les pague por su ejecución, lo que el Ministerio de Obras Públicas podría hacer disponiendo de los recursos para ello y sin necesidad de esta nueva regulación.


El Honorable Diputado señor Latorre manifestó que el tema central de la discusión es determinar si el objeto del proyecto corresponde a una materia propia de ley o a una materia reservada al ámbito del ejercicio de la potestad reglamentaria. Agregó que, en su opinión, las normas de seguridad de las pasarelas dicen relación con materias reglamentarias, por cuanto se refiere a normas esencialmente variables en función de lo que pueda ser una licitación o un contrato de concesión. 


Por otra parte expresó que con motivo de la discusión de este proyecto, en la Honorable Cámara de Diputados, se estableció que esta normativa se encuentra recogida en el Manual de Carreteras del Ministerio de Obras Públicas, de acuerdo con lo expuesto por funcionarios de la Dirección de Vialidad de dicha Secretaría de Estado, y se concluyó que no tiene sentido una propuesta de orden legal frente a un tema debidamente regulado. Agregó que de requerirse un cambio de estas normas para ello no es necesario recurrir al Congreso Nacional.


Señaló que la presente iniciativa surge ante la inquietud de una nueva realidad, consistente en los accidentes ocasionados por el apedreamiento de vehículos desde las pasarelas que cruzan las carreteras. Tal situación llevó a presentar esta iniciativa, que está muy bien inspirada y tiene un sesgo positivo, pero que no resuelve los problemas existentes, particularmente respecto de las autopistas ya concesionadas.


En tal sentido, continuó expresando, que mediante Convenios Complementarios celebrados entre la Dirección de Concesiones y las concesionarias en operación se han introducido mayores exigencias en materia de seguridad vial, pero sobre la base de un cambio contractual celebrado de común acuerdo, estimando que para que una concesionaria asumiera una disposición como la contenida en este proyecto, si altera sus normas contractuales, habría que incluir una disposición transitoria que facultara al Estado de Chile a modificar una norma contractual, materia de gran complejidad que además requiere contar con el respectivo financiamiento.


El Honorable Senador señor García Huidobro indicó que este proyecto efectivamente surge a raíz de la muerte de una periodista en una carretera concesionada, víctima fatal de un nuevo fenómeno delictual que se hace presente en las carreteras concesionadas y no concesionadas. 


Expresó que en la iniciativa en informe se ha trabajado por cerca de dos años, y se logró convencer al Ejecutivo de la necesidad de establecer nuevas medidas de seguridad en las pasarelas, y contar con su patrocinio, permitiendo que las nuevas regulaciones cuenten con financiamiento para su ejecución.


De esta forma, agregó,  mediante la aprobación de diversas indicaciones se logró establecer la obligación del Ministerio de Obras Públicas de dictar un reglamento con las nuevas medidas de seguridad que resulten útiles y apropiadas y, más importante, hacer de cargo del Fisco la ejecución de tales obras en determinado tipo de carreteras, concesionadas o no concesionadas. 


Respecto de las inquietudes antes planteadas, indicó que las concesionarias de carreteras ya concesionadas no se encontrarían obligadas a adoptar las nuevas medidas que pueda fijar un reglamento si el porcentaje de obras adicionales que puede exigir el Fisco ya se encuentra copado, que es lo que actualmente ocurre.


Para superar ese problema el proyecto establece la obligación del concesionario de ejecutar tales obras aunque sobrepasen tal límite siempre que las financie el Fisco, que también asume el costo de las obras en las carreteras no concesionadas.


Finalmente, manifestó que la iniciativa aprobada en primer trámite constitucional tiene el propósito central de entregar todos los instrumentos al Estado para que pueda establecer medidas de seguridad en las pasarelas, que permitan disminuir el riesgo de los usuarios de las carreteras de ser apedreadas o sufrir accidentes debido a ello.


El Honorable Diputado señor Tuma respaldó el criterio de la Honorable Cámara sobre esta iniciativa. Además, agregó, su mayor preocupación dice relación con la ausencia de pasarelas en todos los caminos, como ocurre en el distrito que representa, pese a que existan situaciones de gran riesgo para los peatones. Un ejemplo de ello, agregó, es lo que ocurre en la ruta que une las ciudades de Freire y Villarrica, en cuyo margen habita una comunidad indígena con un elevado porcentaje de personas no videntes que, ante la inexistencia de una pasarela peatonal, arriesgan la vida cada vez que cruzan la ruta.


 El Honorable Senador señor Sabag manifestó que la mayoría de los accidentes de los peatones en las carreteras indican que los usuarios atraviesan en lugares no habilitados, más que por no contar con una pasarela en las cercanías. Indicó que para aumentar la seguridad de los peatones el Estado permanentemente construye pasarelas, lo que salva vidas y también en gran medida su responsabilidad ante accidentes de este tipo. Agregó que con este proyecto se pretende aumentar la seguridad de los usuarios de las vías, para lo cual la Comisión compartió la inquietud que dio origen al proyecto con el Ministerio de Obras Públicas y sus especialistas, lo que motivo al Ejecutivo a presentar una indicación sustitutiva que hace operativa la iniciativa, que consideró un artículo transitorio que permite a las actuales concesionarias incorporar mayores niveles de seguridad.


Agregó que las actuales concesionarias tienen un doble incentivo para adoptar los nuevos requerimientos que establezca el reglamento. El primero es que el Fisco asume el costo de construcción de las obras y, el segundo, que su adopción disminuye el riesgo de accidentes y baja la posibilidad de enfrentar demandas por no haber tomado los resguardos necesarios para la operación de la vía.


El Jefe de la División Jurídica de Concesiones de Obras Públicas, señor Melero, expresó que la iniciativa cuenta con el apoyo del Ejecutivo, que presentó sus indicaciones en el primer trámite con el propósito de establecer la obligación del Ministerio de dictar un reglamento que fije las normas mínimas de seguridad en pasarelas, atraviesos o pasos sobre nivel, que crucen carreteras, tanto concesionadas como caminos públicos no concesionados. Precisó que la diferencia, entre el proyecto original y la indicación presentada por el Ejecutivo, dice relación con que  esta obligación se aplicaría a carreteras concesionadas y a caminos públicos tradicionales. 


Destacó que dicho reglamento permitiría establecer condiciones mínimas de seguridad, dentro del decreto supremo N° 900 del Ministerio de Obras Públicas que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 164, de 1991, del Ministerio de Obras Públicas, Ley de Concesiones de Obras Públicas, determinando que cuando esas obras superen las 100 mil Unidades de Fomento serán contratadas por el concesionario mediante licitación pública, y permitiendo que las requiera el Estado -que las paga- sin sujeción al límite de 15% del presupuesto oficial de la obra, ni al impedimento de solicitarla antes que transcurran las 3/4 partes del tiempo de vigencia de la concesión.


El señor Melero manifestó que ante un tema de seguridad tan importante se coincidió en poder exigir al concesionario las nuevas medidas de seguridad en cualquier momento, aun cuando esté superado el 15% del presupuesto oficial de la obra en modificaciones. 


Agregó que las nuevas medidas de seguridad deberán ser incorporadas en todas las próximas bases de licitación, en caso de ser aprobada la iniciativa legislativa, y que para las concesiones vigentes se requerirá la adhesión de las concesionarias. Resaltó que con o sin esta ley las modificaciones derivadas de la incorporación de mayores niveles de seguridad deberán ser pagadas a las concesionarias. 


Informó que en la actualidad el Ministerio de Obras Públicas ha modificado los contratos de concesión en los trayectos Santiago-Talca y Santiago-Los Vilos, casos en que se incluyeron medidas de seguridad en atraviesos y pasarelas. Sin embargo, aseguró, los proyectos de incorporación de mayores niveles de seguridad en las pasarelas del tramo de Talca a Puerto Montt no han contado con financiamiento presupuestario. En tal sentido, la obligación del Ministerio de Obras Pública de dictar un reglamento con normas de seguridad mínimas determinará que el Ministerio de Hacienda deba entregar los recursos para cumplir con dichas exigencias, constituyendo una condicionante normativa para el Estado.


Respecto a la naturaleza de las normas estimó que lo ideal, por la dificultad de la modificación de una norma legal, es que se materialice a través de un reglamento que contenga normas de seguridad mínimas, lo que es suficiente y permite que se contemplen los recursos necesarios para cumplir la obligación del Estado de proveer seguridad en las carreteras, tal como lo propone el proyecto. 


Por último y en relación a las normas del Manual de Carreteras a que se ha hecho alusión, expresó que no es vinculante para las concesionarias y que se modifica cada dos años. Por ello cuando se establece en las bases de licitación que las ingenierías y las obras deberán ajustarse al Manual de Carreteras se entiende que es el que se encuentra vigente a la época de ejecución de la obra, por lo que ante cualquier cambio las concesionarias argumentan que modificar la normativa vigente altera el equilibrio económico del contrato, lo que determina que en definitiva sea necesario terminar negociando compensaciones con ellas.


El Honorable Senador señor Horvath expresó que una discusión similar, sobre la necesidad de realizar una modificación legal o reglamentaria, se produjo cuando se constató la necesidad de establecer caminos laterales de servicio o caleteras a las vías públicas concesionadas, debido a que al no haber sido consideradas al licitar la respectiva concesión de las carreteras se terminó afectando a la gente que habitaba en sus márgenes. Señaló que, en definitiva, tal situación se subsanó mediante modificaciones fruto de la iniciativa legal parlamentaria.


Añadió que el proyecto pretende que en las pasarelas existentes se instalen elementos de protección que eviten los daños y el peligro que actualmente ellas representan para los usuarios de las vías, haciendo presente que entregar la solución al ejercicio de la potestad reglamentaria es dejarla pendiente a la voluntad de la autoridad de turno, que siempre tiene más requerimientos que recursos, lo que justifica plenamente que se establezca por ley la obligación de establecer condiciones mínimas de seguridad para los usuarios de las vías de que se trata.


Cerrado el debate, el señor Presidente de la Comisión Mixta anuncia que, como forma y modo de resolver la divergencia, someterá a votación el proyecto despachado por el Senado en el primer trámite constitucional.


Votan por su aprobación los Honorables Senadores señores García-Huidobro, Horvath y Sabag, y por su rechazo los Honorables Diputados señores García, Latorre y Tuma.


Repetida la votación, en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, el proyecto despachado por el Senado es aprobado por mayoría de votos.


Votan por su aprobación los Honorables Senadores señores García-Huidobro, Horvath y Sabag, y por su rechazo los Honorables Diputados señores Latorre y Tuma. Se abstiene el Honorable Diputado señor García.




En mérito de lo expuesto y de los acuerdos adoptados, vuestra Comisión Mixta tiene el honor de proponeros, como forma y modo de salvar diferencias entre ambas Cámaras del Congreso Nacional, aprobar la iniciativa en los mismos términos en que lo hiciera el Senado.

- - -



A título meramente informativo, cabe hacer presente que de ser aprobada la proposición de la Comisión Mixta, el texto de la iniciativa legal queda como sigue:

PROYECTO DE LEY





“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto con fuerza de ley Nº 850, de 1998, del Ministerio de Obras Públicas, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 15.840, de 1964, y del decreto con fuerza de ley Nº 206, de 1960:





1.- En su artículo 84°, intercálanse como incisos primero, segundo y tercero, nuevos,  pasando sus actuales incisos primero y segundo a ser incisos cuarto y quinto, respectivamente, los siguientes:





“Artículo 84°.- Corresponde al Ministerio de Obras Públicas establecer mediante un Reglamento las normas de seguridad mínimas de las pasarelas peatonales y los pasos desnivelados o puentes, que pasan sobre caminos unidireccionales con dos o más pistas por calzada, sin cruces a nivel y con velocidades mayores a 80 Kilómetros por hora, para evitar el lanzamiento desde ellos de objetos contundentes a los vehículos en circulación, considerando el tipo de vía de que se trate y los parámetros técnicos que defina. Dichas normas se entenderán formar parte de los contratos de construcción de obra y de concesión referidos en el artículo 87, según corresponda, para todos los efectos.




Las bases de licitación de concesiones de obras públicas, cuando corresponda, deben contemplar niveles de servicio acordes con las normas de seguridad fijadas de acuerdo al inciso anterior y sanciones y multas agravadas para el incumplimiento de dichos niveles de servicio.





Para el sólo efecto de la incorporación de las medidas de seguridad que fije el Reglamento a que se refiere el inciso primero en vías concesionadas, no serán aplicables los montos y plazos máximos que se establecen en los artículos 19 y 20 del decreto supremo N° 900, de 1996, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 164, de 1991, Ley de Concesiones de Obras Públicas. Asimismo, si el valor de su incorporación excediera el cinco por ciento del presupuesto oficial de la obra o correspondiere a una suma superior a cien mil unidades de fomento, su ejecución deberá ser licitada por el concesionario, bajo la supervisión del Ministerio de Obras Públicas, en la forma que establezca el reglamento de la Ley de Concesiones de Obras Públicas, en cuyo caso el valor de las inversiones que se compensarán al concesionario será el que resulte de la licitación, a lo que se sumará un monto adicional a título de costos de administración del contrato, que será determinado en las respectivas bases de licitación.”.





2.- Incorpórase como artículo 11° transitorio, nuevo, el siguiente:



“Artículo 11° transitorio.- Las disposiciones de los tres primeros incisos del artículo 84° no serán aplicables respecto de los contratos de concesión resultantes de procesos de licitación cuyas ofertas se hayan presentado con anterioridad a su entrada en vigencia, salvo a aquellos concesionarios que, dentro del plazo de tres meses siguientes a la publicación del Reglamento a que se refiere dicho artículo, opten por la aplicación de esas normas a sus respectivos contratos.”.”.
- - -


Acordado en sesión celebrada el día 5 de marzo de 2014, con asistencia de sus miembros, Honorables Senadores señores Alejandro García Huidobro Sanfuentes, Antonio Horvath Kiss y Hosaín Sabag Castillo, y Honorables Diputados señores René Manuel García García, Juan Carlos Latorre Carmona, Iván Norambuena Farías y Joaquín Tuma Zedán.


Sala de la Comisión Mixta, a 6 de marzo de 2014.

(Fdo.): Juan Pablo Durán G., Secretario de la Comisión Mixta.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑOR HORVATH, SEÑORA MUÑOZ Y SEÑORES ARAYA, BIANCHI, CHAHUÁN, GUILLIER, NAVARRO, PROKURICA, QUINTEROS Y WALKER, DON PATRICIO, CON EL QUE SOLICITAN A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA LA REMISIÓN DE UNA INICIATIVA LEGAL QUE DISPONGA QUE EL DIRECTOR NACIONAL DE GENDARMERÍA DE CHILE SEA NOMBRADO ENTRE OFICIALES PENITENCIARIOS CON EL RANGO DE CORONEL

(S 1641-12)
Solicitar a la S.E. la Presidenta de la República el envío de una iniciativa de ley que modifique los incisos segundo y tercero del artículo 5° del D.L. 2.859, del Ministerio de Justicia que fija “Ley Orgánica de Gendarmería de Chile”, con el objeto de que:

a) El Director Nacional de Gendarmería de Chile -conservando la calidad de funcionario de exclusiva confianza del Presidente de la República- sea nombrado exclusivamente entre los Oficiales Penitenciarios titulares que se encuentren dentro de las primeras cinco antigüedades del Escalafón de Oficiales Penitenciarios.

La modificación requerida, debe incorporar además la posibilidad de que si  como resultado de dicho nombramiento, se alterara el orden de precedencia de los Oficiales Penitenciarios que cumplen los requisitos para ser nombrados en dicho cargo, deberá llamarse a retiro a aquellos que anteceden a aquel que fue nombrado Director Nacional. 

b) Se fije el segundo orden de subrogancia del  Director Nacional -que en primer lugar corresponde al Subdirector Operativo- entregándolo a quien le sucede a este último en el escalafón de Oficiales Penitenciarios. (Lo anterior implica dejar sin efecto cualquier otra disposición legal o reglamentaria en contrario,  en especial el artículo 4° del D.S. N° 557(J)/11, que Aprueba el Reglamento Orgánico de Gendarmería de Chile, que establece que en caso de ausencia del Subdirector Operativo, el Director Nacional será subrogado por el Subdirector de Administración y Finanzas y, ante la ausencia de este último, por el Subdirector Técnico, así como también el artículo 8 del DFL Nº 1791, “Estatuto del Personal” en lo que dice relación con los requisitos para ser nombrado Director Nacional).

Lo anterior, se fundamenta en que Gendarmería de Chile ha vivido en los últimos años un proceso de modernización, que se ha traducido especialmente en el incremento de su personal, en la readecuación de las normas de su carrera funcionaria y en la reformulación  de la estructura orgánica del Servicio, evidenciado con la promulgación de la Ley N° 20.426 (Promulgación 10-03-2010). 

Sin embargo, el esfuerzo asumido por Estado para mejorar la gestión de Gendarmería, requiere complementarse con el reconocimiento de la experiencia y calificación con que cuentan los Oficiales Penitenciarios, en quienes, por expreso mandato del cuerpo de normas que se propone modificar (artículo12A), se encuentra radicado el mando, el que sólo de manera excepcional se reconoce a las restantes plantas de funcionarios. En este mismo sentido, la segunda de las modificaciones propuestas, no hace sino dar coherencia a la forma de proveer el cargo de Director Nacional, con la fijación de la sucesión de mando, que permita asumir las funciones, responsabilidades y atribuciones inherentes al cargo.

Los Oficiales Penitenciarios y el Personal de Gendarmería cumple un rol relevante por su experiencia en la prevención del delito, en el cuidado de las personas privadas de libertad, en la seguridad del Poder Judicial y en la rehabilitación efectiva, entre otras muchas funciones que muchas veces la sociedad pretende invisibilizar por la población penal que debe cuidar

Por las razones anteriores es que venimos en presentar el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

MEJORA INSTITUCION DE GENDARMERIA

Artículo 1

Solicitar a S.E., la Presidenta de la República doña Michelle Bachelet Jeria, el envío de un proyecto de ley que tenga por objeto que el Director Nacional  de Gendarmería de Chile sea nombrado exclusivamente entre los Oficiales Penitenciarios titulares  del cargo de Coronel, que se encuentren dentro de las primeras cinco antigüedades de dicho grado; además se pide legislar, estableciendo el segundo orden de subrogancia del Director Nacional.

Artículo 2

El que se aplique este procedimiento y criterio de las facultades que tiene el Ministerio de Justicia, mientras se efectué el procedimiento legislativo de la Ley propuesta.

(Fdo.): Antonio Horvath Kiss, Senador.- Adriana Muñoz D’Albora, Senadora.- Pedro Araya Guerrero, Senador.- Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Alejandro Guillier Álvarez, Senador.- Alejandro Navarro Brain, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- Rabindranath Quinteros Lara, Senador.- Patricio Walker Prieto, Senador.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MEJORA NORMAS EN MATERIA DE CONTRATACIÓN PÚBLICA PARA PROTEGER LOS DERECHOS DE LOS TRABAJADORES DE LAS EMPRESAS DE ASEO Y EXTRACCIÓN DE RESIDUOS SÓLIDOS, OTORGANDO LA AUTORIZACIÓN QUE INDICA 

(9278-06)
HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir su informe acerca del proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.

A la sesión en que vuestra Comisión conoció de la iniciativa concurrieron, además de sus integrantes, del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, el Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Ricardo Cifuentes; el Jefe de Gabinete, señor Eduardo Jara; el asesor legislativo, señor Álvaro Villanueva; la asesora comunicacional, señora Marcela Salas; y el asesor, señor Gustavo Paredes. 

De la Asociación Chilena de Municipalidades (AChM), el Secretario Ejecutivo, señor Juan Borcoski, y el abogado, señor Malik Mograby.

- - -

Se deja constancia que por tratarse de un proyecto con urgencia calificada de “discusión inmediata”, y en conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, se discutió la iniciativa en general y en particular a la vez.

- - -

OBJETIVOS FUNDAMENTALES DEL PROYECTO


El objetivo de la iniciativa es establecer una mejora de la normativa en materia de contratación pública, con miras a proteger los derechos de los trabajadores de las empresas de aseo y extracción de residuos sólidos. Además se faculta, excepcionalmente, a las municipalidades para transferir recursos a las empresas proveedoras del servicio de recolección, transporte y disposición final de residuos sólidos domiciliarios.

- - -

ANTECEDENTES

Para una adecuada comprensión de la iniciativa en informe deben tenerse presente los siguientes antecedentes:

A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

- Ley N° 18.695, orgánica constitucional de municipalidades.

- Ley Nº 19.886, de bases sobre contratos administrativos de suministro y prestación de servicios. 

- Ley N° 20.355, establece mejora en las condiciones de retiro de los trabajadores del sector público con bajas tasas de reemplazo de sus pensiones.

B.- ANTECEDENTES DE HECHO

El Mensaje con que Su Excelencia la señora Presidenta de la República da origen al proyecto de ley reseña, como fundamento del mismo, la función privativa de aseo y ornato de cada comuna que asiste a las municipalidades del país, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 3°, letra f), de la ley N° 18.695, orgánica constitucional de municipalidades. Así, en la práctica, el servicio de extracción, transporte y disposición final de los residuos sólidos domiciliarios se efectúa de dos formas: de manera directa por las propias municipalidades con personal de su dependencia, o bien a través del servicio que prestan empresas externas con sus trabajadores.

En el año 2009, añade,  la ley N° 20.355 modificó la ley orgánica de municipalidades, haciendo aplicable las normas sobre compras públicas contenidas en la ley N° 19.886. Sin embargo, en el régimen vigente no queda suficientemente garantizado que en las licitaciones de contratos de concesión para el servicio de recolección, transporte y disposición final de residuos sólidos, se tome como criterio de evaluación preponderante las remuneraciones y condiciones laborales de los trabajadores de las respectivas empresas. 

De acuerdo con lo expuesto, y con el objeto de otorgar la debida preponderancia a la protección de los trabajadores, mediante el presente proyecto de ley se establece, obligatoriamente, la consideración del precitado criterio con una ponderación mínima del 10% del total de los factores de evaluación para la adjudicación de una licitación. 

Del mismo modo, y de manera excepcional, se autoriza que los recursos transferidos desde la Subsecretaría de Desarrollo Regional a las municipalidades del país mediante la Resolución N° 312, de 23 de diciembre de 2013, lo sean a su vez a las empresas proveedoras del servicio de extracción de basura, con el fin que éstas los destinen a sus trabajadores. 

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL

El Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Ricardo Cifuentes, efectuó una presentación que abordó los siguientes puntos:

Contexto

- Aseo y ornato es una función privativa de las municipalidades.

- Modelos de gestión para recolección, transporte y disposición final:

Servicio realizado con funcionarios municipales.

Servicio realizado por empresas externas.

Servicio mixto.

- El año 2013 hubo una paralización de trabajadores de empresas de basura.

- Gobierno anterior generó Mesa de Trabajo con trabajadores y alcaldes.

- La mesa concordó, entre otras materias, mejorar las condiciones salariales de dichos trabajadores. 

- Se incorporó en la ley de presupuestos 2014 una nueva glosa, destinada a que SUBDERE transfiera recursos a las municipalidades en función del número de predios exentos del pago de derechos de aseo de las respectivas comunas. 

- Para ello se destinaron poco más de M $ 15.691.066, los cuales fueron transferidos a las municipalidades en enero de 2014.

- Hoy las municipalidades no disponen de una norma jurídica que les permita efectuar los traspasos de dineros a las empresas prestadoras del servicio de recolección de basura. 

Proyecto de ley

- Modifica la ley N° 19.886, de Bases sobre Contratos Administrativos de Suministro y Prestación de Servicios (“Ley de Compras Públicas”).

- Dicho cuerpo legal es aplicable a las municipalidades. 

- Para el caso de los contratos de prestación de servicios referidos a concesiones municipales de servicio de recolección, transporte y disposición final de basura, el proyecto de ley dispone que la ponderación del criterio referido a las mejores condiciones de empleo y remuneraciones de los trabajadores de dichas empresas no podrá ser inferior al 10% del total de la evaluación. 

- Con el fin de evaluar dicho criterio, se deberán considerar como factores:

Nivel de remuneraciones sobre el sueldo mínimo; 

Reajuste de remuneraciones;

Extensión y flexibilidad de la jornada de trabajo;

Duración de los contratos;

Existencia de incentivos, y 

Otras condiciones laborales que resulten de importancia.

Proyecto de ley (Disposición Transitoria)

- Autoriza a municipalidades a transferir a empresas prestadoras del servicio de recolección, transporte y disposición final de residuos sólidos domiciliarios, dineros para que, a  su vez, dichas empresas entreguen beneficios a sus trabajadores. 

- Podrán utilizar los recursos consignados en la glosa presupuestaria citada (compensación pago derechos de aseo).

- El proyecto dispone por bien transferidos aquellos recursos que, a la fecha de publicación de la iniciativa, ya se hayan entregado a las precitadas empresas con dicho fin. 

El Honorable Senador señor Zaldívar llamó la atención sobre el hecho de que el presente proyecto de ley obedece a un acuerdo logrado por el Gobierno del ex Presidente señor Piñera para poner fin a un conflicto con los trabajadores de empresas de recolección de residuos sólidos que prestan servicios a las municipalidades. 

Si bien, agregó, podría sostenerse que no corresponde que el Estado se haga cargo de resolver problemas que no son de su responsabilidad, lo cierto es que en su momento se decidió abordarlo de la manera en que el proyecto de ley lo hace. Tal acuerdo, en consecuencia, deber ser honrado por el nuevo Gobierno de la Presidenta señora Bachelet.

Hizo ver por otra parte, que en estricto rigor la iniciativa legal no implica gasto fiscal, toda vez que el traspaso de recursos a las empresas de recolección de basura ya fue realizado por la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo (SUBDERE), en virtud de la Resolución N° 312 de diciembre de 2013.  
Puesto en votación el proyecto de ley, en general, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar. 

DISCUSIÓN EN PARTICULAR

Artículo único

El único artículo permanente del proyecto de ley intercala en el artículo 6° (relativo a las bases de licitación de los contratos que celebre la Administración mediante la modalidad de licitación pública) de la ley N° 19.886, un inciso segundo, nuevo, del siguiente tenor:

“Tratándose de los contratos de prestación de servicios referidos a concesiones municipales de servicio de recolección, transporte y disposición final de residuos sólidos domiciliarios, la ponderación del criterio referido a las mejores condiciones de empleo y remuneraciones no podrá ser inferior al 10% del total de la evaluación. Para evaluar este criterio, se deberán considerar como factores el nivel de remuneraciones sobre el sueldo mínimo y el reajuste de éstas. Asimismo, se podrán considerar otros factores como la extensión y flexibilidad de la jornada de trabajo, la duración de los contratos, la existencia de incentivos y otras condiciones laborales que resulten de importancia en atención a la naturaleza de los servicios contratados.”.

El Honorable Senador señor Coloma consultó cuál es la justificación de una enmienda como la que este artículo propone.

Al establecer un criterio especial de ponderación para el caso particular de los contratos de concesiones municipales de recolección de residuos, argumentó, pareciera que se está abriendo un espacio de excepción no aplicable a otra clase de servicios municipales. ¿Por qué introducir esta diferenciación?, preguntó.

Conceptualmente, prosiguió, no se entiende por qué se va a contemplar este tratamiento sólo respecto de estos trabajadores y no de todos los demás. 

El Honorable Senador señor García coincidió con lo expresado por Su Señoría. Más allá del fondo del contenido del proyecto de ley y de la necesidad de superar el conflicto que lo motivó, subsisten igualmente interrogantes: cuál es el fundamento de dar tan especial consideración solamente a un número reducido de contratos, o por qué se fija en 10% el factor de ponderación de las mejores condiciones de empleo y remuneraciones.
El artículo único fue aprobado por 4 votos a favor y 1 abstención. Votaron a favor los Honorables Senadores señores García, Lagos, Montes y Zaldívar, y se abstuvo el Honorable Senador señor Coloma. 

Artículo transitorio

Este artículo faculta excepcionalmente a las municipalidades del país para transferir, por una sola vez, a empresas proveedoras del servicio de recolección, transporte y disposición final de residuos sólidos domiciliarios, recursos que serán destinados por éstas exclusivamente a sus trabajadores. Asimismo, declara bien transferidos aquellos recursos que, a la fecha de publicación de la ley que el presente proyecto propone, ya se hayan entregado a las precitadas empresas con dicho fin.

El Honorable Senador señor Coloma observó que, desde el punto de vista de la autonomía municipal, podría objetarse el que se condicione que determinados recursos entregados a los municipios deban ser exclusivamente destinados a la finalidad que se indica.

Sin perjuicio de tener presente que el acuerdo que origina el presente proyecto de ley fue obtenido por un Gobierno distinto del actual, señaló, cabe cuestionarse si es lo más adecuado establecer una limitación de este tipo a la administración de los recursos municipales.

El Honorable Senador señor Lagos acotó que existen variados ejemplos en la legislación nacional en los que el acceso a ciertos beneficios está supeditado al respeto de la normativa laboral. 

El Honorable Senador señor Zaldívar manifestó que la particularidad de la problemática que se intenta superar mediante este artículo, requiere de una norma tan excepcional como la que se propone. Insistió en que así lo acordó el anterior Gobierno, y no el actual, para poner fin al conflicto con los trabajadores de las empresas de recolección de residuos que tuvo lugar el año 2013.

El Honorable Senador señor García indicó que si los recursos transferidos por la SUBDERE estaban contemplados en una glosa aprobada para el año 2014, debiera entonces este artículo contener alguna referencia a aquélla.

El señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo aclaró que en lo que respecta al financiamiento, el proyecto de ley no importa mayor gasto fiscal, pues los recursos en cuestión ya fueron transferidos a los municipios. Así se expresa en el informe financiero que la Dirección de Presupuestos elaboró al efecto, del que se da cuenta más adelante en el presente informe.
La Resolución N° 312, de 23 de diciembre de 2013, ahondó, transfirió los señalados recursos en virtud de la siguiente glosa 02 asociada al capítulo 05, programa 03, subtítulo 24, ítem 03, asignación 403 de la partida correspondiente al Ministerio del Interior y Seguridad Pública de la ley de presupuestos para el año 2014:

“02 Estos recursos serán distribuidos entre las municipalidades del país mediante Resolución de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, de la siguiente forma:
a) $ 39.842.841 miles, en proporción al número de predios exentos del pago del impuesto territorial existentes en cada comuna, en relación al número total de predios exentos de dicho impuesto del país.

b) $15.691.066 miles, en proporción al número de predios exentos del pago del derecho de aseo en virtud de lo establecido en el artículo 7 inciso cuarto del Decreto N°2.385 de 1996 del Ministerio del Interior que fija el texto refundido y sistematizado del Decreto ley N°3.063 de 1979 sobre Rentas Municipales, existentes en cada comuna, en proporción al número total de predios exentos del pago de dichos derechos existentes en el país.

En dicha Resolución, se determinará el monto correspondiente a cada municipio sobre la base de la información disponible al segundo semestre del año 2013, que al efecto el Servicio de Impuestos Internos remita a esta Subsecretaría dentro de los diez primeros días del mes de diciembre del año 2013.”.

El artículo transitorio fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar. 

- - -

INFORME FINANCIERO

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 17 de marzo de 2014, señala, de manera textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes

El proyecto de ley viene a mejorar las normas de protección que deberán considerarse en las bases de licitación de los contratos de concesiones municipales de empresas proveedoras del servicio de recolección, transporte y disposición final de residuos sólidos en materia de condiciones de empleo y remuneración de los trabajadores. La presente iniciativa, además, excepcionalmente, autoriza a las municipalidades del país a transferir recursos a las precitadas empresas con el fin que se indica.

II. Efecto de proyecto sobre el Presupuesto Fiscal

El proyecto de ley no implicará mayor gasto fiscal por cuanto la presente iniciativa viene a autorizar que los recursos transferidos desde la Subsecretaría de Desarrollo Regional a las municipalidades del país mediante la Resolución N° 312 de 23 de diciembre de 2013, lo sean a su vez a las empresas proveedoras del servicio de extracción de basura, con el fin que éstas los transfieran a sus trabajadores.”.
En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.
- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, la Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer la aprobación del proyecto de ley en los mismos términos que lo hiciera la Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente: 

PROYECTO DE LEY:

“Artículo Único.- Incorpórase en el artículo 6° de la ley N° 19.886, el siguiente inciso segundo nuevo, pasando los actuales incisos segundo y tercero a ser tercero y cuarto, respectivamente:

“Tratándose de los contratos de prestación de servicios referidos a concesiones municipales de servicio de recolección, transporte y disposición final de residuos sólidos domiciliarios, la ponderación del criterio referido a las mejores condiciones de empleo y remuneraciones no podrá ser inferior al 10% del total de la evaluación. Para evaluar este criterio, se deberán considerar como factores el nivel de remuneraciones sobre el sueldo mínimo y el reajuste de éstas. Asimismo, se podrán considerar otros factores como la extensión y flexibilidad de la jornada de trabajo, la duración de los contratos, la existencia de incentivos y otras condiciones laborales que resulten de importancia en atención a la naturaleza de los servicios contratados.”.

Artículo transitorio.- Facúltase excepcionalmente a las municipalidades del país para transferir, por una sola vez, a empresas proveedoras del servicio de recolección, transporte y disposición final de residuos sólidos domiciliarios, recursos que serán destinados por éstas exclusivamente a sus trabajadores, declarando por bien transferidos aquellos recursos que, a la fecha de publicación de esta ley, ya se hayan entregado a las precitadas empresas con dicho fin.”.
- - -

Acordado en sesión celebrada el día 19 de marzo de 2014, con asistencia de los Honorables Senadores señores Ricardo Lagos Weber (Presidente), Juan Antonio Coloma Correa, José García Ruminot, Carlos Montes Cisternas y Andrés Zaldívar Larraín. 

Sala de la Comisión, a 19 de marzo de 2014.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre

Secretario de la Comisión

� En este sentido, mencionó la sentencia TOP de Temuco, de 10 de mayo de 2006, RUC 0400030793-4, cuyo considerando vigésimo primero dice: "Que el Tribunal no ha querido dejar pasar esta oportunidad, a fin de plantear la urgente necesidad de adecuar los procedimientos adoptados, tanto por los órganos persecutores de la responsabilidad penal, como por las entidades dedicadas a la defensa criminal, en lo que dice relación con la comparecencia de los menores de edad a las audiencias de juicio, particularmente aquellos que han sido objeto de un delito de connotación sexual.


En este sentido, teniendo presente que lo primordial y obligatorio para todo tipo de autoridad, sea judicial o administrativa, es resguardar la integridad, dignidad y normal desarrollo de los menores de edad, conforme lo establece perentoriamente el artículo 3º de la Convención de los Derechos del Niño, resulta ineludible el estudio y adopción de medidas que, sin vulnerar el derecho a defensa, minimicen la concurrencia de nuevos daños a quienes son afectados por esta clase de delitos.


Estos sentenciadores, fruto de la experiencia y del análisis reflexivo de los diversos casos, han podido apreciar que, en la gran mayoría de ellos, la víctima que concurre al juicio llega dolida, confundida, con una gran carga emocional y sujeta a enormes presiones. En estas condiciones debe enfrentarse a un escenario que no puede sino presentársele como inhóspito, desconocido y repleto de símbolos que no comprende. Es por ello que, tal como ocurre en aquellos países que gozan de un elevado y consolidado sistema penal, habrá que buscar aquellas fórmulas que permitan al Tribunal y a los intervinientes hacer saber sus inquietudes a un entrevistador especializado en temas de infancia y psicología, quien debería tener la exclusiva labor de interrogar al niño, ya sea utilizando un vidrio espejado o a través de la grabación de un video o audio directo, o cualquier otro sistema que resulte eficaz para resguardar el interés superior del menor.


La tarea propuesta no parece sencilla, pues implica que todos los actores que intervienen en el sistema, desde el momento en que se recibe la denuncia, deben adecuar su actuar al objetivo prioritario, cual es la protección integral de la víctima, y entender que la obligación de evitar procedimientos revictimizantes está sobre cualquier otra, incluso el eventual esclarecimiento de un ilícito".








� Pacto internacional Derechos Civiles y Políticos, art. 14.2 letra e): referido al derecho a interrogar o hacer interrogar a los testigos de cargo y a obtener la comparecencia de los testigos de descargo y a que éstos sean interrogados en las mismas condiciones que los testigos de cargo.





Convención Americana de Derechos Humanos, 8.2 letra f): sobre el derecho de la defensa de interrogar a los testigos presentes en el tribunal y obtener la comparecencia, como testigos o peritos, de otras personas que puedan arrojar luz sobre los hechos.


� La psicología ha demostrado que los niños mienten desde siempre y por las mismas razones de los adultos: evitar castigos, obtener ganancias personales. No es efectivo aquello que niños siempre dicen la verdad y, por su parte, no siempre un testimonio falso es una mentira. Los niños tienden a mezclar como una construcción cognitiva, las vivencias, los recuerdos, la imaginación, la fantasía, incluso opiniones de terceros, por lo cual cuando el niño lo cuenta, y lo vuelve a contar, el niño lo plantea como una construcción cognitiva propia, por lo cual lo cuenta no como mintiendo, sino como diciendo una verdad, y ese es el problema que se genera cuando no se detecta esto a tiempo, porque se puede generar al niño una especie de delirio, una mentalidad de abuso, que no ha acontecido, y cuando se genera esta mentalidad de abuso, el niño se convence y comporta como niño abusado y cuando lo cuenta, lo cuenta no mintiendo. Esa diferencia es detectable, pero se requiere una formación y una experticia muy acabada y sólida para que el profesional pueda diferenciar la delicada línea que separa lo que son construcciones cognitivas del menor y lo que son vivencias corporales reales del menor, para diferenciar “de donde” viene el relato. Por ello es relevante la calificación del profesional.  En Estados Unidos es solo con nivel doctoral (no con un diplomado como dice el proyecto), y hay además una junta calificadora de los profesionales capacitados.  Además, en Estados Unidos no se acepta el testimonio del perito “sobre” la credibilidad, sino “para” la credibilidad. No se acepta que el perito diga este niño “es creíble” o es “no creíble”, sino lo que se hace es que cuando el perito va al juicio, lo que le dice al jurado es que “cuando ustedes valoren la credibilidad del niño, tengan en cuenta que este niño psicológicamente funciona así, de este modo, y de este otro.” Lo que hacen es ofrecer lo que nosotros acá trabajamos como hipótesis alternativa.  Les exponen todo el contexto y panorama del menor (sus relaciones funcionan así; sus afectos funcionan así; su memoria funciona así; su nivel moral funciona así, si hay o no ganancias secundarias, si hay consistencia o coherencia, etc.) a fin de que sean los jurados los que saquen sus conclusiones sobre la credibilidad.





Cabe, finalmente, señalar que muchos de los aspectos del análisis referido al protocolo de entrevista se hacen desde el área psicológica, no desde el área psiquiátrica. Un psiquiatra no tiene la experticia en la materia que hablamos. No tiene que ver con lo médico y, por ello, el Servicio Médico Legal que está dirigido por médicos, poco puede actualmente aportar a esta manera de realizar una correcta entrevista no victimizadora.
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